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PREFACIO 


El origen de este libro es la tesis doctoral titulada «La producción priva-da 
de defensa y seguridad como alternativa al monopolio estatal», de-fendida 
por el autor en la Universidad Rey Juan Carlos, el 22 de mayo de 2018, 
dentro del programa de Ciencias Sociales y Jurídicas, Línea de Economía 
desde la Perspectiva Austriaca. 

Tanto los directores de tesis, los profesores Dr. Jesús Huerta de Soto 
Ballester y Dr. Miguel Anxo Bastos Boubeta, como los propios miembros del 
tribunal, los profesores Dr. Carlos Rodríguez Braun, Dr. Santiago García 
Echevarría, Dr. Pedro Tenorio Sánchez, Dr. Philipp Bagus y Dr. José 
Antonio Peña Ramos, a quienes agradezco sus exhaustivos comentarios y 
sugerencias, expresaron la conveniencia de publicar la tesis y ponerla a 
disposición del público. Esto requería variar el título, reducir la extensión del 
trabajo y modificar algunos términos técnicos para hacer el texto más 
asequible a un lector no especializado. Aun así, el resultado fnal es bastante 
fiel a la publicación original. 

Por otro lado, desde que la tesis fue depositada hasta el día de hoy, nuevas 
ideas y ejemplos van surgiendo en la mente del autor, en un proceso 
reflexión que nunca se agota. Fruto de ello es el análisis, con mayor detalle y 
profundidad, de los criterios de no rivalidad y no-exclusión, que no son 
fácilmente perceptibles en los servicios de defensa nacional y seguridad. 


PRÓLOGO 
Miguel Anxo Bastos Boubeta 


Es habitual usar en el lenguaje de las ciencias sociales conceptos abstractos e 
indeterminados que, una vez exportados al lenguaje común o al discurso 
político, se transforman en útiles instrumentos para la justificación de 
programas políticos, cuando no de legitimación del propio orden político. 
Hayek, en su libro sobre el Espejismo de la justicia social, denunció la falta de 
contenido sustantivo de ese concepto. Schoeck criticó en otro célebre libro, La 
envidia y la sociedad, la inanidad del concepto de igualdad. José Hernández 
Cabrera hace lo propio en este libro con los conceptos de defensa y seguridad. 
Estos conceptos como los de educación, justicia o sanidad, entre otros 
muchos, parecen referirse a necesidades vitales del ser humano y al mismo 
tiempo ser por tanto funciones que su importancia y relevancia deben ser 
suministradas por el estado en términos de monopolio. Pero en última 
instancia el suministro de estos no consiste más que en coordinar trabajo y 
bienes materiales que pueden ser adquiridos en el mercado. ¿Entonces cuál es 
el problema en el caso de la defensa? ¿No consiste esta en contratar mano de 
obra especializada y adquirir bienes de equipo producidos en empresas 
privadas_ ¿Por qué no financiarlas de forma privada? La mayoría de los 
economistas ¡se apresurarían a decir que es imposible, debido a la propia 
naturaleza del bien, que ellos definen como bien público, esto es no rival y no 
excluyente, y que de ser financiado así sería infraproducido. Gorrones y 
polizones se aprovecharían del bien sin pagarlo y por tanto sería casi 
imposible financiarlo y mantenerlo operativo. 

De esto va este interesantísimo libro, que no es un libro sobre defensa 
sino sobre teoría de los bienes públicos, aunque su título pueda confundir. 

Nuestro autor conoce bien el tema, por su larga carrera militar, pero 
tambien porque ha estudiado lógica y la economía austriaca en profundidad. 
No debemos olvidar nunca que lo que denominamos Escuela Austriaca 


de Economía no es más que la aplicación de un método riguroso, con 
profundas raíces filosóficas, al análisis de los fenómenos económicos. Muchos 
modernos austríacos parecen haberlo olvidado, y se nota. Nuestro autor no, y 
se nota también. El resultado es fascinante, y se nota en el texto el aroma de 
la vieja escuela, que ya parecía haberse disuelto en una escuela más del 
mainstream. El libro es una magnífica aplicación de la praxeología a políticas 
públicas que rara vez han sido analizadas desde una perspectiva. Ni siquiera el 
célebre escrito de Molinari Sobre la producción de defensa es tan completo 
como este análisis. Recordemos que este texto seminal solo discute la 
posibilidad de la defensa suministrada a través de mecanismos de mercado, no 
las posibles formas en que ésta podría ser suministrada. 

Pongamos dos ejemplos. 

En primer lugar, critica la teoría de los bienes públicos, en general y tal 
como esta se aplica a los problemas de la seguridad colectiva. La teoría de los 
bienes publicos es una de las principales fuentes de legitimación teórica de la 
necesidad de la intervención estatal. Abandonada por obsoleta la vieja teoría 
del derecho divino de los reyes, y descartada como mera ficción la teoría del 
contrato social, los nuevos intelectuales cortesanos ahora en el ámbito de las 
ciencias sociales han desarrollado las teorías de los fallos del mercado y de los 
bienes públicos. Esta última se ha presentado como la principal línea de 
defensa del estatismo, y muy especialmente en lo relativo a lo que se refiere a 
la seguridad, tanto interna como externa. Hernández Cabrera, en primer 
lugar, discute la falta de precisión del concepto, atacando sus dos principales 
supuestos: el de que no son rivales y el de que no son excluyentes. Cualquiera 
que sepa algo sobre la prestación de servicios públicos sabe que esta ni es 
homogénea ni puede serlo, además de que implica la existencia de costes de 
oportunidad. Ni todo el territorio estatal puede ser defendido por igual, pues 
habrá lugares considerados como más importantes, estratégicos en la jerga 
político-administrativa, o simplemente más dificiles de defender que otros. En 
la seguridad interna es muy claro, no todas las zonas del territorio son igual 
de seguras, si usamos una deficinión estadística del concepto, pues siempre 
habrá lugares con más crímenes que otras, por infinidad de factores. En la 
defensa externa ocurre lo mismo. Las capitales acosstumbran a estar más 
defendidas, y no digamos donde habitan los dirigentes políticos, que lugares 


periféricos o apartados que serían más facilmente sacrificados en caso de 
conflicto. Y estos lugares pueden ser fácilmente delimitados y excluidos de la 
prestación, al menos en la misma cantidad y calidad que las zonas privilegiadas. 
Además, en segundo lugar, la defensa como todo bien escaso cuesta y es escasa. 
Si gastamos en un sitio quedará menos para gastar en otro, y si gastamos más en 
defensa quedaran menos recursos para educación, sanidad o gastos de consumo 
general. Además, la idea teórica de que una unidad marginal más de defensa no 
cuesta más no es cierta ni puede serlo. Solo hay que ver lo que puede costar 
defender un enclave o una isla remota del territorio estatal. Por último, y 
como bien apunta nuestro autor, a la pregunta esencial de quién sabe cuál 
es la cantidad de defensa necesaria para mantener seguro un territorio, no 
existe respuesta. Lo mismo pasaría para saber qué calidad debe tener la misma, 
o qué precio, entre muchas otras preguntas. Y al no poder conocer la 
respuesta a estas preguntas, no podremos, por tanto, saber si ese bien está o 
no infraproducido, o si está producido en la calidad adecuada para servir al fin 
buscado. 

Otro de los rasgos fundamentales de la Escuela Austriaca de Economía es su 
subjetivismo a la hora de valorar los bienes. No es algo fácil de entender, pues 
el lenguaje tiende a generar confusión al respecto. Cuando hablamos de la 
necesidad de la defensa debemos siempre preguntarnos para quién en tal 
necesidad, sin dar por supuesto que es un bien que puede ser contado o 
medido con algún tipo de medida estándar. De hecho, primero: cada individuo 
valora de forma distinta la seguridad; segundo: cada individuo entiende de 
forma distinta lo que es seguridad; y tercero: está dispuesto a pagar de forma 
distinta por ella. En nuestra sociedad existen desde individuos que van 
voluntarios a combatir al ejército islámico a gente que teme pasear por calles 
céntricas de día por miedo a algún incidente. Unos consideran defensa invadir 
o intervenir en países que nada nos han hecho, y otros en cambio son 
pacifistas y no aprueban el uso de la violencia ni siquiera en defensa propia. 
Los hay que la valoran, pero no están dispuestos a pagar más que una 
cantidad pequeña, mientras que si por otros fuera solo gastaríamos en 
armamento y viviríamos en un cuartel como los espartanos. Dada esta 
enorme pluralidad de valoraciones, no es de extrañar que el gasto en defensa 


no pueda satisfacer a todos y que, de hecho, la provisión de defensa atienda 
principalmente a las necesidades de los grupos gobernantes y de los grupos de 
interés asociados al mismo. Esto ocurre también con la definición de la 
prestación. Mary Kaldor escribió hace ya varias décadas un libro muy 
interesante, El arsenal barroco, en el que se nos detalla cómo la adquisición de 
bienes de equipo para la defensa (aviones, buques, carros de combate, misiles, 
etc.) está más orientada a la búsqueda de prestigio por parte de políticos y 
altos cargos de la milicia que a atender las posibles necesidades de defensa del 
país. Se buscaría más impresionar que satisfacer necesidades reales. Esto solo 
puede pasar en un entorno en el que los pagadores últimos de la defensa 
desconocen ta to los costes como las posibles necesidades de defensa del pais, 
y nos dice mucho en ra la «objetividad» de las necesidades a este respecto. En 
último lugar, la posible propia definición de enemigo tiene mucho de 
subjetiva y depende también de los valores e intereses de la lase gobernante. 
En muchas ocasiones podemos observar como un cambio en el regimen 
político O en el gobierno conlleva cambios de la alianzas del y, por tanto, de 
enemigos. Se pudo ver en su momento ccpmo llegada del comunismo a Cuba 
conllevó e un cambio en la definición de los enemigos de Cuba, o pudo verse 
más recientemente cómo la llegada de Rodríguez Zapatero al poder cambió la 
definición estratégica de cuales son los enemigos de España. Estos son y serán 
siempre los de la clase política gobernante. 

Otro aspecto en el que el autor muestra su gran dominio de los conceptos 
de la Escuela Austriaca es su aplicación del teorema de la imposibilidad 
económica del socialismo a las políticas de defensa y seguridad. Como bien 
saben los austriacos, los problemas derivados del cálculo económico no solo se 
aplican al conjunto de una economía socialista. Se aplican también al cálculo 
dentro de las organizaciones, incluso las privadas, a los imperios y, sobre 
todo, y esta es un área muy poco estudiada, a las políticas públicas sectoriales. 
Estas son en efecto socialismos parciales y, si bien atenuados por la presencia 
de mercados, padecen los mismos problemas de computabilidad que una 
economía totalmente socialista. La producción de seguridad y defensa se 
produce en buena medida en nuestro entorno, de forma monopolista y de 
forma socializada por los respectivos gobiernos. El planificador central de la 


defensa tendrá que determinar tanto la cantidad y la calidad como el precio de 
la misma en ausencia de referentes competitivos. Esto es, tendrá, por ejemplo, 
que determinar cuántos soldados necesita, decidir si pagar salarios o 
reclutarlos forozosamente, priorizar objetivos militares, decidir cuántos 
aviones, tanques, cuarteles, ferrocarriles o subfusiles comprar y de qué 
características. Sin contar el alimento y transporte de la tropa, o los 
respectivos costes de oportunidad de todo este gasto. Y todo ello en ausencia 
de precios de mercado que puedan contribuir a iluminar algo las decisiones 
políticas. No es de extrañar, por tanto, que no solo se produzcan malas 
asignaciones de gasto, al estilo de las que se describen en el libro, sino que las 
administraciones militares hayan sido desde el comienzo de los estados fuente 
de corruptelas sin número. 

Además de todas estas reflexiones austriacas, el libro es fuente de numerosos 
ejemplos de prestación de servicios de defensa a través de organizaciones 
privadas o voluntarias, y sobre todo de reflexiones históricas sobre la guera y 
la defensa. Todo ello enmarcado en una teoría general del anarcocapitalismo. 
Podemos decir, sin equivocamos mucho, que este libro servirá de inspiración 
al estudio aplicado de políticas públicas desde perspectivas austrolibertarias. Y 
estoy seguro que el autor continuará a deleitarnos con más reflexiones sobre 
el tema, pues como buen libro despierta la inquietud de saber más sobre el 
tema, y estoy seguro que el autor tiene aún mucho más que decimos. 


INTRODUCCIÓN 


I. ESTRUCTURA Y OBJETIVOS 

En este ensayo pretendemos investigar, desde las diferentes ópticas que nos 
proporciona el corpus epistémico de la Escuela Austriaca de Economía, la 
idea original que Gustavo de Molinari plasmara, en 1849, en su artículo 
Sobre la producción de seguridad; a saber, que los servicios de defensa y 
seguridad, al igual que el resto de bienes económicos, se producen con mayor 
eficacia en el libre mercado que bajo un régimen de monopolio público, y 
que no existe razón alguna por la que el Estado deba acapararlos de forma 
exclusiva. 

Carl Menger se preguntaba en 1883: «¿Cómo es posible que las 
instituciones que mejor sirven al bien común y que son más extremadamente 
significativas para su desarrollo hayan surgido sin la intervención de una 
voluntad común y deliberada para crearlas?» (Huerta de Soto, 2000: 33). Y si 
la seguridad es una necesidad importante tanto para el individuo como para la 
sociedad en su conjunto, ¿qué razones hay para privar a los consumidores de 
los beneficios del libre mercado?, y de haberlas, ¿están debidamente 
justificadas? Mediante estas y otras preguntas nos adentramos en el campo de 
investigación de las instituciones evolutivas, objeto principal de la Ciencia 
económica (Huerta de Soto, 2000: 33). 

El grueso del libro (capítulos 1 al 8) se encuadra en lo que podríamos 
llamar «análisis económico de la defensa y la seguridad», faceta esta poco 
desarrollada y sistematizada en la teoría económica (Hiilsmann, 2003: 369). 
El análisis de la producción de defensa y seguridad incluye, empleando la 
terminología misesiana, aspectos praxeológicos, catalácticos y económicos. 
Investigamos si el Estado, como productor monopolístico de la violencia y 
ente Capaz de adoptar las últimas decisiones en un territorio dado, es un 
eficaz proveedor de seguridad o si, por el contrario, actúa como cualquier 
monopolio, reduciendo la cantidad y calidad de servicio producido y 
aumentando su precio unitario (Mises, 2011a: 431; Hoppe, 2004: 319); o, 
dicho de otro modo: beneficiando al órgano monopolístico y a los 
productores a expensas de los consumidores. 

El análisis económico será científico —wertfrei— y utilizará como 
herramientas epistémicas los conceptos de subjetivismo, marginalismo, 
preferencia temporal, cálculo económico y función empresarial, así como la 


teoría austriaca del monopolio. Las herramientas metodológicas serán el 
individualismo y subjetivismo metodológicos, así como el deductivismo 
lógico. 

Pretendemos demostrar, en primer lugar, que la tesis que sostiene la 
superioridad de la producción mercantil sobre la monopólica es una verdad 
científica; para ello, analizaremos críticamente los argumentos de los 
defensores del monopolio público y, en particular, la teoría samuelsoniana- 
pigouviana de los bienes públicos. 

En segundo lugar, trataremos de refutar la existencia de una supuesta 
excepcionalidad de las leyes económicas, que nosotros consideramos uni- 
versales y valederas en todo tiempo y lugar (Menger, 2013: 67). En concreto, 
criticaremos la opinión generalmente aceptada de que la seguridad es un bien 
«esencial», error proveniente de considerar el consumo de bienes, 
conceptualmente, según clases y no como predice la ley económica de la 
utilidad marginal. Por consiguiente, si la seguridad no es ni más ni menos 
«esencial» que el resto de bienes económicos no merece un tratamiento 
distinto. 

El análisis praxeológico también incluye el estudio de los incentivos 
racionales que poseen gobernantes y funcionarios (militares y policías), todo 
lo cual es ilustrado con la experiencia militar del autor. La historia, incluida 
la personal, no puede validar ni refutar teorías, pero nos ayuda a comprender 
ciertas tesis y afirmaciones. En particular, pondremos de relieve algunas 
ineficiencias observadas en el Ejército español, entre 1978 y 2003; a saber: 
excesiva integración vertical, autarquía económica, inadecuada división del 
trabajo y deficiente empleo de los recursos públicos asignados a la defensa 
nacional (gasto militar), especialmente, los derivados de la conscripción o 
servicio militar obligatorio. 

Aunque este trabajo es un análisis económico de los servicios de defensa y 
seguridad creemos oportuno complementarlo mediante la incursión en otros 
dos ámbitos de las ciencias sociales: ética y prospectiva. 

Economía y ética son disciplinas que pertenecen a ámbitos epistemológicos 
distintos, la primera es descriptiva y la segunda normativa. La praxeología 
«no produce juicios éticos definitivos: simplemente ofrece los datos 
indispensables para realizar dichos juicios» (Rothbard, 2013b: 4170). 
Mediante la economía queremos saber si los medios empleados son 
adecuados a los fines perseguidos, en nuestro caso, queremos averiguar si los 


consumidores obtienen mejor protección utilizando el libre mercado o el 

monopolio estatal. Mediante la ética queremos esclarecer si determinados 

fines y/o medios constituyen un bien o un mal para el hombre. Todas estas 

cuestiones, que intersectan campos de la ética, filosofía política, sociología y 

derecho, serán tratadas en el capítulo 9, cuyo objeto de determinar si el 

Estado debe, legítimamente, monopolizar el mercado de la seguridad y, en su 

caso, forzar a los ciudadanos a: 

a) Producirla personalmente mediante la preparación y/o ejecución de la 
guerra. Para ello deberemos responder a esta pregunta: ¿es ético obligar a 
una persona a combatir en contra de su voluntad? Si alguien es pacifista o 
prefiere defenderse al margen del Estado, ¿debe ser castigado? 

b) Sostener la guerra con el trabajo personal o mediante exacciones fiscales; 
es decir: ¿es lícito militarizar el trabajo o financiar la guerra con impuestos? 

Cc) Consumir la seguridad impuesta por el Estado: ¿es ético que una persona 
sea obligada a consumir, previa exacción, un determinado servicio?; y en 
caso afirmativo, bajo qué circunstancias y hasta qué límites. 

También examinaremos si es éticamente admisible apoyarnos en el 
utilitarismo; por ejemplo: ¿es ético que una menor cantidad de hombres sean 
sacrificados en el (supuesto) beneficio de una cantidad mayor? Todas estas 
cuestiones serán el origen de nuestra investigación ética cuya conclusión 
normativa, y por tanto discutible, es que la seguridad «debe ser» un asunto 
privado (Hoppe, 2004: 311). 

Por último, el capítulo 10 aborda un análisis prospectivo, especulativo, para 
tratar de averiguar si nuestras dos hipótesis anteriores —económica y ética— 
pueden materializarse de forma efectiva en la sociedad y, en su caso, qué 
condiciones serían las más favorables. Si bien «la prospección de eventos 
hacia el futuro es la misión propia del empresario» (Huerta de Soto, 2000: 
13) a nosotros solo nos mueve un interés teórico. Los órdenes sociales 
alternativos al Estado-nación son múltiples y, en gran medida, imprevisibles. 
Una sociedad no estatal, libertaria, podría revestir variadas formas de 
organización: familiar, tribal, religiosa, autárquica, agorista, mutualista, 
anarcocomunista, anarcocapitalista, etc., que solo el futuro podrá revelar. 

No pretendemos adoptar una postura economicista y afirmar que los 
ciudadanos, si desean maximizar su seguridad, deberán transitar hacia un 
orden social laissez-faire. De una verdad económica, científicamente 
demostrada, no podemos deducir una preferencia donde entran en juego y 


pugnan otras valoraciones no económicas. Un hombre puede preferir, como 
dice el refrán: «Lo malo conocido a lo bueno por conocer». De igual modo, 
aunque admitamos que una ética basada en los principios de no inicio de la 
agresión, libertad y propiedad privada es superior a otras éticas basadas en la 
coacción, los partidarios del colectivismo bien podrían pensar lo contrario. 

Uno de nuestros objetivos, partiendo del argumento seminal de Molinari, es 
contribuir a la fundamentación científica de la prevalencia del orden social 
que genera el libre mercado frente a otro sostenido bajo la coacción estatal. 
En esta línea analizamos la viabilidad práctica de las sociedades libertarias, 
bajo ley privada, partiendo de la literatura existente y de las iniciativas reales 
que se vienen produciendo en la actualidad: Free Cities, Free State Project y 
Seasteading.* 

II. SOBRE LAS FORTALEZAS Y DEBILIDADES DE NUESTRA INVESTIGACIÓN 

Así como los hechos y verdades (tarde o temprano) se imponen, los juicios de 
valor tienen que justificarse (Vega y Olmos, 2012: 633); de antemano 
admitimos que no es posible alcanzar un acuerdo universal sobre cuestiones 
sociales y mucho menos sobre cuestiones axiológicas. Aun cuando creamos 
que la tesis de Molinari es una verdad científica, desde el punto de vista 
argumentativo algo no es considerado verdadero si no existe un acuerdo 
universal al respecto (Perelman y Olbrechts-Tyteca, 1989: 122). Y como el 
acuerdo social y científico está más bien enfrentado a nuestra tesis, que es 
minoritaria, deberemos tratar la afirmación de Molinari como una verdad 
provisional que estamos obligados a justificar. Prevemos de antemano 
nuestra difícil tarea pues, a menudo, los argumentos lógicos suelen ser 
impotentes contra los intereses afectivos (Freud, 1980: 110); en particular, los 
relativos con sentimientos patrióticos, históricos, culturales o nacionales. En 
el caso de que alguien aceptase la validez teórica de nuestra tesis —-la 
superioridad económica y ética de la producción privada de defensa y 
seguridad en un régimen laissez-faire frente al monopolio estatal— deberá 
admitir prima facie una conclusión perturbadora y hasta cierto punto 
sediciosa: el Estado no solo es deficiente protegiendo vidas y hacienda, 
además, su modus operandi es violento e inmoral. 

Pasemos ahora a exponer las dificultades de probar nuestras afirmaciones. 
Alguien que «habiendo larga y arduamente pensado las tesis que propone, 
tiene una idea razonable sobre sus puntos débiles» (Nozick, 2014: 2). En 
primer lugar, y a pesar de los numerosos argumentos presentados, es posible 


que algunos economistas no den por válida nuestra primera afirmación y 
sigan considerando que la producción de seguridad en régimen de monopolio 
sea superior a la producida en el libre mercado. Esto no resulta extraño 
cuando todavía hoy muchos afirman, por ejemplo, que la sanidad o la 
educación estatales son superiores a las privadas. En segundo lugar, aun 
dando por válida nuestra tesis económica, existen otras razones de índole 
histórico, sociológico y psicológico por las que una persona puede seguir 
prefiriendo un sistema productivo menos eficiente. Los amantes de la libertad 
no dudan que prefieren una sociedad laissez-faire al Estado «de la misma 
forma que prefieren la vida a la muerte» (Higgs, 2013), pero también hay 
quien prefiere lo contrario: «socialismo o muerte, marxismo-leninismo o 
muerte».* 

Es cierto que de la superioridad económica y ética de un sistema de 
producción no se puede inferir necesariamente su deseabilidad pues «cada 
individuo es el único y final árbitro en asuntos que conciernen a su propia 
satisfacción y felicidad» (Mises, 2010: 67). Pero tampoco cabe duda de que, 
en la medida en que una mayor audiencia admita como verdaderas nuestras 
tesis, aumentará su preferencia hacia órdenes sociales más abiertos y libres, 
más descentralizados y menos coactivos. 

Por último, rechazamos dos posturas extremas, la primera proviene de 
aquellos que, sin esfuerzo alguno, sin aportar razones oO argumentos 
justificativos, rechazan una sociedad laissez-faire calificándola de utópica; y 
la segunda, en sentido contrario, proviene de quienes consideran el 
anarcocapitalismo como el orden social perfecto y definitivo o el «fin de la 
historia», como decía Fukuyama (1992) refiriéndose a la democracia liberal. 

Sencillamente, descartamos que la verdad pueda estar del lado de los 
incondicionales y dogmáticos. Admitimos la utilidad de la lógica como 
método de razonamiento económico, pero desconfiamos de quienes, como 
Descartes, atribuyen a la razón una capacidad ilimitada. Resulta, por tanto, 
una incógnita si el actual orden estatal puede ser sustituido, al menos en las 
sociedades desarrolladas, por otro donde todos los bienes sean producidos en 
régimen de libre competencia, incluidos los servicios de defensa nacional y 
seguridad. 

En resumen, atendiendo a la fortaleza epistémica de nuestra investigación, 
identificamos tres categorías: 

a) Una parte epistémicamente fuerte (capítulos 3 al 8). La producción de 


defensa y seguridad en el libre mercado es superior a la realizada por 

monopolio estatal pues proporciona más y mejor protección a menor coste. 

Esta tesis se basa en lo siguiente: 

(1) Subjetivismo. El valor es subjetivo y la percepción de seguridad o 
inseguridad también lo es. Solamente el individuo posee la «mejor» 
información para determinar, en cada momento, lugar y circunstancia, 
cuánta seguridad debe ser consumida en función de su escala personal de 
valores. 

(2) Marginalismo. La ley de la utilidad marginal es universal y no admite 
excepciones. Los bienes económicos que proporcionan protección se 
consumen, al igual que los demás, en términos marginales. Las personas 
no consumen «clases» de bienes, ni conceptos, sino cantidades discretas 
de productos y servicios.? 

(3) Preferencia temporal. En el libre mercado cada consumidor manifiesta 
sus preferencias en función de su particular escala temporal de valores. 
Mediante el ahorro, el hombre atiende a sus necesidades futuras de 
seguridad en forma de consumo y formación de capital. Cualquier 
interferencia coactiva en la preferencia temporal del individuo supone, 
necesariamente, una pérdida subjetiva de utilidad. 

(4) Cálculo económico. El monopolio estatal de defensa y seguridad es un 
caso particular de la imposibilidad del cálculo económico en un sistema 
socialista. Sin que exista propiedad privada de los factores de producción, 
en el mejor de los casos, el planificador central podrá establecer un cierto 
grado de seguridad en la sociedad, pero esta será inferior y más cara que 
la producida en el libre mercado, donde la asignación de los factores de 
producción obedece al cálculo racional de ganancias y pérdidas. En 
ausencia de un sistema de precios que guíe el proceso, el productor 
monopólico es incapaz de resolver racionalmente las siguientes 
cuestiones: 

i) ¿Quiénes deben producir la protección? 

11) ¿Qué tipo de protección debe ser producida? 
iii) ¿Cuánta protección debe ser producida? 

iv) ¿Dónde debe ser producida la protección? 
v) ¿Cuándo debe ser producida la protección? 

(5) Función empresarial. El monopolio suprime violentamente la función 
empresarial, competencia, creatividad e innovación. La consecuencia es 


que los consumidores se ven privados de una mayor oferta de seguridad 
al mejor precio posible. 

(6) Bienes Públicos. Esta teoría «es un razonamiento erróneo, ostentoso, 
montado en contradicciones internas, incongruencias, apelando a 
interpretaciones basadas en prejuicios y creencias populares asumidas, 
pero sin mérito científico alguno» (Hoppe, 2013: 83). 

(7) Monopolio. Se identifica como otro «fallo» más del mercado que el 
Estado, cual médico, debe sanar. La conclusión maniquea es que existen 
dos tipos de monopolio: el bueno, basado en la compulsión estatal, y el 
malo, que se genera pacíficamente en el mercado. La Escuela Austriaca 
se identifica con la definición de Lord Coke: el monopolio es un favor 
político, un fenómeno mercantilista y su existencia solo es debida a «una 
concesión de privilegios por parte del gobierno» (Rothbard, 2013b: 22). 

b) La fortaleza del análisis ético (capítulo 9) es intermedia. No hemos podido 
encontrar un sistema ético objetivo, por ello, debemos conformarnos con 
identificar tres principios éticos universales: 

(1) Libertad. Todo ser humano debe ser libre para elegir fines y medios 
según su escala personal de valores. 

(2) Propiedad privada. Todo ser humano tiene derecho a adquirir la 
propiedad, realizar contratos y preservarla frente a cualquier agresión. 

(3) No agresión. Todo ser humano, individualmente o de consuno, debe 
abstenerse de iniciar una agresión y causar daño a otro ser humano o a su 
propiedad. 

Estos principios, llevados hasta sus últimas consecuencias, nos conducen 

a Calificar al monopolio de la violencia —el Estado— como un ente 

inmoral; esta afirmación, desde la óptica argumentativa, posee un reducido 

nivel de acuerdo y debemos admitir que es problemática. 

c) Por último, la parte prospectiva (capítulo 10), que versa sobre la 
factibilidad de una sociedad anarcocapitalista, es la más débil de todas pues 
se trata de un estudio puramente especulativo. 

III. INDIVIDUALISMO Y COLECTIVISMO METODOLÓGICOS 

En las ciencias sociales existe un debate sobre qué método de estudio es el 

más apropiado para analizar los diversos problemas existentes. En la 

economía este debate oscila entre las aproximaciones micro y macro, entre el 
individualismo y el colectivismo metodológicos. Nosotros hemos optado por 
seguir la tradición Austriaca que, partiendo del axioma de la acción humana, 


pretende explicar cualquier fenómeno social. Esta tradición tiene su origen en 
la veta individualista del pensamiento medieval y de la escolástica 
(Schumpeter, 2012: 125): 


La sociología escolástica y la economía escolástica en particular son estrictamente individualistas, 
si por individualismo entendemos que los doctores, cuando querían describir y explicar hechos 
económicos, partían invariablemente de los gustos y el comportamiento de los individuos. El que 
luego aplicaran a esos hechos criterios de justicia supraindividuales no tiene importancia para la 
naturaleza lógica de su análisis; pero incluso esos cánones procedían de un esquema moral en el 
cual el individuo era un fin en sí mismo y cuya idea central era la salvación de las almas 
individuales. 


Las características que definen la validez del paradigma individualista son 
(Boudon, 1987: 55): 

a) En la sociología, este método permite explicar tanto singularidades como 
regularidades, así como las diferencias entre sistemas sociales. 

b) Explicar un fenómeno social es presentarlo como el resultado de acciones 
individuales que son comprensibles, racionales y tienen sentido para el 
observador. 

C) La acción individual debe ser comprensible dentro de una situación social 
que, en su caso, debe también ser explicada. 

En nuestra investigación utilizaremos el individualismo metodológico como 
herramienta de análisis para justificar nuestra tesis siguiendo la tradición 
mengeriana de «construir toda la economía partiendo del ser humano, 
considerado como actor creativo y protagonista de todos los procesos 
sociales» (Huerta de Soto, 2000: 995). Esta preferencia metodológica 
obedece a las siguientes razones: 

a) La existencia de una objeción ontológica sobre los agregados sociales. 
Negar la hipostatización del Estado, la nación o la sociedad no significa en 
modo alguno obviar la realidad, únicamente pretendemos identificar tales 
entidades como lo que realmente son: conceptos y no seres con existencia 
propia al margen de los individuos que los integran. Las instituciones 
tampoco son seres ontológicos, son «maneras de hacer las cosas que surgen 
o evolucionan poco a poco, aunque una vez que han tomado una forma 
definitiva las organizaciones las pueden adoptar e implementar de manera 
consciente» (Elster, 2010: 461). Las instituciones no actúan como seres 
dotados de autonomía, solo son marcos de actuación social donde se 
desarrolla la acción humana. Sin embargo, tampoco queremos caer en la 


«falacia dogmática» (Grábner y Kapeller, 2015: 5), a saber, la afirmación 
de que los agregados sociales no tienen un papel explicativo en la realidad 
social. 

b) Evitar la matematización del análisis en los agregados sociales y el 
cientismo, es decir, queremos rehuir la pretensión pseudocientífica de 
utilizar la aritmética para sumar y restar conceptos inconmensurables tales 
como valor, seguridad, libertad, bienestar, etc. 

Cc) La aproximación macro nos presenta una realidad basada en datos 
agregados que nos impide ver la intrincada red de interacciones sociales 
que realizan los individuos en los procesos de cooperación social. 

d) Vivimos en una sociedad abierta (Popper, 2010: 490), en una civilización 
subjetiva e individual y cada autor orienta su análisis económico según el 
espíritu de los tiempos que le toca vivir. Tal y como afirma Schumpeter 
RU 12; 

Entendemos por civilización subjetiva una civilización que presenta características opuestas (a la 
civilización objetiva o medieval); una civilización en la cual la sociedad está al servicio del 


individuo, o sea, una sociedad que se basa en los gustos subjetivos, los satisface y permite a cada 
cuál construirse su propio sistema de valores culturales. 


El individualismo metodológico consiste en analizar cualquier fenómeno 
social teniendo en cuenta que toda acción humana es realizada por un 
individuo, solo o en conjunción con otros individuos. El erudito Jorge Luis 
Borges ponía punto final a sus conferencias diciendo: «Me despido de cada 
uno, y no digo todos porque es una abstracción mientras que cada uno es una 
realidad». 

Por el contrario, el colectivismo metodológico atribuye las realizaciones 
humanas a entes colectivos o agregados de individuos que gozan de 


autonomía y voluntad propia. Como describía Chodorov (1959: 29): 

La sociedad es un concepto colectivo y nada más; es una convención para designar a un número de 
personas. Así, también lo es la familia, multitud, pandilla, o cualquier otro nombre que demos a un 
conglomerado de personas. La sociedad (...) no es una «persona» extra; si el censo suma cien 
millones, esa es toda la cantidad de personas que hay, no más, dado que no puede haber ningún 
aumento de la sociedad salvo mediante la procreación. El concepto de sociedad como una persona 
metafísica se derrumba cuando observamos que la sociedad desaparece al dispersarse las partes 
que la componen, como en el caso de un «pueblo fantasma» o de una civilización de cuya 
existencia nos enteramos por los utensilios que dejó. Cuando los individuos desaparecen, también 
lo hace el todo. El todo no tiene existencia por separado. Utilizar el sustantivo colectivo con un 
verbo en singular nos lleva a la trampa de la imaginación; nos inclinamos a personalizar a la 
colectividad y a pensar en ella como poseedora de un cuerpo y una psique propios. 


Los fundadores del socialismo se referían a los entes colectivos en tercera 


persona del singular: «La gran industria creó (...) el mercado mundial 
imprimió (...) la burguesía despojó» (Marx y Engels, 2013: 53); y otros se 
han referido a la sociedad como si de un individuo se tratase: «La psicología 
de consumo de la sociedad es tal que esta? decide consumir» (Keynes, 2005: 
110). Hablar así de entes colectivos causa en el oyente la ilusión de 
considerarlos seres reales, ontológicos, autónomos y dotados de voluntad 
propia.? «Si uno quiere explicar la sociedad sin hacer referencia a las acciones 
de los hombres, el único expediente que nos queda es verla como el resultado 
de fuerzas que operan misteriosamente» (Mises, 2003: 230). 

En los manuales de economía es frecuente hallar definiciones como esta: 
«La economía es el estudio del modo en que la sociedad gestiona sus recursos 
escasos» (Mankiw, 2007: 3). Insistimos, la «sociedad» no gestiona nada 
porque solo es un concepto, únicamente las personas poseen capacidad de 
gestión. En esta misma línea argumental Hayek critica que los servicios 
tengan «valor para la sociedad» (Hayek, 2014: 277): 


Aunque los economistas emplean a veces alegremente el concepto de «valor para la sociedad», se 
trata de un concepto que no existe en absoluto, y la expresión implica el mismo tipo de 
antropomorfismo o personificación de la sociedad que hallamos en la expresión «justicia social». 
Los servicios solo pueden tener valor para unas personas en particular (o una organización), y todo 
servicio específico tendrá valores muy distintos para los diversos miembros de la misma sociedad. 


Muchos afirmarán que nuestra crítica al colectivismo verbal es innecesaria, 
obvia y que solo se trata de una forma de hablar, pero para nuestros fines es 
esencial no perder de vista que solo el individuo existe y actúa. Un 
colectivista metodológico diría: «La nación A declara la guerra a la nación 
B», mientras que un individualista metodológico diría: «El jefe del Estado A 
declara la guerra al jefe del Estado B». Usar un método u otro, a nuestro 
juicio, tiene sustanciales implicaciones a la hora de interpretar la realidad y 
de emitir juicios económicos y éticos. El principal peligro del colectivismo es 
«la idea de que el colectivo tiene intereses distintos a los de los individuos 
(...) y, normalmente, supone que el interés del colectivo está por encima del 
interés individual» (Bastos, 2016b). «El individualismo metodológico se 
opone a todo esto; su objeto es el estudio de las consecuencias no 
intencionadas de la acción humana» (Infantino, 2013: 589). 

Nustraremos nuestra metodología con un ejemplo. Imagínese que usted 
necesita con urgencia un trasplante de riñón, si esto no ocurre pronto, su vida 
corre peligro. Usted recibe una noticia agridulce: una persona ha fallecido en 
un accidente de tráfico y sus familiares han donado sus órganos. Usted es 


trasplantado con éxito y puede seguir viviendo con normalidad. Su gratitud es 
tal que desearía conocer a esas personas que le han salvado la vida. Usted 
sabe muy bien que el riñón recibido no procede de un ser abstracto llamado 
«sociedad» porque «la sociedad como entidad no existe» (Rothbard, 2013c: 
680). Tampoco proviene el riñón de un cuerpo llamado «organización 
nacional de trasplantes»; el órgano trasplantado pertenecía y proviene de un 
individuo singular, alguien específico con nombre y apellidos. 

La idea de concebir el Estado como un ser hipostático es fruto de una 
laboriosa construcción colectivista y de adoctrinamiento de las masas cuyo 
fin es la legitimación del poder político. Hobbes fue uno de los primeros 
filósofos en personificar al Estado al que definía de este modo (Hobbes, 
2011157) 


Una persona de cuyos actos, por mutuo acuerdo entre la multitud, cada componente de esta se hace 
responsable, a fin de que dicha persona puede utilizar los medios y la fuerza particular de cada uno 
como mejor le parezca, para lograr la paz y la seguridad de todos. 

Esta persona del Estado está encarnada en lo que se llama el SOBERANO, de quien se dice que 
posee poder soberano; y cada uno de los demás es su SÚBDITO. 


La construcción del Estado moderno se edifica sobre el mito del 
colectivismo ontológico, es decir, sobre la supuesta existencia de un «ser 
colectivo» que posee existencia propia y distinta de los miembros que lo 


integran. Sin embargo, para el profesor Bastos (2016b): 
El Estado no existe más allá de las personas que lo componen. No tiene existencia real, su 
existencia es mental, es un ser imaginario. Detrás se esconde un grupo de personas organizadas, 
jerarquizadas, que se dedica a una serie de funciones, normalmente extraer recursos al resto de la 
sociedad. La idea de que el Estado existe es muy útil para dominar a la gente. 


En esta labor, que duró siglos, fue preciso la utilización de agregados 
sociales como nación, raza, clase o pueblo, a los que se podía atribuir 
personalidad ontológica y voluntad propia. El lenguaje, como herramienta 
del pensamiento colectivista, puede hacernos creer que un determinado 
concepto posee personalidad, virtudes y defectos, derechos y deberes, 
intereses e incluso conciencia y razón, como si de un individuo se tratase. 
Este antropomorfismo, propio del niño (Mises, 2011a: 29) y del hombre 
primitivo (Hayek, 2014: 27), pretende la personificación de entes naturales, 
políticos o sociales. Así, es relativamente frecuente escuchar expresiones 
como «madre patria»? o (ser nombrado) «hijo predilecto» de tal ciudad. Otros 
identifican al Estado con el soberano (Rousseau, 1998: 43), nación o pueblo; 
economistas reputados comparan al Estado con un padre (Samuelson y 
Nordhaus, 2006: 35) y el más atrevido de todos, Ferdinand Lassalle, llegó a 


afirmar: «El Estado es Dios» (Mises, 2002: 70). Según Infantino (2013: 7): 
«Deificar conceptos colectivos como Estado, sociedad, clase, raza, partido, 
Iglesia, etcétera es un gravísimo error». Y Mises (2002: 81) añade que «el 
Estado es una institución humana, no un ser sobrehumano». Otros autores, 
metafóricamente, definen al Estado como una máquina o aparato técnico que, 
en sí mismo, no es bueno ni malo y que está al servicio de los gobiernos para 
acrecentar su poder (Negro, 2016). Una vez aceptado el realismo conceptual 
no nos resulta extraño que aparezcan, pari passu, otra serie de mitos 
colectivistas tales como la «voluntad general» (Rousseau, 1998), la 
«conciencia colectiva» (Durkheim, 2001b) o el «interés nacional». 

Es posible hallar la media aritmética de la edad, estatura o peso de los 
habitantes de una nación pero cometemos un error metodológico cuando 
colectivizamos las virtudes y defectos y afirmamos, por ejemplo, que un 
pueblo es «amable» o «belicoso», «ahorrador» o «derrochador», «trabajador» 
o «perezoso». Esto es propio del pensamiento nacionalista, que atribuye al 
propio pueblo determinados rasgos o virtudes sobresalientes en comparación 
con los menos agraciados pueblos extranjeros que, invariablemente, son de 
naturaleza inferior. Werner Sombart, eminente marxista y, según Engels, el 
único profesor alemán que comprendía El Capital, dividió a la humanidad en 
dos categorías: los comerciantes (Hándler) y los héroes (Helden); los 
británicos y los judíos son comerciantes mientras que los alemanes son 
héroes (Mises, 2002: 263). El mito bíblico del «pueblo elegido» no es sino un 
caso particular de esta creencia chovinista. Nuestro pueblo —asevera el 
nacionalista— es superior al resto de pueblos sobre la tierra, lo cual puede 
eventualmente desembocar en dos peligrosas posturas: una, la conquista de 
otros pueblos en pos de la «justa» hegemonía mundial; y otra, la autarquía 
económica y el aislamiento como forma de no ser «contaminado» por el 
extranjero. El colectivismo metodológico ha sido primordial en la 
construcción de mitos que, a su vez, han sido el origen de numerosos 
conflictos. No es una simple casualidad que el siglo xx, que tuvo un marcado 
signo colectivista, haya presenciado las dos guerras mundiales 
IV. SOBRE EL INTERÉS NACIONAL 
Desde el individualismo metodológico debemos criticar igualmente el mito 
colectivista del interés nacional. Para ello, debemos definir provisionalmente 
qué entendemos por «interés nacional». La Constitución española de 1978 
solo cita este término en una ocasión (art. 144) y lo hace para referirse a la 


posibilidad de dotar de autonomía a territorios no catalogados como regiones 
y provincias con identidad histórica (art. 143.1). Sin embargo, del art. 8.1 
podemos inferir con mayor precisión lo que generalmente se entiende por 
interés nacional: «Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de 
Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como misión garantizar la 
soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el 
ordenamiento constitucional». Entendemos que, al menos, estos tres 
elementos —soberanía, territorio y orden constitucional— forman parte del 
interés nacional. Así también lo expresa el Libro Blanco de la Defensa 
(MINISDEF, 2000: 68) al definir los intereses nacionales de seguridad, en 
particular, los intereses vitales como: 
Aquellos que España está dispuesta a proteger y, llegado el caso, a defender ante cualquier riesgo o 
amenaza por afectar a su supervivencia como nación. Su defensa es, por tanto, irrenunciable y 
exige subordinar a ella la de cualquier otro interés. Los intereses vitales son, en realidad, los 
elementos constitutivos del Estado que deben preservarse de cualquier agresión: el territorio 


peninsular y extrapeninsular con sus accesos aéreos y marítimos, la población, el ordenamiento 
constitucional, la soberanía y la independencia. 


En esta última definición se añade la «población» como cuarto elemento del 
interés nacional. Aquí advertimos de nuevo el concepto de nación como 
«ser» colectivo que es amenazado o atacado y que precisa ser defendido. El 
legislador, haciendo uso de metáforas biológicas —vital y supervivencia— 
pretende dotar de naturaleza viviente a un ser hipostático (Bastos, 2015b: 1). 
El error «proviene de usar metáforas orgánicas con respecto a la nación, que 
nos hacen considerarla como un ser existente, dotado de objetivos e intereses 
propios y no como una suma de individuos, con intereses diversos» (Bastos, 
2006: 42). Frente al concepto colectivista de interés nacional, postulamos que 
los intereses son diversos, tantos como individuos existen. 

La mayoría de las guerras, causante de millones de muertos, se inicia 
apelando al (supuesto) «interés nacional»; ningún gobernante inicia un 
conflicto diciendo verdades inconfesables, por ejemplo, que su finalidad es 
favorecer a los fabricantes de armas o que él mismo pretende alcanzar el 
poder y la gloria. Si creemos que muchas guerras son evitables, un primer 
paso para eludirlas es refutar los fundamentos teóricos de quienes las apoyan 
y promueven. 

V, EL INTERÉS ES INDIVIDUAL 
El interés, al igual que la razón, la inteligencia o la voluntad, es un atributo 
exclusivo del individuo pues solo los individuos piensan y actúan (Mises, 


2010: 217). La expresión «interés general», citada doce veces en nuestro 
texto constitucional, puede ser analizada utilizando argumentos similares a 
los que empleamos para criticar la expresión «interés nacional». Es cierto que 
los individuos comparten intereses, pero de aquí no se sigue que exista un 
interés colectivo, agregado, no controvertido, pues aún en las clases más 
reducidas ——familia, empresa, club— los individuos tienen intereses 
coincidentes, neutros (aproblemáticos) y antagónicos que son, llegado el 
caso, origen de conflictos. Estos tres tipos de intereses se superponen y 
coexisten; por ejemplo, los propietarios de una empresa que produce 
uniformes militares y los jóvenes reclutados para ir a la guerra tienen 
intereses antagónicos. 

También podemos probar que el interés es individual mediante un 
razonamiento lógico. Si admitimos que no existe un interés mundial porque 
los diferentes gobiernos declaran tener intereses nacionales diversos, de 
forma regresiva, debemos admitir la existencia de intereses diversos entre las 
regiones de un mismo país, entre las provincias de una misma región, entre 
los municipios de una misma provincia, entre los barrios de un mismo 
municipio y así sucesivamente hasta llegar al individuo. La nación puede 
definirse como un subconjunto de la sociedad civil (Huerta de Soto, 2004: 
198) y aunque las personas que la integran poseen rasgos comunes e 
interactúan mediante comportamientos pautados, todas ellas, de forma 
individual o formando grupos, tienen intereses diversos y, en algunos casos, 
contrapuestos. Esto es particularmente visible en materia tributaria donde 
«existen intereses encontrados entre electores, productores, consumidores, 
contribuyentes, beneficiarios del Estado y recaudadores, que muchas veces se 
superponen en sus papeles» (Barreix, Bes y Roca, 2001: 14); precisamente el 
objetivo de todo gobierno consiste en lograr la conservación del poder 
político mediante la conciliación de intereses contrapuestos. Además, los 
movimientos migratorios hacen que las sociedades modernas sean cada vez 
más multiculturales y heterogéneas, lo cual incide en una mayor dispersión 
de los intereses, tanto individuales como grupales. De la misma forma que los 
gobiernos nacionales tienen disputas en el ámbito internacional, también los 
gobiernos regionales pugnan entre sí por la repartición del presupuesto o 
reclaman mayores competencias al gobierno central, sin olvidarnos de las 
aspiraciones secesionistas. Las corporaciones municipales hacen lo propio e 
incluso los funcionarios de cada organismo rivalizan por los fondos públicos; 


todos ellos, al unísono, reclaman más recursos para cumplir sus funciones. 
Empresas, sindicatos y gremios profesionales no son excepciones y practican 
el lobismo político o la pugna mercantilista por conseguir del gobierno dinero 
y/o privilegios a expensas del resto de la sociedad. 

En definitiva, a medida que la sociedad civil aumenta en tamaño, diversidad 
y complejidad resulta más problemático hablar de un interés general. Una 
forma de soslayar este problema sería admitir que el «gobierno», como 
representante, y el «pueblo», como representado, se confunden y por 
consiguiente el interés general es el interpretado en cada caso por el gobierno. 
Esta es la tesis hobbesiana, a saber, que el soberano posee el derecho a 
declarar la guerra y hacer la paz con otros Estados y a «juzgar cuando esa 
decisión va en beneficio del bien público y cuántas tropas deben reunirse, 
armarse y pagarse para ese fin, y cuánto dinero debe recaudarse de los 
súbditos para sufragar los gastos consiguientes» (Hobbes, 2011: 164). 
Mediante la identificación, un tanto forzada, entre «gobierno» y «pueblo», se 
legitima el poder del primero sobre el segundo. Sin embargo, John Stuart 


Mill (s/f, 15) nos alerta sobre este error de asociación: 

Y se llegó a pensar que frases como «el poder sobre sí mismo» y «el poder de los pueblos sobre sí 
mismos» no expresaban el verdadero Estado de las cosas; el pueblo que ejerce el poder no es 
siempre el mismo pueblo sobre el que se ejerce, y el gobierno de sí mismo, de que se habla, no es 
el gobierno de cada uno por sí mismo, sino de cada uno por los demás. La voluntad del pueblo 
significa, en realidad, la voluntad de la porción más numerosa y activa del pueblo, de la mayoría, o 
de aquellos que consiguieron hacerse aceptar como tal mayoría. Por consiguiente, el pueblo puede 
desear oprimir a una parte de sí mismo, y contra él son tan útiles las precauciones como contra 
cualquier otro abuso del poder. 


El ingenioso eslogan, atribuido a Abba Lerner (Rothbard, 1992: 1), que 
afirma que la deuda pública no tiene importancia «pues somos deudores de 
nosotros mismos» (Rothbard, 2013a: 546) adolece de este mismo descuido al 
pensar que los contribuyentes (deudores en última instancia) y los tenedores 
de los títulos de deuda (acreedores) son las mismas personas. El error 
consiste en agregar la deuda pública a nivel país para luego afirmar que la 
«nación» es deudora y acreedora de sí misma. Para que este razonamiento sea 
medianamente digerible los economistas matemáticos deben excluir del 
cómputo a los extranjeros poseedores de bonos. Toda deuda implica 
necesariamente una relación dual y es una imposibilidad lógica que alguien 
sea deudor o acreedor de sí mismo. Es una desgracia que esta falacia (la 
deuda pública no es un problema), al servicio de los gobiernos, sea sostenida 


en los más relevantes manuales de economía (Samuelson y Nordhaus, 2006: 
686): 


Lo primero que debe distinguirse es la deuda interna de la externa. La deuda interna es lo que un 
país le debe a sus propios ciudadanos. Muchos sostienen que esta no impone carga alguna porque 
«nos la debemos a nosotros mismos». Aunque esta afirmación sea exagerada, es cierta. 


Otra falacia similar es la expresión: «Las leyes que nos hemos dado», como 
si estas hubieran sido redactadas por las masas. Es evidente que las leyes que 
obligan a millones de personas son elaboradas por un grupo muy reducido de 
legisladores y técnicos. Las leyes son dadas, indefectiblemente, por unos a 
otros. Nadie se impone leyes a sí mismo y, sobre todo, jamás haríamos leyes 
de reclutamiento o fiscales, que nos perjudican claramente. Los únicos que en 
puridad «se dan» leyes a sí mismo son quienes tienen el poder de redactarlas 
y promulgarlas; pero quienes imponen leyes a los demás procuran sustraerse 
de sus rigores mediante sutiles mecanismos legales: exenciones fiscales y 
privilegios jurídicos como el aforamiento y el indulto. 

Desde el discurso democrático, el interés general queda definido por el 
gobierno que representa el interés de la mayoría de la población. En cambio, 
Anthony de Jasay (1985: 17), discrepa de la corriente principal de 
pensamiento político —el Estado es una institución benigna al servicio de los 
demás y carente de fines propios— y afirma que «en cualquier sociedad no 
unánime con pluralidad de intereses, el Estado, no importa lo conciliador que 
sea, no puede perseguir otros fines que los suyos propios». 

El Estado, como sistema de redistribución coactiva de la riqueza, quita a 
unos para dar a otros y, por tanto, lesiona forzosamente los intereses de una 
parte importante de la población, a saber, los «proveedores netos de 
impuestos» (Calhoun, 1953: 10). En la actual sociedad de bienestar, donde 
múltiples grupos de interés luchan denodadamente por obtener del gobierno 
una más favorable asignación del presupuesto, la idea de «interés nacional» 
se presenta, si cabe, aún más controvertida. 

Por último, incluso para un mismo individuo, los intereses cambian a lo 
largo del tiempo según sus necesidades, situación, conocimientos y valores. 
Los intereses cambian continuamente y por eso los órdenes espontáneos de 
cooperación social, como el mercado no intervenido, son dinámicamente 
eficientes (Huerta de Soto, 2012: 55) al adaptarse a un mundo en continuo 
cambio. El mercado se encuentra en constante agitación (Mises, 2011a: 397) 
y el sistema de precios desvela los mutables intereses y preferencias de los 


consumidores. En cada acto de intercambio las valoraciones de los agentes 
difieren en direcciones opuestas (Bóhm-Bawerk, 1998: 356) pero esta 
disparidad, lejos de ser problemática, satisface los intereses de ambas partes. 
Solamente un sistema libre, no coactivo, dinámico, es capaz de reconciliar 
intereses diversos. El Estado, por contra, define sus intereses según el 
paradigma neoclásico-walrasiano del equilibrio, a saber, los intereses 
nacionales son estáticos, inmanentes, como la inmutabilidad de sus fronteras, 
la indisolubilidad de la nación o el cuasi blindaje jurídico de la constitución. 
Como ya señalara Platón, el ideal del estatista es la quietud: «El cambio es el 
mal y el reposo, divino» (Popper, 2010: 52). Precisamente, porque los 
intereses de los individuos son dinámicos, diversos y cambiantes, el 
establecimiento de un interés general es contrario a la naturaleza de las cosas. 
La imposibilidad jurídica de la secesión política es el vivo ejemplo de esto 
que afirmamos.* Cuando un apreciable porcentaje de los habitantes de un 
territorio expresa su deseo de independencia política, manifiesta 
ostensiblemente que sus intereses son distintos de quienes prefieren mantener 
el statu quo. Aferrarse a un dudoso «interés general» y negar la existencia de 
intereses divergentes solo puede conducir a la confrontación y, en su caso, al 
conflicto bélico. La existencia de un interés general compartido por todos los 
habitantes de un país es sencillamente imposible. Y si diéramos por válida la 
teoría del «interés de la mayoría», así interpretada por el gobierno en cada 
momento, la pregunta que surge a continuación es: ¿hasta qué punto puede 
legítimamente un gobierno subordinar los intereses de una minoría para el 
beneficio de la mayoría? Desde una óptica económica afirmamos la 
inadmisibilidad de pretender comparar utilidades intersubjetivas y desde una 
Óptica ética consideramos perverso que los fines de unas personas deban 
sacrificarse por los de otras. 
VI. SOBRE EL PODER 
Una de las confusiones más importantes a la hora de enfocar los debates 
sobre economía, filosofía política, ética y, en general, las ciencias sociales, 
proviene del difuso empleo del término «poder». Como afirma Mises (2011a: 
767): 

Genera confusión emplear el mismo término «poder» para expresar la capacidad de una empresa 


para abastecer a los consumidores de automóviles, zapatos o margarina mejor que otros 
proveedores y para referirse al poder que tienen las fuerzas armadas para quebrar toda resistencia. 


Así es frecuente leer en los textos de economía que existe «poder de 
mercado», entendido este como la capacidad de una persona (o de un pe- 
queño grupo) para influir «indebidamente»* en los precios de mercado 
(Mankiw, 2007: 9). Para otros autores el «poder de mercado» faculta a las 
empresas para fijar el precio de sus productos sin perder todas sus ventas 
(Frank, Jennings y Bernanke, 2012: 260). También es habitual referirse al 
«poder del dinero» (Marx, 2008: 80) o afirmar que las empresas tienen 
«poder intrínseco de negociación con los clientes» (Porter, 2009: 160), y más 
frecuentemente, que banqueros y gestores de fondos de inversión tienen 
«poder financiero». En este mismo sentido, Rothbard niega que los 
empresarios sean poseedores de un «difuso pero amenazante poder 
económico» (Rothbard, 2009: 64) que les faculta para despedir trabajadores. 
Ninguna de estas acepciones encaja con nuestra definición de «poder», que 
coincide con la elaborada por Max Weber (2006: 162): «Poder o macht 
(capacidad de imposición) significa la probabilidad de imponer en una 
relación social la voluntad de uno, incluso contra la resistencia del otro, con 
independencia de en qué se apoye esa probabilidad». Mises también afirma 
que el poder es imposición: «Poder equivale a capacidad para ordenar la 
actuación ajena» (Mises, 2011la: 226), pero el austriaco enfatiza la 
importancia de la ideología y la cooperación para que el poder pueda 
sostenerse en el tiempo: «Quien pretenda servirse de la violencia habrá de 
estar respaldado por la voluntaria cooperación de algunos» (Mises, 2011a: 
226). En puridad, para que exista «poder» debe estar presente la amenaza de 
violencia o su uso efectivo de una parte sobre otra. Los poderes legislativo, 
ejecutivo y judicial solo pueden considerarse poderes en tanto exista un grupo 
de hombres armados dispuestos a hacer cumplir sus dictados: leyes, mandatos 
y sentencias. Todo poder reside, en última instancia, en el control efectivo 
sobre el uso de la violencia. Si una persona se opone al cumplimiento de una 
ley, los poderes del Estado pueden actuar para forzarla a su cumplimiento 
mediante sanción o pena. Según nuestro concepto, un criminal también ejerce 
«poder» cuando amenaza O agrede a su víctima con objeto de forzar su 
conducta. De igual modo, la obediencia obtenida tras la amenaza de un matón 
de patio de colegio o de un piquete «informativo» durante una huelga 
constituyen actos de «poder» porque el acatamiento se obtiene mediante la 
violencia O amenaza de violencia. Los progenitores y tutores pueden 
temporalmente ejercer poder sobre los menores de edad mientras exista una 


diferencia de fuerza corporal entre unos y otros. De momento, no hemos 
entrado a valorar si el poder es o no legítimo, únicamente estamos elucidando 
su significado; si alguien realiza una acción, voluntariamente, sin que exista 
violencia O amenaza de violencia, entendemos que no media «poder» sino 
«dominación». 

VII. SOBRE LA DOMINACIÓN 

El segundo concepto weberiano que queremos precisar es «dominación» o 
herrschaft que significa: «La probabilidad de que determinadas personas 
obedezcan una orden con un contenido determinado» (Weber, 2006: 162). 
Aquí, la obediencia no se obtiene con la violencia física sino mediante la 
persuasión o la convicción de que los mandatos de la autoridad resultan 
beneficiosos para quien los sigue. Seguir las indicaciones y consejos de 
familiares, amigos, médicos, sacerdotes, asesores profesionales o incluso de 
videntes, se inscribe en lo que llamamos «dominación». Llegados aquí 
haremos una breve distinción conceptual entre persuasión y convicción. Para 
Cattani y Alcolea (Vega y Olmos, 2012: 450): 


Convencer significa inducir a un asentimiento racional (después de haber hecho comprender), 
mientras que persuadir significa conseguir que se crea algo o que se haga algo (intentando mostrar, 
a veces, los beneficios que se seguirán de la creencia o de la acción). 


Por tanto, es posible persuadir sin convencer siempre que existan otros 
intereses prácticos en juego o mediante la seducción dirigida a los deseos o 
instintos. Aunque persuadir y convencer son acciones intencionales del 
orador, la segunda se dirige preferentemente al intelecto del individuo, 
afectando a sus ideas y creencias. La retórica, como arte de la persuasión, es 
un poderoso instrumento de influencia social. Tal como afirmaba Antonio 
Gramsci: «Para tomar el control de la sociedad no es necesario tomar el 
poder, tan solo se precisa que la gente piense de otra manera». 

No podemos distinguir en qué medida la «dominación» es fruto de la 
persuasión o de la convicción (tampoco nos interesa demasiado), lo que es 
relevante para el praxeólogo es la preferencia revelada que manifiesta el 
individuo en sus actos. 

En conclusión, la distinción weberiana entre poder y dominación, que 
reside en la violencia o ausencia de violencia, respectivamente, constituye un 
buen soporte teórico. Por ejemplo, el llamado «poder de manipulación» que 
podrían ejercer supuestamente líderes carismáticos, jerarcas, publicistas o 
timadores no sería poder sino dominación. En los países donde acudir a votar 


es obligatorio el gobierno ejerce «poder» sobre los ciudadanos 
abstencionistas porque los amenaza con sanciones;Y la mayoría de gobiernos, 
en cambio, prefiere emplear la «dominación» y se limita a persuadir a los 
electores para que acudan voluntariamente a las urnas. 

CAPÍTULO 1 


SOBRE LA GUERRA 


De todos los conceptos que vamos a tratar en nuestro estudio el de «guerra» 
es, posiblemente, el más preciso y menos ambiguo. Pero ¿qué es la guerra? Si 
admitimos provisionalmente que las instituciones son maneras de hacer las 
cosas, que surgen y evolucionan con el paso del tiempo (Elster, 2007: 461), 
es posible afirmar que la guerra es una de las más antiguas y, sin duda, la que 
posee mayor soporte historiográfico. La guerra es un fenómeno ancestral que 
nunca ha pasado desapercibido a historiadores, polemólogos, antropólogos, 
filósofos, científicos, sociólogos, politólogos, militares, poetas, músicos, 
pintores, escultores, periodistas, fotógrafos, cinematógrafos, etc. Todos ellos 
han descrito a través de las ciencias y las artes los hechos bélicos; unos para 
analizarlos o ensalzarlos, otros para maldecirlos, pero a ninguno ha dejado 
indiferente. 

El desarrollo del Estado-nación es un proceso estrechamente vinculado a la 
guerra. Tal y como afirma Bourne (2013: 19): «A nation?s patriotic history is 
solely the history of its wars».% Efectivamente, el auge de todos los Estados 
puede ser entendido como un ciclo de conquista, consolidación y extracción 
de recursos a la población por parte de un grupo políticamente organizado 
(Tilly, 1985; Oppenheimer, 2013). 

La guerra deja siempre una huella indeleble en el hombre, máxime si este la 
sufre en persona, pues siendo un choque organizado entre masas, es el acto 
humano más violento y destructivo. La guerra causa enorme sufrimiento a la 
mayoría de la población y destruye en muy poco tiempo gran parte del capital 
acumulado por la sociedad tras largos periodos de trabajo, ahorro e inversión. 
Los efectos destructivos de la guerra no se limitan al período de las 
hostilidades. La guerra, principalmente en su modo ofensivo, requiere un 
periodo de preparación donde una parte de los (siempre escasos) recursos 
económicos debe ser sustraída a la población para crear y sostener el esfuerzo 
bélico. Los individuos deben reducir su nivel de vida (consumo y ahorro) 
para que el gobierno pueda formar ejércitos y armadas. Y una vez finalizada, 


sus efectos perversos continúan en forma de hambrunas, epidemias,* 
mutilados, etc. Tras cada contienda se deben reconstruir viviendas e 
infraestructuras, reponer bienes de capital y equipo, recuperar la agricultura y 
la ganadería, etc.; pero ahora la oferta de trabajo es menor: los muertos, 
desaparecidos y exiliados por la contienda no están disponibles, los mutilados 
deben ser atendidos por otras personas hábiles, etc. 

El Estado-nación posee una larga tradición destructiva que luego utiliza, 
paradójicamente, para convertirse en magnánimo reparador de desgracias. 
Primero, provoca guerras injustificadas y miles de muertos que luego entierra 
con honores militares; multiplica las viudas y huérfanos para luego crear 
patronatos; provoca miles de inválidos de guerra para luego fundar 
hospitales** y cuerpos pensionados.% De esta forma, quienes inician una 
guerra ocasionan una doble externalidad sobre el conjunto de la sociedad. Ha 
sido frecuente en reyes, emperadores y jerarcas de todas las épocas el 
emprendimiento de guerras para su mayor poder y gloria personal a expensas 
de la población. Además, como la guerra es una emergencia nacional, el 
gobierno justifica cualquier expropiación sin respetar los derechos de los 
individuos (Chodorov, 1954: 18): 


Pero ya que la defensa de la patria está en los intereses de todos, tanto la necesidad y la equidad 
exigen que no exista ningún tipo de discriminación ni límite: todo lo que se necesita debe tomarse 
independientemente de los derechos, así como la vida es reclutada. Es la casa que está en llamas, y 
debe tomarse cada cubo de agua disponible, independientemente de la propiedad, para apagar el 
incendio. Entonces, si se justifica la guerra, todo impuesto puede también ser justificado de forma 
ilimitada y sin restricciones. 


También es habitual que las severas medidas que adopta el gobierno 
durante la guerra sean declaradas solo «temporalmente» mientras dure el 
conflicto; pero lo cierto es que, tras cada contienda, aquellas nunca revierten 
totalmente a su situación de partida con lo que el gobierno acumula una 
porción de poder que antes no tenía; este hecho fue acuñado por Higgs (1987) 
como efecto «trinquete».% Por si lo anterior no fuera poco, la guerra suele 
incubar el ánimo de revancha en los perdedores por lo que siempre está 
latente el resurgir de una nueva contienda. 

Nuestro estudio es principalmente de carácter económico y, desde esta 
perspectiva, lo primero que debemos afirmar es que la guerra es un medio 
sumamente costoso de alcanzar ciertos fines. Sobre la rentabilidad económica 
de la guerra de conquista hay dos posturas, los realistas afirman que es 
rentable, especialmente en las sociedades industriales modernas; los liberales, 


por contra, afirman que el esfuerzo por conquistar sociedades modernas es 
fútil (Liberman, 1993: 25). Históricamente, no conocemos ninguna potencia 
imperial que se haya arruinado tras la pérdida de sus colonias, más bien ha 
sucedido lo contrario, las aventuras expansionistas han degradado la 
economía de la metrópoli; y al revés, muchos países tradicionalmente 
aislacionistas, que nunca han tenido colonias (Luxemburgo, Suiza, Suecia) o 
que han sido ellos mismos previamente colonizados (EE.UU., Nueva 
Zelanda, Australia, Hong-Kong) tienen niveles de vida muy elevados. En 
todo caso, consideramos que la idea de ganancia «neta» es engañosa pues, tal 
y como afirma Bastos (2006: 40), los beneficios derivados del conflicto son 
para determinados grupos: gobernantes, industria bélica, militares de carrera; 
mientras que los costes recaen en otros distintos: soldados y sus familias, 
población civil afectada directamente por el conflicto y, en general, todos los 
que han sido confiscados para sufragarlo. Ya veremos con más detenimiento 
(capítulo 7) que no es posible una aritmética de la utilidad pues esta es 
inconmensurable. 

[. ANÁLISIS PRAXEOLÓGICO 

La acción humana siempre es intencional: «Es propio de la persona actuar de 
acuerdo con un propósito» (Aristóteles, 2009: 100). El ladrón, tras un análisis 
coste-beneficio, considera subjetivamente que obtendrá una utilidad neta 
hurtando los bienes ajenos, aunque tenga que exponerse a algunos riesgos; 
considera más ventajosa esta opción que adquirir la propiedad de forma 
pacífica mediante el trabajo y la cooperación social. El médico y sociólogo 
alemán Franz Oppenheimer (2013: 41), en su libro El Estado distinguió dos 
formas básicas de obtener la riqueza: el trabajo personal y el intercambio 
constituyen los «medios económicos» mientras que las apropiaciones por la 
fuerza del trabajo de otros son los «medios políticos». El hombre puede 
alcanzar sus fines mediante la cooperación voluntaria o mediante la agresión 
física o su amenaza de empleo. En torno a esta distinción analizamos y 
catalogamos los sistemas filosóficos, políticos, sociales y económicos que 
han existido y que configuran una civilización o sociedad. Para Mises 
(2011a: 234) existen dos diferentes formas de cooperación social: la 
cooperación basada en el libre consentimiento o «vínculo contractual», y la 
cooperación en virtud del mando y la obediencia o «vínculo hegemónico». 
Spencer (1884: 3) denomina estos dos sistemas «cooperación voluntaria» y 
«cooperación obligatoria». La guerra reviste principalmente dos causas 


principales (Molinari, 2014: 237): la primera, la conquista militar de los 
dominios vecinos Y y la segunda, la insurrección popular contra el gobierno 
constituido. Podemos definir la guerra como «un acto de fuerza para obligar 
al contrario al cumplimiento de nuestra voluntad» y no existen límites en el 
empleo de aquella (Clausewitz, 1980: 27-29). El general Beaufre, en su 
definición de estrategia, aludía al «arte de la dialéctica de las voluntades que 
emplean la fuerza para resolver su conflicto» (EEM, 1995: 8). En cada batalla 
es preciso destruir, capturar o dejar indefenso al enemigo, estos son los fines 
específicos de la acción bélica. En cambio, Fuller (1984: 8) tiene una visión 
más bien eufemística de la guerra: «La guerra es un acto político [...] que 
tiene por objeto cambiar el estado de cosas del concierto mundial de las 
naciones [...] para sustituirlo por otro en el que la paz sea una realidad 
permanente». El objetivo de la guerra, por tanto, es la paz y el orden, pero 
dentro de un statu quo «distinto» del anterior. Hacer la guerra hoy porque la 
paz futura será mejor que la presente es un argumento endeble, contradictorio 
y peligroso. O como decía Mises (2011a: 184): «Todas las variedades de 
colectivismo prometen una paz eterna a partir del día de su victoria final, una 
vez hayan sido derrotadas todas las demás ideologías y exterminados sus 
seguidores». Es propio de ingenuos iniciar una guerra presumiendo que la 
paz futura estará libre de odio, resentimiento y sed de venganza. 

La participación en la guerra presenta, por encima de cualquier utilidad, 
una serie de exigencias éticas ineludibles. Más acertada que la tesis de Fuller 
es la máxima romana atribuida a Flavio Vegecio (siglo tv a.n.e.) que reza así: 
«Si quieres la paz, prepárate para la guerra», que encierra un concepto más 
bien defensivo y precautorio. 

Desde la óptica del grupo humano agredido, hacer la guerra es considerado 
un mal necesario, un coste que es preciso afrontar con objeto de preservar la 
vida, hacienda y libertad de los individuos. Así como la guerra de conquista 
es el medio violento para incrementar el poder y la riqueza, la guerra 
defensiva es el medio para retenerlo por sus legítimos dueños. En la sociedad 
agraria, la posesión de tierra cultivable era equivalente a riqueza y 
prosperidad; en la sociedad industrial, la posesión de materias primas fue 
considerado esencial por algunos Estados (Alemania, Japón) que buscaban 
más «espacio vital»; en ambos casos, el fin de la guerra era la conquista de un 
territorio. Ya en el siglo xx, el ideológico ha sido otro factor desencadenante 
de la guerra. 


1. Sobre la racionalidad de la guerra 

Aunque es frecuente adjetivar la guerra como un acto cruel e irracional, «la 
acción humana es siempre y necesariamente racional» (Mises, 2011a: 24). La 
guerra no puede ser irracional pues consiste en un conjunto de acciones 
deliberadas de los hombres —directores y ejecutantes— quienes emplean 
unos medios para alcanzar determinados fines. En los niveles político, 
estratégico y táctico los hombres tienen un pensamiento sobre la acción: «Al 
primer nivel corresponde la reflexión sobre los fines, al segundo, la reflexión 
sobre la relación entre fines y medios, y al tercero, la reflexión sobre los 
medios y su empleo» (Alonso, 1985: 28). No es posible admitir que la guerra 
sea un acto reflejo de los hombres, un instinto biológico o que la naturaleza 
les predisponga a aniquilarse mutuamente (Hobbes, 2011: 116); según Hayek 
(2015: 40): «Nunca se dio en nuestro planeta esa supuesta guerra de todos 
contra todos». La guerra primitiva se emprende porque los pueblos carecen 
de soluciones alternativas a ciertos problemas (Harris, 2001: 62). La guerra se 
planifica de forma consciente, a veces, con un elevado grado de 
meticulosidad y sofisticación. La doctrina militar contemporánea distingue la 
acción (ataque o defensa) deliberada (deliberate) de la improvisada (hasty).* 
Esta distinción no elimina la racionalidad de los actos, tan solo es referida al 
tiempo disponible para planificar la acción o a la oportunidad de actuar o no 
en cada momento del combate. Las acciones bélicas, por tanto, son racionales 
sin que entremos, de momento, a analizar su eticidad o justeza. 

Según la filósofa objetivista Ayn Rand, pretender fines desproporcionados a 
los medios disponibles o desconsiderar las probabilidades de éxito de una 
empresa, según el contexto, constituye una conducta irracional: «Un hombre 
racional no desea cosas ni persigue metas que no puede obtener, directa O 
indirectamente, a través de su propio esfuerzo» (Rand, 2006: 74). Desde la 
Óptica randiana, por ejemplo, una resistencia numantina o un ataque 
kamikaze serían considerados actos irracionales; para Mises, en cambio, un 
acto suicida es racional porque la alternativa de vivir bajo ciertas condiciones 
aversivas es menos apetecible. De igual modo, al margen de que Adolf Hitler 
pudiera sufrir algún tipo de psicopatía o de que sus designios fueran 
inmorales, su conducta era perfectamente racional desde la óptica que alinea 
acción, medios y fines. Hitler mandó construir campos de exterminio porque 
los consideraba el medio más adecuado —la «solución final»— para depurar 
la raza aria. Las motivaciones de orden psíquico por las que un genocida 


actúa no es objeto de la Ciencia económica, sino de la psicología (Mises, 
2011a: 16). 

El estudio sobre la racionalidad de la guerra no es baladí porque elimina de 
nuestro análisis toda tentación metafísica de considerar la guerra como algo 
innato, instintivo, fatal o irremediable en la naturaleza humana. Lejos de ser 
una mala noticia, admitir que la guerra es un acto racional posibilita su 
análisis sociológico; por tanto, queda a nuestro alcance averiguar si la guerra, 
en Cada circunstancia concreta, es o no un medio idóneo para alcanzar fines 
económicos y si es o no éticamente admisible. 

2. La Ciencia económica y la guerra 

Desde un análisis puramente económico, debemos admitir que la división del 
trabajo y el libre comercio, en un marco de instituciones apropiadas, 
proporcionan más riqueza que la obtenida mediante la violencia y la guerra 
de conquista (Liberman, 1993). Por tanto, un mayor desarrollo de la Ciencia 
económica coadyuva al mantenimiento de la paz. Desgraciadamente —afirma 
Huerta de Soto (2010: 21)— «en muchas ocasiones se ha utilizado la aureola 
y prestigio científicos para justificar y alentar políticas económicas y sistemas 
sociales que ostensiblemente han fracasado, con un coste desproporcionado 
en términos de sufrimientos humanos». 

Sobre las ideas de laissez-faire descansa el pensamiento liberal y no resulta 
extraño que la mayoría de think tanks* liberales y libertarios incidan en la 
estrecha relación existente entre libertad económica, progreso y paz. 

Si los seres humanos, especialmente los gobernantes, técnicos e 
intelectuales, perfeccionaran sus conocimientos económicos y éticos, y si las 
instituciones fomentaran la resolución pacífica de los conflictos, la guerra 
podría llegar a ser un fenómeno residual, tal y como sucedió con la 
esclavitud. En este sentido, la Escuela Austriaca de Economía nos ofrece un 
corpus epistémico fértil que proclama la dimensión moral de la economía de 
mercado (Kirzner, 1995: 15) y nos brinda los cimientos teóricos para que 
florezca una sociedad de individuos libres, responsables, prósperos y 
pacíficos. El mayor conocimiento de la economía nos aleja de la guerra pues 
derrumba algunos mitos sobre los que esta se asienta, como la necesidad de 
mayor cantidad de tierra, recursos naturales o población. 

II. ANÁLISIS HISTÓRICO-EVOLUTIVO 
1. La guerra tribal 
Hasta la fecha no disponemos de una teoría unitaria que explique el fe- 


nómeno de la guerra, tampoco los historiadores coinciden cuando analizan las 
causas que originan un conflicto particular; esto nos da una idea de la enorme 
complejidad del fenómeno que estudiamos. Para empezar, ayudándonos de la 
historia y la antropología, analizamos cómo era la guerra en su estado más 
primitivo. El modus operandi consiste en el robo organizado, a pequeña 
escala, de la propiedad de otro grupo étnico distinto. Las tribus organizan 
partidas de guerreros que incursionan fuera de su territorio, saquean y 
regresan al poblado con el botín. En caso de obtener éxito, la población 
atacada es aniquilada, diezmada o esclavizada. Los saqueadores son 
aclamados como héroes en la medida en que consiguen una ganancia 
importante que repercute en el bienestar del grupo. Cuanta mayor es la 
riqueza sustraída y menores las bajas en combate (algo que un utilitarista 
llamaría «beneficio neto de la operación») mayor es el reconocimiento social 
que se otorga a los guerreros. Los jefes naturales del grupo son aquellos más 
audaces, valientes y hábiles en el arte de la guerra; es decir, aquellos más 
capaces de proveer al grupo con bienes materiales obtenidos «rápidamente». 

En la mentalidad tribal no es ético robar a los «tuyos» pero sí a los «otros»; 
este doble rasero moral es claramente visible en algunos grupos étnicos, 
como los gitanos. Así como el asesinato intragrupo es castigado por la ley, 
dar muerte al extranjero no solo es legal, sino que la tribu lo tiene por un 
hecho meritorio. 

Los grupos de guerreros pueden atacar periódicamente a sus víctimas 
convirtiendo la depredación en una actividad recurrente, pero las poblaciones 
atacadas pronto aprenden a defenderse fortificando ciudades y puertos. Los 
atacantes advierten que si arrasan los poblados, como hicieron los vikingos 
en 793,% no les queda nada que saquear en la próxima temporada; es más 
práctico reducir la preferencia temporal o dicho más prosaicamente: «No 
matar la gallina de los huevos de oro». Resulta más rentable y menos 
peligroso confiscar solo una porción de la riqueza y respetar la vida de 
quienes no se resisten a la rapiña. Un prisionero es más valioso que un 
muerto porque se puede esclavizar o pedir un rescate. El atacante, por propio 
interés, modera su violencia e incluso llega un momento de mayor 
sofisticación en que se negocia el pago de un tributo a cambio de no realizar 
la agresión. De esta manera, se origina una pseudocooperación o «vínculo 
hegemónico» (Mises, 2011a: 234) donde la parte amenazante promete 
respetar la vida, libertad y medio de sustento de la parte amenazada a cambio 


de una suma de dinero; así nació evolutivamente la institución del impuesto 
(Sánchez, 2013). 

El objetivo de la guerra primitiva es principalmente la apropiación violenta 
de bienes económicos —tierras, alimentos, mujeres, esclavos, ganado, dinero, 
enseres, joyas— de otros grupos humanos distintos al propio (Harris, 2001: 
85). Los pueblos nómadas —cazadores, ganaderos y jinetes— son los que 
están mejor dotados para realizar la apropiación violenta sobre las 
poblaciones sedentarias que encuentran a su paso,” tal fue el caso de Gengis 
Kan (1162-1227), quien unificó a las tribus nómadas del norte de Asia 
fundando el imperio mongol, la potencia contigua más extensa de la Historia. 
Los pueblos nómadas, una vez instalados en los territorios ocupados, se van 
sedentarizando y pueden continuar sus guerras de conquista gracias a la 
mayor Capacidad de producción que proporcionan agricultura, ganadería, 
comercio e industria, bajo el signo de la división del trabajo. Los excedentes 
alimentarios permiten aumentar la población e intensificar la división social 
apareciendo élites políticas, religiosas y militares que pueden realizar sus 
funciones a expensas de los productores; de esta forma, surgen los guerreros 
profesionales y una incipiente industria militar. Así sucedía en la república de 
Esparta donde una minoría guerrera —Homoioi— vivía a expensas de una 
mayoría de campesinos —Ilotas—. En la antigiedad las naciones opulentas y 
civilizadas tenían dificultades para defenderse de las miserables y bárbaras, 
pero en los tiempos modernos, paradójicamente, son estas últimas las que 
tienen dificultades para defenderse de las ricas y civilizadas (Smith, 2011: 
673). Los pueblos sedentarios, si disponen de los medios suficientes, inician 
conquistas y establecen delegaciones político-militares en las tierras 
ocupadas, tal fue el caso de los Imperios romano, español, otomano y 
británico. La guerra de conquista, sea iniciada por pueblos nómadas o 
sedentarios, en definitiva, no es sino la apropiación violenta y permanente de 
la propiedad ajena, el sometimiento político-jurídico de individuos y, en su 
caso, la asimilación cultural de los pueblos conquistados. La tesis de que el 
Estado no es producto del acuerdo y el consentimiento, sino de la imposición 
violenta ya fue apuntada, en 1576, por Bodino (1997: 35): 

Entre los vencedores, el que había sido nombrado jefe y capitán, y bajo cuya dirección habían 
obtenido la victoria, continuó detentando el poder de mando, a unos como súbditos fieles y leales, 


a los otros como esclavos. Desde ese momento, la entera y plena libertad que cada uno tenía de 
vivir a su arbitrio, sin ser mandado por nadie, se convirtió en servidumbre, despojados de toda 


libertad los vencidos y disminuidos en ella los vencedores, en cuanto prestaban obediencia a su 
jefe soberano (...) La razón y luz natural nos llevan a creer que la fuerza y la violencia han dado 
principio y origen a las repúblicas. 


Posteriormente, en 1859, John Stuart Mill corrobora el origen violento del 


gobierno: 
Antiguamente, por lo general, el gobierno estaba ejercido por un hombre, una tribu o una casta, 
que hacían emanar su autoridad del derecho de conquista o de sucesión, pero en ningún caso 
provenía del consentimiento de los gobernados, los cuales no osaban, no deseaban quizá, discutir 
dicha supremacía, por muchas precauciones que se tomaran contra su ejercicio opresivo. 


Es preciso distinguir la guerra de conquista del concepto de homesteading O 
«primera apropiación» (Locke, 2006: 32) de territorios vírgenes y recursos 
naturales que no poseen dueño. Llegados a este punto podríamos 
preguntarnos: ¿por qué el mundo antiguo era tan violento?% Una razón es el 
bajo coste de oportunidad de hacer la guerra. La penuria y escasez de bienes 
incrementa la utilidad marginal del botín obtenido. ¿Y cuánto arriesga el 
agresor primitivo? Su propia vida no vale gran cosa debido a las dificultades 
que impone la supervivencia: escasez de alimentos, inexistencia de bienes de 
capital, acción de los depredadores, ausencia de medicamentos e higiene, etc. 
No hace falta remontarse tan atrás en la historia para apreciar lo baja que era 
la productividad en el pasado, tal y como observó Cantillón (1950: 14), en 
1730: «La vida de un hombre (como individuo activo) no se calcula más que 
en diez o doce años». Antes de la Revolución Industrial la vida posee una 
escasa utilidad marginal, es decir, la propia vida que debe arriesgarse no vale 
gran cosa mientras que el potencial beneficio del robo es elevado. Idéntico 
razonamiento sirve para explicar por qué algunos emigrantes, hoy día, 
arriesgan sus vidas atravesando el océano en una barcaza. 

Un segundo factor que reduce el aprecio por la vida es la creencia 
metafísica de que los muertos en combate alcanzarán una serie de privilegios 
y beneficios en el «más allá» o que se reencontrarán con sus antepasados y 
seres queridos. Julio César (Libro 6.*-XIV), en sus Comentarios sobre la 
Guerra de las Galias, menciona una función desempeñada por los druidas 
galos: «Esméranse sobre todo en persuadir la inmortalidad de las almas y su 
transmigración de unos cuerpos a otros, cuya creencia juzgan ser grandísimo 
incentivo para el valor, poniendo aparte el temor de la muerte». 

Estos factores inciden en que la apropiación violenta de la riqueza ajena 
fuera, para muchos, una actividad económicamente preferible al trabajo. La 
propia habilidad para ser violento se constituyó en una profesión. Reyes y 


príncipes contrataban bandidos y corsarios para hostigar a sus enemigos y 
animaban a sus propias tropas a saquear las riquezas de los pueblos 
conquistados; estos soldados, una vez desmovilizados, eventualmente 
continuaban con estas mismas prácticas, pero sin la protección real (Tilly, 
1985: 173). 

2. La guerra limitada 

Desde una perspectiva actual la mayoría de los acontecimientos bélicos 
previos a la Revolución francesa caben en lo que se denomina «guerra 
limitada» (Alonso, 1985: 53), que se caracteriza por la moderación en los 
fines y medios. Para analizar la evolución de las guerras atendiendo a su 
lesividad nos ayudaremos de la clasificación que establece el general Miguel 
Alonso Baquer (1985).4 Los tipos de guerra limitada son: tribal, vecinal, 
imperial y señorial. La guerra tribal o primitiva es propia de pueblos poco 
civilizados que realizan incursiones con finalidad predatoria, los 
combatientes usan como armas sus propias herramientas de trabajo sin 
apenas modificar; Fuller (1984: 33), en cambio, considera que la guerra tribal 
no es limitada, sino total porque en las hordas cada hombre es un guerrero y 
la tribu entera participa en la guerra. Mises (2011a: 202) también afirma que 
es propio de las tribus y hordas luchar hasta el exterminio por lo que estamos 
ante «conflictos totales». 

En la guerra vecinal o antigua, más evolucionada que la anterior, es 
frecuente el combate simétrico entre ciudadanos disciplinados que luchan por 
la conquista o defensa de un territorio; ya existen armas diseñadas ex profeso 
y tácticas para desplegar las tropas en combate, como sucedía en la Guerra 
del Peloponeso (431-404 a.n.e.) entre Atenas y Esparta. En la Antigua 
Grecia, a partir del surgimiento de las polis, el fenómeno bélico no se puede 
separar del conjunto de instituciones comunitarias y, en particular, del 
desarrollo de la Ciudad-Estado. La guerra en Grecia, que podemos calificar 
como pública o estatal, aun siendo limitada, ya se caracteriza por su elevada 
mortandad, según apreciamos en las palabras que Mardonio dirige a Jerjes 
(Heródoto, 2000: VII, 9): 

Oigo decir de los Griegos, que son en la guerra la gente del mundo más falta de consejo, así por la 
impericia, como por su cortedad. Decláranse la guerra unos a otros, salen a campaña, y para darse 
la batalla escogen la llanura más hermosa y despejada que pueden encontrar, de donde no salen sin 


gran pérdida los mismos vencedores pues de los vencidos no es menester que hable yo palabra, 
siendo sabido que quedan aniquilados. 


En la baja Edad Media existe un interesante caso de cómo el poder político 
comienza un proceso de profesionalización y adoctrinamiento de los militares 
a sus Órdenes. El sultán Orhan I, gobernante del incipiente Imperio otomano, 
funda, sobre 1330, el Cuerpo Militar de los Jenízaros. Los hombres del sultán 
seleccionaban, de entre los prisioneros de guerra y esclavos, a niños no 
musulmanes (generalmente cristianos) de edades entre siete y catorce años; 
posteriormente, eran convertidos al islam, adiestrados y adoctrinados para 
formar parte de la oficialidad del ejército otomano. Se les inculcaba, desde su 
tierna infancia, que el Cuerpo de Jenízaros era su familia y el sultán su padre 
adoptivo. Los jenízaros se convirtieron en el primer ejército otomano 
permanente, sustituyendo a los guerreros tribales, en cuya lealtad no siempre 
se podía confiar. 

La guerra imperial o colonial es la expedición que realiza un invasor que 
posee una supremacía material y tecnológica sobre los pueblos atacados; su 
finalidad es la anexión de territorios y población. Las conquistas de romanos, 
islamistas, mongoles, españoles y británicos son ejemplos de guerra imperial 
donde la frontera se va expandiendo progresivamente. 

Por último, la guerra señorial o cortés consiste en una lucha reglamentada 
que no busca la muerte ni el aniquilamiento del adversario; cuanto más 
refinada y aristocrática es la cultura, más legalizado está el combate (Alonso, 
1985: 70). 

3. La guerra total 

En el Antiguo Régimen las guerras son limitadas en tiempo, espacio y 
medios; los conflictos se producen entre dinastías que luchan con pequeños 
ejércitos profesionales; el empleo de fortificaciones y sitios busca evitar la 
batalla. La Revolución francesa supone un hito en el incremento cualitativo y 
cuantitativo de la destrucción bélica; con Napoleón y el perfeccionamiento 
del Estado surge en escena el concepto de «nación en armas». La guerra se 
produce entre naciones de dimensión considerable cuyos gobiernos son 
capaces de reclutar grandes ejércitos de soldados conscriptos; los generales 
realizan maniobras estratégicas y batallas decisivas y se practica la 
persecución como forma de aniquilar al enemigo en retirada. En su primera 
campaña de Italia (1796-1797) Napoleón violó territorios neutrales, alimentó 
a sus tropas a base de exacciones y saqueos, y completó sus victorias con 
implacables persecuciones; Bonaparte fue el Atila de su época y escandalizó 
a sus contemporáneos que vieron su conducta la propia de un bárbaro (Fuller, 


1984: 44). Con las guerras napoleónicas la defensa nacional pasa a ser un 
asunto exclusivo del Estado y esta idea sigue hoy plenamente vigente: «La 
Defensa es por necesidad una cuestión de Estado», afirmaba el ministro de 
defensa, Eduardo Serra, en el prólogo del Libro Blanco de la Defensa 2000. 
La principal consecuencia de la estatización de la guerra fue el aumento 
notable del tamaño, duración, sofisticación y letalidad de los conflictos. El 
hombre civilizado tiene la capacidad técnica de matar a distancia sin 
presenciar directamente el horror que causa su actuación; este hecho, sin 
duda, convierte al militar moderno en un mero funcionario, un ejecutor que 
cumple las órdenes de sus jefes a cambio de un salario. El principal problema 
del militar al servicio del Estado es la disminución de su sentido moral y de la 
responsabilidad jurídica de sus actos. Sigmund Freud (1980: 118) observó la 


pérdida de sentido ético en el guerrero moderno: 
Cuando la cruenta lucha actual haya llegado a decisión, cada uno de los combatientes victoriosos 
retornará alegremente a su hogar, al lado de su mujer y de sus hijos, sin que conturbe su ánimo el 
pensamiento de los enemigos que ha matado peleando cuerpo a cuerpo o con las armas de largo 
alcance. Es de observar que los pueblos primitivos aún subsistentes, los cuales se hayan desde 
luego más cerca que nosotros del hombre primitivo, se conducen en este punto muy de otro modo 
o se han conducido en tanto no experimentaron la influencia de nuestra civilización. El salvaje — 
australiano, bosquimano o habitante de la Tierra del Fuego— no es en modo alguno un asesino sin 
remordimientos. Cuando regresa vencedor de la lucha no le es lícito pisar su poblado, ni acercarse 
a su mujer, hasta haber rescatado sus homicidios guerreros con penitencias a veces muy largas y 
penosas. Las razones de esta superstición no son difíciles de puntualizar: el salvaje teme aún la 
venganza del espíritu del muerto. Pero los espíritus de los enemigos muertos no son más que la 
expresión de los remordimientos del matador; detrás de esta superstición se oculta una sensibilidad 
ética que nosotros, los hombres civilizados, hemos perdido. 


El democratismo y la industrialización son los dos fenómenos sociales de la 
modernidad que más inciden en la escalada de fines y medios de la guerra 
(Alonso, 1985: 79). Una hipótesis de considerable importancia para entender 
nuestra crítica económica y ética al monopolio estatal de la defensa es que el 
Estado, lejos de proteger la vida y propiedad de los ciudadanos, los expone a 
considerables peligros. 

4. Los mercenarios 

El mercenario es el militar que ofrece sus servicios en el libre mercado de la 
guerra a cambio de una remuneración económica que puede ser dineraria o en 
especie (botín, requisa, propiedad de tierras conquistadas). La actuación del 
mercenario puede ser ofensiva o defensiva, aunque tradicionalmente se le ha 
considerado como una persona que actúa al margen de consideraciones 


éticas: «In the general psyche, to be mercenary is to be inherently ruthless 
and disloyal»* (Singer, 2002: 40). 

En el siglo v a.n.e. los reyes persas, conscientes de la capacidad militar de 
los helenos, contrataban frecuentemente mercenarios griegos para sus 
campañas militares en el Mediterráneo oriental. En Roma, durante el Imperio 
(30 a.n.e.-284), era común contratar tropas extranjeras —auxilia— cuyo 
propósito principal era reforzar a las legiones compuestas exclusivamente por 
ciudadanos romanos. Estas tropas auxiliares eran reclutadas entre pueblos 
cuya habilidad bélica era bien conocida y estimada en el mundo antiguo; por 
ejemplo, los jinetes númidas o los honderos baleares. Las tropas mercenarias 
son eficaces pero su contratación no está exenta de riesgos; por ejemplo, 
durante la Guerra Italiana de 1499-1501, el duque Ludovico Sforza, para 
librar Milán, reclutó un ejército de mercenarios suizos con los que consiguió 
recuperar las principales ciudades del ducado, pero fue traicionado por sus 
tropas en la ciudad de Novara, siendo apresado junto con su hermano 
Ascanio. 

El declive de los mercenarios coincide con la aparición de los grandes 
ejércitos de finales del siglo xvm y de la guerra a gran escala (Singer, 2002: 
30). No obstante, en los siglos xvii y xix todavía hay ejemplos de ejércitos 
mercenarios: Gran Bretaña contrató soldados hessianos*! para luchar en la 
Revolución americana (Stromberg 2003: 220) y los gurkas, de origen nepalí, 
sirvieron como mercenarios de la Compañía Británica de las Indias 
Orientales, entre 1817 y 1849. El siglo xx también ha proporcionado 
numerosos ejemplos de empleo de mercenarios como la participación de 
gurkas en la Guerra de las Malvinas (1982). La Guardia Suiza lleva pro- 
porcionando seguridad privada a la persona del Papa desde su contratación 
por Julio II, en 1502. 

Hoy en día, el término «mercenario» está en desuso pues los militares 
privados prestan sus servicios como asalariados en Empresas Privadas de 
Defensa (EPD) o Private Military Firms. Estas empresas ofrecen un amplio 
abanico de servicios militares: consultoría, asistencia técnica, inteligencia, 
formación, reclutamiento, seguridad de instalaciones, apoyo logístico, 
comunicaciones y servicios de combate propiamente dichos. 
Paradójicamente, la mayor potencia militar del mundo (EE.UU.) es el mayor 
contratista de EPD: «From 1994 to 2002, the U.S. Defense Department 
entered into more than 3.000 contracts with U.S.-based firms, estimated at a 


contract value of more than $300 billion»* (Singer, 2002: 15). En el caso 
español, toda la protección actual de buques atuneros (y otros) en el Océano 
Indico es proporcionada por empresas privadas de seguridad. 

Resumiendo, el mercenariado fue la institución militar desde la antigiedad 
hasta la llegada de la Revolución francesa. La conscripción y la 
profesionalización de los ejércitos volvieron esta institución residual, si bien 
nunca ha llegado a desaparecer completamente; hoy va recuperando 
protagonismo gracias a la formación de Empresas Privadas de Defensa. 

CAPÍTULO 2 


SOBRE LA SEGURIDAD 


Podemos definir seguridad como la «cualidad de seguro». La seguridad es 
valorada subjetivamente de acuerdo con su utilidad marginal, según la escala 
de valor de cada individuo. Dicha escala cambia tanto de forma intersubjetiva 
como para un mismo individuo a lo largo del tiempo; por ejemplo, frente a 
circunstancias similares, la sensación de seguridad en la juventud es mayor 
que en la vejez. El individuo, cuando no puede valerse por sí mismo, obtiene 
seguridad de forma natural de sus progenitores hasta que progresivamente va 
adquiriendo mayor autonomía y es Capaz de autoprotegerse; también puede 
obtener seguridad mediante la cooperación con otros individuos y, en su caso, 
contratarla a terceros. Nótese que cuando hablamos de seguridad podemos 
referirnos a prevenir y/o actuar frente a una agresión humana o ante 
contingencias naturales. Aquí obviaremos el segundo tipo que se enmarca en 
la Protección Civil, es decir, el empleo de medios civiles (no militares) para 
preservar la integridad física y los bienes de los ciudadanos. En la novela 
Robinson Crusoe (Defoe, 1719) el náufrago invierte recursos, tiempo y 
energía en protegerse de las inclemencias de la naturaleza, busca el mejor 
lugar para construir un refugio y lo va perfeccionando con el paso del tiempo; 
una vez descubre que está solo en la isla, toma conciencia de que no precisa 
defensa militar, únicamente «protección civil» frente a las amenazas del 
entorno: intemperie, animales peligrosos, plantas venenosas, etc. 

La seguridad no es un fin absoluto y debe conjugarse con otros fines que 
entran en competencia. "Todo ser humano, al actuar, asume riesgos 
calculados. Alguien que persiguiera la seguridad absoluta se vería abocado a 
una inmovilidad total, lo cual, dicho sea de paso, tampoco es muy seguro. 
Tras cada elección, el hombre que actúa intercambia utilidades heterogéneas 


(monetarias, físicas, psicológicas) cuyo propósito en un beneficio neto 
subjetivo. En cada caso, debe renunciar a bienes valiosos para lograr otros 
que considera de mayor relevancia (Benegas, 1995: 2), lo que exige, a veces, 
la asunción de riesgos superiores; por ejemplo, el dinero, la fama o la 
satisfacción psicológica de conquistar la cima del Everest son fines que 
compiten marginalmente con la seguridad física del escalador. De igual 
modo, quien se somete a una operación de cirugía estética asume costes: 
dinero, dolor, molestias, lucro cesante (por dejar de trabajar) y riesgos 
quirúrgicos; el conjunto de estos costes es menor, cualitativamente hablando, 
que su beneficio potencial de tal forma que existe una expectativa de 
ganancia neta tras el proceso.“* «Valió la pena» es la frase coloquial que 
resume el éxito de la acción. Pero también resulta inevitable que «algunas 
personas tengan que descubrir a través de la dura experiencia que han 
dirigido mal sus propios esfuerzos» (Hayek, 2014: 296); en este otro caso, el 
coste soportado excede al beneficio obtenido. En definitiva, queremos 
resaltar que la seguridad es un factor más, entre otros muchos, que el actor 
integra en su balance psicológico de costes y beneficios. 

I. ACEPCIONES DE SEGURIDAD 

1. Seguridad como estado psicológico 

La primera acepción de «seguridad» es la entendida como estado psicológico 
que puede implicar factores espaciales: «aquí» me siento seguro, temporales: 
«ahora» me siento seguro, e interpersonales: «contigo» me siento seguro. La 
sensación de seguridad es subjetiva y cambiante según las circunstancias; 
subjetiva, porque cada individuo la experimenta con distinto grado de 
intensidad; y cambiante, porque una misma persona varía según factores 
coyunturales. 

La seguridad, como estado psicológico, es la convicción de que muy 
probablemente nada malo puede sucedernos en la situación presente o en el 
corto plazo. Y la inseguridad, por contra, es el temor de que algún peligro 
inminente —humano o ambiental — puede causarnos un daño. La inseguridad 
va acompañada de otros estados psicológicos: nerviosismo, miedo, angustia, 
ansiedad, etc. que pueden manifestarse sintomáticamente y ser observados. 

Inseguridad, tiempo y acción están relacionados según la ley de la 
preferencia temporal. Cuando más inmediata es la percepción de inseguridad 
mayor es la rapidez con que se actúa, y viceversa: cuanto más diferido es el 
riesgo percibido menor la urgencia para actuar. Dicho de otro modo, el corto 


plazo genera más conducta que el largo plazo; por ejemplo, los fumadores 
jóvenes no abandonan el tabaco porque las patologías se manifestarán, 
probablemente, a medio y largo plazo. No pretendemos analizar los estados 
psicológicos del hombre que actúa, únicamente constatamos que quien se 
siente inseguro está insatisfecho y, por consiguiente, actuará para reducir su 
insatisfacción. Toda acción humana está presidida por el deseo de transitar 
desde un estado menos satisfactorio hacia otro más satisfactorio (Menger, 
2023: 724; Mises, 2011a: 18; Zanotti, 2008: 1): «En términos generales, el 
hombre solo actúa porque no está plenamente satisfecho» (Mises, 2009: 119). 
La inseguridad es un estado de insatisfacción que el individuo procurará 
aplacar mediante acciones que incrementen su consumo de seguridad. 

2. Seguridad como actividad 

Ante una amenaza existen dos formas básicas de actuación: huida y lucha. Un 
residente que ve incrementar la delincuencia en su barrio puede optar por 
mudarse a otro sitio (huida) o por quedarse y aumentar su seguridad por otros 
medios (lucha) que pueden ser activos o pasivos. Ambos sistemas requieren 
medios humanos y materiales de seguridad los cuales podemos denominar, 
según el contexto, de defensa, seguridad o protección. El gobierno español, 
por ejemplo, concibe la seguridad en esta segunda acepción ——como 


actividad— y la define así: 
La acción del estado dirigida a proteger la libertad y el bienestar de sus ciudadanos, a garantizar la 
defensa de España y sus principios y valores constitucionales, así como a contribuir junto a 
nuestros socios y aliados a la seguridad internacional en el cumplimiento de los compromisos asu- 
midos. 


3. Seguridad como fin 

En tercer lugar, tenemos de la seguridad como fin, es decir, como estado final 
deseado de seguridad que puede ser igual, menor o mayor que el estado 
presente. Si un hombre se siente seguro, un posible objetivo es el 
mantenimiento de su estado actual de seguridad, evitando que este decrezca; 
pero si determinadas necesidades más apremiantes surgieran, también podría 
consumir menos seguridad; por ejemplo, durante una crisis económica, 
algunos consumidores rescinden pólizas de seguro, reducen el mantenimiento 
de los vehículos, etc. Si la renta disponible aumentara, sucedería lo contrario, 
el consumo de seguridad crecería según la ley de la utilidad marginal; por 
este motivo (entre otros), es mayor el negocio asegurador en las sociedades 
más prósperas. Quien desee aumentar su consumo de seguridad deberá elegir 


entre trabajar más (para incrementar su ingreso), consumir ahorro, 
endeudarse o dejar de consumir una cantidad equivalente de otros bienes. 

La seguridad es un fin amplio y duradero, si bien, graduable en función de 
la situación y los medios disponibles. En el caso más favorable, al estar 
satisfecho con el nivel de seguridad actual, el hombre actúa para mantener el 
statu quo adquirido. Al igual que sucede con el capital, la seguridad no se 
mantiene por sí sola, ni se reproduce de forma automática, ni alcanza nunca 
un mítico estado de equilibrio, sino que requiere de una acción permanente 
para mantener su eficacia. Lo que distingue a la Escuela Austriaca y habrá de 
proporcionarle fama es precisamente el haber desarrollado una teoría de la 
acción económica y no de la «no acción» o «equilibrio económico». 

Hemos visto tres acepciones de seguridad: la primera, entendida como 
estado psicológico actual (situación de partida), la tercera, entendida como 
estado final deseado (situación final) y la segunda, entendida como nexo 
causal entre ambas, conectando presente y futuro. Esta última acepción —la 
seguridad como medio— nos interesa por encima de las demás y, en 
particular, su análisis económico: oferta y demanda, producción y consumo. 
II. CARACTERIZACIÓN DE LA SEGURIDAD 
1. Transversalidad 
La seguridad es una categoría de la acción humana que opera y se manifiesta 
en todas sus facetas. De igual modo que el hombre actúa de forma 
económica, también lo hace de forma segura. Toda conducta, por tanto, está 
presidida marginalmente por estas categorías de la acción humana, que deben 
combinarse adecuadamente según la escala de valores del individuo. 

Hacer una copia de seguridad del archivo informático, comprar un extintor 
o un dispositivo de manos libres para el coche, colocar una alfombrilla 
antideslizante en la bañera, contratar un seguro de vida, diversificar las 
inversiones financieras, suscribir un plan de pensiones, cerrar la ventana del 
balcón antes de salir de casa, abstenerse de pasear por determinado barrio de 
la ciudad al oscurecer, comprar una pistola, no utilizar la moto cuando está 
lloviendo, etc. son actividades que buscan obtener seguridad. Seamos o no 
conscientes de ello, todas nuestras acciones están presididas por formas de 
prevención que contribuyen a nuestra seguridad y, de paso, a la seguridad de 
terceros. A mayor disponibilidad de bienes económicos, ceteris paribus, el 
hombre extiende el ámbito y profundiza el consumo de seguridad. 

Cuando afirmamos que el Estado monopoliza la producción de defensa y 


seguridad solo nos estamos refiriendo a las actividades militares y policiales, 
pero el gobierno interviene en muchas otras facetas que afectan a la 
seguridad. Como afirma Bastos (2016c): «Casi cualquier política podría ser 
definida en términos de seguridad». Cuando se coarta la función empresarial 
con prohibiciones, limitaciones y servidumbres para «proteger» 
(supuestamente) a los empleados y darles mayor seguridad económica, se 
reduce, concomitantemente, la seguridad de aquellos trabajadores menos 
productivos. Cuando se aprueba una ley de género para (supuestamente) 
«proteger» a las mujeres del maltrato doméstico se desprotege jurídicamente 
a los varones, a saber, violando principios fundamentales del derecho como la 
igualdad ante la ley o la presunción de inocencia. Cuando se prohíbe la 
producción y el comercio de ciertas drogas para «proteger» la salud de 
algunas personas se ignora que el narcotráfico es fuente de una enorme 
inseguridad. Prácticamente cualquier medida gubernamental, por perversa, 
injusta O heterodoxa que sea, puede ser aceptada acríticamente por las masas 
si se plantea adecuadamente en «defensa» de algo o para «proteger» a 
alguien. 

2. Ubicuidad 

La seguridad siempre es considerada en todo momento, lugar y circunstancia. 
Nada de lo que hagamos o dejemos de hacer escapa a una evaluación 
permanente de la seguridad. El progreso económico y su efecto civilizador 
han permitido al hombre consumir cantidades de seguridad cada vez más 
amplias y duraderas. Economía, civilización y seguridad progresan juntas. La 
seguridad es continua en el tiempo y en el espacio, pero también cambiante 
para un mismo individuo a lo largo de su vida; por lo general, una persona 
soltera no necesita contratar un seguro de vida, pero cuando el sustento 
familiar depende de la renta de un solo progenitor un seguro de vida es 
imprescindible. 

3. Naturaleza estratégica 

La seña que más distingue a la seguridad de otros bienes económicos es la 
presencia de agresores que tienen voluntad propia y cuyos fines se oponen a 
los nuestros. Los agresores pueden ser institucionales o privados. En el caso 
de los gobernantes, sus objetivos son «el disfrute sin trabajo de tantos y tan 
valiosos artículos de consumo como les sea posible» (Oppenheimer, 2013: 
169). Si es terrorismo, el objetivo primero es dañar a la población civil con el 
objetivo segundo de erosionar y desestabilizar un poder existente 


evidenciando su incapacidad para proteger al conjunto de la sociedad; su 
objetivo final es reemplazar al poder político existente y, de esta manera, 
apropiarse de los bienes económicos de la población. En el caso del ladrón 
común el objetivo es el disfrute del botín. En todos los casos, el fin último del 
agresor es la apropiación de la mayor cantidad posible de bienes económicos 
de las víctimas. 

En la guerra, tanto el agresor como el defensor utilizan los ingentes medios 
que les proporcionan sus respectivos monopolios para convertir, súbitamente, 
a todos los habitantes de su nación en enemigos de todos los habitantes de la 
nación enemiga, hecho insólito que no pasó desapercibido a Pascal (2012: 
38): «¿Se puede imaginar algo más cómico que el que un hombre tenga 
derecho a matarme porque vive del otro lado del agua y su príncipe está 
enemistado con el mío, aunque yo no tenga nada contra él?». 

La seguridad depende, en gran medida, de que la conducta propia sea 
pacífica, cauta, no injerente y respetuosa con las leyes y costumbres. Tanto 
un individuo pendenciero como un gobierno militarmente intervencionista 
son productores de inseguridad; la diferencia es que el primero internaliza los 
costes de su (mala) conducta mientras que el segundo los externaliza en el 
conjunto de la población. Por este motivo, el monopolio estatal, con 
frecuencia, constituye la mayor amenaza para la seguridad de las personas. 
En cambio, en un mercado laissez-faire de la seguridad, las acciones 
estratégicas entre agresor y defensor, por lo general, se circunscriben a 
individuos concretos y pequeños grupos, pero no se hacen extensivas al 
conjunto de la población. 

La naturaleza estratégica de la seguridad requiere, a nuestro juicio, de la 
mayor libertad posible para que los productores se adapten dinámicamente a 
las cambiantes formas de agresión, procedimientos y medios que utilizan los 
agresores. 

CAPÍTULO 3 


SUBJETIVISMO 


Como hemos visto en el capítulo anterior, sentirse seguro o inseguro es un 
estado psicológico subjetivamente percibido por cada individuo, es decir, 
depende de su personalidad, de la información recibida del entorno y de otros 
muchos factores ambientales que ahora no es preciso enumerar. Lo relevante 


para justificar nuestra tesis es entender que nadie, salvo el propio individuo, 

puede saber: 

a) Cuán seguro o inseguro se siente en cada momento, lugar y circunstancia. 

b) Cuáles son sus fines, o sea, qué estado final de seguridad es por él 
pretendido. 

Cc) Qué cantidad y calidad de bienes de protección desea adquirir y cuál es la 
mejor combinación para su empleo, en cada caso. 

Que alguien pretenda conocer estas cuestiones mejor que el propio sujeto 
que las experimenta es una afirmación pretenciosa y un grave error 
intelectual. Incorporar el subjetivismo al análisis económico de la seguridad 
no es otra cosa que aceptar la individualidad del ser humano como elemento 
epistemológico central. 

I. TEORÍA SUBJETIVA DEL VALOR 

«El valor no es algo intrínseco, no está en las cosas. Somos nosotros quienes 
lo llevamos dentro; depende en cada caso, de cómo reaccione el sujeto ante 
específicas circunstancias externas» (Mises, 2011a: 115). Afirmar que el 
valor es subjetivo es afirmar que su atribución es un acto individual. «Valor 
en sentido subjetivo es la importancia práctica que un bien reviste para la 
esfera de intereses de un determinado sujeto en cuanto este piensa que su 
propio bienestar depende, de algún modo, de la posesión del bien en 
cuestión» (Bóhm-Bawerk, 2009: 31). Solo los individuos tienen existencia 
ontológica y solo ellos actúan según su escala personal de valores. De esta 
manera, acción humana, individualismo y subjetivismo son conceptualmente 
inseparables. 

El subjetivismo hunde sus raíces en la filosofía aristotélica: «Lo que la 
inteligencia asigna a cada cosa y cuanto la inteligencia individual asigna a 
cada cosa, eso es para cada uno un bien» (Aristóteles, 2009: 77). Un segundo 
antecedente del subjetivismo lo encontramos en la Roma clásica, en el 
Derecho como institución evolutiva cuyo éxito no se debe al designio de un 
rey o gobernante, sino a un proceso descentralizado de coordinación social 
donde cada individuo persigue sus propios fines. El jurista Bruno Leoni, 
aprecia una similitud entre las relaciones económicas que se originan en los 
procesos dinámicos del libre mercado y los procesos de elaboración de la ley 
adoptados por los jurisconsultos romanos: «El derecho privado en Roma se 
desarrolló sobre la base de la libertad y del individualismo» (Leoni, 2011: 
234). La tradición subjetivista es continuada por los escolásticos de la 


Escuela de Salamanca. El obispo Diego de Covarrubias y Leyva, en el siglo 
xvL, fue el primero en exponer los fundamentos de la teoría subjetiva del 
valor al afirmar que «el valor de una cosa no depende de su naturaleza 
objetiva sino de la estimación subjetiva de los hombres, incluso aunque tal 
estimación sea alocada» (Huerta de Soto, 2000: 795). Tras este reconocido 
acierto de los autores españoles, que podemos calificar de «protoaustriacos», 
la tradición continental subjetivista sufrió un retroceso tras la influencia de 
los escritos de Smith, Ricardo y Mill, que allanaron el camino a la teoría 
marxista del valor-trabajo. Este nuevo paradigma supuso un importante revés 
para el progreso de la Ciencia económica: «La teoría de Adam Smith sobre el 
valor fue un auténtico desastre» (Rothbard, 2013c: 491). Sin embargo, en 
defensa del economista escocés, su conocida metáfora de «la mano invisible» 
se inscribe claramente en el pensamiento subjetivista, a saber, cada individuo 
busca su propio beneficio y este egoísmo, rectamente entendido, favorece la 
cooperación social y el progreso de la sociedad en su conjunto. Smith es muy 
claro al afirmar que el único juez capaz de realizar inversiones productivas es 
el individuo y que toda intervención política es una pretensión de 
conocimiento que resultará en consumo de capital (Smith, 2011: 554): 


Cuál será el tipo de actividad local en donde su capital se puede invertir y cuya producción pueda 
ser de un valor máximo es algo que cada persona, dadas sus circunstancias, puede evidentemente 
juzgar mucho mejor que cualquier político o legislador. El político que pretenda dirigir a las 
personas privadas sobre la forma en que deben invertir sus capitales no solo se carga a sí mismo 
con la preocupación más innecesaria sino que asume una autoridad que no debería ser delegada 
con seguridad en ninguna persona, en ningún consejo o senado, y que en ningún sitio es más 
peligrosa que cuando está en las manos de un hombre tan insensato y presuntuoso como para 
fantasear que es realmente capaz de ejercerla. 


Si admitimos que solo cada persona, en cada circunstancia, es la más 
capacitada para entender mejor que nadie su situación y si además creemos 
que esa persona es la más motivada e interesada para alcanzar sus fines 
particulares, debemos concluir que la libertad para decidir y actuar es 
condición sine qua non para obtener el mejor resultado de la acción humana. 
La admisión del subjetivismo como principio universal reviste una gran 
importancia económica, social e institucional, tal y como sostiene Pazos 
(1999715 

El principio lógico racional simplemente nos dice que basados en la lógica humana, los seres 
humanos generalmente se deciden por lo que consideran mejor para sí mismos (...) Partir de la 


premisa de que el ser humano decide basado en lo que considera mejor para él, es un dato social de 
mucha trascendencia para la elaboración de un orden económico, jurídico, político y en general 


social. Para decidir lo mejor, cada ser humano necesita un ámbito que le permita ejercer su 
libertad, porque solo cada persona sabe en cada caso específico que es lo mejor para él. 

Solamente la creencia infundada de que existe un antagonismo entre los 
intereses del individuo y los de la sociedad —el resto de individuos— puede 
explicar la secular demonización y persecución de la libertad individual: «Tal 
es la filosofía que, desde tiempo inmemorial, presidió las creencias de las 
tribus primitivas» (Mises, 2011a: 176). 

El progreso social y económico está estrechamente vinculado al grado de 
libertad que posee el individuo en el marco institucional. Pero aceptar el 
subjetivismo y su corolario, la libertad de la persona para actuar, no solo es 
una conveniencia económica de primer orden para el propio individuo y para 
la sociedad en su conjunto, sobre todo, es un imperativo ético de la máxima 
importancia sin cuya observación una sociedad no puede ser considerada 
libre. Aún en el caso de que algunos individuos —vagabundos, toxicómanos 
— yerren (según el parecer común) en sus elecciones y consuman 
viciosamente su existencia, deben respetarse sus modos de vida, siempre y 
cuando sean pacíficos y no es lícito imponerles legalmente una determinada 
moral. Procurar el bien de las personas marginales es un fin legítimo y ético, 
pero los medios empleados para alcanzarlo deben serlo igualmente, a saber, 
estar exentos de coacción. La caridad y la solidaridad no deben imponerse 
coactivamente a los perceptores de las ayudas ni tampoco a sus proveedores 
económicos. 

Los enemigos de la libertad no entienden que, por muy buenas intenciones 
que existan detrás de sus programas, no se debe forzar a un hombre pacífico a 
actuar en contra de su voluntad. Es contradictorio que el Estado viole la 
misma libertad que pretende proteger, tal y como apreciamos en la 
Constitución mejicana de 1917 (art. 50): 

El Estado no puede permitir que se lleve a efecto ningún contrato, pacto o convenio que tenga por 


objeto el menoscabo, la pérdida o el irrevocable sacrificio de la libertad del hombre, ya sea por 
causa del trabajo, de educación o de voto religioso. 


Aquí se observan los primeros rasgos autoritarios del Estado social cuyos 
promotores, exhibiendo un concepto de libertad sui géneris, se arrogan la 
facultad de interpretar cual es la «correcta». Según ellos, una persona que 
acepta trabajar a cambio de un salario «excesivamente» bajo o que ingresa en 
una orden religiosa pierde su libertad y, por su propio bien, es preciso 


protegerla de sí misma. Marx y Engels (2013: 70) también concebían dos 
tipos de libertad: la proletaria o «buena» y la burguesa o «mala», que era 
preciso abolir. 

Según la tradición liberal «los gobernantes deben buscar instituciones 
jurídicas que partan del principio de que todo contrato social es conveniente y 
válido para las partes involucradas, solo en la medida que respete la libertad 
de decisión de cada uno» (Pazos, 1999: 94). 

Pero volvamos al subjetivismo. La negativa influencia de la Escuela Clásica 
anglosajona se agravó con el utilitarismo de Jeremy Bentham, que pretendía 
realizar un «análisis pseudocientífico de costes y beneficios (creyendo que 
pueden llegar a ser conocidos) y el surgimiento de toda una tradición de 
ingenieros sociales que pretenden moldear la sociedad a su antojo utilizando 
el poder coactivo del Estado» (Huerta de Soto, 2000: 929). No obstante, la 
tradición subjetivista se mantiene viva en economistas como Cantillon y 
Turgot, considerados justamente como los auténticos fundadores de la 


economía; así, el segundo afirmaba, en 1759 (Huerta de Soto, 2000: 29): 
No es preciso probar que cada individuo es el único que puede juzgar con conocimiento de causa 
el uso más ventajoso de sus tierras y esfuerzo. Solamente él posee el conocimiento particular sin el 
cual hasta el hombre más sabio se encontraría a ciegas. 


No es hasta 1871 cuando Carl Menger, en su libro Principios de economía 
política, elabora de una forma sistemática la teoría subjetiva del valor 
situando al ser humano como actor creativo y protagonista de todos los 
procesos sociales. Para Menger (2013: 37): «Valor es la significación que 
unos concretos bienes o cantidades parciales de bienes adquieren para 
nosotros, cuando somos conscientes de que dependemos de ellos para la 
satisfacción de nuestras necesidades». Mediante la conducta revelada 
podemos inferir, en cada momento, las preferencias subjetivas de cada ser 
humano que se manifiestan en el mercado mediante intercambios 
(generalmente) monetarios. 

Il. SUBJETIVIDAD, UTILIDAD E INCONMENSURABILIDAD 

La tercera cuestión que queremos suscitar en nuestro análisis es la 
imposibilidad de realizar comparaciones intersubjetivas de utilidad. Esto 
afirma Hayek (2015: 165): 


Ahora bien, el hecho de que la utilidad de los bienes sea relativa, según el personal punto de vista 
de cada actor, y conceptualmente identificable, en modo alguno nos autoriza establecer 
comparación alguna entre utilidades (...) nada autoriza a postular la existencia de una «utilidad 
colectiva» que pueda ser medida. Es este un concepto tan etéreo como la existencia de una «mente 
colectiva», que solo es, en el mejor de los casos, una expresión metafórica. 


Incluso uno de los máximos defensores del colectivismo metodológico, el 
sociólogo Émile Durkheim (2001: 291), se percató, en 1893, del error que 


supone comparar valoraciones de orden subjetivo: 
La ciencia social debe renunciar resueltamente a estas comparaciones utilitarias en las cuales con 
frecuencia se ha recreado. Además, tales consideraciones son necesariamente subjetivas, pues 
cuantas veces se comparan placeres o intereses, como falta todo criterio objetivo, no se puede 
pasar sin colocar en la balanza ideas y preferencias propias, y se da por verdad científica lo que no 
es más que un sentimiento personal. 


Los defensores del intervencionismo, herederos del utilitarismo de Jeremy 
Bentham, creen que es posible evaluar una determinada línea de acción a 
través de un análisis coste-beneficio (Rothbard, 2013c: 248); por ejemplo, 
cuando el gobierno expropia viviendas con objeto de mejorar la viabilidad de 
una zona, justifica su decisión de esta manera: «El beneficio (ahorro en 
tiempo y dinero) de muchos conductores excede la pérdida sufrida por los 
expropiados»; tras la medida, supuestamente, la sociedad en su conjunto 
obtiene un beneficio. Sin embargo, todo análisis coste-beneficio es una 
valoración subjetiva, y como tal, no es susceptible de ser matematizada; por 


consiguiente, no existe tal cosa como «valor social» (Hayek, 2014: 277): 
Aunque los economistas empleen a veces alegremente el concepto de «valor para la sociedad», se 
trata de un concepto que no existe en absoluto, y la expresión implica el mismo tipo de 
antropomorfismo o personificación de la sociedad que hallamos en la expresión «justicia social». 
Los servicios solo pueden tener valor para unas personas en particular o una organización, y todo 
servicio específico tendrá valores muy distintos para los diversos miembros de la misma sociedad. 


Dicho de otra forma, es un error metodológico afirmar que una «pequeña» 
utilidad para muchos es más valiosa que una «gran» pérdida para unos pocos. 
Esta aritmética utilitarista, que nosotros refutamos desde un punto de vista 
científico, no puede eludir el juicio ético pues las consecuencias derivadas de 
adoptarla pueden ser de gran calado. Cualquier gobierno dotado del poder 
suficiente podrá convertir a unos seres humanos en esclavos o «animales de 
sacrificio» al servicio del aumento del bienestar de otros seres humanos al 
que denominamos «pueblo» o «sociedad». 

En otras ocasiones, el utilitarismo no apela a la cantidad sino a la «calidad» 
—raza, etnia, lengua, religión o nacionalidad— para justificar el sacrificio de 


seres humanos. Como afirma Mises (2011a: 986): 
No han faltado defensores de la esclavitud, convencidos de que bajo ella es como más feliz 
resultaba el hombre de color (...) La tesis básica de Gobineau o del nazismo consistía en afirmar 
que las razas superiores deben prevalecer sobre las inferiores precisamente para hacer a estas 
felices. 


Queremos abundar en la naturaleza subjetiva del valor y, por tanto, en la 
inadmisibilidad de que alguien pretenda erigirse en juez de las valoraciones 
ajenas. Bajo el cómputo utilitarista, cuya popularidad reduce cualquier 
oposición, nadie está a salvo de las arbitrarias sumas y restas que perpetra el 
gobierno. Cualquier medida, por lesiva que resulte para los derechos del 
individuo, puede justificarse apelando al «interés general». El principio según 
el cual el «bien común» está por encima del «bien individual», que Arthur 
Utz (1998: 40) defiende como una realidad antropológica, encubre todo tipo 
de arbitrariedades cuando aquel se define a conveniencia. Una sociedad que 
viola los derechos del individuo apelando al difuso y maleable concepto de 


«bien común» no puede ser considerada ética (Rand, 2006: 154): 

Una sociedad que le roba al individuo el producto de sus esfuerzos, lo esclaviza o intenta limitar la 
libertad de su mente, o lo compele a actuar contra su propio juicio racional, una sociedad que crea 
un conflicto entre sus dictámenes y los requerimientos de la naturaleza humana, no es, 
estrictamente hablando, una sociedad sino una turba que se mantiene unida bajo el poder de un 
grupo dedicado al pandillaje político institucionalizado. Una sociedad así destruye todos los 
valores de la coexistencia humana, no tiene justificación posible y no representa una fuente de 
beneficios, sino la más mortal de las amenazas para la supervivencia humana. 


Para poder admitir la aritmética utilitarista y afirmar que el perjuicio de 
unos produce «valor para la sociedad» debemos forzosamente excluir a los 
perjudicados del cómputo social, en ningún caso pueden los «sacrificados» 
considerarse parte de esa «sociedad». La idea de que es posible comparar 
utilidades, compartida hoy por la mayoría de la población, tiene su 
plasmación jurídica en el difuso concepto de «interés general» o «bien 
común», que ya hemos criticado previamente. Los siete ponentesY% que 
redactaron la Constitución española de 1978 plasmaron esta tropelía en su 
artículo 128: «Toda la riqueza del país en sus distintas formas y sea cual 
fuere su titularidad está subordinada al interés general». Y es evidente que 
solo unos pocos elegidos pueden determinar discrecionalmente qué se 
entiende por «interés general». Estamos ante un comodín jurídico, cuya 
ambigúedad, sirve para justificar cualquier medida lesiva de los derechos 
genuinos del individuo. 

Así pues, el colectivismo utilitarista incurre en un doble error, en primer 
lugar, no es posible colectivizar o agregar la utilidad mediante manejos 
aritméticos para hacerla cuantitativa; en segundo lugar, aún prescindiendo de 
las matemáticas, tampoco es posible comparar las utilidades de sujetos 
distintos. Solamente un mismo individuo puede ordenar cualitativamente, en 


una única escala ordinal de preferencias, las distintas utilidades que 
subjetivamente adjudica a los medios disponibles. Ya Mises (2009: 73) 


advirtió, en 1922, la peligrosidad del colectivismo: 

Y es que el colectivismo no ha surgido de una necesidad científica, sino de necesidades políticas 
únicamente. Tampoco se contenta, como el realismo ideológico, con dar testimonio de la 
existencia real de los grupos sociales y con designarlos como organismos y seres vivientes; los 
idealiza y les promete un rango de dioses en el cielo. Gierke declara tranquilamente que debe 
mantenerse firmemente «la idea de la unidad real de la comunidad», pues solo ella permite exigir 
al individuo que ponga todas sus fuerzas y su vida al servicio de la nación y del Estado. Lessing ya 
había dicho que el colectivismo no es más que «el disfraz de la tiranía». 


En el ámbito de la defensa es habitual hacer comparaciones de utilidad. Los 
altos mandos, auxiliados por sus estados mayores,Y departamentos de 
investigación operativa y otros órganos de apoyo técnico, hacen sesudos 
planes estratégicos donde se elaboran estimaciones de todo tipo: muertos, 
heridos y desaparecidos en combate; consumo de municiones y carburantes; 
necesidades de sangre y hemoderivados; condiciones meteorológicas y un 
largo etcétera.* Por ejemplo, en 1945, el presidente norteamericano Harry S. 
Truman decidió el uso del arma nuclear porque consideraba que las vidas de 
cientos de miles jóvenes soldados norteamericanos, que probablemente 
morirían en una invasión terrestre de Japón, eran más valiosas que las vidas 
de 240.000 civiles, que fueron aniquilados en Hirosima y Nagasaki. Es 
indiscutible que esta misma comparación de utilidad, de haber sido realizada 
por el emperador Hirohito, hubiera arrojado el resultado contrario. 

En todas las comparaciones de utilidad se observa la misma falacia 
positivista, a saber, que es posible medir y comparar mediante cálculos 
estados psicológicos inconmensurables. 

Eludir las exigencias del subjetivismo es confundir a los seres humanos con 
átomos o moléculas cuyas propiedades físicas son susceptibles de medición 
científica. La información relativa a utilidades y costes es tácita, mutable y no 
matematizable pues únicamente reside en la mente del individuo que actúa. 
111. SUBJETIVISMO Y LIBRE MERCADO 
El sistema capitalista de libre mercado, en combinación con otras 
instituciones, satisface cabalmente la subjetividad de los consumidores 
proporcionándoles una gran variedad productos y servicios. La diversidad en 
la producción del sistema capitalista no es producto del capricho de los 
productores quienes, en su búsqueda incesante del lucro, se ponen al servicio 


de los consumidores para satisfacer cumplidamente sus preferencias, 
necesidades y deseos. 

El libre mercado respeta y satisface la subjetividad de cada individuo, tanto 
en la producción, a través de la división del trabajo, como en el consumo, lo 
cual rinde formidables servicios a la sociedad derramando sobre ella el 
cuerno de la abundancia. Bajo el monopolio de defensa y seguridad, la 
subjetividad de unos pocos —políticos y funcionarios— se impone 
forzosamente al resto de la sociedad, empobreciéndola. La diferencia entre 
ambos sistemas se aprecia, por ejemplo, comparando los anaqueles de un 
supermercado con los de un economato, o en la vestimenta de las personas. 
En los países donde el mercado ha sido sustituido progresivamente por los 
monopolios gubernamentales los ciudadanos han sufrido el 
desabastecimiento paulatino de todo tipo de bienes y servicios, incluso 
aquellos de primera necesidad. Toda medida que pretenda restringir, manu 
militari, la subjetividad y la individualidad del ser humano será rechazada 
porque «es, en efecto, el individuo el que tiene que juzgar su propia 
felicidad» (Infantino, 2013: 5). Anular la individualidad del ser humano solo 
será posible si los sistemas de coacción funcionan adecuadamente. 

Cada persona persigue fines únicos y emplea los medios disponibles a su 
alcance de la forma que considera más conveniente, por otro lado, las 
necesidades y deseos se sienten con diferente intensidad por lo que todo 
intento de medirlas y compararlas es vano. En cuestiones valorativas solo es 
posible manifestar preferencias entre líneas de acción u opciones, pero si el 
Estado suprime, vía monopolio, las alternativas de defensa y seguridad 
disponibles para el consumidor, este queda privado de las ventajas 
económicas derivadas de la libertad. Veamos un ejemplo. Pedro quiere irse 
de vacaciones de verano y recorrerá, durante un mes, más de 2.000 km. con 
su coche. Pedro dispone de 100 € ahorrados y antes de partir tiene dos 
necesidades que cubrir; por una parte, le convendría sustituir la cerradura de 
su Casa por una de alta seguridad; por otra, el aire acondicionado de su coche 
no funciona y convendría repararlo antes del viaje. Para facilitar el 
razonamiento, supongamos que el precio de ambas opciones es 100 €. Pedro 
satisfará una necesidad quedando la otra insatisfecha: elegir implica 
renunciar. La primera cuestión que suscitamos es: ¿quién, que no sea Pedro, 
tiene la mejor información para decidir? Es famoso el argumento según el 
cual todo hombre conoce sus intereses mejor que cualquier otro, pero Hayek 


va un poco más allá al afirmar que «nadie puede saber quién los conoce 
mejor y que el único modo para descubrirlo es a través de un proceso social 
en el que a cada uno se le permita probar a ver qué debe hacer» (Hayek, 
2009: 66). Por lo que afecta a la seguridad de su casa, nadie mejor que Pedro 
sabe el estado actual de la cerradura, si hay o no robos en su vecindario o 
cuán intensa es su personal aversión al riesgo. Por lo que afecta a la 
comodidad del viaje (aire acondicionado), nadie mejor que Pedro sabe el 
itinerario, si visitará zonas cálidas o frescas o cuál es su personal resistencia 
al calor. Si Pedro decide reparar el aire acondicionado (y no instalar la 
cerradura de seguridad) demuestra haber valorado más una cantidad 
imprecisa de comodidad que otra de seguridad. Axiomáticamente, afirmamos 
que Pedro ha reducido subjetivamente su nivel de insatisfacción respecto de 
la situación previa a la acción; es decir, Pedro está ahora «mejor» que antes o 
«más satisfecho» que antes. Si hubiera decidido lo contrario (instalar la 
cerradura) nuestra conclusión no cambia. La preferencia revelada a través de 
la acción nos hace presuponer que Pedro, decida lo que decida libremente, 
mejorará su situación. Independientemente de que a posteriori su decisión 
haya resultado más o menos acertada nuestra conclusión sigue siendo válida 
y cualquier veredicto externo que afirme que Pedro a priori se equivoca 
constituye una pretensión de conocimiento inadmisible. Por tanto, si Pedro es 
coaccionado a actuar en contra de su voluntad, axiomáticamente, afirmamos 
que Pedro está ahora peor que antes y que sus intereses han sido lesionados; 
es decir, Pedro ha sido forzado a hacer algo distinto de lo que hubiera hecho, 
de otro modo, en ausencia de coacción. Praxeológicamente, es indiferente 
que la coacción sea de origen privado o gubernamental; por ejemplo, tanto si 
la mafia «ofrece» a Pedro protección para su casa, como si el gobierno 
decreta que todas las cerraduras deben ser de alta seguridad, Pedro se ve 
empujado a satisfacer la necesidad por él considerada menos relevante. En 
síntesis, la libertad de elección de fines y medios produce utilidades mientras 
que la coacción produce pérdidas. Traslademos ahora este supuesto a los 
servicios de defensa y seguridad. Por ejemplo, si el gobierno decide emplear 
los impuestos de Pedro en comprar misiles, este queda imposibilitado para 
gastar una cierta cantidad de dinero en sus propios fines; tal vez, Pedro 
hubiera preferido comprar medicamentos, ir al teatro o incluso comprar 
lotería; pero aun en el caso de deseara consumir protección, tampoco se le 
permite elegir los medios. Todas las posibilidades que el mercado ofrece a 


Pedro como consumidor: marcas comerciales, proveedores, cantidades, 
calidades, precios, etc., quedan cercenadas por la coacción del monopolista. 
«Cuando prevalecen modelos prescriptivos de vida, el contenido de la acción 
se reconduce al querer de cierta autoridad» (Infantino, 2013: 1). 

Si admitimos la teoría subjetiva del valor debemos también reconocer que 
todo monopolio de la seguridad hurta a los productores la posibilidad de 
ejercer la función empresarial y a los consumidores la de expresar sus 
preferencias económicas. Como el gobierno (y su órgano de planificación) no 
puede conocer las necesidades y valoraciones subjetivas de cada individuo, la 
imposición centralizada de producción y consumo —la supresión del 
mercado— solo puede ocasionar un perjuicio para la mayoría de la 
población. Para apreciar mejor nuestro razonamiento, imaginemos que el 
gobierno cobrara un impuesto alimentario para, a renglón seguido, 
imponernos una dieta. Es indiferente que hablemos de armas o de alimentos, 
nuestra conclusión es invariable: todo monopolio sitúa necesariamente al 
individuo en una situación peor respecto de la que tendría en el libre 
mercado. Y puesto que las personas tienden naturalmente a buscar lo que 
para ellas es mejor, la única forma de que hagan otra cosa es empleando la 
amenaza o uso efectivo de la violencia. De aquí se explica que, en la medida 
en que un gobierno expande su monopolio a todas las esferas de la vida (la 
Alemania de Hitler o la URSS de Stalin), es ineludible someter a la población 
a una férrea disciplina. Llegado a este extremo, el gobierno se convierte en un 
«instrumento mecánicamente poderoso y exhaustivo para la sumisión de 
seres humanos, para quebrar sus voluntades al tiempo que estos desarrollan 
sus máximas habilidades para la producción material organizada» (Berlin, 
2009: 200). 

IV. SUBJETIVISMO Y MONOPOLIO ESTATAL 

Una vez hemos descrito el subjetivismo y resaltado su importancia eco 
nómica podemos preguntarnos: ¿qué relaciones hay entre la teoría subjetiva 
del valor y el monopolio estatal de defensa y seguridad? Si el Estado 
monopoliza la producción, impide que cada persona elija los medios que 
considera más adecuados para su protección. El órgano de planificación 
central —Ministerios de Defensa e Interior— será quien determine los 
medios, así como su empleo, en función de las asignaciones presupuestarias. 
Políticos y funcionarios determinarán, jerárquicamente, la cantidad de 
seguridad que debe producirse, así como dónde, cuándo y cómo debe ser 


producida. Los consumidores quedan relegados a la condición de meros 
espectadores aun siendo ellos los únicos capacitados para saber la protección 
que necesitan y el precio que están dispuestos a pagar. 

El monopolio de la seguridad imposibilita que las mejores decisiones 
económicas —las basadas en el conocimiento subjetivo— puedan ser 
tomadas. Se podría objetar que un ciudadano corriente no posee los 
conocimientos estratégicos, tácticos y técnicos para poder ordenar la 
producción de defensa, pero tampoco sabe nada de cómo se produce la 
infinidad de productos y servicios que disfruta. El conocimiento está tan 
dividido y especializado en nuestra sociedad que todos sabemos algo de 
nuestro trabajo, pero prácticamente nada del resto. No es preciso tener 
conocimientos avanzados de seguridad para poder consumirla. Incluso 
manejar con destreza un arma de fuego (pistola, fusil) está al alcance de la 
mayoría de las personas. 

Otra objeción al libre mercado de la defensa es que, para que esta sea 
eficaz, debe ser cuidadosamente planificada y organizada, y ello no se 
conseguirá dejando que cada cual actúe individualmente en pos de su propio 
interés. Sin embargo, como afirma Rothbard, 2011: 281): «Es erróneo afirmar 
que una sociedad de libre mercado es “no planificada”; al contrario, cada 
individuo planifica por sí mismo». La planificación individual no es modo 
alguno antisocial, al contrario, constituye el origen de los procesos de 
coordinación social. Por ejemplo, el comercio no está planificado 
centralmente, se trata de un «cosmos» u orden espontáneo y precisamente por 
ello cumple cabalmente su función. 

La planificación estatal de defensa y seguridad parte desde el gobierno, que 
emite directrices generales y criterios de actuación, pasa luego a los órganos 
superiores (ministerios) e intermedios (cuarteles generales) y termina en las 
unidades operativas. En el libre mercado, la planificación se produce en 
sentido inverso: los consumidores planifican su seguridad según sus 
valoraciones subjetivas y mediante el sistema de precios los productores 
realizan la suya. Sin libertad para comprar y vender seguridad tampoco 
podemos hablar con propiedad de intercambio (Pazos, 1999: 78) y sin este, 
no podemos afirmar que las partes involucradas incrementan su utilidad. En 
cualquier relación coactiva una parte gana y otra pierde, este axioma es 
aplicable a cualquier bien económico, incluidos los servicios de protección. 
Eventualmente, el gobierno permite a los ciudadanos que contraten empresas 


privadas para que instalen sistemas de seguridad en el ámbito doméstico y a 
los empresarios se les permite contratar vigilantes, sistemas de control de 
accesos, transporte seguro de activos, etc.; pero estos servicios están 
fuertemente regulados y sometidos a estrecho control por parte de la 
Administración. La producción, comercio o tenencia de material de defensa y 
seguridad está rígidamente controlada por los gobiernos y cualquiera de estas 
actividades, sin la preceptiva autorización, constituye delito en la mayoría de 
códigos penales. El comercio de armas se persigue con igual o mayor 
contundencia que el comercio de drogas ilegales y ambas actividades reciben 
el apelativo peyorativo de «tráfico». Además, el particular o la empresa que 
contrata seguridad privada paga dos veces:* primero, la seguridad estatal con 
impuestos y después, la seguridad privada con fondos propios; todo ello, sin 
contar los elevados precios de los servicios altamente regulados.* 

En 2015, el gasto público de defensa y seguridad en España ascendió a 
13.554 meuros,* lo cual supone un gasto per cápita anual de 292 € para una 
población de 46,4 millones. Teniendo en cuenta que únicamente los 15 
millones de ocupados del sector privado (3 millones de autónomos y 12 
millones de asalariados) sostienen todo el gasto estatal, el coste real per 
cápita en defensa y seguridad asciende a 900 €/año.% Dicho de otra manera, 
todo el peso de la defensa y seguridad de España recae en un tercio de su 
población (32,21%).% Lo significativo de estos datos no son las cantidades 
propiamente dichas sino el hecho de que las personas son privadas de 
cantidades precisas de dinero con el que atender su seguridad y la de sus 
familias. El monopolio de la seguridad impide que las valoraciones y 
preferencias subjetivas del individuo se vean materializadas en decisiones 
personales de consumo. Tal vez, muchas personas necesiten aumentar la 
vigilancia policial en su comunidad de vecinos o barrio, instalar alarmas en 
su vehículo o domicilio, pero no pueden hacerlo porque el órgano central de 
planificación ha decidido emplear su dinero de otra manera. En lo relativo a 
la defensa nacional, el contribuyente quizá piense que su dinero es empleado 
en la formación y mantenimiento de un ejército moderno, altamente 
capitalizado y eficiente, pero la realidad es muy distinta: en 2015, el 76,2% 
del presupuesto de defensa se dedicó a gastos de personal, y si añadimos el 
gasto corriente (734,7 meuros), el porcentaje asciende al 90,5%. Para que nos 
hagamos una idea de lo que esto significa, un ejército de hombres peleando 
pie a tierra y con sus manos desnudas tendría unos costes de personal de 


100%. Es cierto que el capital de la defensa se ha ido acumulando a lo largo 
de muchos ejercicios y que durante la recesión no desaparece súbitamente, 
pero es evidente que el capital se va consumiendo. En el cuadro inferior se 
observa el presupuesto de defensa, entre 2004 y 2017.% El crecimiento del 
gasto militar, entre 2004 y 2008, corresponde a la etapa de auge del ciclo 
económico; a partir de 2008, se produce la recesión y el decremento del gasto 
militar. Lo más significativo para nuestro análisis no es tanto su importe 
nominal sino los cambios en la relación entre gastos de personal y material, 
que pasa de 58,1% y 41,9%, en 2004, hasta 76,4% y 23,6%, en 2016. A la 
vista del cambio de ratio deducimos que en este periodo las fuerzas armadas 
españolas han sido severamente descapitalizadas y que su operatividad se ha 
resentido. Ya en 2017, se produce una sustancial recuperación del 


presupuesto y la ratio se aproxima a 60%-40%.> 
CUADRO 1 


GASTOS DE PERSONAL Y MATERIAL DE DEFENSA ENTRE 2004 Y 2017 


Créditos de personal y material (Miles de €) 
Tota] presu puesto de Defensa (Euros corrientes) 


Personal 
Importe % 
3,084,938,71 6.990,776,90 


004 | 3,849,841,37 s7,1 
3.905.838,19 

2006 | 4.212.185,11 | 568 | 3.204,346,44 7.416.531,55 
805275814 
2009 | 5.048,514,02 61,2 3.207.258,24 38,8 8.255.772,26 
5.040,792,68 2.54,069,58 , 7.694.962,26 
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La interpretación de estas cifras indica la existencia de una estructura 
militar poco operativa y altamente burocratizada, disfunción que puede 
atribuirse a la crisis económica (2008-2015) y a la rigidez del Estado para 
reasignar los factores de producción. Como los funcionarios no pueden ser 
despedidos y la reducción de salarios siempre es impopular, frente a una 
merma en los ingresos del Tesoro, el Ministerio de Defensa no tiene otra 
salida que ir consumiendo el capital disponible (armas, equipos, vehículos) y 
reducir los niveles de adiestramiento. Algunos ejemplos de lo que sucede 
son: 


a) Se abandonan algunos programas de adquisición y modernización de 
armamento y material. 

b) Los programas en curso, si son plurianuales, se suspenden o se prolongan 
(como los préstamos). 

c) Se reduce el consumo de munición: las unidades operativas disponen de 
menos prácticas de tiro y ejercicios con fuego real. 

d) Se reduce el consumo de combustible, lo que afecta sensiblemente al 
entrenamiento de las tripulaciones aéreas (aviones y helicópteros), buques 
de la Armada y unidades acorazadas y mecanizadas. 

e) Las nuevas infraestructuras se paralizan completamente y las existentes 
son mantenidas al mínimo esencial para su funcionamiento. 

f) Se paraliza o se minora la oferta de empleo público durante los años de 
crisis. La reducción de personal, necesaria para mantener la operatividad 
del conjunto (equilibrio entre personal y material), se produce mediante la 
amortización de vacantes a medida que se producen jubilaciones (militares 
de carrera) o se rescinden compromisos (tropa y marinería). También se 
incrementa el cupo de militares de carrera que pasa a la situación de reserva 
(prejubilaciones). 

En términos generales, durante la crisis, las fuerzas armadas deben reducir 
considerablemente su actividad —«retirarse a sus cuarteles de invierno»— y 
esperar pacientemente la recuperación económica del país. Determinadas 
unidades se quedan virtualmente sin trabajo; por ejemplo, la paralización de 
nuevas incorporaciones de personal deja a los centros de formación de tropa 
y marinería sin reclutas a los que instruir. Esta situación puede prolongarse 
uno, dos o incluso tres años sin que el Ejército pueda reasignar el personal 
sobrante hacia otros destinos donde hay escasez. Esta rigidez en la 
reasignación del factor trabajo no es exclusiva de la administración militar. 
Por otro lado, tampoco conviene desmantelar los centros de formación 
porque en el medio plazo habrá que reanudar la actividad. El Estado Mayor 
acomete un ajuste organizacional siendo inevitable la disolución de los 
centros de menor entidad o importancia. Los ejércitos se caracterizan por 
tener una elevada movilidad táctica, pero desde el punto de vista orgánico, su 
rigidez es la propia de toda gran corporación gubernamental. Disolver una 
unidad, transformarla orgánicamente o simplemente trasladarla de localidad 
es un proceso costoso que puede llevar varios años; en el tercer caso — 
traslado— la unidad tardará dos o tres años adicionales hasta que complete 


sus plantillas de personal, dotaciones de material y alcance el nivel óptimo de 
adiestramiento. El monopolio estatal, al eliminar las decisiones subjetivas de 
los consumidores, también elimina el ajuste dinámico de los factores de 
producción que caracteriza al mercado. 

Veamos ahora que sucede en el libre mercado. Debido a una crisis 
económica, la firma de defensa X sufre una reducción paulatina de ingresos, 
si quiere evitar la quiebra deberá reajustar rápidamente sus factores de 
producción; por ejemplo, despedirá militares, cerrará instalaciones o incluso 
venderá parte de sus activos (armamento, material, vehículos). Otra solución 
(compatible con la anterior) es el «desarrollo de mercado» (Ansoff, 1976): 
buscará nuevos clientes en otras zonas geográficas o en otras industrias no 
golpeadas por la crisis donde emplear su capacidad productiva. Ya hemos 
apuntado que muchos factores de producción de defensa y seguridad 
(personas, radios, armas y vehículos) son poco específicos, no están anclados 
al terreno y poseen una elevada movilidad geográfica. En el Ejército, a 
excepción de la logística de interior (instalaciones fijas), el resto de medios es 
móvil: centros de mando y comunicación, hospitales de campaña, unidades 
de mantenimiento, almacenes, dormitorios, duchas, cocinas, etc. Las 
unidades militares y policiales pueden desplegarse a miles de kilómetros en 
pocos días y a un coste relativamente bajo; si la demanda de protección en 
una zona disminuye, la oferta puede trasladarse a otro lugar donde exista una 
demanda no satisfecha. 

Otra ventaja de los servicios privados de defensa y seguridad es su elevada 
versatilidad ya que los factores de producción son poco específicos; por 
ejemplo, un equipo de varios agentes provistos de armas portátiles y un 
vehículo ligero puede rendir servicios de seguridad en un amplio espectro: 
puertos, aeropuertos, bancos, centros comerciales, condominios, industrias, 
etc. El factor trabajo también es relativamente fácil de reasignar, es frecuente 
que los ex-militares sean contratados por las empresas de defensa y seguridad 
privadas o que engrosen las filas de los cuerpos policiales (FCSE). En 
cambio, los bienes de capital de la defensa estatal —carros de combate, 
cañones, misiles, cazabombarderos, buques— son más específicos y solo 
pueden emplearse para misiones muy concretas de la «guerra convencional»; 
otros bienes militares son menos específicos, como los medios de transporte 
—aviones, helicópteros y vehículos—. Frente a cambios en la amenaza, los 
productores de defensa nacional tienen dificultades para reasignar los factores 


de producción debido a su elevada especificidad; por ejemplo, ante la 
aparición del terrorismo yihadista los medios convencionales de defensa son 
ineficaces. En el capítulo 6 (cálculo económico y función empresarial) 
apreciaremos mejor esta dificultad al analizar cómo la piratería en Somalia 
tuvo que ser neutralizada con medios privados de seguridad. 

Sigamos identificando las diferencias entre el monopolio y el mercado ante 
una crisis económica. El gobierno tiene poca capacidad y escasos incentivos 
para reducir las plantillas de las fuerzas armadas; en cambio, el empresario 
que ve reducir la demanda deberá actuar ágilmente y reducir personal, bajar 
salarios o combinar ambas cosas, pero no podrá mantener a sus trabajadores 
ociosos hasta que pase la crisis. El mercado y el Estado, obviamente, no se 
comportan de igual forma. En el mercado, las valoraciones subjetivas de los 
consumidores se trasladan de forma dinámicamente eficiente a los 
productores mientras que bajo el monopolio estatal la eficacia económica 
queda subordinada a los intereses particulares del productor; este trasladará 
sus pérdidas al consumidor en forma de servicios inferiores en cantidad y 
Calidad al precio soportado. El monopolio siempre tiende a «maximizar los 
gastos de protección y minimizar la producción de seguridad» (Hoppe, 2004: 
319). Solamente el libre mercado, a través del sistema de precios, puede 
estipular de forma económica la defensa que debe producirse en cantidad y 
calidad. 

Llegados a este punto podríamos preguntarnos: ¿por qué el contribuyente 
no se queja de las pérdidas soportadas? En primer lugar, el común de las 
personas no es consciente de la pérdida económica que sufre porque no tiene 
forma de medir la seguridad que paga, ni la que consume. Bajo el régimen de 
monopolio, el cálculo económico queda abolido. «Si no existe la propiedad 
privada de los factores de producción, estos no tienen precio, por lo que 
resultará imposible determinar si se están empleando económicamente o no» 
(Hoppe, 2004: 319). La única forma de saber si un servicio es o no rentable 
es mediante la internalización de beneficios y costes; por ejemplo, el dueño 
de un centro comercial puede evaluar, aunque sea de forma imprecisa, si el 
coste de la seguridad privada que ha contratado compensa los beneficios tales 
como la mayor afluencia de clientes o la reducción de robos y hurtos. 

La afirmación de que el monopolio destruye las virtudes económicas del 
subjetivismo es lógica pero imprecisa en cuanto a su alcance. Funcionarios, 
grandes contratistas y pequeños proveedores locales se benefician del 


monopolio a expensas de los contribuyentes, pero no tenemos una medida, ni 
siquiera aproximada, de la pérdida neta soportada por estos últimos. Sabemos 
sobradamente que los contratistas hacen negocios con el gobierno (Benson, 
2000: 228), que es una práctica extendida —y hasta institucionalizada— en 
todos los países y en todos los niveles de la Administración. A cambio de la 
adjudicación de contratos, algunos empresarios hacen contribuciones a las 
campañas electorales, donaciones a fundaciones políticas, realizan pagos 
ilegales que engrosan la caja B de los partidos políticos o van directamente al 
bolsillo de autoridades y funcionarios. Los costes de la corrupción estatal 
recaen ineludiblemente sobre el contribuyente en forma de mayores 
impuestos y menor protección. 

El segundo motivo por el que el ciudadano no percibe la desutilidad del 
monopolio de la defensa es la participación exterior de las fuerzas armadas en 
misiones internacionales de mantenimiento de la paz. Esta se realiza con 
pequeños contingentes de tropas y observadores militares, siendo frecuente la 
aportación de medios navales y aéreos, si bien de escasa entidad. Las grandes 
unidades tipo Brigada, que aportan los contingentes terrestres con rotaciones 
que oscilan entre cuatro y seis meses, son las únicas que no sufren recortes 
presupuestarios por razones de seguridad, eficacia y prestigio internacional. 
Los observadores militares son oficiales destacados individualmente, no 
encuadrados en unidades y suelen rotar cada año. Esta participación en 
misiones de paz, aun siendo muy pequeña en comparación con el tamaño de 
las fuerzas armadas, tiene una notable cobertura en los medios de 
comunicación pública. Algo similar sucede con la Unidad Militar de 
Emergencias (UME) que demuestra su utilidad en misiones de protección 
civil: inundaciones, incendios y otras emergencias de carácter no militar. Más 
adelante veremos que la existencia de la UME es disfuncional y que supone 
una pérdida neta de recursos de la defensa. 

En tercer lugar, el contribuyente no percibe la desutilidad del monopolio 
porque tanto los medios de comunicación estatales como los privados 
realizan una cobertura informativa bastante favorable a las instituciones de 
defensa y seguridad. El gobierno dedica partidas económicas a publicitar la 
«excelente» labor realizada y a legitimar su monopolio fomentando la 
«Cultura de defensa». Estamos de acuerdo en que «una defensa eficaz exige 
la participación ciudadana», pero bajo el monopolio estatal dicha 
participación es inexistente y el contribuyente queda por completo al margen 


de cualquier elección. Defensa y seguridad son dos ámbitos impuestos 
jerárquicamente al ciudadano, cuya única «participación» conocida es el pago 
de impuestos y, en su caso, la prestación del servicio militar obligatorio. Ni 
siquiera mediante las elecciones democráticas es posible hablar de 
participación ciudadana porque las políticas de defensa y seguridad rara vez 
son objeto de oferta electoral y permanece, en gran medida, ausente del 
debate público. Una excepción a la norma se produjo en Suiza, en 2016, 
cuando vía referéndum los ciudadanos anularon (50,9% contra 49,1%) la 
compra por parte del gobierno de 22 aviones de combate tipo Gripen a 
Suecia, por importe de 2.500 millones de euros.2 

Por tanto, lo que pretende el Ministerio de Defensa con la idea de «cultura 
de defensa» y con «fomentar una conciencia de defensa», a nuestro juicio, se 
asemeja más al adoctrinamiento y al fomento de una fe ciega en el Estado. 
Todos los hombres poseen un interés natural en proteger su vida y sus bienes 
y no creemos que sea preciso «fomentar» en ellos algo que poseen 
sobradamente. La genuina participación del individuo en su defensa reside en 
su libertad para elegir los medios de protección más adecuados en un marco 
de libre competencia; solo el libre mercado, orientado por las elecciones 
subjetivas del consumidor, permite al ciudadano una genuina participación en 
su defensa. 

CAPÍTULO 4 


MARGINALISMO 


El marginalismo, junto al subjetivismo e individualismo metodológicos, es 
otra de las grandes aportaciones de la Escuela Austriaca al desarrollo de la 
Ciencia económica. En este capítulo analizaremos la producción de defensa y 
seguridad a la luz de la teoría de la utilidad marginal. 

El hombre, cuando actúa, no valora los bienes económicos de forma 
abstracta o genérica, sino de forma discreta. Con el factor trabajo ocurre otro 
tanto: «Lo que en el mercado se compra y se vende no es “trabajo en 
general”, sino determinadas contribuciones laborales capaces de provocar 
efectos concretos» (Mises, 2011a: 706). Los servicios de protección que 
contribuyen a la seguridad, al igual que cualquier otro bien económico, se 
producen y se consumen en términos de unidades marginales. La ausencia de 
una perspectiva marginalista para analizar el problema de la producción de 


seguridad es posiblemente una de las razones por las que no se aprecian las 
ventajas del libre mercado. 
I. SEGURIDAD Y LIBERTAD 
Comenzaremos criticando la idea generalizada de que los hombres renuncian 
voluntariamente a su libertad, o más bien, a un cierto grado de libertad, para 
obtener una mayor seguridad. Es decir, intentaremos probar que los estados 
de seguridad y libertad no son mutuamente excluyentes, sino 
complementarios y que un mayor consumo de seguridad no disminuye, sino 
que aumenta la libertad que se disfruta. 

Resulta imprescindible abordar este análisis elucidando el concepto de 
libertad y para ello acudimos a la distinción berliniana entre libertad negativa 
y positiva. 

1. Libertad negativa 

«Normalmente se dice que yo soy libre en la medida en que ningún hombre 

ni ningún grupo de hombres interfieren en mi actividad» (Berlin, 1958: 3). 

Consideramos que esta definición, entendida como «ausencia de oposición» 

(Hobbes, 2011: 187) es la que mejor se ajusta a nuestra idea de libertad. La 

libertad tiene límites justos, tal y como afirma Adam Ferguson: «La libertad 

no es, como puede sugerir el origen del término, una ausencia de cualquier 

restricción, sino más bien la aplicación más eficaz de toda justa restricción a 

todos los miembros del Estado, ya sean gobernantes o súbditos» (Infantino, 

2013, 10). 

Para precisar un poco más nuestra definición, debemos negar que la «falta 
de libertad» provenga de estos dos supuestos: 

a) Las restricciones cuyo origen sea la naturaleza. Aquí distinguimos dos 
casos: el primero, referido a los fenómenos naturales; por ejemplo, durante 
un temporal, no nos parece correcto afirmar que alguien «no es libre» de 
abandonar su casa. Nosotros diríamos que esa persona ejerce su libertad 
pues «nadie» le impide salir. Todos los seres que viven en libertad están 
sometidos permanentemente a los rigores de su ambiente natural. El 
segundo, referido a la propia naturaleza humana que impone al individuo 
prohibiciones, restricciones y servidumbres. No estamos ante falta de 
«libertad», sino más bien ante «falta de capacidad»; por ejemplo, no es falta 
de libertad no volar como un águila o no poder respirar debajo del agua. La 
falta de capacidad física puede ser congénita o sobrevenida. Nadie dice que 
un bebé no es libre para hablar o que un ciego no es libre para ver. 


b) Tampoco admitimos, tal y como dogmatizan algunas doctrinas, que la 
escasez de oportunidades, la pobreza o el infortunio constituyan 
restricciones a la libertad. Robinson Crusoe, solo en la isla, es un hombre 
pobre y desafortunado; sin embargo, sigue siendo libre porque nadie puede 
interferir sus acciones. Siempre se pone como ejemplo de libertad al 
hombre salvaje, siendo precisamente el paradigma de pobreza material y 
falta de oportunidades. Carece de sentido afirmar, por ejemplo, que un 
esquimal no es libre de comer naranjas o que un valenciano no es libre de 
comer carne de foca. La ausencia de posibilidad no implica ausencia de 
libertad. Para hablar cabalmente de falta de libertad debe mediar una acción 
humana deliberada que se oponga a nuestros fines: «La coacción implica la 
intervención deliberada de otros seres humanos» (Berlin, 1958: 3). 

2. Libertad positiva 

El concepto de libertad positiva, sin embargo, es algo más difuso y no está 


exento de controversia. Esto dice Berlin (1958: 8): 

El sentido «positivo» de la palabra «libertad» se deriva del deseo por parte del individuo de ser su 
propio dueño. Quiero que mi vida y mis decisiones dependan de mí mismo, y no de fuerzas 
exteriores, sean estas del tipo que sean. Quiero ser el instrumento de mí mismo y no de los actos de 
voluntad de otros hombres. Quiero ser sujeto no objeto, ser movido por razones y por propósito 
consciente que son míos, y no por causas que me afectan, por así decirlo, desde fuera. Quiero ser 
alguien, no nadie; quiero actuar, decidir, no que decidan por mí; dirigirme a mí mismo y no ser 
movido por la naturaleza exterior o por otros hombres como si fuera una cosa, un animal o un 
esclavo incapaz de representar un papel humano; es decir, concebir fines y medios propios y 
realizarlos. 


La libertad positiva, tal y como la define Berlin, tiene tintes psicológicos: 
«deseo» y «quiero» son expresiones que denotan intenciones subjetivas. La 
libertad positiva de Berlin se aleja del genuino sentido de libertad y, más 
bien, se puede equiparar a la capacidad de ejecución del sujeto actuante. 

3. Sensación de libertad 

Dentro del análisis «seguridad y libertad», debemos aclarar algunos 
malentendidos cuyo origen es la naturaleza psicológica de algo que llamamos 
«sensación de libertad». Intuitivamente, pensamos que una persona sometida 
a mayores peligros, por ejemplo, un navegante que cruza el océano en 
solitario, disfruta de más libertad que otra persona que ha decidido cuidar el 
jardín de su casa. Pensamos que el primero disfruta de mayor libertad que el 
segundo y que, este último, disfruta de mayor seguridad que el primero. 
Suponiendo que ambas personas hayan sido libres al decidir cómo emplear su 
tiempo, no es posible afirmar que el primero sea más libre que el segundo, ni 


tampoco lo contrario. Al igual que sucede con el valor, no tenemos una 
unidad de medida que nos permita comparar libertades intersubjetivas y 
debemos conformarnos con presumir que cada uno es libre «a su manera». 
No debemos confundir la libertad negativa o ausencia objetiva de 
interferencia externa con la «sensación de libertad», que es un estado 
psicológico estrictamente subjetivo. Veamos de qué manera describe Henry 
D. Thoreau su «sensación de libertad» mientras permanecía arrestado en la 
cárcel de Concord, Massachusetts (Thoreau, 2008: 33): 


No he pagado impuesto de capitación durante seis años, hecho que en una ocasión me llevó a la 
celda por una noche; y mientras contemplaba los muros de sólida roca de unos cuatro o cinco 
palmos de grosor, la puerta de madera y hierro de un palmo y medio de grueso y la reja que 
tamizaba la luz, no pude menos que asombrarme de la estupidez de aquella institución que me 
trataba como si yo no fuera sino mera carne, sangre y huesos que encerrar (...) Vi que si había una 
pared de piedra entre mis conciudadanos y yo, se anteponía otra, más difícil de romper o salvar, 
antes de que pudieran llegar a ser tan libres como yo. En momento alguno me sentí confinado, y 
aquellos muros me parecieron un gran mal gasto de piedras y mortero. 


En resumen, una persona encarcelada que tiene anulada casi completamente 
su libertad, sin embargo, puede sentirse psicológicamente libre. 
4. Seguridad o libertad: un falso dilema 
Cuando se discute acerca de la seguridad resulta generalmente aceptado que, 
para obtenerla, es preciso renunciar a parte de nuestra libertad. En toda 
discusión al respecto se acepta tácitamente que ambos conceptos —seguridad 
y libertad— son mutuamente excluyentes y constituyen elementos de «suma 
cero». Es un lugar común suponer que la pérdida de libertad es el precio de 
disfrutar una mayor seguridad. Según esta lógica, las cárceles deberían ser los 
lugares más seguros del mundo y no parece que sea así. Incluso el 


prominente jurista Hans Kelsen (2009: 48) aceptaba este falso dilema: 
Son móviles de orden psicológico de los que conducen al individuo a preferir la libertad o la 
seguridad, y tienen su fundamento en el carácter. El que tiene confianza en sí mismo optará 
probablemente por la libertad, y el que sufre un complejo de inferioridad preferirá sin duda la 
seguridad. 


Eludiendo entrar en los estados psicológicos de los agentes, intentaremos 
demostrar que el dilema «seguridad versus libertad» es falso, tal y como 


afirma la catedrática de ética y filosofía política, Adela Cortina (2015: 8): 
En efecto, el dilema seguridad versus libertad es falso. Tratar de compaginar una y otra sin 
renunciar a ninguna de ellas es un problema, no un dilema. En la vida solemos enfrentarnos con 
problemas, que admiten soluciones diversas y graduales, y es la creatividad humana la que está 
obligada a descubrir y poner manos a la obra para conseguir las que mejor se ajusten a la dignidad 
humana. Son los fundamentalistas de un signo u otro los que suelen plantear los problemas como 


dilemas simplistas, enfrentando a la gente con alternativas angustiosas, que en realidad son 
ficticias. 
Para justificar lo anterior, analizaremos la relación seguridad-libertad en 
tres tipos de economía: robinsoniana, libre mercado y monopolio estatal. 

a) Robinsoniana. Comencemos con el personaje de ficción Robinson Crusoe. 
Si este decide construir una empalizada que incremente la seguridad de su 
refugio, esta no se realiza a expensas de su libertad, que queda intacta. 
Crusoe produce seguridad reduciendo su ocio, pero el náufrago dispone de 
mucho tiempo libre y el coste de oportunidad de fabricar el cercado es muy 
bajo. Alguien que opta por trabajar, en lugar de descansar, manifiesta su 
libertad de acción y en ningún sentido puede decirse que ahora sea menos 
libre que antes. Al tener un refugio más seguro no es preciso quedarse en la 
cabaña vigilando sus escasos pertrechos. La libertad positiva que adquiere 
Crusoe es similar a la que obtiene el propietario que valla su casa y es más 
libre para abandonarla sin temor a ladrones e intrusos. 

b) Libre mercado. En segundo lugar, analicemos si una persona que contrata 
seguridad en el libre mercado pierde libertad en algún sentido. Imaginemos 
un viajero A que llega, en tránsito, a una estación de tren con sus maletas y 
dispone de varias horas para visitar la ciudad; si deposita su equipaje en la 
consigna de la estación, pagando 10 €, consigue mayor libertad de 
movimiento. Nuestro viajero ha decidido, libremente, renunciar a todos 
aquellos bienes económicos que hubiera podido consumir con 10 € y su 
beneficio es el disfrute de visitar la ciudad sin la rémora del equipaje. Al 
consumir seguridad, A incrementa su satisfacción pues valora más los 
beneficios derivados del servicio de consigna —su mayor libertad de 
movimiento— que los 10 € que paga. La libertad negativa del viajero, no 
solo sigue intacta, sino que ha aumentado en el sentido positivo. Si 
contratase un escolta podría incluso aventurarse por los barrios más 
peligrosos de la ciudad. Por tanto, una persona que libremente consume 
más seguridad no disminuye su libertad negativa e incrementa su libertad 
positiva. Si en lugar de contratar la seguridad en el mercado, otro un viajero 
B decidiera producirla por sí mismo, nuestro razonamiento queda 
inalterado; este último puede permanecer en el bar de la estación y 
custodiar su propia maleta porque valora más los 10 € que el paseo por la 
ciudad. 


Resumiendo, en el libre mercado, tras una decisión de producir o contratar 
seguridad, la libertad negativa no se reduce mientras que la libertad positiva 
aumenta, en términos netos. Este aumento es congruente con el aumento de 
valor esperado que supone todo intercambio consentido. 

Cc) Monopolio estatal. En tercer lugar, veamos si bajo el monopolio estatal de 
la seguridad existe un intercambio entre libertad y seguridad; por ejemplo, 
supongamos que el gobierno, para prevenir actos de terrorismo, prohíbe los 
servicios de consigna de equipaje y nuestro viajero debe forzosamente 
custodiar sus propias maletas. El viajero A vería reducida su libertad 
negativa mientras que al viajero B (custodia personalmente su equipaje) la 
medida gubernamental no le afecta pues no interfiere su conducta. Ahora 
supongamos que, por idénticas razones, el gobierno dicta lo contrario: 
prohíbe el equipaje acompañado y fija la obligación de depositar el equipaje 
en la consigna. En este caso, la libertad del viajero A queda inalterada y la 
del viajero B, mermada. 

En el siguiente cuadro podemos resumir las cuatro opciones y cómo quedan 
afectados los ocho tipos de libertad. 

En ambas intervenciones gubernamentales, al mediar la coacción, 
necesariamente alguno de los consumidores ve reducida su libertad ya que 
sus preferencias quedan interferidas. Las leyes que restringen la libertad 
afectan desigualmente a las personas; por ejemplo, la prohibición de fumar en 
bares afecta primordialmente a sus propietarios y a los clientes fumadores; 


una ley seca no perturba, al menos directamente, al abstemio; 
CUADRO 2 


MONOPOLIO ESTATAL Y ESTADOS DE LIBERTAD 


Viajero 


Gobierno prohíbe 
consigna 


Gobierno obliga 
a contratar consigna 


Viajero A 


Externaliza seguridad 
(Desea contratar consigna) 


Libertad negativa: menos 
Libertad positiva: menos 


Libertad negativa: igual 
Libertad positiva: igual 


Viajero B 


Produce su propia 
seguridad 

(No desea contratar 
consigna) 


Libertad negativa: 
igual 
Libertad positiva: 
Igual 


Libertad negativa: 
menos 
Libertad positiva: 
menos 


esta asimetría solo es un caso particular del hecho general de que no existe 
igualdad económica ante la ley ya que el coste de cumplirla es subjetivo, es 
decir, cada individuo sacrifica algo distinto para cumplir una misma ley 
(Ghersi, 2013a). Supuestamente, el gobierno considera que la pérdida de 
libertad de una parte de la población queda justificada por el aumento de 


seguridad general que proporciona la medida. Mediante el individualismo 

metodológico podemos alcanzar dos conclusiones: 

a) En ausencia de coacción no existe antagonismo entre seguridad y libertad; 
al contrario, cuando un individuo produce su propia seguridad o la contrata 
en el libre mercado aumenta su seguridad y de forma concomitante también 
su libertad. 

b) Toda seguridad obtenida haciendo uso de la coacción resulta en una 
pérdida neta de libertad y utilidad para algunos individuos, si bien, no es 
posible cuantificarla. 

5. El Estado resta libertad y seguridad 
El Estado disminuye la libertad individual, principalmente, de dos formas: 

mediante la legislación (general) y la fiscalidad; ninguna de estas puede 

mejorar la libertad existente bajo las condiciones del libre mercado. 

a) Legislación. La pérdida de libertad negativa se produce vía prohibiciones, 
limitaciones y servidumbres que imponen los poderes del Estado; por 
ejemplo, la prohibición general de portar armas de fuego reduce la libertad 
y la seguridad de aquellos individuos que desean autoprotegerse; en 
cambio, quienes ven peligrosa la libre posesión de armas consideran que la 
norma incrementa su seguridad. No es preciso aquí demostrar que los 
criminales están encantados con un decreto que facilita enormemente su 
labor. Por último, el gobierno también está más seguro cuando la población 
no dispone de medios para oponerse a su monopolio de la violencia. 

El gobierno, una vez más, hace un balance de las distintas utilidades y 
decreta, tal vez, apelando al mayor número del segundo grupo, que la 
prohibición aumenta la seguridad «general». Esta aritmética de las 
utilidades, en busca del difuso «interés general», es metodológicamente 
cuestionable. Únicamente es válido afirmar que la prohibición general de 
portar armas de fuego, en todo caso, beneficiaría a un mayor número de 
individuos. Si aplicáramos la misma lógica podríamos concluir que el 
objetivo de incrementar la «salud general» justificaría la prohibición 
general del consumo de alcohol, tabaco, mantequilla o bebidas azucaradas. 
Y en este sentido, cualquier intento de fijar límites, tal y como sucede con 
la distinción entre drogas duras y blandas, es necesariamente arbitrario. 

b) Fiscalidad. Mediante el cobro de impuestos la persona ve reducida sus 
oportunidades y libertad de acción pues tiene menor capacidad adquisitiva. 
Los impuestos que sufragan defensa y seguridad suponen para el individuo 


el consumo forzoso de la protección estatal. Mediante la fiscalidad el 

Estado priva al individuo de usar parte de su dinero según su propia escala 

de valores. La utilidad «no constituye una unidad de valor» (Mises, 2009: 

121), pero acudiendo al cálculo monetario podemos tener una idea 

aproximada de la cantidad de productos y servicios que es detraída al 

consumidor. 

El principal problema del monopolio estatal es que no existe una 
correlación entre el impuesto pagado y el servicio público recibido. Cada 
contribuyente, salvo que se trate de una tasa, no sabe cuánto le cuesta su 
consumo de defensa y seguridad; sin información monetaria precisa el 
consumidor está «anestesiado» y le es imposible realizar juicios 
económicos. 

Desde la óptica gubernamental existe un intercambio entre libertad y 
seguridad cuyo resultado es un supuesto beneficio neto para la sociedad. Esta 
hipótesis solo puede justificarse desde posiciones ideológicas —estatismo, 
colectivismo o utilitarismo— pues, como hemos demostrado anteriormente, 
no es posible hacer un balance intersubjetivo de elementos inconmensurables 
tales como el valor, la seguridad o la libertad. Tampoco es admisible la 
afirmación de que una determinada medida política ha sido socialmente 
«eficiente», porque cabría preguntarse: ¿eficiente para quién? La eficiencia es 
un concepto físico? y es confuso hablar de ella en el ámbito de las ciencias 
sociales (Bastos, 2014). 

II. SEGURIDAD Y UTILIDAD MARGINAL 

Tal vez, el mayor error conceptual en el estudio económico de la defensa y la 
seguridad sea haber excluido del análisis la ley de la utilidad marginal, ley 
económica universal que afecta indistintamente a cualquier tipo de bien 
económico. Este error se debe a la práctica común de entender el valor de los 
bienes económicos según categorías y no según cantidades específicas, tal y 
como ocurre en la realidad. Menger y Bóhm-Bawerk usaron el término 
«Clases de necesidades» para refutar la supuesta paradoja del valor: «La 
utilidad máxima y el valor mínimo a un tiempo constituyen, sin duda, una 
paradoja» (Búhm-Bawerk, 1998: 248). La solución al aparente problema es, 
una vez más, analizar la conducta del homo agens, a saber, el consumidor 
nunca opta entre «clases» de bienes, no elige entre la «alimentación» y la 
«protección», en todo caso, elige entre comprar 20 kg de harina o 100 
cartuchos de escopeta, pero muchos productos son divisibles y las elecciones 


no constituyen dilemas del tipo «todo o nada», el consumidor también puede 
adquirir 10 kg de harina y 50 cartuchos o cualquiera otra combinación. De 
igual modo, los servicios de seguridad (custodia, vigilancia) también pueden 
fraccionarse por unidades de tiempo lo que facilita las alternativas de 
producción y consumo. 

Toda clasificación es una elaboración mental que nos ayuda a entender la 
realidad, pero es un error confundir estos conceptos abstractos con la 
realidad: «En el mundo externo no hay clases» (Mises, 2011a: 148). Todas 
las acciones humanas son referidas a cantidades discretas de bienes 
específicos, según la ley de la utilidad marginal. «La valoración de los bienes 
no tiene nada que ver con el orden en que cabe clasificar a las distintas 
categorías de necesidades, sino con el orden de las necesidades concretas» 
(Bóhm-Bawerk, 1998: 252). En este sentido, «a nada conduce agrupar las 
diversas necesidades en clases para después concluir que tal ordenación 
carece de interés en el terreno de la teoría del valor» (Mises, 011a: 148). La 
teoría maslowniana de la motivación humana, que establece una jerarquía de 
cinco «clases» de necesidades, adolece de idéntico fallo. 

Según la Teoría de los bienes públicos, los servicios de defensa, seguridad y 
justicia, entre otros, constituyen bienes colectivos tan importantes que su 
producción debe quedar al margen de la libre competencia. Pero del hecho 
que algo sea reconocido como importante para el común de las personas no 
se deduce que deba ser el Estado su proveedor exclusivo, más bien al 
contrario, cuanto más importante sea considerado un bien mayor interés 
habrá para que se produzca en libre competencia. Además, tratándose del 
bienestar humano, el primer lugar de las necesidades lo ocuparía, sin duda, la 
alimentación y poco después la vivienda o el vestido (Bóhm-Bawerk, 1998: 
25) 

La economía moderna demuestra que los servicios deben considerarse en 
términos de unidades marginales (Rothbard, 2013b: 382). Recordemos la ley 
de la utilidad marginal (Zanotti, 2008: 1): 


El valor otorgado a las unidades de un bien formado por n unidades es mayor que el otorgado a las 
unidades del mismo bien formado por n + 1 unidades y menor que el otorgado a las unidades del 
mismo bien formado por n — 1 unidades. A medida que aumenta la cuantía de unidades de un 
factor de producción, la productividad marginal de cada unidad tiende a descender. 


Como regla general, la medida del beneficio que se deriva de un bien 
económico es, a la vez, la medida del valor de ese bien (Bóhm-Bawerk, 1998: 
248). Debemos precisar que, aunque Bóhm-Bawerk menciona 


frecuentemente los términos «medida» y «magnitud», el valor (o utilidad) no 
es mensurable y no existe, por tanto, unidad de medida. En lo que atañe al 
valor, al hombre solo le cabe una elección ordinal entre los distintos bienes 
que tiene a su disposición, esta es la forma habitual de elección porque los 
bienes son heterogéneos. Otros bienes son fungibles, es decir, se componen 
de unidades o porciones homogéneas e indistinguibles entre sí, de tal manera, 
que se pueden intercambiar en un contrato de mutuo o préstamo. El dinero es 
el bien fungible por excelencia. En principio, admitiremos que valor, utilidad 
y beneficio son sinónimos. El valor de las cosas depende de la utilidad del 
servicio que las mismas pueden proporcionar (Mises, 2011a: 150). 

Los bienes habitualmente pueden rendir servicios distintos al consumidor, 
por ejemplo, una escopeta puede servir para Cazar O para repeler una 
agresión. Las cosas no poseen un valor intrínseco pues su utilidad es atribuida 
subjetivamente por los individuos y la utilidad se percibe de forma marginal 
en unidades o porciones que varían de unos bienes a otros. Si se posee una 
escopeta y tan solo diez cartuchos, se deberá emplear cada unidad de 
munición analizando qué fines son más urgentes de satisfacer. Mientras 
Crusoe está solo el problema de asignar correctamente cada cartucho se 
reduce a priorizar en qué animal merece la pena gastar cada disparo, pero 
cuando los piratas desembarcan en la isla el náufrago debe sopesar de nuevo 
la cuestión; este cambio de la situación es súbito, producto de la 
«incertidumbre inerradicable» a la que cada actor se enfrenta (Huerta de Soto, 
2010a: 46). 

La situación de seguridad es cambiante: determinadas zonas seguras pueden 
volverse inseguras y viceversa. Solamente el libre mercado puede dar una 
respuesta dinámicamente ajustada a estos continuos cambios; por ejemplo, 
supongamos que la pandilla de maleantes P se desplaza del barrio A al barrio 
B; en cuanto los residentes de este último perciban un aumento de la 
inseguridad reasignarán sus recursos económicos: algunos reducirán el 
consumo de ciertos bienes para poder contratar una mayor cantidad de 
servicio a la empresa de seguridad S. Las cambiantes necesidades de los 
consumidores se transmiten a los empresarios a través del mercado: la 
demanda de unos bienes crece y la de otros decrece; todo esto tiene su reflejo 
en los precios. La compañía S, en principio, desconoce los movimientos de P, 
lo único que observa es un aumento de pedidos en el barrio B y una 
reducción en el barrio A; por consiguiente, deberá transferir cierta cantidad 


de factores de producción de A a B. Es la información que se genera ex novo 
en el mercado lo que posibilita el empleo económico de los siempre escasos 
medios de seguridad disponibles. 

¿Qué sucede en el monopolio de la seguridad? La comisaría de Policía no 
dispone de la información que emana de los procesos de mercado. Tal vez, 
los agentes detecten el desplazamiento de P, puede que aumenten las 
denuncias en B, pero es inverosímil que los vecinos de A llamen a la 
comisaría para pedir una reducción de efectivos en su barrio. En definitiva, 
bajo el monopolio de la seguridad se imposibilita que la información 
relevante se traslade de forma ascendente desde los consumidores hacia los 
productores de seguridad. 


CAPÍTULO 5 
TIEMPO Y PREFERENCIA TEMPORAL 


En este capítulo analizaremos, desde la óptica de la ley de la preferencia 
temporal, las ventajas y desventajas comparativas entre la producción de 
defensa y seguridad en el libre mercado y la provista bajo el monopolio 
estatal. En primer lugar, debemos reseñar la importancia que atribuye la 
Escuela Austriaca de economía al tiempo como categoría de la acción 
humana, considerado «no en su sentido determinista, newtoniano, físico o 
analógico, sino en su concepción subjetiva, es decir, tal y como el tiempo es 
subjetivamente sentido y experimentado por el actor dentro del contexto de 
cada acción» (Huerta de Soto, 2010a: 45). El tiempo forma parte del axioma 
fundamental de la praxeología: el hombre actúa y al hacerlo «aspira a 
sustituir un estado menos satisfactorio por otro mejor» (Mises, 2011a: 18); 
este actuar tiene lugar en el tiempo, «toda la vida humana tiene lugar en el 
tiempo (...) y el tiempo de un hombre es siempre escaso» (Rothbard, 2011: 
4). Los medios empleados para la satisfacción de las necesidades son escasos 
y el tiempo no es una excepción, es un bien económico inmaterial cuyo 
empleo debe ser sopesado y empleado marginalmente en función de nuestras 
necesidades más urgentes. Partiendo del axioma de la acción humana, Zanotti 


(2008: 2) deduce unos teoremas relacionados con el tiempo: 

a. Toda acción humana transcurre en el tiempo, dividida en tres periodos temporales: periodo de 
producción, periodo de duración de la utilidad y periodo de provisión. 

b. Invariadas las restantes circunstancias, el hombre prefiere consumir un determinado bien en el 
presente a optar por consumir ese mismo bien en el futuro (Ley de preferencia temporal). 

Cc. Tanto el ahorro como la inversión están determinados por la preferencia temporal del sujeto 
actuante. 

d. El ahorro es la condición necesaria para la fabricación de nuevo capital. 

e. De la preferencia temporal del sujeto actuante dependen estas tres posibilidades, una vez 
fabricado el bien de capital: 1. Aumentar la cuantía de capital disponible. 2. Mantener la cuantía 
de capital. 3. Consumir su capital. 


Estos teoremas serán de suma utilidad a lo largo de todo el capítulo pues 
nos ayudarán a entender cómo, bajo el monopolio estatal de defensa y 
seguridad, los gobernantes —especialmente en un sistema democrático— 
exhiben una elevada preferencia temporal que causa perjuicios para los 
consumidores y a la sociedad, en general. 

Según Rothbard (2011: 15): «Puede denominarse preferencia temporal la 
que privilegia la satisfacción presente sobre la satisfacción futura, o el bien 


presente con respecto al bien futuro, teniendo en cuenta que se trata de la 
misma satisfacción (o bien), comparada en momentos diferentes». Preferencia 
temporal y ahorro están inversamente relacionados: mayor preferencia 
temporal significa menos ahorro y viceversa. El ahorro es la abstención 
voluntaria del consumo de bienes presentes para poder atender las 
necesidades futuras que requiere la propia supervivencia; esta forma innata de 
ahorro podemos llamarla «vital» porque se dirige a mantener la vida y puede 
ser observada en la conducta de algunos animales que acumulan alimentos 
cuando son abundantes para poder consumirlos durante la época de escasez. 
Pero el ser humano ahorra de forma consciente, deliberada y especulativa; su 
conducta es racional e intencional. El hombre está sujeto a una tensión entre 
la natural inclinación a disfrutar del presente y la (no menos) natural 
previsión del siempre incierto futuro. Mediante el ahorro las personas cubren 
las posibles contingencias de la vida: catástrofes naturales, enfermedades 
incapacitantes o una larga vejez. La función del ahorro «vital» es doble: por 
un lado, posibilita el consumo futuro de los bienes ahorrados y, por otro, 
proporciona el disfrute presente de un bien intangible llamado «seguridad». 
Aunque el hombre nunca llegue a consumir totalmente su ahorro, cosa 
frecuente, este le proporciona bienes presentes en forma de estados 
psicológicos satisfactorios. Recordemos que la finalidad de toda acción es 
aumentar el nivel de satisfacción (Mises, 2011a: 18), considerada esta 
subjetivamente por la persona. Además de incrementar su seguridad, el 
hombre que ahorra disfruta de otro tipo de satisfacciones como poder legar a 
terceros (familia, instituciones) el patrimonio acumulado durante su vida. 
Tanto la seguridad material que proporciona el ahorro como las satisfacciones 
psíquicas poseen para el ahorrador mayor valor que su coste: las privaciones 
necesarias para constituirlo. Pero el hombre pronto se da cuenta de que el 
ahorro tiene una tercera función que va más allá de las dos anteriores 
(supervivencia y seguridad), a saber, la formación de capital. También es 
posible dedicar el ahorro a construir bienes de capital ——máquinas, 
herramientas— que permiten multiplicar el rendimiento del trabajo y así 
conseguir una mayor producción de bienes por unidad de factor empleado. La 
seguridad podría ser considerada como un factor de producción intangible, o 
si se prefiere, como un coste de producción más; aquella es tan necesaria 
como las materias primas, la electricidad o la mano de obra. 

A su vez, la formación de capital aumenta la división de trabajo: «Cuanto 


más avanzan los hombres en esta dirección, más se diversifican las clases de 
bienes y, por consiguiente, más diversas son las funciones y más necesaria y, 
al mismo tiempo, más económica la creciente división del trabajo» (Menger, 
2013: 21). Esta mayor abundancia permite no solo un mayor consumo 
presente de bienes, sino también mayores posibilidades de ahorro e inversión 
para la formación de nuevo capital. La espiral capitalista de producción —> 
ahorro —> inversión —> más producción —> más ahorro —> más inversión, y 
así sucesivamente, es el «cuerno de la abundancia» que proporciona el 
progreso material y espiritual a la humanidad. Aquellos pueblos que exhiben 
una elevada preferencia temporal o que poseen instituciones hostiles al 
ahorro presentan menores tasas de capitalización y, en consecuencia, mayores 
niveles de pobreza. Por el contrario, los que han demostrado una baja 
preferencia temporal, es decir, cuyos industriosos individuos han sido 
capaces de sacrificar bienes presentes por bienes futuros o que gozan de 
instituciones más favorables al ahorro disfrutan de altos niveles de 
prosperidad económica. El sociólogo Max Webber (2010: 232) creyó 
identificar en el ascetismo cristiano y su modo de vida racional, basado en la 
«idea de profesión», los orígenes del espíritu capitalista. Pero si el ahorro es 
sustraído de forma violenta, mediante el robo privado o la confiscación 
gubernamental, los individuos ven reducidas sus posibilidades de 
supervivencia, seguridad y bienestar. Esta situación puede incluso adquirir 
tintes dramáticos cuando el ahorro es confiscado por los gobiernos para 
iniciar un conflicto bélico. En este caso, se invierte la regla general según la 
cual las naciones más prósperas son las más seguras. Para obtener mayor 
bienestar y seguridad no es suficiente acumular capital, además, es preciso 
evitar consumirlo en guerras injustificadas. 
I. LA PREFERENCIA TEMPORAL DE LOS CONSUMIDORES EN EL LIBRE MERCADO 
La preferencia temporal es una categoría universal de la acción humana. Solo 
los individuos actúan y solo ellos pueden tener en mayor o menor estima el 
intercambio de satisfacciones y bienes presentes por satisfacciones y bienes 
futuros. Todos los individuos tienen entre sí una diferente preferencia 
temporal y esta también cambia, para una misma persona, a lo largo del 
tiempo. Pero, a igualdad del resto de circunstancias, el hombre prefiere 
alcanzar cuanto antes los fines que persigue. 

La economía, como ciencia, se abstiene de emitir juicios de valor sobre los 
fines de los individuos. El economista no se dispone a valorar si es mejor o 


peor que una persona sea más o menos ahorradora, más o menos previsora O 
que prefiera vivir al día según el lema carpe diem. Dicho de otro modo, lo 
único que podemos afirmar objetivamente es que, en el mercado no 
intervenido, Cada consumidor manifiesta su preferencia temporal, 
subjetivamente, en función de su particular escala de valores y que, de esa 
manera, procura obtener el máximo de satisfacción. Cualquier interferencia 
coactiva en la preferencia temporal del individuo supone, necesariamente, 
una pérdida subjetiva de su utilidad. Esto es observable en la conducta de 
cierto tipo de personas —mendigos, adictos, hippies— que renuncian a la 
previsión económica porque prefieren vivir el momento presente; aun así, 
estas personas no suelen mostrarse violentas y no representan una amenaza 
para la seguridad de terceros. 

La mayoría de agresiones criminales, particularmente el robo, se origina por 
personas poseedoras de una elevada preferencia temporal. Siempre nos 
referimos a las agresiones cuyo fin es una apropiación ilegítima de los bienes 
ajenos y desconsideramos aquellas relacionadas con las pasiones humanas 
como el odio, la envidia o la venganza. El ladrón habitualmente quiere 
disfrutar de unos bienes económicos lo antes posible sin tener que esperar a 
producirlos por sí mismo. Se obtiene antes el trigo robándolo a quien lo 
produjo que cultivándolo pacientemente en los campos. El criminal utiliza la 
agresión como un atajo del esfuerzo a lo largo del tiempo, es alguien que 
tiene prisa y no está dispuesto a esperar para obtener los frutos que a medio y 
largo plazo proporcionan el trabajo y el comercio. A cambio, está dispuesto a 
soportar los mayores riesgos que comporta su actividad criminal. En el libre 
mercado, la conducta agresiva de individuos aislados u organizados en 
pequeños grupos es soportada por ellos mismos. Todo criminal puede ser 
neutralizado, eventualmente, por su víctima, por la intervención de un «buen 
samaritano» o por profesionales de la seguridad. Desde el punto de vista 
económico, el agresor privado internaliza los costes de su conducta, lo que 
siempre es un freno a su labor delictiva. La elevada preferencia temporal de 
los criminales se refleja en su menor esperanza de vida. Sin embargo, la 
mayoría de la gente no exhibe una preferencia temporal extrema, sino que 
asigna sus recursos de forma ponderada para atender tanto a su seguridad 
presente como a su bienestar futuro. 

En el mercado no interferido las empresas tienden a satisfacer las demandas 
de seguridad de los consumidores y esto es fácilmente apreciable en todos 


aquellos sectores de actividad económica que no están monopolizados por el 
Estado; por ejemplo, los fabricantes de vehículos ingenian sofisticados 
sistemas de seguridad activa (frenos, suspensión, dirección, neumáticos, 
iluminación, control de estabilidad) y pasiva (cinturones de seguridad, airbag, 
chasis y carrocería, cristales, reposacabezas) que reducen la cantidad y 
lesividad de los siniestros. Observamos este mismo patrón en todo tipo de 
bienes: electrodomésticos, vestuario, muebles, máquinas, herramientas, 
viviendas, alimentos, juguetes, etc. Integrar la seguridad en todo aquello que 
se produce y consume es una constante del mercado, ya sea debido a la 
innovación empresarial o a la legislación gubernamental que impone a los 
fabricantes determinados estándares técnicos. En el sector servicios ocurre 
otro tanto; por ejemplo, el auge del negocio asegurador en todo el mundo es 
prueba del interés de los consumidores por su seguridad; según Marta Noguer 
(2012): «En las últimas décadas, la industria aseguradora mundial, que ya 
gestiona en torno a 23 billones de dólares en activos, ha protagonizado una 
expansión sin precedentes».“ A la vista de los datos todo indica que las 
demandas de seguridad en todos aquellos sectores económicos no 
monopolísticos son cabalmente satisfechas por los empresarios que compiten 
entre sí buscando el favor de los consumidores. El mercado, dice Huerta de 
Soto (2012: 55): 


Entendido como un proceso empresarial de creatividad y coordinación (...) es dinámicamente 
eficiente (en el sentido de que impulsa la creatividad y la coordinación) siempre que la coacción 
institucional del Estado (intervencionismo y socialismo) no dificulte el ejercicio de la función 
empresarial. 


En el ámbito de la seguridad policial y el orden público sucede otro tanto. A 
medida que la renta disponible aumenta se observa una mayor demanda de 
seguridad privada por parte de individuos y empresas. Las administraciones 
públicas, incluidas las propias fuerzas armadas y policiales, demandan una 
mayor cantidad de servicios de seguridad privada debido principalmente a su 
menor coste y a la mayor flexibilidad que proporcionan. La presencia de 
seguridad privada es Cada vez más frecuente en instalaciones 
gubernamentales: edificios, puertos, aeropuertos, cuarteles, prisiones, 
hospitales, etc. Esto prueba dos cosas: a) que el monopolio no cumple 
cabalmente su función (Hutt, 2016: 83): no produce la seguridad necesaria; y 
b) que el mercado reacciona para suplir esta deficiencia. 


Todos los servicios se producen y consumen simultáneamente. Cualquier 
tipo de seguridad se consume en el momento presente pero su finalidad 
siempre es atender una contingencia. Una pistola proporciona seguridad a su 
dueño durante el tiempo de su posesión, aunque el arma no sea utilizada; 
solamente en caso necesario la acción del hombre (factor trabajo) se 
combinará con la pistola (bien de capital o de consumo) para producir 
seguridad; un ejemplo similar es la posesión de un extintor y su utilización en 
caso de incendio. Los bienes de seguridad tienen una potencialidad que es 
materializada, en su caso, mediante su uso. 

En lo relativo a la defensa militar, el monopolio estatal es tan completo que 
no permite que la preferencia temporal de los consumidores aflore a través 
del sistema de mercado. Desconocemos cuántos recursos serían dedicados a 
la defensa militar si esta fuera una actividad privada, pero teniendo en cuenta 
el incremento del gasto en seguridad en todos los ámbitos del consumo, 
inferimos que los ciudadanos no dejarían desatendida su defensa militar; es 
cierto que tenemos razones para suponer que el gasto sería muy inferior al 
actual; Bastos (2005: 23) afirma: «La necesidad de la defensa nacional nace 
de la existencia del Estado: esto es, si no existiesen Estados, las agresiones 
solo podrían darse entre individuos o grupos primarios, y estos no precisan de 
grandes organizaciones para defenderse». Estamos ante una incógnita, pero 
no hallamos motivo alguno para suponer que, en ausencia del monopolio 
estatal, los ciudadanos, por algún extraño motivo, se desentendieran de su 
defensa militar. Esta cuestión será tratada con mayor detalle en nuestra crítica 
sobre el papel económico del Estado y la Teoría de los bienes públicos. 

II. PREFERENCIA TEMPORAL, GOBIERNO Y GUERRA 

¿Cómo podemos relacionar la preferencia temporal con la guerra? Tratándose 
de individuos, hemos visto que la parte agresora (criminal) exhibe mayor 
preferencia temporal y que la parte defensora (propietario) exhibe una menor. 
Afirmar que «la guerra no es otra cosa que un combate singular amplificado» 
(Clausewitz, 1980: 27) adolece, a nuestro juicio, del error colectivista que 
pretende personificar a las partes en conflicto al margen de los individuos que 
en ella participan. Sin embargo, las «naciones» o «gobiernos» no tienen 
preferencia temporal, esta es una categoría exclusiva del individuo. Por tanto, 
¿qué sucede cuando el Estado monopoliza el uso de la fuerza? En primer 
lugar, la preferencia temporal de los individuos gobernados queda 
distorsionada por la de aquellas personas particulares que ejercen el poder 


institucional, a saber, gobernantes, militares, policías y resto de funcionarios. 
Es ahora el príncipe o monarca, el primer ministro o un grupo de 
parlamentarios, respaldados por los empleados públicos, quienes deciden si la 
nación debe o no entrar en guerra. El gobierno decide, por decreto, que todos 
los ciudadanos de la nación enemiga son automáticamente enemigos de todos 
los ciudadanos de la nación propia. Es el gobierno, y no el individuo, quien 
decide si hay que matar a desconocidos y exponerse a ser matado por ellos. 
El gobernante, independientemente de las preferencias temporales de cada 
quién, impone la suya particular a toda la población. 

La guerra, al igual que cualquier medida intervencionista, no perjudica a 
todos por igual, sino que beneficia a unos a expensas de otros. Algunos 
hombres violentos, bajo cobertura legal, acuden gustosos a la guerra donde 
pueden satisfacer sus deseos de matar; los desesperados por la miseria 
prefieren arriesgarse a morir de una bala antes que morir de hambre; y otros, 


son reclutados empleando malas artes (Mises, 2002: 49): 


En 1742 Federico II estableció que la infantería estuviera formada por dos tercios de extranjeros y 
un tercio de súbditos. La masa de los regimientos la constituían desertores de ejércitos extranjeros, 
prisioneros de guerra, criminales, vagabundos y gente reclutada mediante el fraude y la violencia. 


Los oficiales y suboficiales, como militares de carrera, tienen en el ejército 
su medio de vida y reciben un salario por hacer la guerra; los generales y 
almirantes, además, tienen la oportunidad de mostrar su inteligencia y astucia 
pasando, tal vez, a la posteridad como hábiles estrategas. En cualquier caso, 
la guerra incrementa la preferencia temporal de todos cuantos en ella 
participan: «Personas que se encuentran en peligro, como los soldados en 
combate, las personas expuestas a una epidemia y cosas así» (Bóhm-Bawerk, 
1998: 436). No obstante, la mayoría de hombres enviados a la guerra 
preferiría evitarla; entre estos se hallan los anuentes, insumisos, objetores de 
conciencia, desertores o quienes se autolesionan. La deserción, como forma 
de preservar la vida, ha sido secularmente el medio empleado por los 
conscriptos para manifestar su preferencia temporal. 

Por último, los gobernantes que inician y dirigen la guerra ven en ella el 
medio óptimo de alcanzar sus fines políticos, siendo el más común de todos 
ellos la expansión territorial de sus dominios. Así como el agresor privado 
internaliza los costes de su conducta los agresores públicos que inician una 
guerra los externalizan sobre los combatientes y la población civil. Hoppe 
(2004) analiza y compara los incentivos racionales que tiene un monarca del 


Ancien Régime frente a un gobernante democrático concluyendo que el 
primero, como propietario de su reino, es proclive la conservación y 
mantenimiento del capital, por interés propio y el de sus herederos; el 
segundo, por contra, es un mero administrador temporal que procurará 
consumir todo el capital posible mientras esté en el cargo. Un aristócrata del 
siglo xvi, que equipaba y sostenía un regimiento con su peculio, no era tan 
temerario e irresponsable como quien maneja hombres que el Estado ha 
puesto «gratuitamente» bajo sus órdenes. Los incentivos racionales de 
propietario y usufructuario actúan en sentido contrario: el primero, tendrá 
menor preferencia temporal y utilizará los medios con mayor criterio 
económico. La ley de la preferencia temporal justifica lógicamente la mayor 
agresividad de un productor público de defensa y seguridad frente a uno 
privado. 
CAPÍTULO 6 


CÁLCULO ECONÓMICO 
Y FUNCIÓN EMPRESARIAL 


En 1920, Mises publicaba el artículo «El cálculo económico en la comunidad 
socialista», posiblemente, una de las contribuciones teóricas más destacadas a 
la Ciencia económica en el siglo xx. Mises demostró que «el socialismo, 
también denominado economía planificada, no puede ser un sustituto racional 
de las funciones del mercado libre».* La tesis misesiana es sencilla a la vez 
que contundente, a saber, en un sistema donde se ha eliminado el mercado y 
no funciona el sistema de precios el productor carece de la información 
necesaria que oriente su actividad de una forma racionalmente económica. 
Por racional, entendemos que existe un sistema dinámico de pérdidas y 
ganancias que permite a los empresarios orientar su producción según las 
preferencias, necesidades y deseos de los consumidores. La teoría general de 
la intervención, afirma Bastos (Rothbard, 2013b: 3): «Es un caso particular 
de la teoría de la imposibilidad del cálculo económico en el socialismo». En 
un sistema de planificación central los precios de mercado quedan sustituidos 
por la discrecionalidad de los funcionarios o de personas autorizadas; por 
ejemplo, en 1945, el precio de los libros que se vendían en Leningrado era 
fijado por Guennadi Moiseévich Rajlin, el librero judío «mejor informado, 


más leído y más emprendedor de toda la Unión Soviética», que se ganaba la 
vida con un estipendio oficial (Berlin, 2009: 93). 

Como es sabido, la función de los precios es doble: la primera, asignar los 
bienes económicos a aquellos que disponen de mayor capacidad de 
intercambio; la segunda, informar a los empresarios y capitalistas de aquellos 
productos y servicios que son más demandados por los consumidores. Si el 
sistema de precios que proporciona el mercado queda anulado o interferido 
institucionalmente la función empresarial no puede funcionar adecuadamente 
y se produce un empleo no económico del escaso ahorro disponible en la 
sociedad. En una economía planificada el capital se consume, se mantiene O, 
en el mejor de los casos, crece a unas tasas inferiores a las que podría hacerlo 
bajo un sistema capitalista. Pero antes de iniciar nuestra crítica al monopolio 
estatal de defensa y seguridad como un ejemplo de la imposibilidad del 
cálculo económico en un sistema socialista, resulta conveniente hacer una 
definición provisional de lo que entendemos por socialismo. Mises (1986: 15) 
considera que «el término planificación se usa generalmente como sinónimo 
de socialismo, comunismo y control económico autoritario y totalitario». 
Huerta de Soto, interpretando a Hayek (2015: 11) afirma: 


Aunque Hayek no defina explícitamente que entiende por «socialismo», se deduce de sus escritos 
que él mismo da un sentido muy amplio al término, incluyendo no solo al denominado «socialismo 
real», sino en general, a todo intento sistemático de diseñar u organizar, total o parcialmente, 
mediante medidas coactivas de «ingeniería social», cualquier área del entramado de interacciones 
humanas que constituyen el mercado y la sociedad. 


Sin embargo, existe otra concepción dominante en la actualidad que 
entiende el socialismo «moderno» como un sistema de planificación limitado, 
un estadio intermedio entre el socialismo puro y el capitalismo, una «tercera 
vía» Capaz de recoger lo mejor de ambos sistemas económicos. «La idea de 
esta tercera y supuesta solución es realmente muy antigua, y los franceses la 
han bautizado desde hace mucho con un nombre adecuado: 
intervencionismo» (Mises, 1986: 11). Los políticos intervencionistas y sus 
defensores teóricos —los economistas neoclásicos y  keynesianos— 
consideran que las políticas públicas pueden mejorar el funcionamiento del 
mercado, sin que sea preciso abolirlo completamente. Sin embargo, el 
intervencionismo o «socialismo limitado» no elimina el problema, tan solo lo 
atenúa; da igual que el gobierno sea totalitario o democrático, en ambos casos 
el órgano central de planificación, siguiendo las directrices políticas del 
gobierno, no dispone de la información precisa para satisfacer racionalmente 


las necesidades de protección de las personas. «En lugar de ser los 
consumidores quienes dirigen la producción, es la autoridad quien la maneja» 
(Mises, 1986: 19). Los consumidores se ven obligados a pagar y consumir 
bienes económicos que no se ajustan, en cantidad y calidad, a sus escalas 
personales de valor ni a sus necesidades, preferencias y deseos. En esta 
relación hegemónica, «uno manda y el otro obedece, y las órdenes se 
cumplen bajo amenaza de violencia» (Rothbard, 2011: 80). Todo lo que 
Mises predica de un sistema de planificación centralizado o socialista es 
aplicable a cualquier monopolio de la protección, aunque otros sectores 
económicos gocen de amplia libertad y el Estado sea dirigido por un gobierno 
democrático. Nuestra tesis es que bajo el monopolio estatal los consumidores 
no obtienen el tipo de protección adecuada por dos motivos: 
a) El órgano de planificación no puede ordenar la producción de defensa y 
seguridad con racionalidad económica. 
b) El monopolio impide a otros agentes —individuos y empresas— que 
acometan la producción bajo criterios de racionalidad económica. 

Dicho coloquialmente: el monopolio «ni come ni deja comer». El libre 
ejercicio de la función empresarial y la competencia quedan abolidos y el 
monopolio estatal queda reducido a una isla de socialismo en el seno de una 
economía de mercado. La contabilidad de ganancias y pérdidas es ese criterio 
que teóricamente y empíricamente sanciona la conducta económica e indica 
al empresario si los factores productivos están siendo o no empleados según 
los deseos de los consumidores. El empleo estatal de los medios de 
producción soslaya esta garantía y cualquier gasto de defensa puede ser 
justificado apelando a criterios no científicos, no falsables, desde el punto de 
vista económico. Popper (1980: 34) utiliza la falsación como criterio de 
demarcación entre «las ciencias empíricas, por un lado, y los sistemas 
“metafísicos”, por otro». La ardua cuestión de elucidar si la economía es una 
ciencia deductiva o empírica, o incluso si ambas categorías pudieran ser 
compatibles, está más allá del ámbito de nuestra investigación y, en todo 
caso, la dejamos al criterio de los filósofos de la ciencia. 

I. LA PRODUCCIÓN MONOPÓLICA DE DEFENSA Y SEGURIDAD 

En ausencia de mercado, el monopolista no tiene una guía clara que le 
indique quiénes deben ser los productores o qué tipo de servicio, cuánto, 
dónde o cuándo debe producirse. El planificador no tiene acceso a la 
información procedente de los consumidores ya que esta es tácita, cambiante, 


está dispersa en la sociedad y no hay manera de articularla. Los datos 
necesarios para determinar la producción no están disponibles ex ante y 
tampoco puede afirmarse que un proceso electoral confiera al gobierno, de 
forma mágica, la información necesaria. Sin que exista propiedad privada de 
los factores de producción, en el mejor de los casos, el planificador central 
podrá establecer un cierto grado de seguridad en la sociedad, no lo 
discutimos, pero esta será inferior y más cara que la producida en el libre 
mercado donde la producción obedece a un cálculo racional y está sometida a 
la sanción social. 

La producción «óptima» —aclarando que no existe un óptimo objetivo— 
solo se logra en el marco del respeto irrestricto de la libertad y la propiedad, y 
ambas exigencias son incompatibles con el funcionamiento compulsivo del 
monopolio. La sustitución del mercado por el monopolio induce a malas 
asignaciones del ahorro, lo que reduce la cantidad de capital disponible en la 
sociedad y, en consecuencia, los salarios reales. Algunos afirman que la 
defensa es algo «demasiado» importante para ser dejado a la «anarquía 
reinante en la producción» (Marx y Engels, 2013: 81), que se caracteriza por 
operar bajo estrictos criterios de rentabilidad. Los que afirman que algunos 
servicios públicos son «demasiado» importantes como para dejarlos al albur 
del mercado ignoran que la acción humana siempre es económica, no ya en 
su estrecha acepción monetaria, sino en su sentido amplio de utilidades y 
costes. La conducta económica, a saber, el mejor empleo de medios escasos 
para alcanzar ciertos fines, es una categoría praxeológica, una exigencia de la 
racionalidad humana y no es posible prescindir de ella en ningún caso. Creer 
que determinados bienes, por relevantes que estos puedan ser, deben 
permanecer fuera del cálculo económico es ignorar que la acción humana no 
obra sobre conceptos sino sobre bienes tangibles e intangibles sobre los 
cuales hay que hacer elecciones; por ejemplo, se podría afirmar que el 
«honor», en abstracto, no es objeto del cálculo económico; sin embargo, un 
hombre que acude a la justicia para restituir su honor debe efectuar 
necesariamente un cómputo económico: debe estimar la minuta del abogado 
y el coste de oportunidad que supone el proceso judicial en su conjunto. 
Ninguna acción humana, por inmaterial que parezca, puede sustraerse a la 
conducta económica. Aquí podemos distinguir dos campos, el «económico» y 
el «económico puro»; el primero, se confunde pura y simplemente con el de 
la acción humana racional mientras que el segundo es el campo donde puede 


realizarse el cálculo monetario (Mises, 2009: 132). Los funcionarios que 
planifican la defensa nacional, aún desde su monopolio, actúan racionalmente 
y económicamente, pero en el sentido «débil» o expresado en primer lugar; 
en cambio, un productor privado de defensa o seguridad planifica en sentido 
«fuerte», es decir, usando la racionalidad que le proporciona la contabilidad 
monetaria. 

1. ¿Quiénes deben producir la seguridad? 

Bajo el monopolio estatal solo determinadas personas —en su mayoría 
funcionarios— están autorizadas a producir la seguridad empleando armas de 
fuego. La población, en general, no está licenciada para la autoprotección 
con los mismos medios que dispone un agente de policía. Este hecho es una 
excepción a la norma general por la cual el Estado no impide que los 
ciudadanos contribuyan a su propia seguridad; por ejemplo, que exista un 
servicio de bomberos no impide que los particulares posean un extintor en su 
casa; el gobierno provee pensiones, pero no impide (sino que incentiva) la 
existencia de sistemas privados de previsión. A nuestro juicio, tal excepción 
resulta una anomalía económica. La prohibición general de portar armas, por 
tanto, es una clara restricción del consumo de seguridad; pero también es 
cierto que un arma mal usada incrementa la inseguridad. Los gobiernos que 
prohíben a sus ciudadanos la tenencia de armas de fuego para autodefensa 
consideran, supuestamente, que la norma proporciona más seguridad 
colectiva; este balance, como veremos en el próximo capítulo, adolece de un 
fallo metodológico. 

Por otro lado, el monopolio limita producción de seguridad y cercena la 
división del trabajo, a saber, impide que un particular o un grupo de personas 
organizadas (empresa) pueda dar protección a terceros mediante un contrato. 
Como vemos, el monopolio supone una restricción de la oferta de seguridad y 
provoca una escasez artificial de los servicios de protección. 

2. ¿Qué tipo de seguridad debe ser producida? 

Es patente que todo gobernante tiene muchas necesidades que atender y un 
presupuesto siempre escaso por lo que está obligado a pensar y actuar de 
forma económica. El problema comienza cuando hay que elaborar el 
presupuesto y asignar partidas de gasto entre los diferentes servicios públicos 
que provee, lo cual es un proceso muy complejo (Musgrave, 1939: 233): 
«Whether, for instance, a $1,000 outlay on armaments is preferred to a 


similar outlay on playgrounds»;Y o como decía Goering de forma más 


prosaica: «Producir más cañones significa producir menos mantequilla».? 
Para resolver esta cuestión, el productor monopolístico de seguridad debe 
identificar, en primer lugar, las diferentes amenazas externas e internas, 
reales o potenciales, y después averiguar la mejor forma de oponerse a ellas. 
Frente a un determinado problema normalmente existen diferentes soluciones 
alternativas, en la jerga castrense cada una de ellas se denomina «línea de 
acción». La estrategia finalmente adoptada por el mando es aquella línea de 
acción que, dados los medios disponibles, la misión y la situación, responde 
satisfactoriamente a la pregunta: ¿cuál es el mejor modo de resolver el 
problema? En materia de defensa (exterior) y seguridad (interior) el gobierno 
determina las estrategias que considera más idóneas para enfrentar los riesgos 
y amenazas identificados. Una primera anomalía que detectamos en este 
proceso de toma de decisiones es el secretismo con que los gobiernos tratan 
información que es relevante para los consumidores. En el Libro Blanco de la 
Defensa (2000: 14) se afirma: «En la Política de Defensa hay asuntos que, 
por su naturaleza, exigen mantener el más estricto secreto (como, por 
ejemplo, el análisis detallado de riesgos y amenazas) pero, en todo lo demás, 
tratarla con la mayor transparencia...». En todos los sectores de consumo 
(alimentación, juguetes, productos del hogar, medicamentos, transporte, ocio) 
se publicitan los riesgos de productos y servicios para que la población pueda 
protegerse por sus propios medios; la predicción meteorológica permite 
declarar estados de alerta y dictar recomendaciones de protección civil; desde 
el ámbito policial se difunden las imágenes de terroristas y criminales 
peligrosos; pero si la defensa es un arcano para el ciudadano, este queda 
privado de información que puede ser relevante para su supervivencia; por 
ejemplo, en la Segunda Guerra Mundial los misiles balísticos V1 y V2 
lanzados por los alemanes desde el continente tenían un radio de acción de 
300 km. y podían batir objetivos situados en el sureste de Inglaterra 
(Londres); la población civil era la víctima propiciatoria de estos ataques 
porque los cohetes no tenían la precisión para batir objetivos puntuales. Si 
cualquier gobierno posee información sobre este tipo de amenaza, su deber es 
hacerla llegar lo antes posible a la población afectada para que cada cual 
tome las medidas de autoprotección oportunas, la más rápida y eficaz, en este 
caso, sería el desplazamiento de los habitantes hacia el oeste, fuera del 
alcance de las bombas. Ocultar información a la población sobre los riegos y 


amenazas apelando a razones de utilidad militar o por un supuesto interés 
«superior» es utilizar la vida de las personas con carácter instrumental. Bajo 
el signo del monopolio, «solo el director opta y dirige; los demás —cual 
menores de edad— son meros instrumentos de acción en sus manos» (Mises, 
2011a: 235). 

¿Qué tipo de defensa y seguridad debe producirse? Existen Estados que 
debido a su reducido tamaño han decidido no poseer fuerzas armadas y/o 
externalizar su defensa mediante alianzas político-militares con otros Estados 
vecinos; este es el caso de algunos micro-Estados europeos como Andorra, 
Liechtenstein, Mónaco, San Marino y Cuidad del Vaticano. Otras naciones, 
como Panamá y Costa Rica, aunque de mayor tamaño, no poseen ejércitos 
permanentes al no considerarlos necesarios o convenientes. Otros países, 
como Luxemburgo y Malta, tienen ejércitos minúsculos; y otros, como Suiza, 
poseen una tradición de neutralidad y sus gobiernos evitan toda intervención 
militar fuera de sus fronteras. Algunos Estados se ven mutuamente 
amenazados debido a rivalidades históricas, como Grecia con Turquía o Irán 
con Irak; otros, como India y Pakistán, mantienen disputas territoriales. Los 
hay que no están amenazados militarmente, pero ejercen una política 
intervencionista: EE.UU., Rusia y Francia. En estos dos últimos grupos el 
gasto militar es muy elevado tanto en términos nominales como per cápita. 
Por último, hay una gran diversidad de países que mantienen posiciones 
intermedias entre la postura defensiva y ofensiva. Así pues, lo primero que 
nos llama la atención es que cada país posee una diferente historia, cultura y 
situación estratégica que conforman sus preferencias en materia de defensa 
nacional. Este mismo planteamiento puede observarse en los usos y 
costumbres de los cuerpos policiales: algunos son de naturaleza militar — 
Guardia Civil y Carabinieri— y otro, como Scotland Yard, tiene a gala que 
sus agentes vayan desarmados. Tener una postura ofensiva o defensiva tiene 
importantes implicaciones económicas pues el coste de la primera es muy 
superior a la segunda. En la guerra convencional, el atacante requiere de una 
superioridad relativa de medios con respecto al defensor, al menos 
localmente. Una de las ventajas de la acción defensiva es precisamente la 
«economía de medios». Por tanto, adoptar una postura defensiva es mucho 
más económico que adoptar una postura ofensiva, tanto en vidas como en 
recursos materiales. Nosotros dejaremos el análisis del coste humano, que 
haremos posteriormente desde el punto de vista ético, para centrarnos en el 


cálculo económico, es decir, en todo aquello susceptible de ser medido en 
términos monetarios. 

Pero volvamos al argumento central, describamos cómo funciona el 
monopolio de la seguridad y, en particular, cómo el órgano de planificación 
decide qué tipo de seguridad debe producirse. Al actuar sin sujeción al 
mercado, el productor monopolístico decidirá qué tipo de bienes de capital — 
armas, municiones, vehículos, materiales— deben ser fabricados O 
adquiridos; respecto del factor trabajo: qué tipo de personas —militares y 
policías— deben ser contratados por el gobierno y qué entrenamiento deben 
recibir; por último, respecto del factor tierra, el planificador también debe 
elegir el lugar o emplazamiento de las instalaciones permanentes O 
semipermanentes necesarias para la defensa y la seguridad: infraestructuras, 
cuarteles, comisarías, hangares, almacenes, polvorines, prisiones, etc. Bajo el 
signo del monopolio los consumidores no son consultados ni preguntados 
sobre decisiones en materia de defensa militar.2 Un ingeniero social piensa 
que si el órgano de planificación central, que dispone de cuantiosos medios 
humanos y materiales, no es capaz de determinar la producción eficaz, ¿cómo 
podría saberlo un individuo particular?; daremos respuesta a esta pregunta en 
el siguiente apartado, de momento, solo afirmamos que el órgano de 
planificación no dispone de un sistema racional de cálculo económico. Solo 
en las poblaciones más pequeñas los ciudadanos pueden hacer llegar 
directamente a los responsables políticos (alcaldes) sus necesidades 
específicas de seguridad; por ejemplo, los vecinos saben de primera mano si 
un tramo de la vía pública es un «punto negro» o si hay un incremento de los 
robos en un barrio. Más allá del ámbito local, las grandes decisiones en 
política de defensa y seguridad quedan en manos de los parlamentos, 
gobiernos, gabinetes ministeriales y estados mayores de los ejércitos. Y a 
medida que el ámbito de actuación crece el cálculo económico se vuelve más 
complejo y los errores del órgano de planificación se multiplican. 

3. ¿Cuánta seguridad debe ser producida? 

Cuando hablamos de «cantidad» de seguridad producida, ante la 
imposibilidad que supone evaluar la eficacia de la defensa nacional, debemos 
conformarnos con analizar las cifras de gasto militar agregado de cada país. 
Es preciso advertir que presupuesto militar y seguridad de los individuos no 
son concomitantes. Aunque resulte paradójico, el ciudadano de una gran 
potencia militar suele estar más expuesto que otro de una pequeña nación sin 


fuerzas armadas. Esta mayor peligrosidad proviene habitualmente de su 
propio gobierno: a) es mayor el riesgo de ser enviado a una guerra en el 
exterior y b) el intervencionismo militar es una buena manera de crearse 
enemigos quienes buscarán, tarde o temprano, devolver la agresión. No es 
una simple casualidad que los países intervencionistas han sido los objetivos 
prioritarios del terrorismo islámico. 

Lo primero que nos llama la atención es la disparidad entre el gasto militar 
de naciones situadas en áreas geográficas muy seguras; por ejemplo, en 2014, 
el gasto militar de EE.UU. fue 35 veces el de Canadá, pero la diferencia de 
PIB entre ambos países distorsiona nuestra conclusión, es más adecuado 
fijarnos en el gasto per cápita: en EE.UU. 1.432 $ y en Canadá, 370 $; es 
decir: 3,87 veces superior. En 2016, este cociente se elevó a 4,5 (1.709 $ 
frente a 379 5).2A1 margen de la mayor o menor exactitud de estas cifras y 
considerando que «los datos estadísticos son siempre de certeza harto 
dudosa» (Mises, 2011a: 400), ¿cómo se explica tamaña disparidad en 
ciudadanos que presentan perfiles de consumo muy similares? No es preciso 
acudir a las estadísticas para afirmar que, de promedio, los estadounidenses 
no consumen 4,5 veces más casas, coches, pollo, jabón, azúcar o vino que sus 
vecinos del norte. Esta anomalía económica reside en la discrecionalidad con 
que actúan los gobiernos, que gastan mucho dinero en armas ofensivas 
porque, supuestamente, son necesarias para su «defensa nacional». Clasificar 
un determinado sistema de armas como ofensivo o defensivo es 
problemático, sin embargo, dudamos seriamente que armas nucleares, 
bombarderos, submarinos o portaaviones tengan una finalidad «defensiva», 
más bien nos inclinamos a pensar lo contrario. Solo un estado talasocrático? 
podría justificar este tipo de armas. Tampoco se entiende bien que la 
seguridad y la libertad de una nación pasen por invadir otras naciones 
situadas a miles de kilómetros de distancia. Como afirma Hummel (1990: 
95): «Many americans still seriously doubt that the United States? bombing of 
North Vietnam and Cambodia had very much to do with protecting their 
liberty».2 Solamente los Estados que poseen territorios en ultramar necesitan 
proyectar su fuerza militar para defenderse de agresiones hostiles, tal fue el 
caso de la recuperación de las Islas Malvinas por Reino Unido, en 1982. 

Una vez obtenido el monopolio de la fuerza el órgano de planificación 
podrá utilizar los medios militares para la consecución de fines lícitos o 
ilícitos y en ambos casos defenderá su postura apelando al noble propósito de 


garantizar la seguridad y la libertad, pero «no existe ninguna planificación 
para libertad, que no sea el dejar funcionar libremente al mercado» (Mises, 
1986: 35). Sin cálculo económico, el planificador no tiene forma de saber si 
la defensa requiere un ejército grande o pequeño, si es mejor tener más 
tanques que cañones, más aviones que helicópteros o más corbetas que 
fragatas. Tampoco existe una forma económica de calcular el número de 
efectivos de la defensa, su distribución por empleos, formación o salarios. 
Todas estas decisiones serán adoptadas de forma intuitiva y, en el mejor de 
los casos, el planificador no cometerá graves errores. 

El aumento desmedido de los gastos de defensa y seguridad que dicta el 
gobierno puede conducir al país a la ruina económica. La guerra y su 
preparación consumen recursos que las sociedades podrían utilizar para otros 
proyectos públicos o privados (Kennedy, 1989: 654). Durante la Guerra Fría, 
el gasto militar de la extinta URSS era equivalente al 20% de su PIB. En 
2004, el gobierno federal de EE.UU. gastó 456.000 millones de dólares en 
defensa nacional, alrededor de 1.500 $ per cápita (Mankiw, 2007: 160); pero 
de aquí no se deduce, en modo alguno, que el gasto militar esté al servicio de 
los consumidores. Por ejemplo, siendo EE.UU. la potencia militar 
hegemónica y una de las que mayor gasto per cápita realiza, son sus 
nacionales las personas más amenazadas y las que sufren más inseguridad en 
todo el mundo. Solo maximizando el beneficio monetario se logra que los 
factores de producción se pongan al servicio de los consumidores (Rothbard, 
2013c: 148). «Es precisamente la búsqueda del beneficio lo que garantiza la 
más eficaz utilización de los recursos disponibles y el máximo 
aprovechamiento de la sinergia obtenible de un amplio conjunto de 
iniciativas que obedecen a la misma motivación lucrativa» (Hayek, 2015: 
175) 

4. ¿Dónde debe ser producida la seguridad? 

Una de las decisiones relativas a la estrategia militar es el despliegue 
territorial de las unidades militares en tiempo de paz y, llegado el caso, dónde 
debe aplicarse la fuerza armada para obtener seguridad; por ejemplo, durante 
la intervención de la OTAN en Kosovo, en 1999, las tropas norteamericanas 
estaban concentradas en grandes bases militares mientras que el Batallón 
español diseminó sus efectivos hasta nivel sección por toda su zona de 
acción.% Este doble concepto de despliegue —centralizado o descentralizado 
— también se observa al comparar los despliegues de la Policía Nacional y la 


Guardia Civil; la primera, se concentra en grandes instalaciones de zonas 
urbanas mientras que la segunda se dispersa por zonas rurales en puestos de 
reducido tamaño. Ambos sistemas tienen ventajas e inconvenientes, pero en 
términos generales preferimos el segundo porque el proveedor de seguridad 
tiene acceso directo, inmediato y permanente a la información necesaria para 
actuar. El sistema descentralizado establece un vínculo más estrecho entre el 
productor y el consumidor que favorece la mejor prestación del servicio. Este 
modelo es el que más se asemeja a la producción privada de seguridad que 
trataremos más adelante. 

Antes y durante la Guerra Fría, la defensa nacional era sinónimo de 
protección del territorio bajo la soberanía de cada Estado, pero a partir de 
1989, fecha de la caída del Muro de Berlín e inicio de la distensión Este- 
Oeste, el concepto estrecho de defensa nacional, de corte aislacionista, se ha 
ido ampliando progresivamente hacia lo que podríamos denominar 
«exportación» de la seguridad. Una vez desaparecida la tensión bipolar 
(OTAN - Pacto de Varsovia) y el riesgo de un enfrentamiento militar en suelo 
europeo las naciones más prósperas de Occidente han reducido su gasto 
militar —los «dividendos de la paz»— y simultáneamente han buscado un 
nuevo empleo a sus fuerzas armadas: acudir a cualquier lugar del mundo 
donde sea necesario «contribuir al mantenimiento de la paz y estabilidad 
internacionales» (MINISDEF, 2000: 26). Esta nueva forma «pacífica» de 
intervencionismo militar goza de amplio respaldo popular siempre y cuando 
los motivos aducidos por el gobierno para intervenir sean claramente 
entendidos y aceptados por la opinión pública. Sin embargo, la «exportación 
de seguridad» para que otros pueblos del mundo gocen de sus favores no está 
exenta de polémica y riesgos. En primer lugar, «importación y exportación» 
son acciones mercantiles que implican voluntariedad de las partes, cosa que 
no siempre se da en las intervenciones militares. Puede resultar contradictorio 
que se pretenda alcanzar la paz mediante la guerra. Habría que analizar caso 
por caso; por ejemplo, ONUCA (Grupo de Observadores de las Naciones 
Unidas para Centroamérica), entre 1989 y 1992, fue una misión eficaz para 
terminar con los movimientos insurgentes en Centroamérica y su logro más 
notable fue la desmovilización de 10.000 combatientes de la contraguerrilla 
nicaragiiense. Si las facciones en lucha tienen voluntad de alcanzar la paz las 
fuerzas de interposición pueden producir seguridad de forma transitoria hasta 
que la confianza entre las partes se restablezca. Otro caso distinto es cuando 


todas o alguna de las partes en conflicto mantiene su voluntad de lucha y no 
está dispuesta a un cese de las hostilidades. La paz, ahora, debe imponerse 
mediante la guerra. Tal cosa sucedió en la ex-Yugoslavia (1991-1999) 
cuando las fuerzas de EE.UU. (bajo bandera OTAN) atacaron al Ejército 
Popular Yugoslavo (JNA, bajo mando serbio), imponiendo la Pax americana 
a las tres facciones —serbia, croata y bosnia— en conflicto (Silber y Little, 
1996: 364).2 

En segundo lugar, pretender exportar la paz (o la democracia) a otros 
territorios, haciendo uso de la guerra, no está exento de peligros. Bastos 
(2015a) afirma que el intervencionismo militar es parecido al 
intervencionismo económico y que el ejército invasor se enfrenta a toda la 
problemática típica de la imposibilidad del socialismo: cálculo económico, 
información, precios, costes, fines; por ejemplo, las tropas que se aventuran a 
la conquista de otros pueblos desconocen el terreno que pisan o la lengua y 
costumbres de la población nativa; los soldados tienen dificultades para 
identificar al enemigo: ¿cómo saber si un vietnamita es o no un vietcong?; y 
lo peor de todo, la mayoría de invasores no tiene muy claro por lo que lucha. 
La Guerra de Vietnam es un ejemplo paradigmático del fracaso del 
intervencionismo militar, pero también lo han sido otras incursiones bélicas 
en África (Somalia) y Oriente Medio (Afganistán, Irak y Siria) durante las 
dos últimas décadas. El intervencionismo, además, tiene efectos indeseados 
que no pueden ser previstos de antemano por el gobierno agresor, como es la 
aparición diferida del fenómeno terrorista. 
5. ¿Cuándo debe ser producida la seguridad? 
La seguridad no se puede acumular, al igual que cualquier otro servicio, su 
producción y consumo ocurren de forma simultánea; esto no nos impide 
hacer acopio de determinados factores de producción físicos tales como 
hombres, armas, municiones, vehículos, combustible, etc. Un segundo factor 
significativo es que la seguridad es un servicio especializado, los proveedores 
de protección deben estar instruidos individualmente en el uso de armas y 
equipos, tener una buena preparación física y estar adiestrados en la acción 
conjunta. Todo esto no se puede improvisar. Un tercer factor es que en los 
sectores de defensa y seguridad la incertidumbre es mayor debido a que 
existe una interacción estratégica entre dos oponentes que utilizan la fuerza. 
Estos tres factores nos obligan a hacer un ejercicio de anticipación de las 
necesidades futuras de seguridad identificando contingencias, riesgos y 


amenazas. El productor de seguridad viene obligado a hacer un esfuerzo extra 
de previsión y especulación de tal forma que los medios de seguridad no sean 
ni demasiado parcos ni demasiado abundantes, lo primero podría acarrear 
daños irreparables mientras que lo segundo es un dispendio de recursos. En 
ausencia de cálculo económico, abolidas la función empresarial y la 
perspicacia con que actúa el hombre de negocios, resulta problemático para el 
órgano de planificación decidir cuándo la producción debe ser aumentada o 
disminuida, máxime teniendo en cuenta los tres factores que hemos 
mencionado anteriormente: no acumulabilidad del servicio, especialización y 
alta incertidumbre derivada de la interacción estratégica. 

Cualquier proveedor de servicios se enfrenta al problema que supone un 
aumento súbito de la demanda y el sector de la seguridad no es una 
excepción. La solución nunca es sencilla porque se debe actuar, ex 
clusivamente, con los medios disponibles y estos últimos, por razones 
económicas, están dimensionados para situaciones de «normalidad». La 
respuesta pasa por tener buenos planes de contingencia que incluyan, en su 
caso, la afluencia de medios de refuerzo propios y ajenos. Por ejemplo, ante 
una catástrofe natural los medios orgánicos de protección civil siempre son 
insuficientes y es precisa la intervención de medios militares poco específicos 
y, en su caso, de la ayuda internacional. Esta solución también es aplicable a 
defensa y seguridad porque los medios son fácilmente desplegables en otras 
zonas. En el caso del monopolio, la ayuda interna es relativamente fácil pero 
la exterior queda sujeta a consideraciones políticas. El comercio internacional 
de servicios de defensa y seguridad está severamente interferido por los 
Estados y la función empresarial no puede actuar de forma dinámicamente 
eficiente. En un mercado laissez-faire la afluencia de medios de protección 
no queda restringida institucionalmente y los proveedores de seguridad están 
encantados de satisfacer las peticiones de sus clientes. En un mercado global 
de la seguridad el aumento súbito de la demanda no es un problema para los 
productores, todo lo contrario, es una oportunidad de negocio. Esta es otra 
diferencia genérica entre el monopolio y el mercado, el primero restringe 
artificialmente los intercambios mientras que el segundo los posibilita. 

Frente a los cambios de la demanda el órgano de planificación central, al 
prescindir del cálculo económico, tiene dificultades para reorganizar los 
factores de producción y producir la seguridad en el momento preciso. La 
máxima militar de mantener unidades en reserva, aun estando en precariedad 


de medios, ha sido el recurso secular del mando para atender con medios 
propios un aumento súbito de la demanda en una parte del frente. La otra 
solución es la reasignación de fuerzas mediante el transporte desde un sitio a 
otro. La demanda de seguridad nunca es uniforme en la economía: de igual 
forma que no existe tal cosa como un «nivel general de precios» (Mises, 
2011a: 480) tampoco existe un «nivel general de seguridad». Las necesidades 
de protección varían dinámicamente de un lugar a otro y, en el transcurso del 
tiempo, para un mismo lugar. 

Si el monopolista decide mantener fuerzas en reserva, en ausencia de 
mercado, no tiene forma de saber la entidad de la reserva, ni qué medios son 
los mejores, ni cuál es el mejor sitio para ubicarla en el despliegue. En el 
segundo caso —redespliegue de fuerzas— el monopolista también carece de 
la información para valorar qué consumidores deben ser «desprotegidos» (y 
en qué medida y cuándo) para atender las necesidades más urgentes de otros 
consumidores. Por un lado, mantener fuerzas en reserva tiene un elevado 
coste de oportunidad; por otro lado, reasignar fuerzas ya desplegadas es muy 
costoso en tiempo y medios. 

Bajo el monopolio, los consumidores quedan privados de expresar cuándo 
quieren consumir más o menos seguridad, opción siempre disponible en un 
sistema de libre competencia; por ejemplo, un turista puede contratar un 
seguro solo durante el período en que realiza un viaje o incluso un solo día. 

Por otro lado, un descenso súbito de la demanda no es habitual pues la 
percepción de que «sobra» seguridad ocurre de forma gradual. Tal vez, tras la 
firma de un tratado de «no agresión», los Estados pueden reducir sus fuerzas 
armadas, pero la historia nos ha demostrado la escasa fiabilidad de tales 
instrumentos de política exterior. Otro caso es la reducción del número de 
militares tras el fin de una guerra civil, pero aquí siempre cabe la posibilidad 
de que los militares desmovilizados pasen directamente a engrosar las filas de 
la criminalidad común, como ha sucedido en El Salvador.” 

Del lado de la oferta, un descenso súbito solo lo observamos cuando se 
produce una huelga policial, pública o privada, pero no olvidemos que la 
huelga es un privilegio del gobierno que autoriza temporalmente la violencia 
de los huelguistas sobre el resto de la sociedad, a saber: empresarios, 
esquiroles, comerciantes, transportistas, consumidores y usuarios del espacio 
público. Una huelga no tiene cabida en una sociedad laissez-faire. 

Por último, el monopolio estatal puede incrementar la producción, de forma 


injustificada, al margen de las necesidades de los consumidores. Existen 
numerosos precedentes históricos de que el aumento del gasto militar de los 
gobiernos no es debido a una mayor demanda de protección por parte de la 
población, sino a la agresión propia de una guerra de conquista (Mises, 2002: 
144). En esta misma línea argumental nos advierte Hayek (2007: 184) sobre 
el peligro que supone concentrar el poder en una oficina de planificación 


socialista: 
Al concentrar el poder de tal modo que pueda ponerse al servicio de un único plan, no se transfiere 
tan solo, sino que se aumenta infinitamente; al reunir en las manos de un organismo único el poder 
que antes se repartía independientemente entre muchos, se crea un poder infinitamente mayor que 
el que antes existía, casi tan acrecido en alcance como diferente en naturaleza. 


Si los factores de producción de defensa y seguridad no son privados, 
quienes de forma arbitraria deciden su empleo quedan exentos de la sanción 
económica que el mercado les impondría en otro caso. 

II. LA PRODUCCIÓN DE DEFENSA Y SEGURIDAD: LA FUNCIÓN EMPRESARIAL 

Bajo un monopolio todas las decisiones relativas a la producción de 
seguridad se dirigen verticalmente desde el órgano de planificación hasta los 
consumidores. En ausencia de propiedad privada de los factores de 
producción no hay una forma económicamente racional de determinar la 
producción de seguridad. En el libre mercado, sin embargo, este proceso 
opera en sentido contrario, son las elecciones de consumo de cada individuo 
las que ascienden verticalmente determinando qué bienes de consumo y de 
Capital deben ser producidos en cada una de las etapas del proceso 
productivo. Como también vimos en el capítulo 3 (subjetivismo), es el 
individuo el único que posee la mejor información, la más completa y actual 
para evaluar riesgos y amenazas y para determinar la seguridad que debe 
producirse, ya sea mediante la autoprotección o contratándola a los 
proveedores de defensa y seguridad. 

Los empresarios, que se caracterizan por su perspicacia y creatividad, 
intentan descubrir las necesidades y deseos de los consumidores para después 
producir aquellos bienes económicos susceptibles de satisfacerlos. Por su 
parte, los consumidores, mediante sus elecciones de consumo, refrendan o 
rechazan las propuestas de los productores. Al contrario que el monopolio, el 
mercado es un «sistema de adopción descentralizada de decisiones» (Kirzner, 
1995: 47) donde no hay un planificador hegemónico que decida la 
producción, sino millones de individuos planificando la forma de alcanzar sus 
propios fines. «Todos los hombres, al actuar, en mayor o menor medida, con 


más o menos éxito, ejercen la función empresarial [la cual] goza del don de la 
ubicuidad» (Huerta de Soto, 2010a: 73). Los consumidores, a través de su 
conducta económica, transmiten indirectamente a los empresarios lo que — 
así como cuánto, dónde y cuándo— debe producirse. Este proceso comienza 
en las etapas más próximas al consumo o bienes de primer orden para, de 
forma sucesiva, ir progresando hacia la identificación de aquellos bienes de 
orden superior o bienes de capital. Los consumidores manifiestan una serie 
de necesidades que se explicitan en forma de resultados de seguridad 
alcanzados. A su vez, las necesidades de seguridad son cambiantes y 
dependen de la interacción estratégica entre agresores y defensores; por 
ejemplo, las joyerías situadas al nivel de la calle poseen determinadas 
medidas de seguridad —alarmas, cámaras, cristales blindados—, pero si 
surge una nueva técnica de robo, como el «alunizaje», el joyero deberá actuar 
buscando un nuevo método que contrarreste la agresión, como la instalación 
de barreras físicas delante del escaparate. Sin embargo, para una joyería 
situada en una planta superior o en el interior de un centro comercial, el 
alunizaje no representa un problema; es decir, la seguridad siempre es 
específica para cada consumidor y no existen dos clientes que tengan 
exactamente las mismas necesidades de protección; además, estas son 
cambiantes en el tiempo y dependen de circunstancias poco previsibles. Son 
los empresarios, ávidos por obtener beneficios, quienes pueden dar 
satisfacción a cada necesidad específica de los consumidores, de esa manera, 
se produce una mayor diversificación de productos y servicios y una mayor 
división del conocimiento. Como dice Menger (2013, 21): «Cuanto más 
avanzan los hombres en esta dirección, más se diversifican las clases de 
bienes y, por consiguiente, más diversas son las funciones y más necesaria y, 
al mismo tiempo, más económica la creciente división del trabajo». 

La competencia empresarial no solo puede descubrir qué tipo de bienes es 
preciso producir, sino el tipo de organización empresarial más adecuado para 
generar en cada contexto económico el máximo valor posible para los 
consumidores. ¿Cuánta seguridad debe producirse? y ¿cuál es la mejor 
organización empresarial en cada caso? Simplemente no lo sabemos, 
debemos descubrirlo mediante un proceso dinámico de mercado: hay que 
probar, equivocarse y sufrir pérdidas, rectificar, acertar y obtener beneficios, 
y así sucesivamente se va generando un orden espontáneo que Marx (2008: 
266) denominó equivocadamente la «anarquía de la producción». «Si las 


ganancias estuvieran ausentes, los empresarios no sabrían cuáles son los 
deseos de los consumidores, y en caso de poder adivinarlos, no tendrían los 
medios necesarios para ajustar y expandir sus fábricas adecuadamente» 
(Mises, 1986: 33). La competencia, decía Hayek, es un proceso de 
descubrimiento y, por tanto, no solo hemos de permitir la competencia en el 
precio o en las cualidades del producto final, sino también en la propia 
organización empresarial encargada de fabricarlo. 

Veamos ahora cómo la empresa privada reacciona dinámicamente a los 
cambios en el mercado de la seguridad. El mercado está en constante 
agitación y los hombres deben actuar bajo la premisa de la incertidumbre 
inerradicable, aun así, la producción y el consumo de la mayoría de bienes 
económicos se realiza en un entorno de cierta estabilidad y previsión. La 
fluctuación del precio nos indica que la oferta de un determinado bien ha 
cambiado en relación con su demanda: un aumento de la primera sobre la 
segunda hará bajar el precio y viceversa. Mediante el sistema de precios los 
empresarios pueden reasignar los factores de producción y ajustar esta a los 
deseos de los consumidores. Como afirma Coase (2011: 74): «La ventaja 
principal de un sistema de precios es que conduce al empleo de factores en 
lugares en los que el valor del producto generado es máximo y lo hace con un 
coste inferior al de sistemas alternativos». Este proceso espontáneo de 
cooperación social que se produce en el libre mercado, no dirigido 
intencionalmente por nadie, es eficientemente dinámico ya que permite a los 
empresarios orientar la producción en cada momento y lugar, según mejor 
convenga a los cambiantes gustos de los consumidores. 

Los fenómenos naturales pueden ser imprevisibles y causar enormes daños 
al hombre, pero hemos excluido intencionalmente la protección civil de 
nuestro estudio. Nos vamos a centrar en la agresión intencional e ilegítima de 
una persona o grupo de personas y la respuesta defensiva de la parte 
agredida. 

Las amenazas y riesgos a los que una persona se enfrenta son cambiantes, 
esto es debido, principalmente, a la naturaleza estratégica de la relación entre 
agresor y defensor; por ejemplo, durante la Guerra Fría la principal amenaza 
de la OTAN era el Pacto de Varsovia, cuyas fuerzas estaban desplegadas en 
Europa del Este; en tan solo doce años (1989-2001), la entidad de la amenaza 
pasó de cuarenta divisiones acorazadas y mecanizadas a unos pocos cientos 


de terroristas islámicos (A! Qaeda) armados con navajas, pistolas, fusiles, 
explosivos y teléfonos móviles. 

El terrorismo, hoy día, es posiblemente la mayor amenaza para la seguridad 
de los ciudadanos en Occidente, pero las fuerzas armadas convencionales no 
están capacitadas para identificar, detener, neutralizar y destruir a los 
terroristas, quienes operan en la clandestinidad formando equipos reducidos o 
«Células». La respuesta convencional frente a un ataque terrorista ha sido, de 
momento, el ataque a aquellos Estados que supuestamente apoyan, financian 
o entrenan terroristas, pero muchos grupos terroristas son privados; solo en el 
caso de que un gobierno «exporte» terrorismo, puede otro gobierno ejercer 
una represalia con fuerzas convencionales, reacción que algunos han 
denominado «terrorismo de Estado».% Por su parte, los servicios de 
contrainteligencia y la policía tienen dificultades para anticipar un ataque 
terrorista, no es fácil identificar a los agresores y cuando esto ocurre el daño 
ya está hecho. Los terroristas pueden ser individuos aislados que actúan por 
cuenta propia —«lobos  solitarios»— o constituir organizaciones 
descentralizadas, como Al Qaeda. Solamente en el caso de que los terroristas 
sometan a la población en un territorio y constituyan un gobierno —como el 
autodenominado Estado Islámico o  Dáesh— pueden las fuerzas 
convencionales actuar neutralizando o destruyendo sus bases. Tras los 
atentados terroristas en París, en noviembre de 2015, reivindicados por el 
Estado Islámico, la respuesta del presidente Hollande fue (entre otras) enviar 
el portaaviones Charles de Gaulle para combatir al Dáesh en Irak. La 
respuesta militar convencional, lejos de solucionar el problema, puede 
agravarlo y ocasionar una escalada del conflicto. La respuesta militar con 
fuerzas convencionales actuará en menor medida sobre los responsables de la 
agresión terrorista y en mayor medida sobre la población civil de los países 
atacados, provocando víctimas inocentes y, de paso, la aparición de nuevos 
terroristas. Los autores materiales de los hechos ya no existen, unos se 
inmolaron en los atentados, otros fueron abatidos o capturados por la Policía 
y los «autores intelectuales»% suelen estar bien ocultos y protegidos. ¿A 
dónde pretendemos llegar con todo esto?, queremos significar que si 
abolimos la función empresarial en el sector de la seguridad se anula la 
eficiencia dinámica que la caracteriza: «El beneficio es un fenómeno 
esencialmente dinámico» (Kirzner, 1995: 104). Los políticos y funcionarios 
no poseen la información ni los incentivos necesarios para que puedan surgir 


soluciones ante los nuevos problemas. En cambio, observamos una gran 
creatividad del lado de los agresores —delincuentes y terroristas privados— 
que hacen uso de nuevas e imaginativas formas de violencia, como el 
atropello masivo de peatones en zonas urbanas. Dicho de otro modo, los 
criminales disfrutan de las ventajas que supone actuar empresarialmente 
mientras que los ciudadanos sufren la desventaja de estar protegidos por un 
monopolio que actúa rígida y burocráticamente. Por tanto, es preciso que los 
beneficios de la empresarialidad lleguen también a la población que se 
defiende. Solo la función empresarial, sometida a las ganancias y pérdidas, es 
capaz de generar empresas de protección al servicio de los consumidores. «La 
eliminación de las ganancias provoca rigidez en la producción y suprime la 
soberanía de los consumidores» (Mises, 1986: 32). El crecimiento de la 
industria de la seguridad privada, hecho incuestionable, nos indica claramente 
que el Estado produce una cantidad de protección inferior a la demandada por 
los ciudadanos y empresas, o bien, que su calidad no es apreciada 
suficientemente. Ningún Estado tiene medios para colocar un agente de 
policía detrás de cada ciudadano y los escasos medios disponibles se usan, 
prioritariamente, al servicio de políticos y organismos oficiales; no es una 
exageración afirmar que la seguridad pública «en el fondo se trata de la 
seguridad privada del Estado» (Hoppe, 2004: 312).2 

Si el Estado no es capaz de producir toda la seguridad demandada por los 
consumidores no parece razonable —como afirmaba Molinari— que se 
impida a otros productores la entrada en el mercado; por tanto, es 
contraproducente restringir legalmente la oferta de seguridad. La prohibición 
legal de portar y usar armas de fuego no perjudica a todos los ciudadanos, 
solo a aquellos que estarían eventualmente dispuestos a comprarlas, aprender 
a manejarlas y, llegado el caso, emplearlas como autoprotección. Puesto que 
los criminales no tienen reparo en incumplir la prohibición legal de usar las 
armas, los ciudadanos que sí cumplen la ley quedan en desventaja frente a los 
primeros. La Policía no puede evitar que una agresión se produzca y su 
actuación es habitualmente reactiva, personándose en la escena del crimen 
con posterioridad al hecho, nunca antes; su actuación no proporciona 
seguridad a la víctima y, en el mejor de los casos, el criminal será 
identificado, detenido, juzgado y encarcelado; pero la primera no será 
resarcida del daño sufrido y, además, deberá pagar con sus impuestos los 
costes penitenciarios que ocasiona encarcelar al segundo. 


Por último, hablemos de la creatividad y la innovación. La existencia de un 
monopolio gubernamental significa la abolición del mercado en un 
determinado sector económico. Sin mercado no hay función empresarial 
propiamente dicha, puede haber empresas públicas, gerentes, fábricas de 
armamento y material, bases militares, academias, etc.; que intenten imitar el 
funcionamiento de las empresas privadas, incluso puede que haya organismos 
públicos dedicados a la investigación científica y técnica; pero el «problema 
de la producción no es un problema técnico sino un asunto netamente 
empresarial» (Huerta de Soto, 2010a: 304). Alguien podría objetar que las 
empresas públicas de la industria militar están innovando permanentemente, 
pero todo ello, en ausencia de mercado, es como «jugar» a ser empresario. 
Rothbard (2004: 4) considera que todos aquellos bienes y servicios de uso 
militar deben ser producidos por empresas privadas, incluido todo lo relativo 
a ciencia y tecnología de la defensa. La razón es la diferente productividad 
entre el sector público y el privado. Los defensores del monopolio de la 
seguridad afirman que muchos inventos de utilidad civil han sido creados por 
empleados públicos bajo la presión que supone ganar la guerra; por ejemplo, 
la invención del radar en la Segunda Guerra Mundial por parte de los 
británicos fue decisiva para neutralizar los ataques de la aviación enemiga. El 
cambio tecnológico en el ámbito militar no es otra cosa que el resultado de la 
creatividad proveniente de la lucha sin tregua entre el agresor y el defensor, 
entre la «flecha y la coraza». Sin embargo, cabe preguntarnos si la innovación 
militar conducida por los Estados ha incrementado la seguridad de los 
consumidores; Hoppe (2004: 317), refiriéndose a los EE.UU., opina que no: 


La evidencia empírica es clara. La creencia en un Estado protector constituye un error patente y el 
experimento americano del estatismo proteccionista un completo fracaso. El gobierno de los 
Estados Unidos no nos protege. En realidad, no existe un peligro más grande para nuestra vida, 
propiedad y prosperidad que ese gobierno. El presidente de los Estados Unidos representa la mayor 
amenaza armada del mundo, capaz de terminar con quien se le oponga y destruir el planeta. 


Gran parte de los esfuerzos de investigación y desarrollo se ha dedicado a la 
producción de armas ofensivas tales como las nucleares, biológicas y 
químicas (NBQ). ¿Qué tipo de armas se produciría en una economía laissez- 
faire? Si admitimos que «el trato privado entre extranjeros suele ser 
sensiblemente menos belicoso que el trato entre los diferentes gobiernos» 
(Hoppe, 2004: 314), es de suponer que el libre mercado produjera armas de 
carácter defensivo y de menor tamaño, dirigidas a una clientela formada por 
individuos, familias y pequeñas organizaciones. Es también probable que las 


grandes corporaciones industriales y consorcios (puertos, aeropuertos, 
centrales eléctricas, refinerías) demandaran sistemas de armas, también 
defensivas, pero de mayor alcance y poder destructivo que las anteriores; 
todo dependerá de la evaluación de riesgos y amenazas y de cómo los grupos 
sociales se organicen para la defensa común. De entrada, consideramos 
improbable que los consumidores en el libre mercado demandaran la 
construcción de portaviones, bombarderos o misiles intercontinentales. Muy 
probablemente, la creatividad de los empresarios se orientará a resolver los 
problemas más urgentes y cotidianos como la lucha contra la criminalidad 
común. La ausencia de un libre mercado genuino —no hay Estado que no 
haya monopolizado la seguridad— nos impide comparar ambos sistemas. De 
lo que sí estamos seguros es que allá donde existe competencia empresarial 
los consumidores disponen de la mayor variedad de productos y servicios al 
mejor precio posible y no hallamos ninguna razón para afirmar que esto 
mismo no ocurriría con los servicios de defensa y seguridad. 

III. La PIRATERÍA EN SOMALIA Y LA RESPUESTA ESTATAL: 

LA OPERACIÓN «ATALANTA» 

Queremos exponer un último ejemplo, esta vez marítimo, donde se ilustra 
cómo el monopolio de la defensa no puede asignar racionalmente los factores 
de producción para obtener los mejores resultados. 

Ante la crisis de la piratería en el Cuerno de África, acaecida entre 2008 y 
2009, la respuesta de la Unión Europea fue crear la Operación Atalanta, que 
actualmente sigue en curso junto con su homónima Operation Ocean 
Shield,% bajo mando de la OTAN. La respuesta de los Estados europeos y 
Japón para oponerse a los secuestros de buques en el Océano Índico consistió 
en organizar una fuerza marítima, la EU NAVFOR, que ejerciera el control 
marítimo de la zona de operaciones. Cada Estado?! integrante aporta medios 
navales y aéreos para proteger a los buques civiles (mercantes y pesqueros) 
de los ataques de piratas somalíes y ejercer la disuasión. Estos medios van 
rotando de tal forma que la presencia militar en la zona es permanente. Para 
hacernos una idea de la extensión de las aguas bajo jurisdicción militar de UE 
NAVFOR presentaremos algunas cifras. La región más atacada es el Golfo de 
Adén, que tiene 1.000 km. de longitud; la costa meridional de Somalia tiene 
2.500 km. de longitud y la zona marítima en su conjunto 8.700.000 km”. 
Según datos de la Unión Europea, entre 2009 y 2013, de promedio, siete 
navíos patrullaron una superficie oceánica equivalente a 1,5 veces la 


extensión de Europa. Pretender dar protección a miles de buques que 
surcan un mar tan vasto con tan solo siete navíos de guerra es misión 
imposible. La protección naval con medios convencionales (fragatas, 
corbetas, patrulleros) de los Estados no es adecuada porque el enemigo 
tampoco es convencional. Desde un principio era evidente que la única 
solución eficaz era la autoprotección de los mercantes y atuneros empleando 
agentes privados de seguridad, que se incorporarían como tripulación 
contratada. El 13 de noviembre de 2009, un avión Boeing 707 de la Fuerza 
Aérea Española transportó 54 agentes de seguridad de la empresa Segur 
Ibérica, S.A. a las Islas Seychelles con la finalidad de embarcarlos en los 
atuneros españoles y darles protección con armas de guerra;% para ello, el 30 
de octubre del mismo año, el Consejo de Ministros autorizó“ a las empresas 
privadas de seguridad el uso de «armamento adecuado» para cumplir 
eficazmente los cometidos de protección y de prevención a bordo de los 
buques de bandera española que se encontraran fuera de nuestras aguas 
territoriales y en situaciones de especial riesgo para las personas y bienes. La 


Ley 5/2014, de Seguridad Privada,* así lo ratifica en su articulado: 
Artículo 40. Servicios con armas de fuego. 
1. Los siguientes servicios de seguridad privada se prestarán con armas de fuego en los términos 
que reglamentariamente se determinen: [...] 
c. Los de vigilancia y protección en buques mercantes y buques pesqueros que naveguen bajo 
bandera española en aguas en las que exista grave riesgo para la seguridad de las personas o de 
los bienes. 


El propio gobierno español asumió explícitamente mediante un cambio 
legislativo que los medios convencionales de la defensa nacional no eran 
adecuados para oponerse a una amenaza dispersa en cientos de pequeñas 
embarcaciones —esquifes y buques nodriza— cuyos tripulantes solo 
disponen de armas ligeras. Utilizar navíos de guerra de grandes dimensiones, 
dotados de sistemas de armas sofisticados y cuyas tripulaciones superan los 
200 marinos, contra los «micro-piratas» somalíes es como pretender matar 
moscas a cañonazos, una solución tan costosa como ineficaz. Además, la 
presencia de las armadas nacionales tampoco ejerce disuasión porque la 
probabilidad de que exista un encuentro en el océano es remota. «La idea de 
que la mera presencia de un buque de guerra sirve para disuadir a los piratas 
no es sólida, en tanto en cuanto su despliegue no sirve para nada si no se 
encuentra en el lugar y en el instante adecuado» (Vicente, 2013: 84). Existe 
otra alternativa de usar las Armadas nacionales: agrupar a los mercantes y 


petroleros en convoyes y escoltarlos durante la travesía, esta solución se ha 
descartado por sus enormes costes de transacción y de oportunidad, y porque 
tampoco resuelve la protección de los buques pesqueros que no siguen rutas 
predefinidas ni faenan reunidos. En cambio, «la seguridad privada contratada 
a bordo de los buques comerciales y pesqueros está teniendo éxito en la 
disuasión de la piratería» (Vicente, 2013: 86). El órgano de planificación 
central no puede saber ni qué tipo de seguridad hay que producir, ni cuánta, 
ni dónde, ni cómo debe ser producida. El mercado, en cambio, solventó el 
problema al mejor coste con la máxima eficacia: la seguridad debe ser la justa 
para repeler piratas que usan embarcaciones ligeras y debe ser producida 
localmente en cada buque. 

Son los promotores, empresarios y especuladores los que «advierten, antes 
que nadie, que existe discrepancia entre lo que se hace y lo que podría 
hacerse» (Mises, 2011a: 405). Cabe distinguir diferentes alternativas de 
lograr la seguridad. La primera es armar y entrenar militarmente a las 
tripulaciones, pero esta opción se enfrenta a dos dificultades: primera, va en 
contra del principio económico de división del trabajo y segunda, se enfrenta 
a las rigideces y costes de un mercado laboral intervenido. La segunda 
solución es la contratación de seguridad privada: equipos —Eentre dos y 
cuatro agentes— de protección que se asignan a Cada buque durante la 
permanencia en el mar. En el libre mercado se pueden combinar todas las 
soluciones anteriores de tal forma que se produzca la seguridad requerida en 
Cada caso particular. 

CAPÍTULO 7 


EL PAPEL ECONÓMICO DEL ESTADO 
Y LA TEORÍA DE LOS BIENES PÚBLICOS 


Es una idea generalmente aceptada que el Estado debe desempeñar un papel 
activo en la economía de un país. Aunque el sistema capitalista es 
considerado como el único capaz de elevar el nivel de vida de las masas, 
simultáneamente, se piensa que «el Estado debe continuar canalizando, 
corrigiendo y complementando las fuerzas del mercado» (Polanyi, 2009: 
157). Otros autores también opinan que la intervención social y económica 
del Estado no se discute (Bastos, 2005: 12): 


El lector que afronta la lectura de cualquier manual o libro sobre análisis de políticas públicas se 
encuentra, en la práctica totalidad de los casos, con que la oportunidad de la intervención estatal 


reguladora, incentivadora o sancionadora en la vida social y económica se da por supuesta sin ser 
jamás objeto de discusión. 


La idea de que el Estado puede y debe perfeccionar a la economía laissez- 
faire ya se observa en Adam Smith que, aparte de las leyes de navegación y 
educación, defendió ocho casos de intervención del gobierno en la 
economía (Rothbard, 2013c: 512). Esta idea se fue perfeccionando a 
principios del siglo xix (Olson, 2002: 98) y, posteriormente, a partir de la 
segunda mitad del siglo xx, hasta formar un corpus de conocimiento que 
pretende avalar científicamente las bondades del intervencionismo 
económico. Este paradigma se concreta en la Teoría de los bienes públicos, 
que en este capítulo vamos a analizar críticamente. 

Afirman los economistas del mainstream que un elevado grado de 
intervención del gobierno en determinadas áreas de la economía puede 
mejorar los resultados del mercado. El libre mercado —afirman aquellos— 
tiene «fallos» y provoca perjuicios sociales tales como la concentración 
empresarial de la oferta (monopolios), la contaminación ambiental 
(externalidades negativas) o la existencia de free-riders que evitan pagar por 
aquello que consumen (externalidades positivas), esto último ocasionaría, 
eventualmente, que ciertos bienes esenciales se produjeran de forma 
«insuficiente» o que incluso no se produjeran en absoluto. Supuestamente, si 
la población no fuera obligada (fiscalmente) a financiar defensa, seguridad o 
justicia, toda la sociedad resultaría perjudicada. Eventualmente, el pago 
voluntario de los servicios de protección en un sistema laissez-faire 
provocaría una escasez de la producción, quedando la sociedad inerme; solo 
las personas más pudientes y algunas corporaciones empresariales obtendrían 
la seguridad suficiente. 

Políticos, economistas y sociólogos identifican dos problemas: uno 
económico, de «subproducción», derivado del efecto «free-rider», y otro 
ético-social, de falta de equidad; ambos harían justificable la existencia de 
monopolios estatales de defensa, seguridad y justicia. 

En este capítulo analizaremos exclusivamente las tesis económicas que 
justifican la intervención del Estado, en particular, el argumento de los fallos 
del mercado, las externalidades, el problema del free-rider y la Teoría de los 
bienes públicos. El monopolio será analizado separadamente en el capítulo 8. 
I. Los «FALLOS» DEL MERCADO 


¿Por qué se afirma que el mercado tiene «fallos»? Según Schumpeter, el 
origen reside en las exigencias del positivismo económico: «El ascenso 
general del rigor científico acabó por producir la sustancia, aunque no el 
término, de lo que hoy llamamos teoría de la competición pura o perfecta» 
(Schumpeter, 2012: 1059). Eliminar la competencia del sistema era pues una 
exigencia ineludible de los economistas matemáticos. Así, el argumento 
neoclásico de los fallos del mercado parece ser una consecuencia del auge de 
la econometría y de la teoría del equilibrio general de León Walras. Las 
exigencias de la matemática obligaron a los economistas a trabajar con 
esquemas estrechos de la realidad, fácilmente manejables, hasta tal punto, 
que no tuvieron más remedio que simplificar sus planteamientos 
drásticamente. 

En principio, el modelo de competencia perfecta, entendido como ficción, 
no representa inconveniente alguno como método para el economista; de 
hecho, «el sistema de investigación típico de la economía es aquel que se 
basa en construcciones imaginarias» (Mises, 2011a: 288); tal es el caso de la 
economía de giro uniforme o la tan conocida ficción robinsoniana (Rothbard, 
2009: 10). Tampoco es problemática la comparación de un modelo 
imaginario con la realidad observable, siempre y cuando hagamos inferencias 
lógicas correctas. Creemos que aquí reside el problema del argumento de los 
«fallos» del mercado, en una inferencia lógica inadecuada que ha sido 
acuñada como la falacia «nirvana» (Demsetz, 1969: 1): «In practice, those 
who adopt the nirvana viewpoint seek to discover discrepancies between the 
ideal and the real and if discrepancies are found, they deduce that the real is 
inefficient».2 Hecha la comparación entre un mundo ideal y otro real, resulta 
irresistible concluir que el segundo tiene taras, que la realidad es 
«imperfecta» o que el mercado es «ineficiente» y posee numerosos «fallos»; 
como afirma Coase (2011: 77): «En el fondo se precisa bien poco análisis 
para poner de manifiesto que un mundo ideal es mejor que un estado de 
laissez-faire». Veamos cómo Samuelson y Nordhaus (2006: 33-34) 
introducen el engañoso dilema entre lo ideal y lo real, entre el modelo de 


competencia perfecta y el mercado tal cual es: 
Una economía de mercado ideal es aquella en la que todos los bienes y servicios se intercambian 
voluntariamente por dinero a los precios de mercado. Este sistema extrae el beneficio máximo los 
recursos existentes en la sociedad sin intervención del Estado. Sin embargo, en el mundo real, 


ninguna economía se ajusta por completo al mundo idealizado de la mano invisibleé8 que funciona 


sin dificultades. Más bien, todas las economías de mercado tienen imperfecciones que producen 
males como una contaminación excesiva, desempleo y extremos de riqueza y pobreza. 

Por este motivo, ningún Estado del mundo, por muy conservador que sea mantiene sus manos 
alejadas de la economía (...) El ejército, la policía, el servicio meteorológico nacional y la 
construcción de autopistas son actividades típicas del Estado. 


En primer lugar, estos autores ponen en boca de Adam Smith algo que el 
escocés nunca afirmó, a saber, que la metáfora de la mano invisible fuera 
referida de algún modo a un mundo ideal. Esta incorreción argumentativa se 
recoge en el punto tercero de la pragma-dialéctica: «Attacks on standpoints 
may not bear on a standpoint that has not actually been put forward by the 
other party» (Eemeren y Grootendorst, 2004: 191). Cuando Smith (2011: 
46) afirma: «No es la benevolencia del carnicero, el cervecero, o el panadero 
lo que nos procura nuestra cena, sino el cuidado que ponen ellos en su propio 
beneficio», no parece que esté describiendo un mundo ideal, más bien lo 
contrario, Smith describe la realidad sin tapujos y afirma que todo hombre 
busca su propio interés, rectamente entendido. Pero lo más relevante de la 
metáfora smithiana es que pone de relieve la ausencia de conflicto entre los 
legítimos intereses del individuo y los intereses de la sociedad (el resto de 
individuos). En segundo lugar, Smith (2011: 554) tampoco parecía tener 


demasiada fe en la labor beatífica del gobierno: 
Nunca he visto muchas cosas buenas hechas por los que pretenden actuar en bien del pueblo (... ) 
El político que pretende dirigir a las personas privadas sobre la forma en que deben invertir sus 
capitales no solo se carga a sí mismo con la preocupación más innecesaria sino que asume una 
autoridad que no debería ser delegada con seguridad en ninguna persona, en ningún consejo o 
senado, y que en ningún sitio es más peligrosa que cuando está en manos de un hombre tan 
insensato y presuntuoso como para fantasear que es realmente capaz de ejercerla. 


Desde el punto de vista económico los mismos conceptos de «perfección» y 
«eficiencia» resultan confusos y carece de sentido afirmar que compradores, 
vendedores y empresas, de forma agregada, son «imperfectos» 0 
«ineficientes». La inadecuación de estos términos en el ámbito social será 
tratada más adelante. Los individuos tienen conductas concretas que, en todo 
caso, resultarán acertadas o fallidas según el subjetivo entender de cada actor. 
Solamente el individuo está capacitado para valorar si su conducta ha sido, y 
en qué grado, acertada o fallida, lo que depende de factores que solamente él 
puede valorar (Hayek, 1945). Pero aún admitiendo a efectos dialécticos que 
el mercado fuera «ineficiente» o que tuviera «fallos», constituye un non 
sequitur afirmar que «en todos los casos, las fallas de mercado provocan 
producción oO consumo ineficientes y el Estado puede contribuir 


significativamente a curar la enfermedad» (Samuelson y Nordhaus, 2006: 
34). La teoría económica de la Elección Pública ha puesto de manifiesto que 
«los fallos o costes que genera la intervención del sector público en las 
decisiones de los agentes económicos pueden resultar superiores a los que 
provoca el mercado» (Lasheras, 1999: 25). Lamentablemente, el empleo de 
metáforas por los economistas no facilita el análisis racional del problema, 
por ejemplo, afirmando que el mercado es un «enfermo» y el Estado es el 
«médico». Pero incluso si aceptáramos la dudosa afirmación de que en el 
libre mercado hay una «infraproducción» de ciertos bienes (por ejemplo, la 
defensa), no se sigue que el gobierno deba intervenir; según Block (1983: 3) 
esta conclusión no es económica, sino normativa: «The contention that 
government should involve itself with the private economy is a moral 
conclusion, one that can be reached only if there are ethical arguments in the 
premises».? Los defensores del papel económico del Estado no afirman 
explícitamente que el gobierno sea una institución «nirvana» o que posea una 
naturaleza más perfecta que la del resto de instituciones, pero al atribuirle una 
función «reparadora», tácitamente, lo están reconociendo. En todo caso, para 
ser justos, habría que comparar el mercado y el Estado, tal cual son en la 
realidad: «One must compare the market with the State, not as one wishes the 
State would behave in some ideal realm, but as it must behave in the real 
world» (Hummel, 1990: 101). 

Para apreciar más claramente la inconsistencia del argumento «nirvana», 
hagamos nosotros también una analogía; imaginemos que un grupo de 
científicos sociales construye un modelo de «matrimonio perfecto»: existe 
una situación de equilibrio, la pareja nunca discute, el amor entre ambos 
cónyuges es equivalente y constante en todo tiempo y lugar, los esposos 
tienen información perfecta sobre expectativas, deseos y necesidades mutuos; 
luego, analizamos la realidad matrimonial e identificamos la existencia de 
infidelidades, asimetría en el amor, egoísmo, riñas, etc.; finalmente, 
comparamos el «matrimonio nirvana» con el matrimonio real y alcanzamos 
dos conclusiones: primera, la institución matrimonial es «imperfecta»; y 
segunda, sus «fallos» deben ser subsanados por el Estado. Razonando de esta 
manera, no hay institución humana que esté a salvo de la intervención estatal. 
No encontramos motivo alguno que justifique dos cosas: 

a) Que de la comparación entre un modelo imaginario y la realidad podamos 
inferir que la segunda sea «imperfecta» o que tenga «fallos», estos adjetivos 


carecen de sentido cuando tratamos con instituciones humanas. 

b) Que el Estado sea, en algún sentido, una institución de naturaleza superior 
o que esté mejor dotada que el mercado para resolver sus supuestos 
«fallos». Tendríamos que averiguar, en todo caso, si la intervención del 
Estado desemboca, a medio y largo plazo, en una situación más indeseable 
que la inicial; dicho de otro modo: si es «peor el remedio que la 
enfermedad». Las medidas gubernamentales «no son tomadas por ángeles 
sino por medio de un proceso político que dista de ser perfecto» (Mankiw, 
2007: 9). 

Aún así, la mayoría de personas, implícitamente al menos, confía en que el 
gobierno pueda solucionar los problemas económicos que surgen en una 
sociedad libre. 

II. La EFICIENCIA SOCIAL 

Uno de los conceptos más utilizados en la economía del bienestar es el de 

«eficiencia social», entendida esta como un resultado favorable derivado de 

un balance de utilidades de los componentes de la sociedad. Según los 

economistas neoclásicos el libre mercado además de imperfecto es 
ineficiente. Comencemos elucidando el concepto de eficiencia, Rothbard 

(2016: 1) la define como «la mejor combinación de medios para fines es- 

tablecidos». En la literatura empresarial hay una ligera diferencia de 

significado entre eficacia y eficiencia; la primera, es el logro de un fin sin 
realizar un análisis (al menos detallado) de costes; la eficiencia, en cambio, 
compara la utilidad con el coste soportado. Por ejemplo, cuando un jefe 
militar recibe la orden de defender su posición a «toda costa» la misión debe 
ser cumplida al margen de las bajas soportadas; si la posición defensiva es 
mantenida durante el tiempo que precisa el Mando, la acción es eficaz aún 
cuando suponga la aniquilación de la unidad. En otras circunstancias todo 
jefe militar buscará un resultado eficiente, es decir, cumplir la misión con el 
menor número de bajas y medios consumidos. Eficiencia, por tanto, significa 
alcanzar un objetivo al menor coste tomando en consideración aspectos 
monetarios y no monetarios. El concepto de eficiencia se emplea para 
relacionar fines pretendidos y medios empleados en el sentido de alcanzar un 
balance favorable de utilidades; y habitualmente decimos que algo es 
eficiente cuando dicha relación es alta comparada con otra que tomamos 
como referencia; por ejemplo, afirmamos que la máquina A es más eficiente 
que la B cuando, por unidad de input consumido, la primera obtiene mayor 


output que la segunda. También podemos afirmar que A es más eficiente que 
B si, a igual rendimiento, la primera consume menos que la segunda. En la 
técnica, el concepto de eficiencia es sinónimo de «rendimiento». 
Independientemente del uso que demos a una máquina, esta posee ciertas 
características objetivas que son mensurables, por ejemplo, las armas tienen 
una Cadencia de tiro que se mide en disparos por minuto; dichas 
características se valoran en relación con los fines pretendidos; por ejemplo, 
para un francotirador la precisión de un fusil es mucho más relevante que su 
cadencia de tiro. 

En la praxeología, la idea de «eficiencia» se torna difusa pues esta «solo 
existe en relación con ciertos fines y objetivos» (Rizzo, 1979: 71) y estos 
siempre son subjetivos. En el ámbito de la empresa, a través del cálculo 
económico, podemos averiguar si determinada decisión ha resultado más o 
menos eficiente en términos monetarios, algo que llamamos «rentabilidad». 
En el ámbito de los servicios estatales podemos hacer ciertas comparaciones 
de eficiencia, por ejemplo, podemos comparar el precio de la tasa de basura 
entre dos municipios; o el impuesto sobre la renta entre dos Estados. Pero en 
el ámbito social los costes psíquicos adquieren gran relevancia y estos 
solamente están a disposición del individuo que actúa; por consiguiente, «no 
puede haber ningún análisis válido o significativo sobre coste-beneficio en 
las decisiones legales o políticas, o las instituciones» (Rothbard, 2016: 3). 
Una vez más, volvemos a toparnos con el problema del deslizamiento de 
conceptos desde el ámbito de las ciencias físicas hacia el de las ciencias 
sociales. En este sentido Rothbard (2016: 1) señala varias cuestiones que 
comprometen la tesis de la eficiencia en el ámbito social: 

a) Al perseguir fines sociales nos damos cuenta de que tanto los individuos 
como los grupos tienen fines diversos y, a menudo, conflictivos entre sí. Ya 
vimos anteriormente que el concepto de «interés general» es problemático; 
por ejemplo, para quien busca incrementar el beneficio, si (la máquina) A 
requiere la mitad de operarios que B, sustituir la segunda por la primera es 
económicamente «eficiente» pues reduce 50% el coste del factor trabajo. 
Para la mitad de operarios que permanece en la empresa usando la nueva 
maquinaria el cambio también podría ser «eficiente» (beneficioso o útil): tal 
vez, el trabajo es ahora menos penoso, más seguro o está mejor 
remunerado. Para la otra mitad de operarios despedidos y sindicalistas el 
cambio es «ineficiente» en términos de cantidad de empleos. A medida que 


nos desplazamos desde el ámbito de la máquina o de características 
objetivas hacia el ámbito de lo humano o de los fines, el concepto 
«eficiencia» se va tornando más difuso y preferimos emplear la palabra 
«utilidad». Creemos que la «eficiencia social» es una secuela del 
utilitarismo de Jeremy Bentham que ha desembocado en el análisis de 
coste-beneficio: «En cualquier situación puede hacerse un cómputo de 
beneficios —unidades de placer—, compararlo con los costes —unidades 
de dolor—, y ver cuál de los dos supera al otro» (Rothbard, 2013c: 648). 
Tanto utilidades como costes no son mensurables y todo intento de 
someterlos a cálculos matemáticos es metodológicamente incorrecto. 

b) Tampoco podemos agregar —sumar y restar— fines, utilidades, costes o 
eficiencias para poder elegir entre fines alternativos. No es posible 
determinar un óptimo social porque el valor, la utilidad y los costes son 
conceptos inconmensurables; es decir, no poseen unidades de medida y 
únicamente residen en la mente del individuo. Solo los costes «expresados 
en términos monetarios pueden entrar en el cálculo económico» (Mises, 
2011a: 424). Por extraño que resulte, «la economía cuantitativa no existe» 
(Huerta de Soto, 2004: 65). Volviendo al ejemplo anterior, ¿qué es 
socialmente más eficiente: la mejora tecnológica de la empresa, el aumento 
de la producción y el incremento real de los salarios de la mitad de 
operarios o el desempleo temporal de la otra mitad? Cualquier respuesta es 
necesariamente arbitraria pues todo depende de a quién sea formulada la 
pregunta. 

C) Ni siquiera las acciones individuales pueden ser definidas objetivamente 
como «eficientes»; por ejemplo, mediante la experiencia y la práctica, un 
trabajador va incrementando gradualmente su destreza y rendimiento de tal 
forma que es posible afirmar que el operario C es más «eficiente» hoy que 
hace un año, pero este último puede tener un mal día y su «eficiencia» 
puede revertirse. El concepto de eficiencia puede servirnos solo cuando 
comparamos medios y procesos relativamente simples dentro de un sistema 
orientado hacia una misma finalidad. Una vez que abordamos el campo 
complejo e intrincado de los procesos sociales resulta de todo punto estéril 
establecer juicios sobre la mayor o menor eficiencia de un sistema sobre 
otro; «la eficiencia es, por lo tanto, una quimera» (Rothbard, 2016: 1). Para 
alcanzar la mayor utilidad, y dada la problemática apuntada, lo único 
razonable, económicamente hablando, es permitir que cada individuo pueda 


expresar lo que subjetivamente considera más «eficiente» o «útil», en cada 
circunstancia, momento y lugar, a través del proceso social del mercado 
(Huerta de Soto, 2012: 55): 


En agudo contraste con las diferentes versiones del análisis económico que considera que el 
mercado se encuentra en un equilibrio aquejado de fallos (neo y post Keynesianos), o carente de 
ellos por ser pareto-eficiente (Escuela de Chicago), los cultivadores de la Escuela Austriaca 
consideran que ambas versiones del análisis del equilibrio, a pesar de su oposición ideológica, 
adolecen de la misma incomprensión sobre el funcionamiento real del mercado, entendido como 
un proceso empresarial de creatividad y coordinación que, por definición, nunca puede alcanzar 
ningún óptimo de tipo paretiano (Huerta de Soto, 2010), pero que es dinámicamente eficiente (en 
el sentido de que impulsa la creatividad y la coordinación) siempre que la coacción institucional 
del Estado (intervencionismo y socialismo) no dificulte el ejercicio de la función empresarial y la 
libre apropiación de los frutos de su acción creadora (respeto a la propiedad privada en el marco de 
un Estado de derecho con un gobierno de poderes limitados). 
Solamente la libertad, en ausencia de coacción y fraude, puede 
aproximarnos a lo que habitualmente se entiende como «eficiencia o utilidad 


social». Rothbard (2013b: 10) afirma: 


Cuando la gente es libre de actuar, actúa siempre de una forma que cree que maximizará su 
utilidad (...) Si nos permitimos usar el término «sociedad» para describir el patrón de todos los 
intercambios individuales, podemos decir que el libre mercado «maximiza» la utilidad social, pues 
todos ganan en utilidad. 


O como dice Huerta de Soto (2004: 57), refiriéndose explícitamente al 


vínculo entre libre mercado y eficiencia: 
Tan solo este, y no otro, puede ser el criterio relevante de eficiencia económica. Un sistema será 
tanto más eficiente conforme más libremente actúe la función empresarial buscando oportunidades 
de beneficio (...) El fantasmagórico concepto paretiano de eficiencia es inútil e irrelevante, pues ha 
sido elaborado en el invernadero teórico de la escuela de los economistas del bienestar, y exige 
para su manejo operativo un entorno estático y de plena información que jamás se da en la vida 
real. 


Para clarificar todas estas criticas de la eficiencia social analicemos un 
supuesto muy sencillo. Mediante un trasplante de córnea una persona puede 
recuperar la vista. Si alguien sano decide libremente donar (o vender) una de 
sus córneas a un ciego ambos salen beneficiados del acto y nadie ha sido 
perjudicado; en este caso podríamos afirmar cabalmente que la «sociedad» ha 
mejorado en su conjunto o que el trasplante ha sido Pareto-eficiente. 
Supongamos ahora que el gobierno mediante un análisis de coste-beneficio 
social determina que es socialmente más eficiente que haya dos personas 
tuertas antes que una ciega y otra vidente; ¿debería extirpar forzosamente una 
córnea a un sano para dársela a un ciego? Si entendemos por sociedad el 
conjunto de todos los individuos de una comunidad —y aquí la escala no es 
relevante— no es posible afirmar que la utilidad social aumenta cuando uno 


solo de sus miembros ha sido perjudicado. Por consiguiente, resulta dudosa la 
afirmación de que pueda alcanzarse algún tipo de eficiencia social lesionando 
los legítimos derechos de un solo individuo. 

111. EXTERNALIDADES 

Según Mises (2011a: 773), existen situaciones de mercado donde el 
propietario no disfruta ni soporta todos los efectos de su propiedad, surgiendo 
los «costes y economías externos», también denominados externalidades o 
«costes sociales» (Alfaro, González y Pina, 2007: 13). En economía las 
externalidades han sido estudiadas dentro de los procesos productivos y 
consuntivos, pero lo primero que debemos aclarar es que una externalidad es 
un fenómeno praxeológico que no queda restringido al ámbito económico. 
Por ejemplo, cuando una persona no puede dormir a causa del ruido puede 
deberse a una fiesta popular, a la existencia de un bar próximo, a la fiesta 
privada de un vecino o incluso a los ronquidos de otra persona. La 
contaminación de una ciudad es provocada simultáneamente por las 
emisiones de una industria y por los humos procedentes de la calefacción de 
los hogares. Tampoco hay diferencia entre el dióxido de carbono (CO,) 
emitido por un vehículo usado como factor de producción (camión o taxi) y 
otro usado como bien de consumo. Las externalidades existen por doquier y 
la única persona inmune a ellas sería un náufrago o un anacoreta. Como 
afirma Block (1983: 2): «For all so-called private goods affect second or 
third parties in some way». Veamos otros ejemplos de externalidades 
positivas. Si unos conductores pagan la autopista de peaje otros conductores 
se benefician gratuitamente de un tráfico menos congestionado en las 
carreteras públicas. Cuando alguien compra o alquila una plaza de garaje 
otros conductores disponen de más espacio para aparcar en las calles. Y los 
que pagan privadamente sanidad y educación descongestionan los hospitales 
y colegios públicos. 

En segundo lugar, la externalidad es un fenómeno subjetivo. Un mismo 
hecho puede ser visto por diferentes sujetos como algo ventajoso o 
perjudicial; por ejemplo, la instalación de un tranvía eléctrico en una ciudad 
reduce la contaminación a lo largo de su trayecto, pero aumenta las emisiones 
de la central térmica que lo abastece. Unos reciben menos contaminación a 
expensas de otros. Cabe la posibilidad de que la sustitución de cierto número 
de autobuses por un tranvía produzca una reducción neta de las emisiones de 


CO, en la región, pero sigue produciéndose un trasvase de externalidades 
entre diferentes grupos de individuos. De igual modo, si el ayuntamiento 
instala una parada de taxi en cierta calle, los vecinos sin coche disponen 
ahora de mejor servicio, pero los vecinos con coche tienen menos espacio 
donde aparcar. 

En el terreno de la defensa, por ejemplo, el gobierno (e incluso la mayoría 
de la población) puede considerar que el servicio militar obligatorio es una 
externalidad social positiva pues el beneficio de toda la sociedad bien merece 
el sacrificio de los varones jóvenes (y útiles para el servicio) durante un año 
de su vida; sin embargo, los sacrificados y sus familias no opinarán lo mismo. 

En tercer lugar, la externalidad es un fenómeno heterogéneo en su 
naturaleza e intensidad, pudiendo producir, simultáneamente, efectos 
contrarios sobre una misma persona. El soldado conscripto, si es analfabeto, 
tiene la oportunidad de aprender a leer y escribir en el Ejército; algunos 
aprenden un oficio y otros obtienen los permisos de circulación de vehículos 
ligeros y pesados. Según cada caso y circunstancia una externalidad negativa 
puede ser compensada con otros factores favorables. 

En cuarto lugar, la externalidad es un fenómeno gradual que afecta a las 
personas en función de factores espaciales y temporales. El olor o el ruido, 
por ejemplo, se van disipando a medida que nos alejamos del foco que 
origina la externalidad. Las poblaciones situadas en las inmediaciones de un 
aeropuerto sufren las molestias del ruido de los aviones de forma incremental 
a medida que estos se aproximan a la pista. Tampoco todos los aviones 
producen la misma cantidad de ruido, ello depende de su tamaño, potencia y 
otras características técnicas. 

En quinto lugar, una externalidad es un fenómeno recíproco y para buscar 
una solución no basta con mirar solo a una de las partes (Bullard, 2009); por 
ejemplo, el hedor de una industria papelera situada en una zona deshabitada 
no supone una externalidad; esta solo aparece a posteriori cuando nuevos 
residentes construyen viviendas en su proximidad. Por otro lado, un mismo 
fenómeno puede ser visto desde distintas ópticas: el productor de TV vía 
satélite (que no ha codificado su señal) puede culpar a los consumidores de 
ser usuarios gratuitos, pero estos, a su vez, también podrían culpar al primero 
de estar «bombardeándoles» con sus ondas satelitales (Krause, 2012). La 
costumbre, la negociación privada entre las partes o, en su defecto, el 


Derecho, deben encargarse de resolver este tipo de disputas cuya resolución 
se vería facilitada por una mayor precisión de los derechos de propiedad de 
las tierras, mares, atmósfera, subsuelo y espacio electromagnético. 

En sexto lugar, las externalidades son cambiantes debido a causas naturales 
o humanas. Dentro de las primeras se encuentran los cambios de la 
naturaleza: astronómicos, climáticos o meteorológicos; por ejemplo, cuando 
el viento cambia de dirección los efectos de la contaminación también 
cambiarán afectando a diferentes personas. Entre las segundas está la 
tecnología, por ejemplo, el productor de la externalidad puede reducir el nivel 
de contaminación o de ruido que emiten los motores hasta el punto de volver 
despreciable el problema; pero la tecnología también actúa en los 
perjudicados por la externalidad, por ejemplo, aumentando la insonorización 
de las viviendas que sufren el ruido. La dinámica propia de la acción humana 
hace que algunas externalidades desaparezcan y que otras surjan donde antes 
no existían; por ejemplo, la aparición de drones que sobrevuelan espacios 
habitados supone un nuevo problema para la seguridad. 

En definitiva, el problema de las externalidades es sumamente complejo, 
variable, intrincado y cualquier intento de dar una solución de forma 
centralizada, tal y como hace el gobierno, se enfrenta a problemas de 
información. Es una alternativa más racional, desde el punto de vista 
económico, permitir que los procesos de cooperación social —el mercado— 
funcionen libremente dentro de un sistema jurídico que delimite los derechos 
de propiedad e identifique, en cada caso, quién posee el mejor derecho. A 
partir de aquí, las partes interesadas —productor y receptor de la externalidad 
— pueden negociar y llegar a un acuerdo si los costes de transacción son 
menores que el beneficio alcanzado para ambas partes (Coase, 2011). En 
definitiva, mos inclinamos a pensar en la superioridad de un sistema 
descentralizado de búsqueda de soluciones, tal y como afirma Hayek (1945: 
158): 

El carácter peculiar del problema de un orden económico racional está determinado precisamente 
por el hecho de que el conocimiento de las circunstancias que debemos utilizar no se encuentra 
nunca concentrado ni integrado, sino que únicamente como elementos dispersos de conocimiento 
incompleto y frecuentemente contradictorio en poder de los diferentes individuos. De este modo, el 
problema económico de la sociedad no es simplemente un problema de asignación de recursos 
«dados» —si «dados» quiere decir dados a una sola mente que deliberadamente resuelve el 
problema planteado por estos «datos—. Se trata más bien de un problema referente a cómo lograr 


el mejor uso de los recursos conocidos por los miembros de la sociedad, para fines cuya 
importancia relativa solo ellos conocen. 


Sobre las externalidades positivas hablaremos en el apartado V: el «gorrón» 

o free-rider. Ahora nos ocuparemos de las externalidades negativas. 

1. ¿Qué tipo de externalidades requiere una intervención estatal? 

Según los economistas neoclásicos una externalidad constituye un «fallo de 
mercado» que debe subsanarse con la intervención del gobierno. Puesto que 
hay tantas externalidades en tipo, intensidad y sentido (positivo y negativo), 
el primer problema al que se enfrenta un órgano planificador es determinar 
cuáles de las externalidades negativas requieren intervención pública. Existe 
un amplio acuerdo social acerca de que la contaminación de ríos, mares y 
otros espacios públicos requiere adoptar políticas que reduzcan sus efectos 
nocivos (Pigou, 1932). Esto parece necesario en tanto no se disponga de una 
asignación efectiva de los derechos de propiedad. Un mayor incremento de 
los espacios bajo titularidad privada reduce la necesidad de intervención 
pública pues la vigilancia y control de los daños externos correría a cargo de 
los propietarios. Sin embargo, la intervención para reducir las externalidades 
negativas se ha ido extendiendo progresivamente hacia otros campos de 
actividad económica cuya justificación es más que discutible; por ejemplo, 
los gobiernos imponen tributos especiales sobre el tabaco o el alcohol porque 
producen mayor gasto sanitario; pero la propia externalidad que se pretende 
combatir es fruto de una intervención previa del gobierno, a saber, la 
estatización de la sanidad. En el libre mercado los mayores costes derivados 
de ser fumador o bebedor se internalizan en cada cliente mediante el pago de 
mayores primas en los seguros de salud, patrón generalizado en cualquier 
tipo de seguro: a medida que los clientes tienen más siniestros la prima se va 
incrementando. 

El mercado, de forma espontánea, va encontrando soluciones capaces de 
reducir las externalidades mientras que el Estado, como veremos, no las 
elimina, sino que las traslada a terceros. Además, la aceptación social de que 
el gobierno es un ente benefactor da pie a la continua extensión del campo de 
la intervención, tanto horizontalmente, con nuevos impuestos, como 
verticalmente, aumentando los tipos marginales que gravan las sustancias 
«peligrosas». Como afirmaba Spencer (1884: 47): «El hombre civilizado se 
empeña en adscribir al ídolo que ha forjado, poderes que él mismo confiesa 
que no tiene». De este modo, las bebidas gaseosas pueden ser gravadas 
porque su alto contenido en azúcar incrementa el riesgo de sufrir diabetes y la 
bollería industrial porque su alto contenido en grasa animal incrementa el 


colesterol y el riesgo de sufrir enfermedades cardiovasculares. 
Simultáneamente, por contradictorio que parezca, el gobierno subsidia a los 
productores de remolacha azucarera o de ganado porcino porque, 
supuestamente, el sector primario es productor de externalidades positivas. 
Así, productos que poseen las mismas sustancias son penalizados o 
subsidiados según criterios discrecionales. [El argumento de las 
externalidades, con frecuencia, es usado instrumentalmente por el gobierno 
para alcanzar sus fines particulares y los de ciertos grupos de interés. 
2. ¿Es inmune el Estado a las externalidades? 
Los economistas neoclásicos culpan al libre mercado de producir 
externalidades, pero cabría preguntarse qué tal se comporta el sector público 
en este sentido. Nuestra hipótesis es que la intervención del Estado, lejos de 
solucionar el problema, a menudo incrementa las externalidades. El gobierno, 
pretendiendo corregir los «fallos», crea otros nuevos (Rothbard, 2013b) y 
sustituye unas externalidades inocuas por otras perversas cuyo origen es la 
coacción. Recordemos brevemente que las externalidades, tanto positivas 
como negativas, son consideradas «fallos»: las primeras porque el productor 
no internaliza todos los beneficios derivados de su actividad y las segundas 
porque no internaliza todos los costes. Vayamos al caso paradigmático de la 
defensa nacional. Supuestamente, se trata de un fallo del mercado en forma 
de externalidad positiva. Los productores privados no podrían internalizar 
parte de los beneficios, a saber, aquella procedente de los free-riders. Una 
agencia privada de defensa no puede cobrar, de forma pacífica, el servicio 
que disfrutan todos y existe un fuerte incentivo para que los clientes se pasen 
al bando de los gorrones. Por este motivo, el gobierno cobra impuestos 
generales y proporciona el servicio con carácter colectivo. El problema del 
free-rider queda aparentemente resuelto, pero surgen otros problemas que 
pasan desapercibidos: 

a) Algunos consumidores son obligados a pagar por un servicio que no 
desean; por ejemplo, las comunidades pacifistas amish no necesitan ser 
defendidas. Otros grupos sociales, como los gitanos, no son pacifistas, pero 
prefieren resolver sus conflictos de forma privada según sus tradiciones y 
costumbres. También los hay que prefieren los servicios de otras agencias 
de protección o incluso ser autosuficientes en materia de defensa, tal y 
como se ilustra en la novela El señor Robinson (Rojas, 2016).% Para estos 


tipos de consumidores es el gobierno, no el mercado, el que ocasiona los 

«fallos». 

b) El problema más importante, en cuanto a su dimensión, surge con los 
consumidores que sí desean contratar servicios de defensa. En ausencia de 
pago forzoso, cada consumidor contrataría la cantidad de defensa que 
estimara conveniente y el mercado produciría la cantidad y calidad de 
servicio de defensa. Cuando se afirma que el libre mercado «subproduce» 
defensa se está infiriendo que los consumidores, actuando libremente, se 
equivocan masivamente y contratan menos defensa de la debida. ¿Pero 
cómo saber la cantidad «debida»? La pretensión de conocimiento del 
órgano central de planificación es injustificada. Solamente el libre mercado 
puede producir lo que en cada momento la sociedad precisa. 

Cc) Una vez que el Estado ha monopolizado la defensa los consumidores 
quedan privados de las ventajas que les proporciona el mercado. Ya no hay 
competencia que estimule la creatividad y la innovación de nuevos sistemas 
de protección. Los consumidores ya no pueden elegir entre contratar más o 
menos cantidad de protección, según sus personales escalas de valor. El 
precio del servicio, así como las condiciones de prestación, queda fijado 
discrecionalmente por el productor y el vínculo contractual del mercado 
queda reemplazado por el vínculo hegemónico del gobierno. 

El Estado sustituye una externalidad imaginaria —la «subproducción» de 
defensa— por una externalidad cierta, a saber, la producción al margen de los 
intereses de los consumidores. Todas estas cuestiones pueden verse, desde la 
óptica del consumidor, como externalidades negativas que antes de la 
intervención eran inexistentes. 

Quedaría por dilucidar una última cuestión, unas (supuestas) externalidades 
han sido eliminadas y otras nuevas han sido generadas, ¿existe, tras la 
intervención, un saldo neto favorable para la sociedad? Tal vez, un utilitarista 
estaría dispuesto a responder esta pregunta. Nosotros afirmamos que la 
utilidad no se puede medir y que la Ciencia económica no es capaz de 
satisfacer esta duda. Lo único que podemos afirmar es que solamente bajo un 
vínculo contractual cabe afirmar que ambas partes incrementan su utilidad y 
que bajo un vínculo hegemónico una parte gana a expensas de la otra. 
También sabemos que el consumidor prefiere la libertad a la coacción y la 
competencia al monopolio. 

3. Principales externalidades que ocasiona el Estado 


a) El Estado es un monopolio en ciertos ámbitos —fiscal, legal, monetario, 
defensa, seguridad, justicia, correos— y como cualquier monopolista 
obtiene beneficios para sus agentes —políticos y funcionarios— a expensas 
de los consumidores y de los inversores que quedan excluidos de un sector 
económico. Los Estados también han ido colonizando sectores de la 
economía que antes eran privados: educación, sanidad, cultura, previsión, 
publicidad, etc. «Las industrias privadas, incapaces de competir con el 
Estado, que puede disponer de todo según su conveniencia, desaparecerán 
paulatinamente» (Spencer, 1884: 31). Y a medida que la esfera de 
intervención gubernamental aumenta también lo hacen los tres problemas 
inherentes a un sistema socialista, a saber, corrupción, incentivos perversos 
y falta de información (Capella, 2016). 

b) El gobierno, en su funcionamiento, consume una parte significativa de los 
recursos extraídos fiscalmente. Un intermediario oneroso, forzosamente, 
debe repartir menos bienes de los que extrae y ocasiona un consumo de 
Capital en la sociedad. 

Cc) La redistribución de la riqueza otorga beneficios a unos —tax consumers 
— y perjuicios a otros —tax payers— originando dos clases sociales 
antagónicas desde la óptica fiscal: explotadores y explotados (Calhoun, 
1953: 11)% El Estado, mediante su política  asistencialista, 
paradójicamente, fomenta todo aquello que intenta «reparar»: si subsidia a 
las madres solteras, estas crecerán en número; si subsidia la sordera, 
aparecerán más sordos; etc. 

d) El Estado tiene el monopolio de la violencia y, eventualmente, puede 
ejercerla sobre la población propia y/o sobre otros pueblos haciendo la 
guerra. Como decía Randolph Bourne (2013: 8) cuando EE.UU. se 
incorporó a la Primera Guerra Mundial: «La guerra es la salud del Estado. 
[...] El Estado está íntimamente conectado a la guerra, porque el Estado es 
la organización de la comunidad colectiva actuando de forma política 
contra un grupo rival, haciendo la guerra». 

e) El monopolio de la violencia hace posible el monopolio fiscal (y el resto 
de monopolios estatales) y este, a su vez, fortalece al primero. Posiblemente 
el tándem guerra-impuestos sea la externalidad negativa más reseñable del 
Estado. 

f) El gobierno, haciendo uso del monopolio del dinero, puede causar inflación 
y deteriorar la capacidad adquisitiva de los consumidores. Según la teoría 


Austriaca, es el gobierno (y su Banco Central) el causante de los ciclos 
económicos mediante las expansiones monetaria y crediticia, ocasionada 
esta última por la banca con «reserva fraccionaria» (Huerta de Soto, 2011). 
El empleo generalizado del dinero fiat también ocasiona perjuicios 
culturales como la disminución del ahorro y el aumento de la preferencia 
temporal (Húlsmanmn, 2014: 7). 

g) El Estado tiene el monopolio legal y promulga «reglamentaciones, en 
número anualmente crecientes, restringiendo al ciudadano en esferas donde 
sus acciones eran anteriormente libres y obligándolo a acciones que 
previamente podía realizar o no, según su deseo» (Spencer, 1884: 1). El 
positivismo jurídico del Estado moderno restringe la libertad de los 
individuos y eleva el coste de cumplir la ley, tal y como ha identificado el 
Análisis Económico del Derecho (Bullard, 2009; Ghersi, 2013). Tantos los 
parlamentos que ejercen funciones legislativas como los gobiernos que 
ejercen funciones cuasilegistivas o pseudolegislativas ocasionan una 
«guerra legal de todos contra todos, llevada a cabo con las armas de la 
legislación y la representación» (Leoni, 2011: 38). 

h) Por último, el Estado, eventualmente, también puede imponer a la 
población una moral heterónoma y sancionar a personas que cometen 
«crímenes sin víctimas». 

Evidentemente, para todos aquellos consumidores netos de impuestos y 
grupos privilegiados la intervención del Estado es un hecho favorable. Los 
utilitaristas y los defensores de la economía del bienestar consideran que la 
sociedad, en su conjunto, sale beneficiada cuando el Estado fomenta la 
equidad mediante la redistribución de la riqueza (Samuelson, 2006: 34). Esto 
último, no es tan evidente y prueba de ello es que los supuestos beneficios del 
intervencionismo deben mantenerse apelando a la coacción; lo cual solo 
podría justificarse bajo dos hipótesis: 

a) Los gobernantes y sus asesores saben mejor que los consumidores lo que 
les conviene y, cual menores de edad, les imponen mandatos por su propio 
bien. 

b) Los consumidores saben mejor que los gobernantes lo que les conviene, 
pero estos últimos deben usar la fuerza porque los intereses de ambos son 
antagónicos. 

En la medida en que un gobierno recauda una mayor cantidad de dinero 
puede incrementar su esfera de actuación y su poder: «Un gobierno es tan 


fuerte como lo son sus ingresos» (Chodorov, 2002: vii). Y allí donde el 
mercado no producía externalidades el gobierno puede crearlas ex novo. Los 
costes de educación o sanidad en el libre mercado quedan internalizados en 
los consumidores del servicio; sin embargo, el gobierno confisca a aquellos 
que no tienen hijos para costear las guarderías, colegios y universidades; 
confisca a las personas sanas para sufragar la atención de las enfermas; 
sustrae rentas a los que trabajan para pagar el desempleo o las pensiones? y 
así sucesivamente. El gobierno, motu proprio o presionado por grupos de 
interés, crea falsos bienes públicos y nuevas externalidades. Esto opina 
Hummel (1990: 102) al respecto: 


Esto hace posible la organización de grupos para conseguir que el Estado provea falsos bienes 
públicos, bienes y servicios que de hecho cuesta mucho más de lo que los beneficiarios estarían 
dispuestos a pagar inclusive si la exclusión fuese posible y no pudiera haber free-riders. De esta 
manera, el Estado genera externalidades, y de esas que son negativas. En lugar de superar el 
problema del free-rider, el Estado beneficia a los gorrones, quienes reciben bienes públicos falsos 
a expensas de los contribuyentes. 


Por otro lado, observamos un doble rasero a la hora de medir las ex- 
ternalidades, las que produce el mercado son nocivas para la sociedad 
mientras que las producidas por el sector público son beneficiosas. Cualquier 
intervención económica del gobierno ocasiona sistemáticamente beneficios 
para unos y perjuicios para otros. Esto es un hecho económico, 
independientemente de su aceptabilidad social, jurídica o ética. La acción del 
Estado genera tantos tipos distintos de externalidad, y en tantas direcciones, 
que en la mayoría de los casos no podemos saber quienes resultan, de forma 
neta, perjudicados o beneficiados. 

IV. TEORÍA DE LOS BIENES PÚBLICOS 

Según Samuelson (2006: 34): «Los gobiernos aumentan la eficiencia cuando 
promueven la competencia, reducen externalidades como la contaminación y 
proveen bienes públicos». En este apartado trataremos la Teoría neoclásica de 
los bienes públicos, que analiza los bienes según los criterios de no- 
excluibilidad y no-rivalidad en el consumo. Tras este análisis, aparecen 
cuatro categorías: bienes públicos, bienes privados, recursos comunes y 
monopolio natural, que presentan una serie de distinciones según los criterios 
señalados. 

1. Tipos de bienes 

a) Bienes públicos 


«Los bienes públicos son bienes que todos pueden disfrutar y que es 
imposible impedir que alguien los disfrute» (Samuelson y Nordhaus, 2006: 
35). Dicho de forma más técnica, son bienes cuyo consumo satisface dos 
criterios: 

(1) No-excluibilidad: no es posible excluir a nadie del consumo de ese 
determinado bien, por ejemplo, salvo una circunstancia excepcional, no 
podemos impedir que un peatón circule por la vía pública. 

(2) No-rivalidad: no existe rivalidad en el consumo del bien. El consumo de 
una persona no excluye ni reduce el consumo de ese mismo bien por 
parte de otros consumidores adicionales. El aumento marginal del número 
de consumidores no aumenta el coste marginal de producción del bien en 
cuestión, dicho de otro modo, para el productor, el coste marginal de 
añadir un consumidor más es cero. 

b) Bienes privados 

La mayoría de bienes económicos? de naturaleza física (bienes de 
consumo y de capital) son privados porque existe la posibilidad de excluir 
de su consumo a quienes no quieren o no pueden pagar por su adquisición 
y, de otra parte, existe rivalidad en su consumo. Por ejemplo, si una 
persona ingiere un vaso de leche, esa misma cantidad de alimento no puede 
ser ingerida por otra persona. Es preciso advertir que la Teoría de los bienes 
públicos soslaya satisfactoriamente la problemática cuestión de la 
«esencialidad» de los bienes. Recordemos que algunos autores afirman que 
la defensa nacional, la seguridad o la justicia son bienes públicos porque 
son «esenciales» para la sociedad. Alguien podría decir, en cambio, que el 
agua O los alimentos son todavía más esenciales que los anteriores. Los 
alimentos son bienes privados, no porque sean más o menos «esenciales» 
que otros bienes sino porque su consumo satisface los criterios de no- 
exclusión y no-rivalidad. 

Cc) Recursos comunes 

Son bienes donde hay rivalidad en el consumo, pero no es posible excluir 
a nadie. El caso de la vía pública es paradigmático: existe una gran 
rivalidad por encontrar aparcamiento, pero no es posible excluir a los 
conductores de usar las calles. Sin embargo, las propias autoridades han 
ideado fórmulas de exclusión como las tarjetas de aparcamiento para 
discapacitados o residentes, las zonas de carga y descarga, la limitación del 
tiempo de aparcamiento o el uso mediante pago (parquímetros). Otras 


medidas, como que los vehículos con matrículas pares (o impares) circulen 
por la ciudad en días alternos no suelen ser efectivas y enojan a los 
ciudadanos. La intervención gubernamental, en ocasiones, agrava el 
problema por el lado de la oferta limitando el espacio disponible (la 
ordenación urbanística puede dificultar la construcción de aparcamientos 
privados) o prohibiendo el uso compartido del taxi, las moto-taxi o el 
trabajo de taxistas ocasionales (Uber). 

d) Monopolio natural 

Cuando hay un monopolio natural es posible excluir al consumidor que no 
paga por el servicio, pero los productores, una vez hechas las 
infraestructuras básicas, pueden abastecer a consumidores adicionales con 
un aumento despreciable de los costes de producción. Las empresas 
suministradoras de agua y energía constituyen ejemplos de monopolios 
naturales. 

2. Criterio de no-excluibilidad 

Intentaremos demostrar, utilizando la propia Teoría de los bienes públicos, 

que no existe una clara dicotomía entre bienes públicos y privados. Todos los 

bienes son, más o menos públicos o privados y constantemente cambian al 

respecto en función de las valoraciones de la gente (Hoppe, 2013: 84). 

En primer lugar, la no-excluibilidad de los bienes públicos puede ser 
cuestionada. El premio Nobel Ronald Coase ya demostró que, incluso en el 
caso paradigmático del servicio marítimo de faros, había una forma de excluir 
al supuesto free-rider. En particular, Coase (1974: 364) documentó que, en 
Gran Bretaña, en el siglo xvHm, al menos diez faros fueron erigidos por 
particulares y que el coste del servicio era trasladado a los propietarios de los 
barcos mediante el cobro de una tasa portuaria. 

La seguridad es otro falso «bien público» ya que existen muchas formas de 
exclusión: 

a) En el caso de los productos físicos (pistola, candado, alarma) la exclusión 
es evidente y el consumidor no tiene forma (legal) de eludir el pago. 

b) Existen bienes que son combinación de producto y servicio, por ejemplo, 
una alarma antirrobo conectada a una estación central: el dispositivo físico 
se instala en la vivienda del cliente y la intervención de la patrulla 
(servicio), en su caso, actúa a favor del cliente. Los no-clientes quedan 
excluidos. 

Cc) Cuando se trata de un servicio puro la exclusión es más difícil, pero no 


imposible; por ejemplo, una patrulla policial vigilará las casas de los 

clientes (que están debidamente identificadas) y dedicará más horas a 

patrullar los barrios donde exista una mayor densidad de clientes. Si el 

cliente fuera de mayor entidad (empresa, condominio) la patrulla vigilará 
exclusivamente su propiedad. 

A medida que se incrementa el número de clientes en una zona, la 
compañía de seguridad obtiene economías de escala y puede abaratar el 
precio del servicio, lo que reduce el número de free-riders. 

En el libre mercado de la seguridad la exclusión del que no paga consiste en 
la negativa a prestar el auxilio o servicio de protección; por ejemplo, 
supongamos que una patrulla detecta una intrusión en la propiedad de un no- 
cliente que está ausente del domicilio, la respuesta del proveedor de 
seguridad puede contemplar: 

a) Abstención de intervenir y de informar a la víctima (propietario). 

b) Informar a la víctima y realizar una oferta comercial (intervención) que se 
aceptaría, en su caso, verbalmente. 

c) Intervenir «gratuitamente» a modo de «buen samaritano»: por cuestiones 
éticas (sin esperar nada a cambio), como estrategia para captar nuevos 
clientes o como forma de acrecentar la reputación corporativa. Sin 
embargo, este tipo de intervención es una extralimitación de funciones y 
representa un riesgo legal para el proveedor de seguridad. 

La excluibilidad del servicio es un concepto gradual, tal y como sucede con 
las externalidades. La excluibilidad absoluta, en el caso de los servicios de 
seguridad, no es posible porque la mera presencia de los agentes ejerce un 
efecto disuasorio del que se beneficia toda la población, sean o no clientes de 
la agencia de protección. 

Por último, la posibilidad de excluir al que no paga es una cuestión 
dinámica y cambiante pues a medida que progresa la tecnología surgen 
nuevas formas de exclusión. 

3. Criterio de no-rivalidad 

Intentaremos demostrar que todos los llamados «bienes públicos» son escasos 

y que siempre existe, en mayor o menor medida, algún tipo de rivalidad entre 

los consumidores. Pero definamos primero la rivalidad como «oposición y 

enfrentamiento entre dos o más personas o grupos que persiguen un mismo 


objetivo».*% La rivalidad exige escasez relativa del bien, es decir, la cantidad 


ofertada es insuficiente para satisfacer toda la demanda. Veamos algunas 

Características de la rivalidad: 

a) Marginalidad 

Es frecuente oír expresiones de este tipo: «donde comen diez, comen 

once»; es decir, el consumo de una persona extra se obtiene reduciendo 
1/10 parte el consumo del resto, cantidad poco significativa. Aunque la 
«rivalidad» (como concepto) no es mensurable podemos afirmar que el 
comensal undécimo, necesariamente, rivaliza con el resto por 1/10 parte de 
la comida. Que la rivalidad sea marginal en modo alguno implica su 
desaparición. Veamos dos ejemplos. Un profesor puede impartir clase a 15, 
30 o 45 alumnos; el incremento marginal (1 alumno) en un grupo no 
deteriora significativamente la calidad de la docencia, pero a medida que el 
número aumenta la calidad disminuye. En la sanidad ocurre otro tanto: el 
médico que atiende a un elevado número de pacientes solo puede dedicar 
unos pocos minutos a cada uno. Políticos, sindicatos y asociaciones de 
padres de alumnos corroboran nuestra tesis cuando protestan por la 
masificación de escuelas y hospitales. 

b) Gradualidad espacial y temporal 

La rivalidad, al igual que las externalidades, es un fenómeno que depende 

de factores espaciales y temporales. Ya vimos antes que Coase (1974) 
documentó que los faros fueron privados en Reino Unido; el argumento de 
la no-exclusión quedaba refutada; sin embargo, muy pocos han reparado 
que también existe rivalidad en el servicio marítimo de faros. Empecemos 
por el factor espacial. Un faro es un bien escaso, construirlo, dotarlo y 
mantenerlo requiere una considerable inversión. Al elegir la ubicación del 
faro se proporciona seguridad a los barcos que navegan en su proximidad 
quedando, por consiguiente, desatendida la seguridad de los barcos que 
surcan otras zonas; por ejemplo, el mar Cantábrico tiene 800 km. de costa y 
no es posible sembrar de faros todo el litoral; aun en el caso de que solo 
atendiéramos la siniestra Costa da Morte'%! (La Coruña) el problema de la 
rivalidad se reproduce solo que a otra escala más pequeña. Este problema 
está, simultáneamente, vinculado al factor tiempo; es decir, existe una 
rivalidad ex ante donde los navegantes pugnan por la ubicación del faro. 
Esta rivalidad se aprecia, hoy día, en el cabildeo político para que el gasto 
público (autovías, líneas de tren de alta velocidad, puertos, aeropuertos, 
eventos, etc.) se realice en una u otra región. Pero volvamos al ejemplo de 


los faros, una vez decidida la localización, quedan otras cuestiones por 
resolver; todos los faros no son iguales ni rinden idénticos servicios, su 
eficacia depende del alcance luminoso, del alcance geográfico! y de las 
condiciones atmosféricas que limitan la visibilidad. Los distintos tipos de 
barco (mercantes, pesqueros, deportivos) pueden rivalizar para que estas 
condiciones técnicas encajen mejor con sus necesidades particulares. 

El ejemplo del faro es de gran ayuda para visualizar la rivalidad existente 
en los servicios de defensa y seguridad; por ejemplo, el misil tierra-aire 
«Mistral» proporciona defensa antiaérea a baja y muy baja cota a las unidades 
de maniobra*% y tiene un alcance máximo de 5,3 km. Según la Teoría de los 
bienes públicos, un puesto de tiro protege colectivamente a toda la unidad sin 
que exista rivalidad entre los militares protegidos; no obstante, al igual que el 
faro, un misil es un bien escaso y no hay suficientes puestos de tiro para 
proteger a todas las unidades de maniobra. Normalmente, en cada operación, 
el mando prioriza la defensa antiaérea y asigna los medios disponibles a la 
unidad que ejerce el esfuerzo principal, al flanco más expuesto o a la 
protección del puesto de mando. Lo cierto es que la asimetría en la protección 
es inevitable. Por otro lado, el número de disparos disponibles también es 
escaso y resulta preciso fijar un criterio de selección de blancos; por ejemplo, 
si la unidad es atacada simultáneamente por dos o más helicópteros, ¿a cuál 
de ellos se debe disparar en primer lugar? 

En tiempo de paz la rivalidad por los medios de defensa no se manifiesta 
porque tampoco existe demanda, pero cuando surge una contingencia la 
rivalidad por los escasos medios disponibles se hace presente; por ejemplo, 
cuando se produce un incendio forestal en una zona extensa las autoridades 
civiles pugnan por hacerse con los medios aéreos y terrestres disponibles. 

Nuestra hipótesis es que la rivalidad siempre está presente cuando surge la 
demanda del bien económico, que por definición es escaso, y los servicios de 
defensa no pueden sustraerse a esta ley económica universal: si hay escasez, 
hay rivalidad. Idéntico problema se plantea con la intervención de unidades 
policiales o de protección civil; si una patrulla de policía o una unidad de 
bomberos acude a una emergencia no estará disponible para dar servicio a 
otra emergencia que suceda al mismo tiempo y en otro lugar. Imaginemos 
que una pequeña ciudad, durante la noche, solo dispone de un coche patrulla 
y dos agentes de policía para acudir a una intervención; si durante el turno no 
hay una contingencia la rivalidad tampoco se manifiesta, la policía no ha 


intervenido y no ha producido seguridad excepto en forma de disuasión.“ 
Ahora bien, si dos ciudadanos solicitan simultáneamente la presencia policial 
alguien deberá tomar una decisión para acudir a la contingencia más 
relevante y dejar desatendida la otra. 

El error de pensar que no existe rivalidad procede, a nuestro juicio, del 
colectivismo metodológico. Por ejemplo, se podría afirmar que el Estado 
proporciona servicio de guardaespaldas a las personas especialmente 
amenazadas; sin embargo, el individualismo metodológico nos ofrece otro 
panorama, a saber, determinadas personas (Rey, Presidente del Gobierno, 
Jefe del Estado Mayor del Ejército, etc.) tienen un elevado número de agentes 
a Su servicio, otros cargos de segundo nivel tienen uno solo, otros disfrutan 
de protección solo durante los desplazamientos habituales o ad hoc y otros 
muchos no disfrutan de protección en absoluto; de hecho, estos últimos son el 
blanco predilecto de los terroristas. La rivalidad es inevitable pues el número 
de guardaespaldas siempre es inferior a las necesidades existentes. 

Habitualmente pensamos que las fuerzas armadas defienden al territorio 
nacional como un todo, pero un análisis más detallado desmiente esta idea. 
Las fuerzas disponibles siempre son escasas y no pueden defender 
simultáneamente a toda la población; en caso de conflicto, el mando militar 
debe priorizar su empleo en los lugares adecuados y momentos oportunos. De 
entrada, las unidades militares tienen un despliegue territorial en tiempo de 
paz y este hecho sitúa a unos ciudadanos más protegidos que a otros; por 
ejemplo, Madrid alberga una docena de unidades militares, entre las que 
destacan la Brigada de Infantería Acorazada «Guadarrama» XII y la Brigada 
Paracaidista «Almogávares» VI, cosa que no sucede con muchas provincias 
españolas. Una vez que las unidades militares intervienen en combate 
ocurre otro tanto, unas zonas y ciudades son protegidas mientras que otras, de 
menor valor estratégico para el mando, pueden quedar eventualmente 
expuestas a una ocupación del enemigo; si una división protege un sector del 
frente, otro sector quedará desguarnecido; si una fragata defiende un puerto, 
otro puerto quedará desprotegido; y así sucesivamente porque los medios 
disponibles siempre son escasos en relación con las necesidades defensivas. 
Muy pocos economistas han reparado en este hecho. 

En la Administración de Justicia ocurre otro tanto: los jueces no pueden 
atender tantos casos como se plantean y si atienden unos, forzosamente, 
deben posponer los otros. Cualquier lista de espera, pública o privada, es un 


claro indicador de que existe rivalidad en el consumo, la diferencia es que en 
el sector privado oferta y demanda se van ajustando dinámicamente ya que el 
productor que puede: aumentar el precio, manteniendo constante la oferta; 
aumentar la oferta, manteniendo constante el precio; o realizar cualquier 
combinación de aumento de precio y oferta. 

Listas de espera y altos precios son síntomas de la rivalidad de los 
consumidores por hacerse con bienes escasos y estas señales son captadas por 
los empresarios que, deseosos de obtener beneficios, aumentarán la oferta. 
Aunque no sea fácilmente visible la rivalidad siempre está presente en los 
llamados «bienes públicos puros» (defensa nacional, faros). El problema de 
la Teoría de los bienes públicos presenta un doble error, en primer lugar, 
niega la existencia de rivalidad y, en segundo lugar, justifica teóricamente la 
necesidad de implantar un monopolio estatal que se encargue de la 
producción de seguridad. La consecuencia final es la eliminación del 
mercado y de los procesos de coordinación de oferta y demanda. 

Por último, quienes defienden la Teoría de los bienes públicos actúan de 
forma contradictoria. El Estado provee muchos bienes que, según los criterios 
de no-excluibilidad y no-rivalidad, son nítidamente privados: sanidad, 
educación, asistencia social, transporte, correos, etc. Todos ellos pueden ser 
entregados exclusivamente a quien paga y existe una clara rivalidad en el 
consumo. De hecho, secularmente, muchos de los servicios que hoy 
consideramos públicos fueron producidos de forma privada, incluidos los de 
defensa, seguridad y justicia. Como anécdota, en España conservamos una 
reliquia de la justicia privada, el Tribunal de las Aguas de la Vega de 
Valencia, institución medieval que todavía imparte justicia en las 
Comunidades de regantes. También existen otros ejemplos de tribunales 
privados en los ámbitos religioso, mercantil y deportivo. 

En definitiva, nos adherimos a la opinión de Hoppe (2013: 83) sobre la 
Teoría de los bienes públicos: «Es un razonamiento erróneo, ostentoso, 
montado en contradicciones internas, incongruencias, apelando a 
interpretaciones basadas en prejuicios y creencias populares asumidas, pero 
sin mérito científico alguno». 

4. La «esencialidad» de los bienes públicos y la jerarquía institucional 

Muchos economistas defienden el monopolio estatal de la violencia apelando 
a la existencia de instituciones «esenciales» que desempeñan funciones 
«esenciales» porque producen bienes «esenciales» para la sociedad. 


Supuestamente —afirman aquellos— corresponde al Estado la provisión 
exclusiva de estos bienes. Este argumento, que podemos acuñar como de la 
«jerarquía institucional», señala la existencia unas instituciones principales o 
«esenciales» cuya finalidad es controlar, regular y garantizar, en mayor o 
menor medida, el correcto funcionamiento del resto de instituciones. De esta 
tesis se infiere que existe un primer orden institucional —el gobierno—, un 
segundo orden integrado por las instituciones que deben funcionar en 
régimen de monopolio público —seguridad, defensa y justicia— y un tercer 
orden formado por el resto de instituciones que pueden funcionar en régimen 
privado o mixto: sanidad, educación, infraestructuras, etc. Esta apelación a 
una supuesta «esencialidad» institucional, a nuestro juicio, nos lleva a 
disputas irresolubles. 

En primer lugar, nos parece una tautología afirmar que las instituciones 
esenciales son aquellas que producen bienes esenciales. 

En segundo lugar, jerarquizar las instituciones no deja de ser un acto 
arbitrario; por ejemplo, alguien podría afirmar que la familia, el lenguaje, el 
dinero, la propiedad privada o el comercio son instituciones más esenciales o 
tan esenciales como las citadas anteriormente. La tesis de que existen 
«Clases» de instituciones presenta un asombroso parecido con la tesis de las 
«Clases de bienes», que ya los economistas austriacos refutaran. Recordemos 
que los conceptos (defensa, seguridad) no son objeto de la acción humana, 
solo cantidades específicas de producto y servicio son objeto de la 
producción y el consumo. Si no es adecuado categorizar los bienes 
económicos en clases, tampoco lo parece hacerlo con las organizaciones 
(instituciones) que proveen esos mismos bienes. Una persona no elige entre 
«consumir seguridad» o «consumir alimentos», en todo caso, tal vez, se le 
plantee la disyuntiva entre comprar un candado o un kilo de tomates. Menger, 
Bóhm-Bawerk y Mises usaron el término «clases de necesidades» para 
refutar la paradoja del valor. Como bien sabemos, el hombre cuando actúa 
nunca opta entre «clases» de bienes, no elige entre alimentarse o protegerse, o 
entre la vida y la seguridad. «Quien actúa no ve más que cosas» (Mises, 
2011a: 143). Todas las acciones humanas son referidas a cantidades discretas 
de bienes. En este sentido, Mises (2011a: 148) afirma: «A nada conduce 
agrupar las diversas necesidades en clases para después concluir que tal 
ordenación carece de interés en el terreno de la teoría del valor». Sin 
embargo, el propio Mises no se percata de que su crítica económica de las 


clases de bienes, mutatis mutandi, es aplicable al argumento de las «clases de 
instituciones». Ambas universalizaciones son ilegítimas pues la acción 
humana nunca se basa en agregados o clases, sino que es un fenómeno 
concreto, gradual y marginal. La economía moderna demuestra que los 
servicios deben considerarse en términos de unidades marginales (Rothbard, 
2013b: 382). La teoría motivacional de la conducta humana, basada en una 
jerarquía de necesidades (Maslow, 1943), adolece del mismo error. El 
hombre, al actuar, no se guía por un sistema jerarquizado donde la «clase» 
supervivencia, por ejemplo, es más importante que la «clase» ocio. La 
práctica de muchos deportes de riesgo o la cirugía estética cuestiona la tesis 
maslowniana de la jerarquía de necesidades. Esto afirma Hayek (2014: 317): 
Los esfuerzos económicos de los individuos, lo mismo que los servicios que el orden de mercado 
les rinde, consiste en una asignación de medios para alcanzar fines últimos, en competencia entre 
sí y nunca económicos. La tarea de la actividad económica consiste en conciliar tales fines, 
decidiendo para cuáles de estos deben emplearse los medios limitados. El orden de mercado 
concilia las reivindicaciones de los distintos fines no económicos a través del único proceso que 


beneficia a todos, aunque sin asegurar que el más importante preceda al menos importante, por la 
simple razón de que en tal sistema no puede haber una jerarquía de necesidades. 


En tercer lugar, del hecho que algo sea importante o «esencial» para el 
común de las personas no se deduce que deba ser el Estado su productor 
exclusivo; esto último es una conclusión normativa que no está debidamente 
justificada. Y si, a efectos dialécticos, admitiéramos la teoría de la 
«esencialidad» de las clases de bienes, estaríamos de acuerdo en que 
«tratándose del bienestar humano, el primer lugar no lo ocuparía la seguridad 
sino la alimentación, la vivienda o el vestido» (Bóhm-Bawerk, 1998: 251). 
No tiene mucho sentido afirmar que el Estado debe monopolizar la 
producción de fusiles, cañones y que debe mantener un ejército porque es 
«esencial» para la sociedad pero que no debe monopolizar la producción de 
trigo, carne O pescado, siendo esto último aún más «esencial». La 
categorización jerárquica de las instituciones no deja de ser un juicio de valor 
y una cuestión subjetiva; por ejemplo, para un pacifista la defensa no es igual 
de esencial que para un «justiciero». 

Sin embargo, debemos reconocer un elemento de verdad en la tesis de la 
«esencialidad» de las instituciones: el Estado no puede existir si previamente 
no monopoliza la violencia. 


Otra forma de interpretar la jerarquía institucional podría ser arbitrando 
clasificaciones; por ejemplo, hay dos tipos de instituciones: «estatales» y 
«sociales», las primeras establecen normas cuyo cumplimiento es impuesto 
coercitivamente por el Estado; las segundas, son convenciones de origen 
evolutivo cuyo cumplimiento es aceptado de forma espontánea y voluntaria. 
A renglón seguido, se afirma, sin justificación alguna o con argumentos 
dudosos, que el primer tipo es más importante que el segundo (Ayala, 2004: 
68): 

Ciertamente en realidad las instituciones reflejan una combinación de estos dos tipos, y aunque 
ambas tienen importancia en el comportamiento de los individuos, las instituciones estatales son 


decisivas, entre otras razones, por su carácter obligatorio y compulsivo, aunque ello no significa 


que las instituciones sociales carezcan de importancia, en ocasiones son tan relevantes como las 


estatales,10 


Resulta insólito afirmar que la compulsión ejercida sobre las personas sea 
considerada como un criterio de mayor jerarquía institucional. Según esto, la 
confiscación sería «superior» (decisiva, importante, relevante) al comercio, la 
esclavitud a la cooperación humana y el matrimonio forzoso al consentido. Si 
aceptamos provisionalmente la definición de North (1993: 13) de las 
instituciones: «Las reglas del juego en una sociedad más formalmente son las 
limitaciones ideadas por el hombre que dan forma a la interacción humana. 
Por consiguiente, estructuran incentivos en el intercambio humano, sea 
político, social o económico»; debemos contradecir a Ayala: la compulsión es 
un síntoma de baja calidad institucional ya que los hombres, de forma 
natural, no aceptan de buena gana las reglas del juego. 

Otros economistas afirman que «los mercados solo funcionan si se respetan 
los derechos de propiedad» (Mankiw, 2007: 8). Y es muy cierto que, en 
ocasiones, la fuerza es necesaria para imponer las normas y hacer justicia; lo 
que no es tan evidente es que la provisión de esos bienes económicos 
«esenciales» —defensa, seguridad y justicia— deba producirse de forma 
monopólica. Todo lo contrario, cuanto más importante sea un bien para el 
hombre, desde el punto de vista de su utilidad como consumidor, mayor 
interés tendrá en que su producción se produzca en un régimen de libre 
competencia. 

V. EL «GORRÓN» O FREE-RIDER 

Podemos definir al free-rider (gorrón) como el beneficiario no intencional de 
economías externas. El hecho de que el productor de cierto tipo de bienes no 
pueda evitar que algunos consumidores se beneficien sin pagar es una 


circunstancia propia de la acción humana y, en particular, de todo sistema 
económico. Muchos economistas ven al free-rider como un «aprovechado» o 
«gorrón» que ocasiona un perjuicio a la sociedad. Cuando las economías 
externas son previsibles caben dos posibilidades (Mises, 2011a: 777): 

1. El interesado estima tan grande su ganancia personal que está dispuesto a soportar íntegramente 
los costes. 

2. El coste resulta tan elevado que ninguno de los potenciales beneficiarios está dispuesto a 
soportarlo integralmente por separado y la obra únicamente puede ejecutarse si un número 
suficiente de personas aúna sus esfuerzos. 

La economía Neoclásica postula que la existencia de economías externas y 
free-riders constituye un «fallo» del mercado pues en este se producirá una 
menor cantidad de bienes de lo que sería «socialmente deseable». La 
solución, una vez más, pasaría por la producción estatal en cierto tipo de 
industrias donde el free-rider hace su aparición. Para ello, el gobierno «puede 
contratar a un equipo de economistas e ingenieros a fin de que realicen un 
estudio llamado análisis coste-beneficio, cuyo objetivo es estimar los costes y 
los beneficios totales que tendría el proyecto para la sociedad en su conjunto» 
(Mankiw, 2007: 161). Nuestro objetivo en este apartado es criticar este 
razonamiento y tratar de justificar seis hipótesis, a saber, que el free-rider: 

1) Se comporta de forma económica, jurídica y ética. 

2) Su identificación puede resultar problemática. 

3) No representa un problema significativo para los productores, ni para la 
sociedad en su conjunto. 

4) No es, en sentido estricto, un consumidor de bienes económicos. 

5) Puede dejar de serlo porque el mercado desarrolla continuamente nuevas 
formas de exclusión de quienes no desean pagar. 

6) La intervención del gobierno empeora la situación al causar nuevas y 
peores externalidades. 

1. Comportamiento del free-rider 

En primer lugar, el comportamiento del free-rider es económico. El opor- 

tunismo está inserto en la naturaleza de todos los seres vivos, incluido el ser 

humano. Entendemos por oportunidad una situación que, debidamente 

identificada y gestionada, proporciona al agente un gran beneficio en relación 

con el coste soportado. El oportunismo es propio de la función empresarial: 

«En un sentido general o amplio la función empresarial coincide con la 

acción humana misma» (Huerta de Soto, 2010a: 41). Disfrutar los beneficios 


de una situación preexistente o sobrevenida no solo forma parte de la 
racionalidad económica, sino que es una causa no intencionada del progreso 
humano: «Heredamos de nuestros antepasados no solo bienes y productos 
diversos, de los que derivamos riquezas materiales, sino también ideas y 
pensamientos, teorías y técnicas, a las que nuestra inteligencia debe su 
fecundidad» (Mises, 2011a: 214). 

En segundo lugar, la conducta del free-rider es jurídicamente correcta pues 
no viola derecho alguno, en particular, la propiedad del productor de la 
externalidad. El beneficio del free-rider no procede de una relación 
contractual, explícita o tácita, que obligue al pago de la utilidad recibida: 
«But certainly he has not asked for these benefits, and in no case can he be 
alleged that he has contracted for them» (Block, 1983: 9). El «gorrón» (al 
contrario que el criminal) no obtiene un beneficio violando la ley pues no 
merma la propiedad de quienes pagaron. Llamar al free-rider «polizón» 
también es incorrecto porque este último invade una propiedad privada —el 
medio de transporte— de forma subrepticia, sin autorización del propietario; 
el polizón (al contrario que el free-rider) viola la ley y por ello debe 
permanecer oculto durante su viaje. Igualmente se equivoca Mankiw (2007: 
159) llamando al free-rider «parásito» pues este se alimenta a expensas de su 
huésped mientras que el consumo de aquel no se produce a expensas de 
nadie. Por último, los términos «evitar» o «eludir» el pago resultan 
inapropiados cuando no existe una obligación contractual; por ejemplo, si 
WhatsApp o Wikipedia son servicios gratuitos no es justo afirmar que los 
usuarios «evitan» el pago porque nunca se exigió tal cosa. Si al productor de 
una externalidad no le importa que otros resulten beneficiados de su trabajo 
solo cabe alegrarnos de su generosidad. 

En tercer lugar, el comportamiento del free-rider es ético, siempre y cuando 
no medie fraude o violencia sobre terceros. Algunos autores introducen 
reparos morales y afirman, por ejemplo, que el provecho derivado de una 
externalidad positiva es «inmerecido», como si tal cosa pudiera ser 
considerado un criterio de justicia. Hayek nos recuerda que la sociedad es un 
orden extenso, no diseñado racionalmente, evolutivo, donde las generaciones 
posteriores disfrutan los logros conseguidos por las anteriores: «No previeron 
nuestros antepasados, antes de adoptarlas, los ventajosos efectos que las 
normas llegarían a facilitar; solo posteriormente hemos sido capaces de 
descubrir, a través de la oportuna reflexión, cuánto les debemos en realidad» 


(Hayek, 2015: 133). También podría considerarse «inmerecido» recibir una 
herencia o ser agraciado por la naturaleza con una gran belleza, vigor físico o 
inteligencia. Los economistas, que ven fallos en el mercado, no los aprecian 
en la lotería, donde la externalidad es máxima, donde unos pocos se 
enriquecen a expensas de muchos «sin haberlo merecido». En la lotería, todos 
los jugadores (que realizan el mismo número de apuestas) tienen la misma 
probabilidad de ganar el premio, la participación en el juego es voluntaria e 
implica consentimiento de todos los participantes sobre la equidad de las 
reglas y la inequidad de los resultados. La ausencia de coacción proporciona 
validez ética a las externalidades que suscita el juego. Otro indicio sobre la 
eticidad del free-rider es su comportamiento transparente y público. Por 
último, Kirzner (1995) reconcilia la utilidad obtenida en el libre mercado con 
la moralidad; «de manera que ambas consideraciones, las relativas a los 
principios morales y las de eficiencia económica, lejos de oponerse, se 
refuerzan y respaldan mutuamente» (Huerta de Soto en Kirzner, 1995: 24). 
2. ¿Es posible identificar al free-rider? 
Puesto que el valor es subjetivo, ¿cómo podemos saber si alguien resulta 
beneficiado o perjudicado de una externalidad? Pongamos el ejemplo de los 
vecinos A y B, donde el segundo supuestamente se beneficia de la seguridad 
contratada entre A y la compañía C. Imaginemos que la alarma instalada en la 
casa de A se dispara frecuentemente durante la noche debido al tránsito de 
animales o al efecto del viento; el sistema de seguridad de A, en este caso, 
interrumpe el descanso de B. No hay forma de saber si la utilidad indirecta 
que recibe B, en forma de mayor seguridad, excede o no las molestias que 
hemos apuntado. Solamente B puede hacer una valoración al respecto. 
Pongamos otro ejemplo: supongamos un estadio de fútbol que es colindante 
con un edificio de gran altura. Los vecinos de los pisos más altos, desde el 
balcón, pueden disfrutar de los partidos «evitando» pagar la entrada; alguien 
podría afirmar que son beneficiarios de una externalidad positiva, pero de 
antemano desconocemos si a esas personas les agrada o no el fútbol: el 
vecino del 9.”-A, que es un gran seguidor del equipo local, es agraciado 
mientras que al vecino del 9.*-B el ruido del estadio le impide dormir la 
siesta. El forofo del 9.*-A invita a sus amigos a casa a ver el partido, cosa que 
desagrada a su familia; los invitados se convierten en free-riders de segundo 
nivel mientras que el anfitrión se convierte en productor de externalidades 
positivas (amigos) y negativas (familia). Los vecinos del 8.* y 7.* piso solo 


tienen vistas, respectivamente, del 70% y 40% del terreno de juego y para 

ellos la externalidad positiva es parcial. Los vecinos del 6.” piso e inferiores 

no ven absolutamente nada y sufren todos los inconvenientes del partido: 
ruido, suciedad en las calles y escasez de aparcamiento durante varias horas. 

Los vecinos del 2.”-A y 3.*-B, que pasan los fines de semana fuera de casa, el 

evento deportivo no les afecta en ningún sentido. La vecina del 9.”-C, de 65 

años, también sufre todos los inconvenientes antes mencionados, pero como a 

su yerno le gusta el fútbol ella es feliz de que su hija y sus dos nietos pasen la 

tardes de partido en casa. Por último, el dueño del bar situado en los bajos del 
edificio es afortunado de hacer una buena recaudación los días de partido. 

Como ilustra nuestra imaginación, el fenómeno de las externalidades es 

subjetivo, gradual, heterogéneo e intrincado. Solamente los individuos 

pueden saber si las externalidades existen, sin son positivas o negativas y con 
qué intensidad son sentidas. 
Resumiendo, identificar al free-rider es problemático por lo siguiente: 

(a) El valor es subjetivo y no sabemos a priori cómo afectará una misma 
externalidad a distintos individuos. 

(b) La externalidad es heterogénea pues una misma actividad produce 
múltiples efectos, tanto positivos como negativos. 

(c) La externalidad es un fenómeno dinámico y temporal; unas externalidades 
pueden aparecer y otras desaparecer. El signo de la externalidad y su 
intensidad son cambiantes en el tiempo según la situación de los 
productores y los receptores de la externalidad. 

(d) La externalidad es marginal pues tanto los fenómenos objetivos de la 
actividad como las percepciones subjetivas se producen con diferente grado 
de intensidad. 

(e) La externalidad es un fenómeno recíproco y es preciso analizar, caso por 
caso, quién es productor y quién receptor. 

3. ¿Es el free-rider un problema significativo? 

La Teoría de los bienes públicos predice que la existencia de externalidades 

positivas haría que determinados servicios en el libre mercado se produjeran 

de manera «insuficiente» en cantidad y/o calidad o que no se produjeran en 
absoluto. Sin embargo, una mera observación a la realidad cotidiana puede 
cuestionar la, a nuestro juicio, magnificada importancia de esta cuestión. En 
primer lugar, las externalidades positivas no constituyen un obstáculo para la 
producción bienes económicos; por ejemplo, la gramola, tan popular en los 


años 60 y 70 del siglo pasado, prueba que muchos consumidores pagan por 
escuchar sus canciones favoritas sin importarles que otros escuchantes no 
paguen. La construcción de sendas, veredas, caminos, puentes, escuelas, 
hospitales, plazas e iglesias, en tiempos no tan lejanos, era realizada O 
financiada privadamente por los habitantes del territorio. Las fiestas 
populares eran costeadas íntegramente por los vecinos antes de que los 
ayuntamientos comenzaran a dirigirlas, organizarlas y subvencionarlas. 
Todavía hoy quedan restos visibles de lo que antaño era una actividad 
completamente privada. Los habitantes de La Palma (Canarias) sufragan 
privadamente casi la totalidad de sus fiestas locales; por ejemplo, en 2018, el 
90% del presupuesto de las fiestas de El Socorro (Breña Baja) provino de 
aportaciones privadas,'% lo cual refuta el argumento de que en ausencia de 
impuestos no habría festejos populares. Otros aceptan la evidencia de que los 
fuegos artificiales (paradigma de externalidad positiva) se producen 
privadamente a pesar del free-rider, pero añaden que la cantidad producida es 
menor a la «deseable socialmente»; solo un diletante o un pirómano puede 
sostener que la cantidad de pólvora que se quema con fondos privados es 
«insuficiente». Sin embargo, como afirma Rothbard (2013b: 26): «Los 
recursos en la sociedad son limitados y pueden usarse para innumerables 
fines alternativos. ¿Cuál es el estándar para determinar que las cantidades 
para ciertos usos son “excesivas” o “insuficientes”?» El mismo concepto de 
«deseabilidad social» resulta abstruso: ¿es acaso posible conocer los deseos 
de todos los individuos?, ¿son los deseos homogéneos?, y aún dándolos por 
sabidos, ¿es posible sumar y restar deseos”; tal vez, el político de marras 
decida gastar más para llegar a la cantidad calculada misteriosamente por el 
«ingeniero social» y lo más probable que ocurra es un «despilfarro social» 
pues quien autoriza el gasto dispara con «pólvora de rey». 

Por otro lado, ya hemos visto que el concepto de externalidad es recíproco. 
Alguien podría afirmar que es el productor de la externalidad el responsable 
de internalizar los beneficios de su actividad y que el free-rider no es 
responsable de que el primero no sepa, no pueda o no quiera excluir al 
segundo. Esto último se observa con la «reventa» de entradas (donde solo 
figura el precio). Las empresas tienen libertad para fijar dinámicamente el 
precio tal y como sucede en una lonja, en la bolsa o, más recientemente, en la 
venta de billetes aéreos por Internet; pero los clubes deportivos prefieren 
mantener un precio fijo para no enfadar a sus clientes. Cuando la demanda es 


muy superior a la oferta, la asignación de (parte) entradas mediante sorteo o 
antigúedad en el club es un premio a los abonados de temporada, un bono 
económico que premia y fideliza a sus mejores clientes. Una vez que la 
entrada está en poder del socio o de quien ha permanecido más tiempo 
haciendo cola en la taquilla, cada propietario es libre de consumir el evento o 
de revender su derecho. La reventa, no solo es una actividad éticamente 
impecable, además proporciona ventajas económicas a revendedores y 
compradores (Block, 2012: 36): los primeros valoran más el dinero 
procedente de la reventa que el tiempo que permanecen en la fila y los 
segundos lo contrario. Si el productor quiere evitar la reventa podría emitir 
las entradas nominalmente y cotejar la identidad a la entrada del estadio, pero 
esto supone mayores costes para la empresa y molestias para los clientes. 
Muchos podrían afirmar que el caso de la defensa nacional es distinto, que 
la supuestamente menor producción de defensa y seguridad en una sociedad 
laissez-faire sería un problema significativo. Sin la intervención coactiva del 
Estado probablemente los consumidores no se pondrían de acuerdo para 
constituir unas potentes fuerzas armadas que protegieran a la nación en su 
conjunto. Esto es plausible, pero en ausencia de mercado ¿cómo podemos 
saber si portaaviones, submarinos o bombarderos son necesarios? Tal vez, 
algunos o todos de los costosos sistemas de armas no lo fueran; por ejemplo, 
Panamá y Costa Rica, países de tamaño y población no despreciables, no 
poseen fuerzas armadas. Tal vez, el Estado produce en demasía algunos 
servicios privando a los consumidores del disfrute de otros bienes 
económicos más valorados. Tampoco hemos reparado si múltiples sistemas 
de defensa y seguridad, superpuestos, interconectados, descentralizados e 
impulsados por la fuerza de la competencia podrían eventualmente 
proporcionar mejores resultados que el monopolio estatal. Solamente el 
mercado no interferido es capaz de resolver esta cuestión. 
4. ¿Consume el free-rider bienes económicos? 
Si pudiéramos demostrar que el «gorrón» no consume bienes económicos, el 
supuesto problema del free-rider quedaría vacío de contenido. Para ello, 
acudiremos a lo que Carl Menger (2013: 14) entiende por «bien»: 


Para que una cosa se convierta en bien [...] deben confluir las cuatro condiciones siguientes: 

1. Una necesidad humana. 

2. Que la cosa tenga tales cualidades que la capaciten para mantener una relación o conexión 
causal con la satisfacción de dicha necesidad. 

3. Conocimiento, por parte del hombre, de esta relación causal. 


4. Poder de disposición sobre la cosa, de tal modo que pueda ser utilizada de hecho para la 
satisfacción de la mencionada necesidad. 


A partir de esta definición intentaremos demostrar que los bienes que 
consume el free-rider, según los diferentes casos, no cumplen una o más de 
las exigencias mengerianas. Durante la argumentación emplearemos el 
ejemplo de los vecinos A y B, donde el primero contrata seguridad privada a 
la compañía C y el segundo disfruta «gratis» de una mayor seguridad 
indirecta. 

En primer lugar, el bien económico tiene que satisfacer una necesidad 
humana y la seguridad sin duda lo es, pero no todos los hombres están 
dispuestos a utilizar la violencia como medio de protección; por ejemplo, si B 
fuera pacifista la externalidad podría no existir, pero supongamos que no lo 
es, por tanto, la primera condición de Menger se cumple; la segunda 
condición también: existe una relación causal entre la seguridad que paga A y 
la que disfruta (indirectamente) gratis B; y la tercera condición también: B es 
consciente de la relación causal; sin embargo, la cuarta condición no se 
satisface: B no tiene poder de disposición sobre la cosa, a saber, el servicio de 
C. La utilidad que B recibe está fuera de su control y B se aprovecha de A de 
igual modo que cuando este riega el jardín. En caso de una emergencia, B 
podría eventualmente solicitar la protección de C, pero no siendo cliente, el 
proveedor podría negarle el servicio.* Solamente el productor del servicio 
posee el «poder de disposición sobre la cosa» y ese poder se transfiere 
contractualmente a sus clientes. Para A, el servicio de protección es un bien 
económico «completo» que cumple las cuatro condiciones mengerianas 
mientras que para B no lo es. En cambio, si B tuviera una pistola en su casa 
(y supiera manejarla) podemos afirmar que tiene poder de disposición sobre 
ella. Según el cuarto criterio de Menger, la pistola es un bien económico pero 
la externalidad que provoca C no lo es. El free-rider, en el mejor de los casos, 
es un consumidor en «precario» que está a expensas de A y CG; por ejemplo, 
A podría rescindir el contrato de seguridad con CG, sin el conocimiento de B, y 
este dejaría de recibir una economía externa. Durante algún tiempo —hasta 
que B se percatara de la nueva situación— la seguridad «gratis» que disfruta 
B es puramente ilusoria. 

Pueden darse otros escenarios donde la tercera condición —conocimiento 
de la conexión causal — también pudiera quedar insatisfecha. Esto sucedería 
cuando el beneficiario de la externalidad positiva no fuera consciente de 


serlo; por ejemplo, B puede desconocer que A y C tienen suscrito un contrato 
de seguridad. O bien, supongamos que A es policía y B lo desconoce; sin 
saberlo, B es (supuestamente) un free-rider de la seguridad que proporciona 
su vecino, pero su ignorancia le impide considerarla como un bien 
económico. 

Cuando hablamos de externalidades positivas y free-riders debemos ser 
precavidos y emplear el adverbio «supuestamente» porque la externalidad 
nunca está asegurada y, aunque lo estuviera, podría cambiar de signo 
súbitamente; por ejemplo, imaginemos que una patrulla policial de C acude a 
proteger a A de unos intrusos, se produce un tiroteo y algunas balas impactan 
en la vivienda de B, produciendo daños materiales; en este caso, la 
externalidad positiva se ha convertido en negativa. Si los ladrones hubieran 
actuado sin la intervención de C, la vivienda de B no estaría dañada. 

Para aclarar un poco más por qué un bien (objeto) que no está a disposición 
del consumidor no es un bien económico vamos a poner otros dos ejemplos. 
Primero: B tiene una pistola en su casa en una caja de seguridad, pero no 
recuerda la combinación y no puede hacer uso del arma. Segundo: 
consideremos que la naturaleza es fuente de externalidades positivas y 
negativas. Fijémonos en la lluvia como externalidad positiva y en el 
agricultor como free-rider; este último, no puede disponer del agua de lluvia 
a su voluntad, no puede fijar el momento en que se produce la precipitación, 
ni la cantidad de agua recibida, etc. Sin poder de disposición, la lluvia puede 
ser favorable o desfavorable, de hecho, muchas cosechas se estropean porque 
la precipitación cae a destiempo o es demasiado violenta (granizo). El agua 
solo se convierte en un bien económico cuando es recogida, almacenada y 
usada de forma intencional. Muchas economías externas son tan estables y 
seguras que olvidamos fácilmente nuestra condición de consumidores en 
precario; por ejemplo, disfrutamos de Wikipedia y Google sin reparar que en 
cualquier momento el servicio pueda interrumpirse; tal cosa sucedió, en 
1996, cuando el servicio de Google Noticias (en castellano) tuvo que cerrar 
en España por un cambio legislativo, produciendo un perjuicio evidente para 
la empresa, para millones de usuarios de Internet e incluso para los editores 
que cedían libremente sus publicaciones al agregador de noticias. 

5. Formas de exclusión del free-rider 
Hemos demostrado exhaustivamente que el problema del free-rider no es tan 
evidente ni tan grave como afirman algunos. En cierto modo, las economías 


externas pueden verse como un «regalo» de los productores a determinados 
consumidores y no como un problema de equidad o de subproducción. Pero 
debemos admitir que, en ocasiones, la conducta de algunas personas puede 
ser parasitaria y es el propio mercado, impulsado por la creatividad 
empresarial, quien puede encontrar las mejores soluciones a los problemas 
señalados. Que el gobierno no pueda excluir del consumo a los que no pagan 
por un servicio no significa que el mercado no pueda hacerlo. También en 
cuestiones de seguridad se puede discriminar entre clientes y free-riders, por 
ejemplo, señalando o marcando las casas que tienen contratado un servicio de 
protección.** El mercado va encontrando soluciones tecnológicas (y de otro 
tipo) ante cada problema; por ejemplo, la TV y radio en abierto, los 
productores de servicios en Internet (Google, Facebook) y las aplicaciones de 
telefonía móvil, entre otros muchos, recurren a la publicidad como forma de 
sufragar el servicio; otras empresas, como WhatsApp y Spotify, emplean 
sistemas mixtos: los usuarios que pagan un servicio premium pueden eludir 
los molestos anuncios publicitarios. Otra solución de mercado es el pago 
voluntario o donación, fórmula empleada por algunos autores, organizaciones 
religiosas, empresas (Wikipedia) y autónomos (guías turísticos). La explosión 
de miles de ONG en todo el mundo y sus cientos de millones de free-riders 
constituye la mejor prueba contra la tesis de la «subproducción» ocasionada 
por las economías externas. 

Analicemos ahora las comunidades de propietarios, lugar donde abunda el 
free-rider, y veamos cómo el mercado ha ido encontrando soluciones. Hace 
aproximadamente 50 años, “2 en España, no existía el servicio de 
«Administración de Fincas»; correspondía al presidente y al secretario de 
cada comunidad su gestión y mantenimiento; algunos vecinos eludían estos 
cargos alegando falta de preparación técnica o el tener una avanzada edad, 
pero el motivo principal era no querer internalizar los costes de lo común. En 
las comunidades de vecinos muy pocos están dispuestos a trabajar «gratis» 
para el conjunto y es preferible que sea «otro» quien ejerza los cargos, y si 
estos se asignan por sorteo, la negligencia de quienes los ocupan queda sin 
sanción. Los administradores de fincas resolvieron este problema repartiendo 
entre todos los propietarios los costes de gestión. 

6. La intervención del gobierno 
Hasta ahora hemos visto que el free-rider no constituye un problema eco 
nómico relevante para los productores ni para los consumidores que pagan 


por el servicio. Sin embargo, los economistas que estudian las políticas 
públicas identifican un presunto problema de «subproducción». La respuesta 
del gobierno consiste en imponer mandatos coactivos que, con frecuencia, 
empeoran la situación: cabe la posibilidad de que los fallos del Estado sean 
mayores que los fallos del mercado (Rothbard, 2013b). Supuestamente, tras 
la intervención, todos pagan y todos pueden disfrutar del servicio que ahora 
se producirá de forma más «eficiente». El gobierno cobrará impuestos al 
conjunto de contribuyentes convirtiendo en real un problema inexistente; por 
ejemplo, en el caso de los fuegos artificiales, el ayuntamiento confiscará una 
pequeña cantidad de dinero a cada vecino y podrá sufragar un mayor gasto en 
pirotecnia, según lo «socialmente deseable», sin que todavía nadie haya 
explicado como se calcula este arcano. Lo que realmente sucede es una 
transferencia coactiva de utilidades: muchos consumidores pagarán por el 
servicio sin recibir nada a cambio o incluso recibiendo perjuicios;YÍ por 
ejemplo, los fuegos artificiales se producen en un espacio limitado, en un 
momento concreto y solo podrá disfrutarlos una pequeña parte de la 
población. Se ignora que el desplazamiento al lugar de exhibición es un coste 
considerable en tiempo y dinero, el cuál variará en función de las 
circunstancias personales de cada sujeto. Otros no podrán disfrutar del evento 
público porque están de viaje, enfermos, cuidando a sus hijos, trabajando, etc. 
No importa donde se realice el evento ni el día o la hora, la mayoría de la 
población —que lo ha sufragado con impuestos— queda excluida debido a 
múltiples factores; la exclusión no es legal pues a nadie se le impide acudir al 
espacio público, es económica y debida a los costes de oportunidad. Antes de 
la intervención algunos vecinos del barrio pagaban voluntariamente por ver 
sus discretos fuegos artificiales y después de la intervención muchos 
costearán un espectáculo grandioso que no disfrutarán. El gobierno ha 
aumentado los efectos de la externalidad y tampoco ha resuelto el problema 
de los gorrones pues sigue habiendo consumidores del espectáculo que no 
pagan impuestos en la localidad: inactivos, desempleados, visitantes, turistas, 
etc. De forma contradictoria, el gobierno dirá ahora que «su» externalidad es 
positiva porque atrae a más turistas sin coste añadido. Inevitablemente, la 
mayoría de contribuyentes sufrirá una merma de sus ingresos sin recibir nada 
a cambio. Además, la medida reduce el nivel de vida de la población y la 
cantidad de capital disponible en la sociedad. 


CAPÍTULO 8 


EL MONOPOLIO ESTATAL 
DE DEFENSA Y SEGURIDAD 


En este capítulo analizaremos las distintas visiones que los economistas 
tienen del monopolio y cómo, desde la perspectiva Austriaca, el monopolio 
estatal de defensa y seguridad supone un perjuicio económico para los 
consumidores. 

Desde la óptica del mainstream económico, lo primero que nos llama la 
atención es la siguiente contradicción: si el monopolio supuestamente es un 
«fallo» del mercado, ¿por qué razón el Estado debería tener monopolios? 
¿Qué hace que un monopolio estatal sea distinto? Si lo ideal es una situación 
de altísima competencia lo que cabría esperar, supuestamente, es que el 
gobierno la fomentara al máximo en todos los sectores de la economía. ¿Por 
qué el Estado no se aplica a sí mismo las leyes de «defensa de la 
competencia»? La razón, según los economistas neoclásicos, es el argumento 
de los «bienes públicos» que ya hemos criticado en el capítulo anterior. 

Veamos primero qué entendemos por «monopolio»: «Pocos son los 
economistas que hayan formulado una definición de monopolio que sea 
coherente y tenga significado» (Rothbard, 2013a: 164). El origen etimológico 
de monopolio proviene de las palabras monos (solo) y polein (vender): 
«único vendedor» de cierto bien es lo que se entiende comúnmente por 
monopolio. En cambio, los economistas austriacos se adhieren a la definición 
dada por el gran jurista del siglo xvi, Lord Coke (Rothbard, 2013a: 172): 


Monopolio es el establecimiento u otorgamiento por parte del rey, mediante merced, concesión 
suya, o de otra manera [...] a cualquier persona o personas, cuerpos políticos o corporativos, para la 
exclusiva venta, compra, fabricación, elaboración o uso de alguna cosa, por medio de lo cual cierta 
persona O personas, cuerpos políticos o corporativos, resultan restringidos en cuanto a libertades 
que anteriormente tenían, o entorpecidos en su legítimo comercio. 


El monopolio existe por «una concesión de privilegios por parte del 
gobierno» (Rothbard, 2013b: 22), por tanto, es un fenómeno exclusivamente 
mercantilista que no tiene cabida en el libre mercado. «Solo puede surgir 
cuando el Estado impide el acceso libre a una parcela, reservándosela para sí, 
o concediéndosela a uno o varios privilegiados en detrimento del resto de 
agentes, que son vedados» (Huerta de Soto, 2009-2010: 21.3). El Estado 
determina legalmente, de forma arbitraria, qué se entiende por monopolio y 


cuáles son autorizados o prohibidos; por ejemplo, esto dice la Constitución 


mejicana de 1917: 

Art. 28.- En los Estados Unidos Mexicanos no habrá monopolios ni estancos de ninguna clase; ni 
exención de impuestos; ni prohibiciones a título de protección a la industria; exceptuándose 
únicamente los relativos a la acuñación de moneda, a los correos, telégrafos y radiotelegrafía, a la 
emisión de billetes por medio de un solo Banco que controlará el Gobierno Federal, y a los 
privilegios que por determinado tiempo se concedan a los autores y artistas para la reproducción de 
sus obras, y a los que, para el uso exclusivo de sus inventos, se otorguen a los inventores y 
perfeccionadores de alguna mejora. 

En consecuencia, la ley castigará severamente, y las autoridades perseguirán con eficacia, toda 
concentración O acaparamiento en una O pocas manos, de artículos de consumo necesario, y que 
tenga por objeto obtener el alza de los precios; todo acto o procedimiento que evite o tienda a 
evitar la libre concurrencia en la producción, industria o comercio, o servicios al público; todo 
acuerdo o combinación, de cualquiera manera que se haga, de productores, industriales, 
comerciantes y empresarios de transportes o de alguno otro servicio, para evitar la competencia 
entre sí y obligar a los consumidores a pagar precios exagerados; y, en general, todo lo que 
constituya una ventaja exclusiva indebida a favor de una O varias personas determinadas y con 
perjuicio del público en general o de alguna clase social. 

No constituyen monopolios las asociaciones de trabajadores formadas para proteger sus propios 
intereses. Tampoco constituyen monopolios las asociaciones o sociedades cooperativas de 
productores para que, en defensa de sus intereses o del interés general, vendan directamente en los 
mercados extranjeros los productos nacionales o industriales que sean la principal fuente de 
riqueza de la región en que se produzcan, y que no sean artículos de primera necesidad, siempre 
que dichas asociaciones estén bajo la vigilancia o amparo del Gobierno Federal o de los Estados, y 
previa autorización que al efecto se obtenga de las legislaturas respectivas en cada caso. Las 
mismas legislaturas por sí o a propuesta del Ejecutivo, podrán derogar, cuando las necesidades 
públicas así lo exijan, las autorizaciones concedidas para la formación de las asociaciones de que 
se trata. 


De lo anterior, solo podemos inferir la afirmación maniquea de que existen 
dos tipos de monopolio: el beneficioso, que organiza el Estado; y el dañino, 
que se genera en el libre mercado. 

I. MONOPOLIO: VISIONES NEOCLÁSICA Y AUSTRIACA 

1. Teoría neoclásica del monopolio 
En la medida que el mercado se desvía de la situación de máxima eficiencia 

aparece la competencia «imperfecta» y los mercados monopólicos. En una 

situación de competencia perfecta o «ilimitada» (Frank, Jennings y Bernanke, 

20125157) 

— Todas las empresas venden el mismo producto normalizado. 

— El mercado tiene muchos compradores y vendedores, cada uno de los 
cuales compra o vende una pequeña fracción de la cantidad total 
intercambiada. 

— Los vendedores pueden entrar y salir del mercado fácilmente. 


— Los compradores y vendedores están bien informados. 

En situación de «competencia perfecta» hay muchas empresas que venden 
una cierta cantidad de un mismo (o muy similar) producto a un (supuesto) 
«precio competitivo»; si alguna empresa incrementara el precio por encima 
del nivel «competitivo» los consumidores comprarían los productos a sus 
competidores. En cambio, si el monopolista o cártel de empresas detecta que 
al nivel del precio competitivo la curva de demanda es inelástica, aquel puede 
maximizar su utilidad reduciendo la oferta e incrementando el precio unitario; 
es decir, la empresa fijaría un precio por encima de su ingreso marginal y esto 
provocaría una supuesta «explotación» del consumidor (Huerta de Soto, 
2009-2010: 21). Por tanto, la solución del gobierno para que nadie abuse de 
su «poder de mercado» es impedir la concentración de la oferta mediante 
prohibiciones a la fusión de empresas o creación de cárteles; y en el supuesto 
de que una empresa crezca de forma orgánica hasta alcanzar una dimensión 
de monopolio, se la trocea para que haya muchas empresas de menor tamaño. 
2. El precio de monopolio y la subproducción 
El argumento del precio de monopolio parte de la suposición de que existe un 
«precio competitivo», fruto de la competencia perfecta, al que se opone un 
precio más elevado —el de monopolio—, resultado de la acción restrictiva 
del productor (Rothbard, 2013a: 192). Idéntico argumento se utiliza para 
prohibir legalmente los cárteles: «Un cártel es una organización de empresas 
independientes que producen bienes similares y que trabajan conjuntamente 
para elevar los precios y restringir la producción» (Samuelson y Nordhaus, 
2006: 184). Sin embargo, la afirmación de que el empresario produce una 
cantidad «demasiado baja» a un precio «demasiado alto» no está probada 
científicamente, es decir, no hay forma de determinar objetivamente la 
existencia de una producción «óptima» ni de un precio «competitivo». 

En primer lugar, hablemos de la «subproducción». Todos los empresarios, 
sean grandes o pequeños, actúan de forma especulativa y si alguno detecta 
que su mercancía puede ser vendida a un precio más alto en el futuro la 
almacenará con la finalidad de incrementar sus beneficios.** Todo 
empresario siempre busca la combinación de producción y precio que le 
reporte el máximo beneficio. Esto no siempre es posible y, en ocasiones 
(como sucede frecuentemente en la agricultura), hay escasez o excedente de 
producto. En este último caso, si los productos son duraderos (aceite, azúcar) 
serán almacenados para venderlos posteriormente sin descuento, pero si son 


perecederos y/o los costes de almacenamiento exceden al beneficio potencial 
de la operación, el empresario deberá destruirlos o dejarlos mermar in situ. 
Sería absurdo pensar que el empresario produce un excedente para luego 
destruirlo, la realidad es que se equivoca en sus estimaciones iniciales y luego 
debe soportar los costes. No hay manera de distinguir la reducción de la 
oferta de un monopolista de la realizada por otro empresario o especulador 
cualquiera. 

En segundo lugar, hablemos del «precio competitivo». En el libre mercado 
todos los precios son «competitivos» porque todos compiten entre sí, el único 
precio «no competitivo» es aquel que ha sido interferido institucionalmente 
bajo el rubro de «control de precios». Aún en el caso, supuestamente más 
desfavorable, de que existiera un único proveedor de un bien en un territorio 
dado, siempre existen bienes sustitutivos cuyos precios compiten con los del 
primero. El monopolista nunca queda a salvo de la influencia de la 
competencia (Rothbard, 2013a: 178). Restringir la oferta y subir el precio 
para obtener un mayor beneficio nunca tiene el éxito garantizado, es algo que 
el empresario deberá experimentar y descubrir mediante ensayo y error. 
Alcanzar el objetivo dependerá, en última instancia, de la inelasticidad de la 
demanda,*” pero esta forma de buscar la mayor rentabilidad no es en modo 
alguno exclusiva del monopolista, sino el modo habitual en que opera la 
función empresarial. También puede suceder que el «precio competitivo» de 
muchas pequeñas empresas similares sea más elevado que el «precio 
monopolista» de una gran corporación que obtiene economías de escala. Los 
economistas neoclásicos pretenden que ninguna empresa «grande» pueda 
fijar un precio superior al ingreso marginal y olvidan que, en las empresas, a 
medida que disminuye su tamaño, crece la curva de costes marginales; por 
tanto, las hipótesis de partida quedan modificadas por este hecho. Lo 
relevante para el consumidor es obtener la mejor relación calidad-precio, 
según su personal escala de valores, independientemente del número de 
competidores. 

3. Crítica austriaca a la visión neoclásica 

Podemos identificar dos visiones austriacas del monopolio (Block 1977: 
271); para Mises (2011) y Kirzner (1995) el monopolio puede existir en el 
libre mercado y se da una infraproducción deliberada por parte del 
monopolista; para Rothbard (2013a y 2013b) y resto de autores (Block, 2003; 
Bastos, 2005; Hayek, 2014; Hoppe, 2003; Huerta de Soto, 2010; Kinsella, 


2008; Menger, 2013), el monopolio consiste exclusivamente en un privilegio 
otorgado por el gobierno y es incompatible con el libre mercado. La 
definición clásica de monopolio como «único vendedor» de un bien es 
problemática por varios motivos: 

a) Es virtualmente imposible que dos empresas produzcan el mismo tipo de 
bien, en todo caso, solamente el consumidor está en disposición de apreciar 
esta diferencia. En una economía moderna los productos físicos llegan al 
mercado ya elaborados y bajo determinadas marcas comerciales por lo que 
los consumidores pueden distinguir más fácilmente un producto de otro. 
Esta dificultad se hace extrema en los servicios, que se caracterizan por la 
variabilidad de la producción: no hay dos servicios iguales, ni siquiera los 
realizados por una misma persona. Esto significa que todo productor 
personal de servicios (médico, abogado, artista, profesor) es un monopolista 
de sí mismo ya que nadie puede imitar su forma de trabajar. 

b) El segundo problema es el relativo a la forma en que agrupamos los bienes 
en clases o categorías para luego afirmar si una empresa constituye o no un 
monopolio. Por ejemplo, la corporación The Coca-Cola Company es un 
monopolio al 100% de su marca Coca-Cola, pero si ampliamos la 
definición de la clase a las bebidas que «contienen cola», el mercado lo 
comparte con Pepsi-Cola y un número elevado de pequeños productores;+* 
si seguimos expandiendo la categoría al de bebidas «refrescantes», la cuota 
de Coca-Cola se reduce a 67,2% y el resto del mercado se reparte entre 
otros muchos fabricantes; y así sucesivamente el concepto de monopolio se 
va diluyendo a medida que vamos ampliando el rango de productos 
incluidos en la definición. 

Veamos ahora el ejemplo de un monopolio de servicios. El Canal de 
Panamá es la única vía navegable que atraviesa el territorio continental 
americano conectando los océanos Atlántico y Pacífico; el servicio 
marítimo sustitutivo al Canal de Panamá debe bordear el continente por el 
sur (Estrecho de Magallanes o Cabo de Hornos) o dar la vuelta al mundo 
utilizando el Canal de Suez o la ruta del Cabo de Buena Esperanza. Ahora 
bien, si ampliamos la definición de forma que se incluya el tránsito 
terrestre, existe una amplia red de carreteras y vías férreas que permiten 
realizar un transporte intermodal (marítimo y terrestre) de contenedores 
entre las ciudades situadas en las costas este y oeste del continente 
americano. Por este motivo, lo que podría resultar un caso paradigmático de 


monopolio sobre una ruta, en realidad no lo es: actualmente el Canal de 
Panamá tiene una cuota de mercado de 38% en la ruta entre el noreste de 
Asia y la costa este de los Estados Unidos; el sistema intermodal mantiene 
una participación de 61% y el canal de Suez de 1%. 

Cc) El tercer problema es definir el ámbito geográfico al que correspondería el 
monopolio (Bastos, 2005: 32). A medida que restringimos aquel van 
apareciendo monopolios que antes no lo eran. Por ejemplo, a nivel mundial 
Repsol no es un monopolio petrolífero, pero a nivel español sí lo es. En 
España, Endesa no es un monopolio de generación de energía eléctrica, 
pero en Canarias es el único productor relevante. En un pequeño pueblo 
solo hay negocio para una farmacia, un supermercado o una gasolinera. 
Cada territorio, en función de la demanda, es capaz de albergar un 
determinado número de productores que, en muchos casos, solo es uno. 

d) El cuarto problema es definir el ámbito temporal del monopolio. El 
concepto neoclásico de monopolio es estático, pero la competencia es un 
proceso esencialmente dinámico (Huerta de Soto, 2009-2020: 21.3). Los 
economistas pecan de imprecisión al no determinar el lapso temporal para 
que una empresa sea considerada monopólica (Bastos, 2005: 33). Por 
ejemplo, durante la crisis económica de 2008 muchas personas se vieron 
obligadas a vender sus joyas y surgió, en cada ciudad, un primer negocio de 
«Compro Oro». Este monopolio, en un contexto de libre entrada de 
competidores, fue efímero pues otros empresarios abrieron rápidamente 
negocios similares. El productor de cualquier innovación es, durante algún 
tiempo, el único proveedor de ese nuevo producto o servicio. Además, 
desde una perspectiva ética, es justo que el mercado recompense a aquellos 
empresarios que, debido a su mayor perspicacia o creatividad, han sido 
capaces de satisfacer más cumplidamente las necesidades de los 
consumidores. 

4. Condena moral del monopolio 

Si bien el capítulo 9 está íntegramente dedicado al análisis ético, 

expondremos aquí, por razones de oportunidad, la condena ética que la teoría 

neoclásica hace recaer, de forma injusta, sobre las empresas que han 
alcanzado por méritos propios un tamaño considerable en el mercado. Esta 


condena es así resumida por Mises (1986: 39): 
Los intervencionistas destacan que planean conservar la propiedad privada de los medios de 
producción, el empresariado y el intercambio en el mercado. Pero agregan que es perentorio evitar 


que estas instituciones capitalistas se expandan, causando estragos y explotando injustamente a la 
mayoría de la gente. Es deber del gobierno restringir mediante órdenes y prohibiciones la codicia 
de las clases propietarias para que su poder adquisitivo no dañe a las clases más pobres. El 
capitalismo sin traba alguna, también llamado del laissez-faire, es un mal. 


Pero en el libre mercado el tamaño de cada empresa no queda determinado 
unilateralmente por el «capital». No es la avaricia de los empresarios, sino el 
egoísmo rectamente entendido de los consumidores, lo que convierte a una 
empresa pequeña en grande. «Una empresa rentable tiende a expandirse, y 
una que no lo es, tiende a achicarse» (Mises, 1986: 32). A medida que la 
empresa crece genera economías de escala y puede ofrecer a sus clientes 
mejores precios que las empresas de menor tamaño. Según Hayek (2014: 
450): «Lo que es perjudicial no es el monopolio en cuanto tal, sino solo los 
obstáculos a la competencia que puede crear»; pero un obstáculo genuino a la 
libertad comercial solo puede ser fruto de la violencia (privada o pública). 
Por tanto, «el monopolio es decidido por el consumidor porque claramente le 
beneficia» (Bastos, 2005: 31). Se comete un perjuicio a los consumidores, 
amén de una grave injusticia, cuando las autoridades multan, trocean o 
nacionalizan una empresa que ha ido creciendo orgánicamente gracias a su 
buen hacer. 

Por otro lado, se condena al empresario cuando todo ser humano actúa de 
forma empresarial. Cada empleado es vendedor de su propio trabajo y no 
desaprobamos que alguien cambie de empresa cuando recibe una oferta 
laboral más favorable: por ejemplo, con una jornada más reducida y/o mayor 
salario. Según la lógica de los economistas neoclásicos el empleado que 
reduce intencionalmente su producción (jornada) y aumenta el precio unitario 
(salario) actúa como un «malvado» monopolista. Imaginemos un médico 
que goza de una sólida reputación profesional; el galeno tiene 100 pacientes y 
ha decidido tomarse libre los viernes, sin perder ingresos y manteniendo la 
Calidad del servicio (tiempo medio por paciente). El médico deberá reducir 
20% su clientela e incrementar el precio marginal en idéntico porcentaje; 
supongamos ahora que su plan tiene éxito: 80 pacientes aceptan la subida de 
precio y 20 pacientes se trasladan a otro proveedor. ¿Actúa el médico de 
forma monopólica? Al fin y al cabo, no es el médico, sino sus pacientes 
quienes determinan libremente el grado de inelasticidad de la demanda. En 
este supuesto, 80 pacientes estaban pagando, como mínimo, un 20% menos 
de lo que estaban dispuestos a pagar, pero ninguno informó de este extremo 


al doctor. ¿Acaso 80 pacientes explotaban al médico antes de la subida de 
precio? Nuestra conclusión es que cualquier cantidad producida e 
intercambiada a un precio libremente acordado entre las partes es una 
conducta ética. 

Igualmente, desacertadas son las metáforas bélicas y otras figuras retóricas 
que subrepticiamente introducen una condena moral sobre las grandes 
corporaciones. Así, es frecuente oír hablar de «guerras» de precios o que tal 
empresa «domina» un sector económico, que fulano es el «rey» de un 
producto o que tiene un «imperio» comercial. El «imperio» construido por el 
«monopolista» Bill Gates no se parece en nada al Imperio napoleónico, 
forjado manu militari, y que causó varios millones de muertos en Europa.** 
Tampoco es cierto que las empresas que posean «poder de mercado», todo lo 
contrario, su elevada participación es la mejor prueba de haber servido 
puntualmente a los consumidores. «Poder» es un concepto ajeno al proceso 
de cooperación social que caracteriza al mercado. El empresario no puede 
amenazar ni obligar a los consumidores. Por otro lado, la expresión 
«derechos de los consumidores» también resulta falaz porque el empresario 
no tiene ningún deber respecto de los primeros (Bastos, 2013). La «soberanía 
del consumidor» en modo alguno significa que el empresario deba plegarse a 
los deseos del primero puesto que «nadie es soberano respecto de los actos o 
intercambio de cualquier otro» (Rothbard, 2013a: 130). Tampoco el 
empresario puede «controlar» el precio al cual se realiza el intercambio pues 
en el libre mercado aquel nunca es impuesto unilateralmente, sino acordado 
entre las partes. 

En definitiva, resulta inaceptable que se imponga una condena moral a 
quienes legítimamente, sirviendo mejor que los demás a los consumidores, 
hayan aumentado su cuota de mercado hasta extremos monopólicos. Son los 
consumidores mediante sus decisiones de compra, y por propio interés, 
quienes van haciendo grandes a las empresas que posteriormente 
denominamos monopolios. 

II. EL MONOPOLIO DE LA DEFENSA: CARACTERIZACIÓN 

En líneas generales el monopolio estatal de la defensa, según nuestra 
particular concepción austriaca, es de corte mercantilista: el productor 
disfruta de una serie de ventajas y privilegios a expensas de los 
consumidores. Como afirma Mises (2011a: 460): «El empresario se beneficia 
porque ha sabido atender mejor que otros los deseos de los consumidores. El 


monopolista, en cambio, obtiene su ganancia al impedir una más plena 
satisfacción del consumidor». 

En primer lugar, es el propio órgano monopolista quien determina, 
tácitamente, qué se entiende por «defensa» sin reparar que esta se compone 
de un amplio número de productos y servicios heterogéneos (Bastos, 2015c): 
una pistola, un club de tiro, una porra, un vigilante, un perro adiestrado, una 
mina, una caja de munición, una alarma, una clase de defensa personal, una 
alambrada, etc. son todos bienes económicos que contribuyen a la producción 
de defensa. Afirmar que la defensa nacional es la proporcionada por las 
fuerzas armadas de la nación, bajo la autoridad del gobierno, para defender 
los intereses nacionales no deja de ser un razonamiento circular. 

En el capítulo 6 hemos visto que todo monopolio estatal se enfrenta al 
problema del cálculo económico y que, de facto, constituye un espacio de 
socialismo dentro de una economía de libre mercado. El monopolista estatal 
actúa de forma económica y racional, pero intuitivamente, sin aquella guía 
más precisa que le proporciona la contabilidad de ganancias y pérdidas. La 
producción monopólica de defensa queda desconectada de las necesidades, 
deseos y preferencias de los consumidores y toda decisión relativa a la 
producción —quién, qué, cuánto, dónde, cuándo y cómo— adolece de la 
información esencial que de forma dinámica proporciona el mercado. Las 
decisiones de cada gobierno son altamente discrecionales y países 
aparentemente similares en tamaño, situación estratégica y riesgos presentan 
gastos de defensa muy dispares. 

Por otro lado, el monopolio suprime violentamente la función empresarial y 
la competencia así como los beneficiosos efectos de la creatividad y la 
innovación: la coacción «es la total ausencia de creatividad» (Read, 2016: 
44). Una de las principales ventajas de la competencia es descubrir la 
organización empresarial Óptima para generar, en cada contexto económico, 
el máximo valor posible para los consumidores. ¿Y cuál es ese óptimo 
económico? Sencillamente no lo sabemos, para eso existe el mercado, para 
probar, equivocarse, rectificar y terminar descubriéndolo. La competencia, 
decía Hayek, es un proceso de descubrimiento y, por tanto, no solo hemos de 
permitir la competencia en el precio o en las cualidades del producto final, 
sino también en la propia organización empresarial encargada de fabricarlo. 

1. Integración vertical 
Los militares tradicionalmente han constituido una sociedad particular dentro 


de la sociedad general, lo que se manifiesta en la existencia de instituciones 
castrenses paralelas a las civiles. El Ejército no se limita a tener militares y 
armas para la defensa, también ha desarrollado toda una infraestructura de 
servicios satélites que son producidos desde el estamento castrense. Existe un 
parque de viviendas militares,9 un Patronato Militar de Huérfanos, fábricas 
de armamento, hospitales, laboratorios, farmacias, economatos, tiendas de 
efectos, academias de oficiales y suboficiales, escuelas politécnicas, 
autoescuelas militares, ITV militares, residencias de descanso, bibliotecas, 
museos, Clubes sociales, etc. Los militares tienen un segundo DNI: la Tarjeta 
Militar de Identidad (MI), permisos de conducción militares, un régimen 
especial de seguridad social, un código penal específico y hasta sus propios 
establecimientos penitenciarios. La corporación militar tiene jueces togados, 
fiscales, interventores-notarios, asesores jurídicos, ingenieros de armamento 
y construcción, geodestas, topógrafos, agentes de inteligencia, capellanes, 
músicos, médicos, ATS, sanitarios, farmacéuticos, veterinarios y especialistas 
en cría caballar. El Ejército español fabrica hasta sus propias aspirinas y otros 
medicamentos «huérfanos» que no tienen «interés económico para la 
industria». Ninguna organización privada en el mundo, por grande que 
fuera, sería Capaz de soportar los inmensos costes económicos de semejante 
grado de integración vertical. Por ejemplo, en 1980, las clases de inglés en la 
Academia General Militar de Zaragoza eran impartidas por militares de 
carrera que «sabían» inglés; para entender mejor esto, imaginemos que el 
profesor de inglés en una facultad de biología fuera un biólogo con 
conocimientos de inglés, en lugar de un profesor de lengua inglesa.*2 

La desmesurada integración vertical hace del monopolio de la defensa un 
enorme sistema socialista donde la producción es pobre y el coste marginal 
altísimo, en comparación con el libre mercado. El crecimiento del estamento 
militar hacia sectores no específicamente militares le proporciona un 
importante grado de autonomía respecto del poder civil y una elevada 
influencia social a sus cuadros de mando. Desde el cambio de régimen 
político, en 1978, muchos de los organismos periféricos se han unificado; por 
ejemplo, los Cuerpos de Sanidad, Jurídico, Intervención y Música del 
Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire son ahora Cuerpos 
Comunes de la Defensa. El parque de viviendas militares tuvo que ser 
enajenado debido a múltiples disfunciones. 

En las Fuerzas Armadas cualquier actividad civil de carácter administrativo 


o logístico siempre está supervisada por un jefe militar. En el año 2000, 
muchas ITV militares funcionaban en toda España y era preciso organizar 
convoyes que recorrían cientos de kilómetros para acudir a las instalaciones 
militares de mantenimiento de su jurisdicción cuando era mucho más barato, 
fácil y seguro llevar los vehículos militares a la ITV civil más próxima, que 
casi siempre se encontraba en la misma ciudad o en sus proximidades.'% La 
solución más económica no es la integración vertical, sino la externalización 
y contratación de todos aquellos servicios no específicamente militares, tal y 
como sugería Rothbard (2004: 4): «All non-military work should be purely in 
private hands, both as consumers and producers».* 

2. Corporativismo 

El monopolio de la defensa fomenta en los productores la conducta 
corporativista. Los gremios que no están sujetos al mercado, como afirma 
Mises (2011a: 966): «De servidores se transforman en dueños y señores de 
los consumidores. Cualquier medida beneficiosa para sus asociados pueden 
adoptarla, por dañosa que resulte para el común de las gentes». Un hábito 
muy extendido es el uso de los recursos públicos para fines particulares. Esta 
práctica no es exclusiva del sector castrense, sino transversal a todo el sector 
público. 

Comenzaremos describiendo la práctica del aprovechamiento particular del 
factor trabajo. Cuando el gobierno es capaz de reclutar forzosamente a un 
gran número de jóvenes, hecho frecuente cuando la población es numerosa y 
el Estado fuerte, la tropa es empleada como mano de obra gratis al servicio de 
autoridades, militares de carrera y sus familias. En España, esto fue frecuente 
entre el fin de la guerra civil (1939) y la restauración monárquica (1975), y 
fue disminuyendo paulatinamente durante la transición democrática hasta 
prácticamente desaparecer con la instauración del ejército profesional, en 
2001. Los militares que hoy «peinamos canas» hemos presenciado (y 
practicado) la utilización de personal y material en fines ajenos al Servicio; 
por ejemplo, los oficiales de alta graduación (generales y coroneles), hasta 
1980,% disponían de soldados «asistentes personales» para atender labores 
domésticas. Con la llegada de un nuevo régimen político, en 1978, esta 
práctica desapareció en pocos años. Era frecuente enviar soldados a los 
domicilios particulares (fueran o no viviendas militares) para hacer 
reparaciones de fontanería, electricidad, carpintería, etc. También era una 
práctica muy extendida el uso de conductores y vehículos militares 


(logísticos y tácticos) para el transporte de los cuadros de mando entre sus 
domicilios y el cuartel; la «ruta» era un servicio oficialmente autorizado. En 
otras ocasiones, eran los jefes de regimiento, plana mayor de mando y 
batallón, entre otros, quienes disponían de coche oficial (y oficioso) 
exclusivo y escolta. En menor medida, el coche oficial era utilizado para 
otros menesteres particulares como la recogida y transporte de los familiares 
directos (esposas e hijos) de los jefes. Dentro de los cuarteles, la residencia y 
los bares eran atendidos por soldados. Ocasionalmente, algún mando 
ordenaba a un soldado de «confianza» que lavara su vehículo particular en las 
cocheras. También existía, en 1983, la figura del «compras», soldado que 
acudía Cada mañana a la ciudad para hacer gestiones (compras, trámites 
bancarios) oficiales y particulares de los cuadros de mando. 
Aproximadamente, hasta 1975, funcionaba un servicio de panadería militar 
que suministraba pan gratis en los domicilios de los oficiales y suboficiales. 
El servicio de cartería estaba destinado principalmente a la tropa: el cartero se 
encargaba de comprar sellos y enviar el correo particular. Los soldados con 
estudios universitarios (maestros y licenciados) eran designados para impartir 
clases de alfabetización, en horario de tarde, y algunos eran contratados para 
dar clases particulares a los hijos de militar. Los clubes militares y 
residencias de recreo, hasta 1975, eran atendidos íntegramente por militares 
que hacían funciones de: portero, recepcionista, Camarero, cocinero, 
lavandero, vigilante, monitores deportivos, etc. Los propios soldados 
agradecían realizar este tipo de servicios ya que podían eludir los rigores de 
la instrucción militar, estaban sometidos a menor control directo de los 
mandos e incluso recibían algunas propinas. La mayoría de estos servicios, 
autorizados por el Mando, equivalían a una retribución en especie de los 
militares de carrera. Un porcentaje significativo de la tropa, tal vez superior al 
20%, se dedicaba a funciones auxiliares no relacionadas directa O 
indirectamente con la función de combate, lo que se deduce de la mayor 
plantilla de las compañías de plana mayor y servicios en relación con las 
compañías de armas. 

Los miembros de la corporación también reciben beneficios mediante la 
reducción (oficial y oficiosa) de la producción en cantidad y/o calidad, es 
decir, trabajando menos horas de las estipuladas legalmente y/o reduciendo la 
operatividad. Con respecto a la cantidad, oficialmente los funcionarios 
disfrutan de días extra de vacaciones —los «moscosos»— para atender 


«asuntos propios». Según el gobierno, no se trata de un privilegio, sino de 
una compensación retributiva en tiempo para mantener la capacidad 
adquisitiva de los salarios en el sector público. Existen, sin embargo, otras 
prácticas más controvertidas y aquí nos referimos a las reducciones oficiosas 
de la jornada laboral en ciertos días, fiestas o épocas del año." Pero sin duda, 
el privilegio más extendido sea el sistema de prejubilaciones o pase 
voluntario a la situación de «Reserva»: cada año, el Ministerio de Defensa 
establece un cupo para que los oficiales, una vez cumplidos 20 años de 
servicio (43 años de edad, aproximadamente), puedan dejar de trabajar 
manteniendo el sueldo base, trienios y complementos; lo que supone el 70% 
del salario en servicio activo. Con respecto a la calidad del trabajo, el militar 
de carrera puede reducirla eludiendo los rigores de la vida militar. Una 
cantidad no despreciable de militares vegeta plácidamente en oficinas, 
dependencias, talleres, almacenes, etc. en condiciones laborales muy 
parecidas a las de cualquier funcionario civil. Muchos pasan años sin disparar 
un solo cartucho, ni realizar marchas y ejercicios tácticos (maniobras). 

Por último, existe una tercera forma de obtener «beneficios»: la 
malversación de fondos públicos; por ejemplo, las unidades militares reciben 
vales de combustible para repostar en las gasolineras y una parte de ellos es 
canjeada por efectivo; este dinero pasa a engrosar el llamado fondo «P» 
(particular), que se usa en beneficio de la propia unidad: obras no 
presupuestadas, mejoras en las condiciones de vida de la tropa, gastos de 
protocolo, merchandising, celebraciones castrenses, etc. En 1997, constituir 
un fondo P era tan habitual que el jefe de unidad que renunciaba a ello 
quedaba desprestigiado ante superiores y compañeros. Debe quedar claro 
que, en España, la corporación militar ha usado la malversación como forma 
de financiación sui generis, pero muy rara vez para enriquecimiento personal 
de sus miembros. 

3. ¿Son compatibles la defensa estatal y la privada? 

Hasta la aparición del Estado-nación la profesión de soldado no era per- 
manente y los participantes en la guerra constituían un conjunto heterogéneo 
de individuos: siervos, esclavos, mercenarios, aventureros, oportunistas, 
milicianos, etc. Reyes, príncipes y nobles sufragaban la guerra con su propio 
patrimonio porque tenían serias dificultades para recaudar impuestos. Otra 
forma de pagar servicios militares era recompensar a los participantes en la 
guerra con parte del botín: «El hombre rico desarmado es el trofeo del 


soldado pobre» (Maquiavelo, 2004: 96). Entre los siglos xt y xix, la 
institución del Corso supuso la coexistencia entre productores de la Marina 
de Guerra Real y la privada (Sechrest, 2003: 239). Se llamaba «marca» o 
«patente» de corso la licencia que otorgaban los monarcas (Francia, 
Inglaterra, España) al propietario de un navío para atacar naves de guerra y 
mercantes de las naciones enemigas y realizar incursiones en las ciudades con 
objeto de neutralizar sus capacidades militares e interferir su comercio. Los 
corsarios contribuían al esfuerzo naval de las naciones en guerra mediante la 
interdicción marítima y como guardacostas; además, proveían ingresos 
fiscales a la Corona —el Quinto Real— por la venta de la presa. La 
tripulación de las naves corsarias podía ser mixta —marinos reales y civiles 
— y gozaba de la protección jurídica del Fuero de la Marina Real. El lucro 
procedente de la actividad corsaria, a pesar de su origen violento, contribuía 
indirectamente a que la guerra naval en el pasado fuera menos cruenta que la 
guerra moderna pues existía un incentivo económico* para apresar al 
enemigo con vida. Tras la abolición del Corso, en 1856, la guerra naval 
consistió en hundir a los buques con sus tripulantes, fueran estos militares o 
civiles (Sechrest 2003: 271). El hecho frecuente de que los mercenarios 
hayan combatido al servicio del poder político supone una coexistencia 
colaborativa entre productores públicos y privados. Otro caso distinto es la 
coexistencia competitiva, situación que incomoda mucho al productor 
monopolista. Esto sucede cuando el Estado falla en su misión protectora y los 
ciudadanos se ven obligados a utilizar medios privados de defensa. 
Actualmente, en determinadas regiones de Méjico, los cárteles de la droga 
pugnan con las fuerzas armadas federales por la obtención del monopolio de 
la violencia. Los políticos y funcionarios mejicanos son comprados oO 
amenazados —«plata o plomo»— por una organización criminal que 
«disputa al poder público el monopolio de la fuerza» (Rivera, 2014: 5). 
Desde el punto de vista económico, cualquiera que monopolice la violencia la 
usará en beneficio propio. La diferencia entre el monopolio estatal de la 
fuerza y el monopolio criminal de los narcos es una mera cuestión de grado. 
El consumidor de seguridad, en ambos casos, está sometido a la coacción de 
un grupo organizado y no es libre para elegir proveedor de seguridad. La 
formación de grupos de «autodefensa», en Méjico, es la respuesta del 
mercado frente los abusos de los «Caballeros Templarios» y ante la 
incapacidad del Estado para mantener el orden y la ley. En enero de 2014, 


había grupos de autodefensa en 26 municipios y la coexistencia con las 
fuerzas gubernamentales era un hecho: «Las fuerzas federales convivían con 
las otras defensas en una discreta colaboración mutua, mientras el gobierno 
del estado, que siempre fue pasivo ante la delincuencia, lanzaba advertencias 
de aplicarles la ley» (Rivera, 2014: 12). Como es de prever, los productores 
independientes de defensa son molestos a cualquier monopolio que, por 
definición, aspira a ser el único productor en un territorio. La coexistencia de 
tres productores de violencia ——fuerzas estatales, bandas criminales y 
autodefensas— es inestable mientras los dos primeros no renuncien a 
constituir un monopolio. Por otro lado, los movimientos insurgentes y 
revolucionarios, que luchan contra un Estado, no pretenden liberar al pueblo 
del yugo del monopolio de la seguridad, su objetivo es el poder político, es 
decir, establecer su propio monopolio. Esto era visible en Colombia, donde 
las fuerzas guerrilleras FARC y ELN controlaban zonas rurales y selváticas 
del país, ejerciendo allí su propia soberanía. 
4, El caso de la Unidad Militar de Emergencias (UME) 
Un ejemplo de disfuncionalidad del monopolio de la defensa lo encontramos 
en la creación de la Unidad Militar de Emergencias (UME), cuyo origen se 
remonta al trágico incendio ocurrido en la provincia de Guadalajara, en julio 
de 2005. La extinción del incendio, donde fallecieron 11 agentes forestales, 
estuvo plagada de descoordinaciones entre los organismos provinciales y 
autonómicos, lo que produjo una fuerte contestación social. Tres meses 
después del suceso, en el consejo de ministros celebrado el 7 de octubre, el 
Gobierno español aprobó la creación de la UME. La idea de crear una unidad 
militar para realizar funciones de protección civil, disfunción que ahora 
analizamos, fue una iniciativa «muy personal» del presidente Zapatero.* 
Hasta ese momento, las fuerzas armadas solo participaban en emergencias «a 
petición» y siempre como refuerzo de los medios orgánicos de protección 
civil. El acuerdo del Consejo de Ministros motivó su decisión de esta 
forma: $ 
Las Fuerzas Armadas reúnen una serie de características, de orden personal y material, que las 
convierte en singularmente aptas para reaccionar rápida y eficazmente ante estas situaciones, pues 
su funcionamiento y organización conforme a los principios de unidad, disciplina y jerarquía 
aseguran, en forma decisiva, niveles de coordinación absolutamente imprescindibles en este 


campo. Como consecuencia de su capacidad para desplegarse ágil y ordenadamente en el terreno, 
para concentrar medios aparatosos en poco tiempo o para realizar transportes masivos, se 


encuentran en las mejores condiciones posibles para prestar tan valioso servicio a la sociedad, 
amortiguando los efectos de estas catástrofes e infundiendo confianza en la población civil. 


Como se aprecia en la exposición de motivos, el Gobierno consideró que la 
organización militar posee una serie de características que la hacen preferible, 
en términos de eficiencia, a un cuerpo civil equivalente. De ser esto cierto, lo 
congruente hubiera sido militarizar los cuerpos de protección civil, lo cual 
forma parte de la tradición española: la Guardia Civil es un cuerpo policial de 
naturaleza militar. Pero militarizar a un trabajador civil, en una democracia, 
es un suicidio político. Era mucho más fácil asignar funciones civiles a los 
militares, soslayando que su costosa formación no tenía relación alguna con 
la protección civil. Un militar que es destinado a la UME tiene capacidades 
transversales, pero todos los conocimientos específicos de protección civil 
debe adquirirlos a partir de cero. Además, durante su permanencia en la 
UME, el militar está perdiendo, por falta de práctica, su capacitación genuina. 
Es antieconómico que, tras una costosa preparación militar, los cuadros de 
mando sean reconvertidos en agentes de protección civil, cuyas funciones son 
ajenas a las de combate!% (UME, 2014: 24): 


La capacidad militar de las Fuerzas Armadas a la que contribuye la UME es la denominada 
intervención en emergencias, definida como aquella que permite la intervención de unidades 
militares en operaciones de apoyo en emergencias provocadas por riesgos naturales, tecnológicos, 
terroristas o contaminación medioambiental, para paliar sus efectos, en beneficio de la población 
civil, adoptando las medidas necesarias para salvaguardar, proteger o socorrer la vida e integridad 
de las personas, de sus bienes, el medio ambiente, los espacios naturales y sus recursos, y el 
patrimonio histórico-artístico. 


La solución más adecuada, a nuestro juicio, hubiera sido mejorar la 
capacidad de los cuerpos de protección civil y los sistemas de coordinación, 
aprendiendo de los fallos cometidos en Guadalajara. 

La creación de la UME obedecía también a otro motivo no declarado, de 
índole político, consistente en dotar al Gobierno de medios orgánicos para la 
intervención en catástrofes y emergencias, sin tener que depender de las 
autoridades autonómicas y locales. De esta forma, el Gobierno aumentó su 
poder a expensas de las capacidades militares de la defensa nacional. 

III. EL MONOPOLIO DE LA SEGURIDAD: CARACTERIZACIÓN 

El monopolio reduce la seguridad ofertada y eleva su precio, lo que supone 
un perjuicio para los consumidores; no obstante, el Estado no bloquea 
completamente el mercado. En el capítulo 2 hemos visto que la oferta de 
seguridad privada no ha dejado de crecer en el mundo durante las tres últimas 


décadas: mejores sistemas de seguridad, mayor número de agentes privados, 
etc. 

La principal característica del monopolio de la seguridad, desde el punto de 
vista económico, es su incapacidad para asignar racionalmente los medios de 
producción para atender las necesidades de los consumidores, seña propia de 
un sistema de producción socialista. No existe conexión entre el pago del 
servicio y su consumo. Tampoco es posible calcular racionalmente la 
cantidad de impuestos que debe cobrarse a cada contribuyente para atender a 
su seguridad. Solo la intuición puede ayudarnos en ese cálculo; por ejemplo, 
una persona que pague elevados impuestos y que viva en un chalé aislado en 
el campo consume probablemente menos seguridad de la que paga; en 
cambio, un gobernante, que no paga impuestos (Rothbard 2013b: 1911), 
recibe protección policial de los agentes que están bajo sus órdenes directas. 
Bajo un régimen de monopolio estatal la seguridad «pública» se convierte, 
inevitablemente, en la seguridad «privada» de las élites políticas. El 
productor monopolista también retribuye los factores de producción de forma 
arbitraria, por ejemplo: ¿cómo asignar racionalmente los salarios? Las 
diferencias retributivas entre militares, guardias civiles y policías (nacional, 
autonómica y local) es causa de malestar permanente que no aflora (en su 
totalidad) a la luz pública por la opacidad de sus organizaciones. 

1. ¿Son compatibles la seguridad estatal y la privada? 

En la medida que el monopolio estatal crece, el libre mercado mengua. La 
seguridad privada coexiste con la estatal siempre y cuando permanezca 
sometida a su autoridad y control y no se oponga a sus fines. Las empresas de 
seguridad funcionan en régimen de complementariedad y subordinación al 
monopolio público, que se arroga constitucionalmente la competencia 
exclusiva en materia de seguridad. Una competencia genuina entre el sector 
privado y el público llevaría a este último, en muy poco tiempo, a su quiebra 
económica. Si los consumidores fueran libres de rechazar los servicios de 
protección estatales y contratarlos en el mercado, el negocio de la seguridad 
sería muy distinto del actual. Tengamos en cuenta que el Estado no 
indemniza al ciudadano en caso de robo o agresión. En una sociedad laissez- 
faire, donde hay libertad contractual, nadie sensato aceptaría la siguiente 
oferta comercial: «nosotros (el Estado) no podemos garantizar su protección; 
en caso de agresión, tampoco garantizamos que podamos identificar, capturar 
y detener al agresor; y si lo apresamos, tampoco garantizamos que usted 


podrá recuperar lo perdido; por último, en caso de encarcelar criminal, le 
cobraremos un suplemento para atender sus gastos penitenciarios; además, el 
precio y las condiciones de prestación del servicio lo fijaremos de forma 
unilateral según nuestro buen parecer». En un mercado laissez-faire las 
agencias privadas de seguridad tienen un incentivo económico para evitar el 
crimen y hacer pagar al criminal el daño ocasionado. La tenencia de armas de 
fuego, lejos de prohibirse, operaría a favor del cliente reduciendo el precio de 
la prima del seguro. El monopolio estatal de la seguridad es tan deficiente que 
solo es posible mantenerlo mediante la coacción. Solamente una sociedad 
laissez-faire puede albergar diferentes productores de seguridad en 
competencia genuina. En la actualidad, la única competencia del monopolio 
estatal es la existencia de otros monopolios estatales que ofrecen mejores 
condiciones de seguridad; los flujos migratorios ponen de manifiesto esta 
competencia. 

2. Monopolio e incentivos 

Bajo el monopolio estatal de defensa y seguridad la producción se sufraga 
con impuestos y el productor evita someterse al rigor económico que impone 
la función empresarial. De este modo, los intereses de productores y 
consumidores quedan mutuamente desvinculados, la relación contractual 
característica del mercado queda sustituida por un vínculo jerárquico, por una 
relación de mando y obediencia. Por tanto, es inevitable que los intereses 
(políticos, personales, corporativos) de políticos y funcionarios se antepongan 
a los intereses de los consumidores. Estas anomalías no son exclusivas del 
sector público, también son frecuentes en las grandes corporaciones privadas 
donde la cúpula directiva extrae rentas de los accionistas. 

El militar profesional es entrenado física, técnica y mentalmente para 
superar la natural aversión que supone poner en riesgo su vida. El valor en 
combate, suprema virtud castrense, no es otra cosa que la mayor disposición 
del individuo a arriesgar su vida ante un peligro. A mayor riesgo, mayores 
promesas materiales y espirituales deben ser son ofrecidas al individuo para 
compensar su natural inclinación a la supervivencia. El Estado dispone de 
abundantes recursos para incentivar las conductas más peligrosas y 
temerarias, y también para castigar la cobardía, la deserción o la pasividad en 
el combate. En definitiva, los militares «públicos» son incentivados a asumir 
un riesgo excesivo lo cual se traduce elevadas tasas de mortalidad. En los 
ejércitos estatales la disciplina es un valor tan apreciado que la racionalidad, 


esencial para mantener la vida, es relegada hasta extremos patológicos. Son 
numerosos los ejemplos históricos donde las tropas han sido sacrificadas por 
decisiones incorrectas de sus jefes. Una unidad de mercenarios, en cambio, 
no aceptaría fácilmente ser usada como «carne de cañón» pues cada 
combatiente retiene la facultad para pensar por sí mismo y evaluar los riesgos 
presentes en cada momento. Un jefe militar incompetente y/o temerario 
puede medrar en el seno de un monopolio estatal, cosa inadmisible en una 
empresa privada de defensa. 

IV. ALGUNAS JUSTIFICACIONES DEL MONOPOLIO DE LA VIOLENCIA 

La gran mayoría de filósofos, juristas, economistas, sociólogos y politólogos, 
incluidos los liberales más conspicuos, admite la necesidad de que el Estado 
monopolice la violencia. Esta creencia está tan arraigada en la sociedad que, 
en la práctica, ha adquirido el estatus de verdad incuestionable. Son muy 
pocos los autores que han analizado en profundidad los fundamentos de la 
necesidad de este monopolio. Mises y Hayek, tal vez los dos máximos 
exponentes de la Escuela Austriaca de Economía del siglo xx, dan por 
sentado que el gobierno debe ser el proveedor exclusivo de determinados 
servicios. El primero afirma, sin proporcionar justificación alguna, que el 


gobierno debe monopolizar la violencia (Mises 2011a: 180): 


El estado o gobierno es el aparato social de compulsión y coerción. Debe monopolizar la acción 
violenta. Ningún individuo puede recurrir a la violencia o a la amenaza de emplearla si no ha sido 
autorizado por ello por el gobierno. El estado es una institución cuya función esencial estriba en 
proteger las relaciones pacíficas entre los hombres. 


Según esta tesis, que podemos llamar «paternalista», el Estado es un ente 
benefactor cuya función principal, intramuros, es ser garante de la armonía y 
la paz entre los ciudadanos, mientras que, extramuros, consiste en mantener 
relaciones pacíficas, amistosas y de cooperación con el resto de pueblos y 
naciones. Los directores del Estado, al frente del monopolio de la violencia, 
deben comportarse como lo hace un buen padre de familia: administrando 
prudentemente la cosa pública, impartiendo sabiamente la justicia y 
asegurando el libre y espontáneo desarrollo del orden social. 

Si admitimos como cierto que «la acción humana tenderá espontáneamente 
a la cooperación y a la asociación» (Mises, 2011a: 192) no entendemos que la 
coacción que un grupo organizado de hombres impone sobre el resto de la 
población sea condición sine qua non para la existencia de un orden social 
justo, pacífico y próspero. «La organización que ejerce la compulsión 


ordenada se llama Estado» (Mises, 2009: 312), pero no debemos confundir 
«ordenada» con «justificada», de hecho, la compulsión «ordenada» del 
Estado puede ser mucho más peligrosa y destructiva que la compulsión 
«desordenada» de una mafia o una tribu. 

Por su parte, Hayek afirma que todos los hombres aprecian la seguridad y 
como no hay forma de «separar el trigo de la paja» —los que pagan de los 
que no pagan— debe proveerse este servicio de forma coactiva. Ya hemos 
visto en el capítulo 7 que casi siempre es posible excluir al que no paga un 
servicio, pero aun en el caso más extremo donde la externalidad positiva 
fuera inevitable, no podemos justificar el cobro coactivo de un servicio no 
solicitado; dicho de otro modo: el free-rider no es responsable de haber 
obtenido un «regalo» y no está obligado a pagar por ello. A continuación, 
analizamos algunas de las justificaciones del monopolio estatal de la defensa 
y la seguridad: 

1. Ontológica 
El realismo conceptual considera al Estado como un «ser» benefactor con 
existencia propia y diferente de los individuos que lo componen, este ser 
nocional goza de un estatus superior al de los seres reales; su autoridad, 
ecuanimidad y bondad garantizan supuestamente un empleo adecuado y justo 
de la violencia que ejerce a través de instituciones legítimas. «Admitida la 
existencia de una entidad que ex definitione es superior, más noble y mejor 
que el individuo, no cabe duda alguna de que sus aspiraciones deben 
prevalecer sobre las de los míseros mortales» (Mises, 2011a: 182). La tesis 
ontológica del Estado como «ser superior» al individuo se refuta desde el 
individualismo metodológico. De esta forma tan irónica lo hace Bastiat 
ROI T167): 

Todo lo que nosotros sabemos es que [el Estado] es un personaje misterioso, y seguramente el más 

solicitado, el más atormentado, el más atareado, el más aconsejado, el más acusado, el más 


invocado y el más provocado que hay en el mundo. Porque, Señor, no he tenido el honor de 
conocerle. 


Borges (2017: 193) también se percata de que «el Estado es una incon- 
cebible abstracción». El profesor Bastos llega a la conclusión de que el 
Estado es un ser hipostático, imaginario, sin entidad real: «El Estado como tal 
no existe, son personas organizadas y jerarquizadas, vinculadas por 
relaciones jurídicas y de poder, que operan sobre un territorio monopolizando 
el uso de la fuerza» (Bastos, 2005: 15). Detrás del Estado se esconde un 


grupo organizado de personas cuya función esencial es la extracción de 
recursos al resto de la sociedad. La idea del Estado como «ser» se ha ido 
construyendo mediante símbolos: himnos, banderas, monumentos, héroes, 
historias, estadísticas. La geografía y la idea de mapa crean una imagen 
mental de los países; por otro lado, el lenguaje contribuye a personificar al 
Estado: «Alemania declara la guerra a Francia». Bastos, prologando a 
Rothbard (2013b: 5) afirma: 


La educación pública obligatoria se encargaría de inculcar en los ciudadanos la idea de la 
necesidad de la existencia del Estado y de su intervención en aspectos concretos de la vida social 
para corregir las «injusticias» y los «fallos» del mercado. 


Por ello, no es extraño que todos los gobiernos consideren la enseñanza 
como un pilar básico de la acción política. Mediante la educación el Estado 
puede personificarse y legitimarse.*3 
2. Biológica 
Otra justificación se apoya en las diferencias biológicas de los hombres. Los 
hombres «mormales», tal vez, debido a sus imperfecciones, no deberían 
recurrir a la violencia, pero un hombre excepcional o divino —el Soberano— 
o un grupo de hombres «especialmente autorizados» —políticos, jueces y 
policías— sí pueden legítimamente hacerlo. El antecedente de este argumento 
lo encontramos en el Leviatán de Hobbes (1651), que atribuye a los hombres 
normales una naturaleza feroz y agresiva —Lupus est homo homini—,Y 
excepto el Soberano, que está ungido por los dioses y posee una naturaleza 
menos agresiva que el resto de sus congéneres. Aún comprendiendo el 
significado de la metáfora hobbesiana, esta carece de validez argumental 
porque la especie «lobo», ni ninguna otra, puede ser considerada como 
bondadosa o malvada. Las metáforas biológicas**! no pueden servirnos para 
alcanzar conclusiones éticas pues los animales, al contrario que los hombres, 
se comportan de una forma puramente instintiva; así pues, carece de sentido 
afirmar que lobos y tiburones son «malos» o que ciervos y delfines son 
«buenos». Respecto de la especie homo sapiens tampoco podemos afirmar 
que sea, en general, mala o buena, pues los juicios morales sobre la conducta 
humana solo son aplicables a los individuos. Si realmente pensamos que el 
hombre es malo por naturaleza no parece que la mejor solución sea poner en 
manos de un reducido número de hombres (el gobierno) una herramienta 
formidable para ejercer la violencia. Hoppe refuta la tesis hobbesiana de una 


forma tan sarcástica como efectiva: como el hombre es un «lobo» para el 
hombre, pongamos a un «gran lobo» al mando. 
3. Monopolio natural 
Según los defensores del monopolio estatal un mercado libre de la seguridad 
podría llevar eventualmente a que una única empresa se erigiera en 
monopolio y utilizara indebidamente su fuerza. Supuestamente, un 
monopolio dirigido por empresarios ávidos de poder y dinero sería más 
dañino que otro dirigido por  desinteresados servidores públicos. 
Desconocemos las razones que convierten a los primeros en rapaces y a los 
segundos en almas cándidas, como si estos no estuvieran igualmente ávidos 
de poder y dinero. Sin embargo, parece más probable que suceda lo contrario 
(Benson, 2000: 336; Friedman, 1973: 168) pues los empresarios triunfan 
gracias a su Capacidad de gestionar eficazmente su negocio y servir los 
intereses de sus clientes, mientras que los políticos lo hacen por su especial 
habilidad para alcanzar el poder y ejercer la coacción sistemática sobre 
terceros. En todo caso, si resultara inevitable el ansia de poder de los 
productores de seguridad, siempre será preferible la competencia al 
monopolio. Habiendo muchos proveedores, cualquier intento de abuso de 
poder por parte de alguno de ellos sería eventualmente contrarrestado por el 
resto. 

Otra justificación del monopolio de la violencia procede de su propia 
realidad empírica, es decir, la propia existencia del Estado es la mejor prueba 
de su eficacia. Mises (2009: 330) critica este punto de vista: 


Pero para el filósofo que considera la evolución histórica, la cuestión no consiste en saber si una 
institución está o no justificada. Su aparición en la historia demuestra que determinadas fuerzas 
han participado en su realización. Solo podemos preguntarnos si ha cumplido efectivamente la 
función que tenía asignada. 

Para el profesor Benegas Lynch (h) (Mises, 1959: VIII): «Las ideas de von 
Mises sobre la libertad y la función del gobierno ponen bien claro que el 
gobierno es una de las instituciones humanas más beneficiosas cuando 
cumple su cometido», pero debemos apostillar que esto último no ha sido tan 
frecuente. Y puesto que los derechos del individuo nunca han sido un límite 
de la acción gubernamental, debemos cuestionar, prima facie, el optimismo 
misesiano. 

4. Teleológica-Lógica 


Una de las críticas más sólidas contra el monopolio de la violencia es de 
carácter lógico. Según Aristóteles, una proposición y su negación no pueden 
ser ambas verdaderas al mismo tiempo y en el mismo sentido, por 
consiguiente, podemos juzgar como falsa toda afirmación que sea 
contradictoria. Supuestamente, el Estado protege la libertad y la propiedad de 
los ciudadanos, pero resulta contradictorio que la misma agencia encargada 
de protegerlas sea la primera es violarlas mediante la confiscación (Hoppe, 
2004: 130). De igual forma —afirma Rothbard— los que justifican el 
monopolio de la violencia se ven atrapados en una contradicción insoluble, 
pues propugnan y defienden una intromisión masiva en la propiedad 
mediante el mismo agente —el gobierno— que se supone defiende a la gente 
de dicha amenaza (Rothbard, 2013b: 372). Es como si razonáramos así: «[los 
que gobernamos] Vamos a tomar tu propiedad bajo amenaza de violencia y 
así poder proteger tu propiedad y tu persona» (Rachels, 2015: 173). 

En definitiva, la protección del gobierno no es genuina porque los 
protegidos son forzados a sufragar y consumir dicha protección. El Estado, 
por lógica —afirma Molinari (1977)— debe recurrir forzosamente al empleo 


de la violencia: 
Dado que la autoridad moral de los gobernantes no se apoya, en realidad, mas que en el propio 
interés de los gobernados, y dada la tendencia natural de estos a resistir a todo lo que dañe su 
interés, hará falta que la autoridad no reconocida recurra incesantemente a la fuerza física. 


5. Teleológica-Histórica 
La finalidad esencial del Estado es proteger la vida y hacienda de los in- 
dividuos frente a las agresiones de otros individuos, grupos o naciones 
extranjeras. Esto afirma Locke (2014: 41) sobre el poder político: 
Considero, pues, que el poder político es el derecho de dictar leyes bajo pena de muerte y, en 
consecuencia, de dictar también otras bajo penas menos graves, a fin de regular y preservar la 
propiedad y ampliar la fuerza de la comunidad en la ejecución de dichas leyes y en la defensa del 
Estado frente a injurias extranjeras. Y todo ello con la única intención de lograr el bien público. 
Sin embargo, históricamente, no es tan evidente que los diferentes go- 
biernos hayan cumplido cabalmente su misión protectora, tal y como ha 
observado Popper (2010: 482): 
En efecto, la historia del poder político no es sino la historia de la delincuencia internacional y del 


asesinato en masa (incluyendo, sin embargo, alguna de las tentativas para suprimirlo) [...] Esta 


historia se enseña en las escuelas y se exalta a la jerarquía de héroes a algunos de los mayores 


criminales del género humano. +22 


Algunos politólogos, como Charles Tilly, Michael Mann o Barrington 
Moore, reconocen que el Estado tiene un origen criminal y que es una 
institución nacida de la violencia y la conquista (Bastos, 2016b). La policía 
metropolitana que Robert Peel fundó en Londres, en 1829, recibía estos 
cariñosos apelativos: «Sanguinaria banda de Peel» y «diablos azules» 
(Benson, 2000: 92). Es innegable que muchos gobiernos, autocráticos o 
democráticos, presentan un tenebroso historial de víctimas causadas a sus 
propios ciudadanos. Tan solo en el siglo xx se contabiliza, excluyendo las 
guerras, 169 millones de muertos causados directa o indirectamente por los 
Estados, acto terrorífico que Rummel (1994) acuña como «democidio» O 
asesinato masivo. Millones de personas han sido asesinadas por los 
monopolios estatales: USSR: 61,9; China (República Popular): 35,2; 
Alemania: 20,9; China (Kuomintang): 10,1; Japón: 5,9; China (Mao): 3,5; 
Camboya: 2; Turquía: 1,9 y Vietnam: 1,7 (Rummel, 1994: 390). Esto decía 
Nietzsche, por boca del profeta Zaratustra (Nietzsche, 1984: 72-73): 


¿Qué es el Estado? Escuchadme, que voy a hablaros de algo que mata los pueblos. Llaman Estado 
al más frío de todos los monstruos fríos, al que miente con toda frialdad cuando dice que él es el 
pueblo. ¡Eso es mentira! Quienes crearon los pueblos poniendo en ellos una fe y un amor fueron 
creadores que, de este modo prestaron un servicio a la vida. Pero hay hombres destructivos que 
ponen trampas para atrapar a la gente y las llaman Estado. Pone sobre la gente una espada y cien 
concupiscencias. (...) El Estado miente en todos los lenguajes del bien y del mal; todo lo que dice 


es falso y todo lo que tiene es producto del robo. (...) Fijaos cómo atrae a toda esa gente 


superflual%%, cómo se la come, cómo la mastica, cómo trata de digerirla. Ruge ese monstruo: «No 


hay nada en la tierra que esté por encima de mí», yo soy el dedo imperativo de Dios». (...) Llamo 
Estado al lugar en donde envenenan a todos, ya sean buenos o malos. 


Nuestra duda razonable es la siguiente: ¿cumple el Estado realmente una 
función protectora? Según Thoreau (2008: 9): «La falsa idea de que el Estado 
existe para protegernos se ha desintegrado mil veces». Una de las razones por 
las que nadie, ni siquiera el Estado, debería monopolizar la violencia es que 
con suma facilidad las personas que dirigen ese monopolio abusan de su 
poder en perjuicio de otras muchas que resultan ser sus víctimas. Como 
afirma Rose (2011: 4): «Despite the fact that governments always claim to be 
acting on behalf of the people and the common good, the truth is that 
government, by its very nature, is always in direct opposition to the interests 
of mankind».* Un gobierno puede utilizar su monopolio para iniciar de 
forma injustificada una guerra y cuando el agredido es él tampoco se defiende 
de la forma menos lesiva para los ciudadanos. Para que la opinión pública 
acepte las graves consecuencias de una guerra el gobernante deberá 


presentarla ante su pueblo como un sacrificio necesario, como una acción 
ineludible para la supervivencia de toda la nación. En otras ocasiones, se 
justificará la intervención apelando a agravios contra el honor, orgullo o 
dignidad nacional. Toda guerra, invariablemente, requiere legitimarse 
mediante la apelación a una «Causa Justa».*£ Probablemente, para los 
hombres la anarquía sea menos peligrosa que la arquía estatal (Rand, 2006: 
141): 
Los criminales son y fueron una pequeña minoría en todas las épocas y en todos los países, y el 
daño que ocasionaron a la humanidad es infinitesimal si se lo compara con los horrores, las 
matanzas, las guerras, las persecuciones, las confiscaciones, las hambrunas, la esclavitud, la 
destrucción masiva, cometidos por los gobiernos. 
Potencialmente, un gobierno es la amenaza más peligrosa a los derechos del hombre, ya que 
tiene el monopolio legal del uso de la fuerza física contra víctimas legalmente desarmadas. Un 
gobierno es el enemigo más mortal del hombre cuando no está limitado y restringido por los 


derechos del individuo. La Declaración de Derechos no fue redactada como protección contra las 
acciones privadas, sino contra las acciones gubernamentales. 


6. Antropológica 
Según esta tesis, el monopolio de la violencia es el requisito previo para que 
la sociedad, en general, y el mercado, en particular, puedan existir (Mankiw, 
2007:8) 

Una de las razones por las que necesitamos el Estado es que la mano invisible solo puede hacer su 


magia si el Estado vela por el cumplimiento de las normas y mantiene las instituciones que son 
clave para una economía de mercado. 


Sin un poder coercitivo —afirman algunos— no es posible garantizar la 
cooperación social, el intercambio o la libre competencia. La tesis 
«antropológica» u «originaria», que entiende la existencia del Estado como 
condición sine qua non para la existencia del orden social, podemos refutarla 
de tres formas: 

a) Las primeras sociedades humanas son anteriores a cualquier forma de 
organización compleja, como es el Estado. La existencia de una élite po- 
lítica, religiosa o militar, que no participa en la producción, supone 
forzosamente la existencia de excedentes alimentarios y de otro tipo de 
bienes. A su vez, esto implica algún tipo de colaboración social bajo el 
signo de la división del trabajo. Necesariamente, todo poder organizado fue 
posible gracias a una cooperación humana preexistente. 

b) El análisis antropológico proporciona abundantes evidencias de órdenes 
sociales donde la violencia no ha sido monopolizada. En muchas 
sociedades primitivas la protección es mutua y la defensa descansa en 


vínculos familiares y culturales. Según Benson (2000: 26-32), entre los 
papúes Kapauku de Nueva Guinea sus caudillos naturales o tonowis 
compiten entre sí por la adscripción voluntaria de los miembros de las 
aldeas. En la actualidad, extensas zonas del planeta viven al margen de 
los gobiernos, tal es el caso de Zomia: región montañosa del sureste 
asiático, del tamaño de Europa, donde 100 millones de personas habitan en 

estado de cuasi anarquía (Scott, 2009). 

Cc) Todas las relaciones internacionales se producen en anarquía, a saber, en 
ausencia de un gobierno mundial que monopolice la violencia. Para 
Rothbard (2013b: 393): «Las fronteras actuales de las naciones son lisa y 
llanamente históricas y arbitrarias y no hay más necesidad de un monopolio 
gubernamental sobre los ciudadanos de un país de la que hay para uno entre 
ciudadanos de dos naciones distintas». 

7. Contractualista 

Thomas Hobbes (2011) elabora la mítica explicación de que, a partir de un 

supuesto estado de naturaleza, donde reinaba el caos y la guerra de todos 

contra todos, los hombres hacen un pacto de donde surge la Sociedad y el 

Estado. Hobbes imagina un metafórico «kilómetro cero» donde arranca el 

orden social bajo la autoridad del Soberano, que personifica al Estado o 

Leviatán. 

Rousseau (1998) fue otro pensador ilustrado (aunque poco científico) que 
ejerció gran influencia en su época; su teoría de que existe un «buen salvaje» 
que es corrompido por el progreso civilizador del hombre ha sido, y todavía 
es, soporte de las infundadas críticas hacia la «sociedad», culpabilizándola 
como si se tratara de un ser ontológico. A Rousseau, como colectivista 
metodológico, le debemos los mitos de la «voluntad general» y «El Contrato 
Social» (1762), obra que ejerció gran influencia en la Revolución francesa, 
no solo por sus ideas, sino por su tono profético, la habilidad de sus 
razonamientos —«mis ideas se sostienen mutuamente»— y la violencia con 
que ataca a la sociedad (Rousseau, 1998: 15). Como expone Martínez 
Meseguer (2013), lo que hizo triunfar las ideas de Rousseau no fue su 
profundidad o elaboración sino lo sugestivas que resultaban para 
determinados sectores sociales. El mito del «pacto» o «contrato social» 
todavía persiste en la actualidad hasta el punto de que algunos políticos lo 
han plasmado «ante notario» en un claro ejercicio de trilerismo electoral.*? 

Para entender que el «contrato social» es una mala metáfora solo tenemos 


que imaginar a un proveedor de seguridad que llamase a nuestra puerta y nos 
dijera: «Nuestra empresa no le garantiza protección directa en caso de una 
agresión criminal; si apresáramos al delincuente, tampoco le garantizamos 
que recupere lo perdido y además, le cobraremos un suplemento para 
mantenerlo entre rejas, bien alimentado y con todas las comodidades; por 
último, el precio lo fijaremos nosotros unilateralmente»; ¿firmaría alguien en 
su sano juicio un contrato de estas características? 

Una de las más prolijas refutaciones del mito de la Constitución como 
contrato social la realizó, en 1867, el anarquista y abogado estadounidense 
Lysander Spooner (2013) en su obra No Treason: the constitution of no 
authority. La relación entre el proveedor monopolista y el consumidor de 
protección no reúne la principal seña de identidad de un contrato: el 
consentimiento manifiesto de las partes. La presunción de que las cláusulas 
del contrato social, aunque «no hayan sido jamás formalmente enunciadas, 
son en todas partes las mismas y han sido en todas partes tácitamente 
reconocidas y admitidas» (Rousseau, 1998: 34) nos parece inverosímil. Todas 
las teorías contractualistas (Hobbes, Locke, Rousseau, Kant y Rawls) 
adolecen de los requisitos de un contrato genuino. Bajo una auténtica relación 
contractual cualquiera de las partes —-—protector y protegido— puede 
unilateralmente denunciar el pacto; por tanto, el Estado no establece con los 
consumidores un vínculo contractual, sino hegemónico. 

8. Legitimación del Estado como monopolio de la violencia 

El monopolio de la violencia es la condición sine qua non para la existencia 
del resto de monopolios: fiscal, judicial, legal, monetario, diplomático. Un 
Estado no puede admitir la libre competencia en los servicios de defensa y 
seguridad sin comprometer su propia existencia. En ausencia de coacción, sus 
funcionarios —políticos, jueces, militares, policías, bomberos, médicos, 
maestros, inspectores— pronto serían reemplazados por agentes privados. El 
salario del empleado público no es fruto del libre comercio, sino de la 
violencia fiscal (valga la redundancia). Por tanto, el consumidor forzoso de 
protección sufre un perjuicio neto. Aun así, el Estado pretende convencer al 
individuo de que su monopolio, en el fondo, le beneficia. De igual modo, el 
esclavista da mayor estabilidad de su negocio si es capaz de convencer al 
esclavo de que su situación no es tan mala. 

En la guerra, el gobierno impone mayores sacrificios a la población. Los 
varones son llamados a filas, las mujeres son obligadas a trabajar en fábricas 


de armas y, en general, las personas son puestas al servicio del esfuerzo 
bélico. Determinados bienes privados son requisados, los impuestos se 
incrementan, etc. Todas o algunas de estas medidas son aceptadas por la 
población porque el Estado ejerce un poder legítimamente obtenido, pero 
¿cómo lo ha conseguido?: 
a) Sentimentalismo y simbolismo 
Los gobernantes crean símbolos —banderas, himnos, escudos, héroes 
militares, gestas de los antepasados— que afectan a los sentimientos: «Los 
símbolos fortalecen la voluntad, exaltan los sentimientos e impulsan al 
sacrificio».*! A un soldado se le muestra la analogía entre la bandera, como 
trozo de tela, y la foto de su madre, como pedazo de papel. Mediante el 
realismo conceptual se construye en la mente del ciudadano la idea de la 
«madre-patria»; por ejemplo, el título honorífico de «hijo adoptivo o 
predilecto» de una ciudad obedece a esta hipostatización. Los símbolos 
nacionales, los días festivos, los ceremoniales y la historia que se enseña en 
los colegios coadyuvan a la «formación del espíritu nacional»* que 
facilitará, en su caso, la incorporación a filas de los hombres en caso de 
conflicto. Los himnos militares aluden frecuentemente a mitos como la 
raza O al destino histórico de los pueblos. La Marsellesa, «el más 
emocionante de todos los himnos de guerra, fue cantado por primera vez en 
Francia, para envenenar a las multitudes» (Fuller, 1984: 36). Otra forma de 
exacerbar los sentimientos es apelar al odio y a la venganza: siempre es 
posible encontrar agravios históricos (Gibraltar: España y Reino Unido; 
Malvinas: Argentina y Reino Unido; China y Taiwán, Tratado de Versalles, 
Pearl Harbour, Al-Andalus, etc.) que es preciso «reparar» mediante una 
nueva guerra. La arquitectura también es utilizada para simbolizar la 
grandeza del Estado. Los arcos del «Triunfo» o de la «Victoria» y las 
estatuas que adornan las vías públicas honran la memoria de batallas y 
héroes al margen de cualquier consideración ética. Así arengaba 
proféticamente Napoleón a sus tropas: «¡Volveréis a casa bajo arcos 
triunfales!» Pero una persona ética no halla nobleza en la muerte: 
«Glorificarse con una victoria militar significa regocijarse con la matanza 
de las personas. ¿Y acaso puede ser respetado aquél que se alegra de la 
matanza?» (Lao-Tsé, 2008: 31). 
b) Religiosismo y espiritualismo 
Consiste en dotar al estamento castrense de atributos místicos, espirituales 


y religiosos: «La milicia no es más que una religión de hombres honrados» 
(Calderón de la Barca, 1650). Esta práctica ha persistido, hasta 2009, en las 
Ordenanzas militares españolas: «Estas Reales Ordenanzas constituyen la 
regla moral de la Institución Militar y el marco que define las obligaciones 
y derechos de sus miembros (...)». O también, se pretende que la milicia 
sea una forma de entender la vida donde el hombre está en «misión»: «Las 
Fuerzas Armadas darán primacía a los valores morales que, enraizados en 
nuestra secular tradición, responden a una profunda exigencia de la que sus 
miembros harán norma de vida». 1 La hegemonía de lo espiritual frente 
a lo material, como el desprecio por la vida, se une a las promesas de 
recompensas metafísicas. La religiosidad militar ha suscitado la creación de 
cuerpos inspirados en credos místicos y necrófilos, tal fue el caso del Tercio 
de Extranjeros (actual Legión española), fundado en 1920 por el teniente 
coronel José Millán Astray, quien «reclutó hombres para la Legión con la 
idea fundamental de que no existía pecado que no pudiera limpiarse con la 
muerte» (Preston, 1999: 74), idea acuñada con la expresión «redención por 
el fuego». Esto se decía en un cartel publicitario del Tercio de 
Extranjeros: 

Los que aspiréis a la gloria; los que deseéis lugar de olvido, de redención, de lucha; los que 

busquéis aventuras y aspiréis a ostentar galones, estrellas, cruces, o a ganaros en la lucha el mejor 

título de caballeros: ¡La Legión os espera! ¡Alistaos en la Legión! 

Cc) Idealismo 

El Estado elabora una cultura de elogio a las guerras y a los militares, 
vivos O muertos, que en ellas han participado. Los que obtuvieron victorias 
son declarados héroes y los que cosecharon derrotas, mártires; unos y otros 
son glorificados y sus nombres adornan las principales calles y plazas. Por 
otro lado, nunca faltan poetas y novelistas que ofrecen una visión 
romántica, aventurera e idealizada de la vida militar. Camilo José Cela, en 


1949, loaba así a la Infantería española: 
Ningún oficio más bonito que el de Capitán de Infantería (...) 

La guerra no es triste, porque levanta las almas. La guerra no es triste porque nos enseña que 
fuera de la Bandera, nada, ni aún la vida, importa. 

La Infantería es la guerra a pie firme, la guerra cara a cara, la vida jugada a cara y cruz de la 
victoria y la muerte. 

Quien no haya sido Soldado de Infantería quizá ignore lo que es sentirse amo del mundo, a pie y 
sin dinero. A pie paseamos por donde quisimos, porque el que no va a pie, no se entera y os lo dice 
un vagabundo. Y sin dinero izamos nuestra Bandera donde nos dio la gana y donde nos mandaron, 
porque la victoria no es algo que se compra sino que se conquista y os lo dice un pobre. 


El enaltecimiento del conquistador llega al extremo de causar el síndrome 


de Estocolmo: en la ciudad de Santa Cruz de Tenerife el Almirante inglés 
Horacio Nelson tiene dedicada una céntrica calle a su ilustre memoria;* el 
Consistorio, según parece, pasó por alto que su ataque a la Plaza, en julio de 
1797, causó 32 muertos y 40 heridos a los defensores. 
d) Nacionalismo 
Consiste en hacer creer que la propia nación es superior al resto de 
naciones o que sus naturales están dotados de rasgos y virtudes superiores a 
los del resto de humanos. Estas ideas pueden sostenerse apelando a la 
historia, la raza y la épica: «Los Ejércitos de España son herederos y 
depositarios de una gloriosa tradición militar...».2 
e) Historicismo y universalismo 
Se basa en la supuesta existencia de leyes históricas y profecías, haciendo 
creer a la población que existe un destino histórico y glorioso de la nación: 
«La Patria es una síntesis trascendente, una síntesis indivisible, con fines 
propios que cumplir» (Primo de Rivera, 1933). Todavía hoy es frecuente 
escuchar que tal nación debe ocupar en la esfera internacional el papel 
relevante «que le corresponde». 
f) Adoctrinamiento 
Se logra tomando el control de la educación, la cultura y los medios de 
comunicación así como poniendo a los líderes sociales, intelectuales y 
formadores de opinión al servicio del Estado. El ciudadano es adoctrinado 
desde temprana edad, se le dice que forma parte de un «proyecto de vida» 
común y que los individuos valen en tanto forman parte de un colectivo, de 
un ente superior, que en ocasiones exige sacrificios. Según Bastos (2015b), 
la legitimidad del Estado procede de la propaganda, de la creencia de que es 
preciso mantenerlo para que el caos y el desorden no reinen en la sociedad. 
Particularmente eficaz es el adoctrinamiento castrense. El militar es 
adoctrinado en la obediencia y la disciplina a la vez que se elimina su 
espíritu crítico y, en circunstancias extremas: «Aquellos que se atreven a 
pensar sí mismos suelen concluir por ser eliminados» (Popper, 2010: 151). 
A la oficialidad se le insufla un espíritu elitista que se apoya principalmente 
en su superioridad moral sobre el estamento civil. Valores morales como 
el honor, orgullo, sacrificio, patriotismo, compañerismo, altruismo, 
abnegación, heroísmo, espíritu de cuerpo, etc.; coadyuvan eficazmente a 
crear una mentalidad propicia a la participación en la guerra. 
g) Clientelismo 


A mayor riesgo, mayores incentivos deben ser otorgados al individuo para 
compensar su natural inclinación a preservar la vida, y es evidente que el 
Estado dispone de abundantes recursos para incentivar las conductas más 
peligrosas. Los incentivos pueden ser psicológicos, económicos y jurídicos: 
honores, empleos públicos, subvenciones, privilegios, etc. «[El estatismo] 
estima mucho a la realeza, a la nobleza, a los grandes terratenientes, al 
clero, al militarismo profesional, en particular al cuerpo de oficiales, y a los 
funcionarios y empleados públicos» (Mises, 2009: 247). En la guerra, por 
ejemplo, se premia a los vencedores con títulos, tierras y rentas y, en su 
caso, con pensiones a los inválidos, viudas y huérfanos. Jurídicamente, se 
establecen blindajes legales a quienes cometen crímenes, como la figura de 
la obediencia debida. 

CAPÍTULO 9 


ANÁLISIS ÉTICO 


¿Por qué incluir en nuestro estudio una perspectiva ética? Porque, tal y como 
afirma Benegas Lynch (2015), su inclusión resulta imprescindible en toda 
investigación social: 
Los sistemas sociales en última instancia deben ser juzgados por sus fundamentos éticos, es decir, 
por su capacidad de respetar la dignidad del ser humano, por la consideración a las sagradas 
autonomías individuales y, por consiguiente, a las mejores condiciones de vida posibles en este 


mundo, espirituales y materiales según sean las preferencias de cada cual dada la liberación 
máxima de las energías creativas. 


Por otra parte, la guerra es uno de los fenómenos más ricos desde el punto 
de vista de los diferentes saberes y es uno de los asuntos de mayor interés 
filosófico (Bueno, 2011b). 

En los capítulos precedentes hemos intentado justificar, empleando el 
razonamiento económico, las ventajas que para los consumidores supone el 
libre mercado de la defensa y la seguridad en comparación con la producción 
monopólica estatal. Ahora nos ocupa idéntica tarea desde la perspectiva ética, 
es decir, pretendemos demostrar que la producción privada, bajo un sistema 
laissez-faire, es acorde a principios éticos universales mientras que el 
monopolio estatal los viola. En otras palabras, pretendemos demostrar que el 
monopolio no es un medio éticamente válido de proteger a los consumidores. 

Justificar la naturaleza ética del libre mercado de la protección nos interesa 
sobremanera: «La moral es un asunto que nos interesa por encima de todos 


los demás» (Hume, 2008: 616) y algunos autores, como Rothbard, Hoppe y 
Kofman, apuntan que la defensa de la libertad debe hacerse principalmente, 
no desde la economía o la utilidad, sino desde sólidos fundamentos éticos 
(Rothbard, 2009: 62): 


Ni la economía praxeológica ni el liberalismo utilitarista de Ludwig von Mises son suficientes para 
defender con eficacia la causa del laissez-faire y de la economía de libre mercado. Para ganar este 
pleito es preciso desbordar el campo de lo económico y lo utilitarista y establecer una ética objeti- 
va que afirme el valor determinante de la libertad y condene moralmente todas las formas del 
estatismo, desde el igualitarismo hasta el «asesinato de pelirrojos» y todos los restantes objetivos 
dictados por el ansia de poder y la satisfacción de la envidia. 


Por último, la perspectiva ética forma parte de la tradición multidisciplinar 
que caracteriza a los economistas austriacos. 

Huerta de Soto (2011b) establece tres niveles de análisis del fenómeno 
social: teórico-económico, histórico-evolutivo y ético. Nosotros ya hemos 
visto el primer nivel en los capítulos precedentes y ahora estamos en el tercer 
nivel de análisis; omitiremos el segundo nivel y, en su lugar, haremos un 
estudio prospectivo en el último capítulo. El nivel teórico-económico es 
adecuado para un público poseedor de conocimiento especializado y, por 
ello, su eficacia queda limitada: «La Ciencia económica es contraintuitiva» 
(Bastos, 2013) y entenderla solo está al alcance de unos pocos. David Hume 
(2008: 615) señala con gran agudeza que «a todo razonamiento abstruso le 
acompaña un inconveniente: puede, en efecto, hacer callar al adversario, pero 
no convencerle». En cambio, los argumentos éticos, dada su sencillez 
conceptual, llegan fácilmente a las masas. 

Mises, uno de los principales economistas austriacos, enfatiza claramente 
que economía y ética son áreas de conocimiento distintas (Mises, 2011a: 
114): 

Las doctrinas éticas pretenden establecer unas escalas valorativas según las cuales el hombre 
debería comportarse, aunque no siempre lo haya hecho así. Aspiran a definir el bien y el mal y 
quieren aconsejarnos acerca de lo que, como bien supremo, debiéramos perseguir. Se trata de 
disciplinas normativas, interesadas en averiguar cómo debería ser la realidad. Rehúyen adoptar una 


postura neutral ante hechos ciertos e indubitables; prefieren enjuiciarlos a la luz de subjetivas 
normas de conducta. Semejante postura es ajena a la praxeología y a la economía. 


El conocimiento puede compartimentarse en diversas áreas cuyo objetivo es 
profundizar en el saber a través de la investigación especializada, pero la 
separación entre economía y ética obedece a cuestiones epistemológicas. En 
el mundo real no es posible esta separación porque la acción humana nunca 


se desarrolla en un limbo moral: «Toda acción humana es intrínsecamente 
moral, está referida al orden moral» (Ayuso, 2015). Pero intentemos 
comprender lo que Mises afirma haciendo una lectura minuciosa de su cita 
anterior; de un lado, menciona «hechos ciertos e indubitables», aquí 
pensamos que se refiere a regularidades identificadas por la ciencia como 
verdades objetivas que son expresadas mediante leyes económicas; de otra 
parte, señala «subjetivas normas de conducta», y aquí parece referirse a la 
ética. Inferimos que Mises, sin afirmarlo expresamente, posee una visión 
epistémicamente jerarquizada entre economía y ética: la primera postula 
verdades incuestionables mientras que la segunda expresa creencias 
subjetivas, algo que incluso podría encajar en la categoría de doxa o mera 
opinión. Nosotros pensamos que existen verdades éticas sobre las cuales es 
posible construir una argumentación que no sea arbitraria, aunque es cierto 
que una ciencia moral se enfrenta a grandes dificultades en su intento de 
alcanzar el estatus de episteme o verdad científica. Como afirma Mises 
(2011a: 106): 


Los juicios de relevancia difieren de los valorativos en que aquellos aspiran a ponderar 
circunstancias que no dependen del criterio subjetivo del actor. Ahora bien, como igualmente los 
matiza la personalidad del sujeto, no puede haber acuerdo unánime entorno a ellos. 

Tal vez, sea posible identificar ciertos principios éticos universales que nos 
orienten en la búsqueda de una ética válida. El derecho, la filosofía, la 
religión y el ethos han ido desbrozando el camino a través de juicios, 
afirmaciones, definiciones, aforismos, mandamientos y refranes; por ejemplo: 
«no hagas al prójimo lo que no desearías que este te hiciera»; «no cometas 
ofensas»; «no robes»; «no mientas»; «no violes las promesas y contratos»; 
«donde fueres haz lo que vieres»; «haz el bien y no mires a quien»; «la 
justicia es dar a cada uno lo suyo»; «el fin no justifica los medios»; «el 
castigo debe ser proporcional a la agresión», etc. 

Economía y ética pertenecen, respectivamente, a los ámbitos descriptivo y 
normativo. Así como los hechos se imponen, los juicios de valor tienen que 
justificarse (Vega y Olmos, 2012: 633) y por experiencia sabemos que no es 
posible alcanzar un acuerdo universal en cuestiones axiológicas. En la 
argumentación sobre valores, prima facie, es preciso distinguir entre valores 
abstractos y concretos (Perelman y Olbrechts-Tyteca, 2012: 135); sobre los 
primeros existe un amplio acuerdo debido a su imprecisión y ambigiiedad, 
por ejemplo, todos estamos a favor del «bien» y en contra del «mal», todos 


otorgamos valor a la seguridad, justicia, verdad, bienestar, etc.; por este 
motivo, los valores expresados in abstracto adquieren un estatus semejante al 
de los hechos: nadie los discute.*%! Sin embargo, declarar valores en abstracto 
puede ser engañoso pues sustrae el debate sobre la forma en que 
determinados fines pueden ser materializados; por ejemplo, del hecho de que 
«todos» valoremos la seguridad no se sigue que su producción deba ser 
monopolizada. 

A medida que los valores se van concretando el acuerdo universal se va 
escindiendo en múltiples acuerdos y desacuerdos; por ejemplo, todos 
valoramos la seguridad, pero algunos rechazan la conscripción; entre quienes 
la aceptan tampoco existe acuerdo sobre el sexo de los conscriptos, edad, 
remuneración, etc. La política se encarga de que las leyes vigentes estén en 
sintonía con los valores imperantes en la sociedad en cada momento. Cuando 
se cree mayoritariamente que es mejor un sistema de defensa 
profesionalizado, el servicio militar obligatorio tiene sus días contados. Pero 
la ética y la justicia aspiran a algo más que a una mera dependencia de la 
siempre cambiante opinión pública. Nuestro objetivo en este capítulo es 
doble: primero, debemos justificar que una determinada teoría ética (o en su 
defecto determinados principios éticos) es la mejor posible frente a otras 
alternativas; y segundo, haciendo uso de esta elección, comparar el libre 
mercado de la seguridad con el monopolio estatal. 

I. ¿Es POSIBLE IDENTIFICAR UNA ÉTICA OBJETIVA? 

Si pretendemos comparar, desde una perspectiva ética, el libre mercado de la 
seguridad con el monopolio estatal, necesitamos —metafóricamente 
hablando— una vara de medir apropiada, un sistema ético válido que nos 
sirva de guía durante la comparación, y si esto no fuera posible, al menos 
deberíamos ser capaces de identificar ciertos principios éticos objetivos, 
entendiendo por tales aquellos sobre los que existe un acuerdo universal o, en 
todo caso, un acuerdo lo más amplio posible. Es innegable la existencia de 
valores universales de contenido general: el hombre prefiere la vida a la 
muerte, la paz a la guerra, la libertad a la esclavitud, la elección a la 
imposición, la verdad a la mentira, el conocimiento a la ignorancia, la 
abundancia a la escasez, la fortaleza a la debilidad, la salud a la enfermedad, 
el placer al dolor, el ocio al trabajo, la alegría a la tristeza, etc. 

Dentro de nuestra búsqueda hemos encontrado un elenco de teorías éticas 
que se ramifican y solapan. Sin ánimo de ser exhaustivo, de entrada, aparecen 


dos grupos: en el primero, sus defensores —Grocio, Hume, Kelsen, Mises, 
Hayek, Ghersi— niegan la existencia de una ética universal, es decir, la ética 
varía con la antropología y la sociología según coordenadas culturales, 
temporales y espaciales. Mises, por ejemplo, niega la existencia de una ética 
objetiva (Rothbard, 2009: 59): 


El caso de Mises es de singular interés porque ha sido, entre todos los economistas del siglo xx, el 
más intransigente y apasionado partidario del laissez-faire, el más riguroso e inflexible defensor de 
la economía libre de juicios valorativos y el más firme adversario de todo tipo de ética objetiva. 


Los autores no universalistas se adhieren a una ética material, teleológica o 
consecuencialista, donde el bien depende de los fines perseguidos por el 
hombre y de las consecuencias de la conducta; por ejemplo, para Aristóteles 
el bien reside en la felicidad; para Epicuro, en el placer; y para Bentham, Mill 
o Mises (Rothbard, 2009: 60), en la utilidad. 

En el segundo grupo situamos a quienes creen que existe una ética formal 
basada en principios universales que pueden ser deducidos mediante la razón 
y la experiencia. Estos últimos, a su vez, se dividen en dos subgrupos: 

a) Quienes fundan la ética en principios deducidos, a priori, de forma 
autónoma por el individuo (Kant, Kirzner). 

b) Quienes fundan la ética en principios heterónomos que se hallan en el 
orden natural (Spinoza, Locke, Rand, Rothbard) o sobrenatural (Ayuso). 

El alcance de nuestro estudio no nos permite profundizar en un campo tan 
extenso y debemos conformarnos con identificar unos principios éticos que 
gocen de la mayor objetividad posible, independientemente de que podamos 
adscribirlos a una u otra clasificación. También deberemos establecer 
provisionalmente una jerarquía entre dichos principios. La otra alternativa, 
que hemos abandonado, es prescindir de la búsqueda de una ética objetiva y 
adherirnos, sin justificación alguna, a una serie de principios morales que 
podríamos considerar axiomáticos. 

1. Una ética objetiva debe tener en consideración la verdad científica 

La verdad científica es un primer criterio de demarcación para distinguir una 
ética válida de otra que no lo es. Las ciencias positivas y normativas son 
diferentes. Las primeras intentan describir las regularidades que se observan 
en el mundo físico, biológico y humano mientras que las segundas, como la 
Ética y el Derecho, prescriben cómo «debería ser» la realidad. Tanto las 
afirmaciones positivas como las normativas «a menudo están estrechamente 
relacionadas con las creencias de una persona. En concreto, nuestras ideas 


positivas sobre el modo en que funciona el mundo influyen en nuestras ideas 
normativas sobre cuáles son las medidas deseables» (Mankiw, 2007: 22). 

La verdad científica tiene un notable estatus y de ahí su importancia como 
precursora de juicios éticos que, a su vez, conforman la opinión pública. 
Cuando afirmamos que una ética objetiva debe «tener en consideración» la 
verdad científica no queremos decir que la primera pueda ser deducida de la 
segunda. Lo que «debe ser» no puede deducirse de lo que «es», pero es cierto 
que la verdad científica puede ayudarnos a evitar errores éticos. Por ejemplo, 
nadie afirma que la órbita de la Tierra «debería» ser circular en lugar de 
elíptica o que las mareas «deberían» tener mayor amplitud para incrementar 
las capturas de los mariscadores. Cuando una creencia sobre la realidad es 
muy sólida, caso frecuente en las ciencias físicas, los juicios éticos no entran 
en juego. Si el público considera probado científicamente que el 
calentamiento global es producto de los gases de efecto invernadero 
producidos por la actividad humana y que esto provocará grandes males a la 
humanidad, es muy probable que también crea que los gobiernos «deberían» 
hacer algo al respecto, por ejemplo, sancionar a las industrias que vierten 
dióxido de carbono (CO,) a la atmósfera. La aceptación popular de que los 
productores de externalidades negativas deben ser gravados con impuestos 
obedece a esta norma: quien más contamina, más debe pagar (Pigou, 2005). 
Sin embargo, si se pudiera demostrar científicamente (y convencer a la 
población) que la causa del calentamiento global es el ciclo solar, las 
consideraciones normativas serían distintas y el impuesto pigouviano, 
probablemente, sería considerado por la opinión pública como innecesario e 
injusto. 

A medida que la ciencia se desplaza desde el ámbito de los fenómenos 
físicos hacia lo humano el grado de acuerdo científico también se reduce. Los 
economistas, a menudo, discrepan sobre la validez de las teorías positivas y, 
en consecuencia, los juicios éticos de los expertos también comienzan a 
variar y colisionar entre sí. Por ejemplo, resulta asombroso que el 21% de los 
economistas no acepte esta afirmación: «El salario mínimo eleva el 
desempleo de los jóvenes y de los trabajadores no cualificados» (Mankiw, 
2007: 25).£ Esta cifra aumenta cuando los preguntados son legos, quienes de 
forma intuitiva suponen que el incremento legal del salario beneficia a las 
rentas más bajas. Cree también el legislador que el mayor beneficio del 


empleado puede alcanzarse a expensas de los dueños del capital. 
Resumiendo, la falta de acuerdo científico, la propaganda política y la 
naturaleza contraintuitiva de la economía confluyen en la aceptación social de 
las leyes de salario mínimo. Pero si el público entendiera que el salario 
mínimo es «cero» (despido) y que estas leyes terminan perjudicando a 
quienes pretenden favorecer, no se tardaría en proponer su total 
derogación.“ El avance del intervencionismo estatal, que siempre depende 
de la aceptación o anuencia pública de las medidas adoptadas, se ve facilitado 
cuando la opinión de los «expertos» se pone al servicio del poder político. 

Veamos dos casos paradigmáticos de errores éticos provenientes de errores 
científicos. Comenzamos por la condena moral de la usura, cuyo origen 
reside en la exégesis de diversos pasajes bíblicos.** Según Bóhm-Bawerk 
(2009: 151): «Uno de los fenómenos más clamorosos y cargados de 
consecuencias de la vida económica de los pueblos civilizados europeos es la 
prohibición del interés». La condena de la usura nace en el medievo en el 
seno de las tres religiones monoteístas —judía, cristiana y mahometana— 
(Huerta de Soto, 2011: 55) y se extiende a la legislación laica de toda la 
cristiandad. Quienes condenaban y prohibían el interés o fijaban controles 
sobre sus tipos fueron incapaces de comprender que su origen estaba en la ley 
universal de la preferencia temporal, una categoría inherente a la acción 
humana. Como dice Mises (2011a: 632): 


De ahí la imposibilidad de abolir el interés mediante instituciones, leyes o manipulaciones 
bancarias. Quien desee «suprimir» el interés habrá primero de convencer a la gente para que no 
valore en menos una manzana disponible dentro de cien años que la que hoy pueden tener a su 
disposición. Lo único que se puede abolir mediante leyes y decretos es el derecho del capitalista a 
cobrar interés. Pero tales disposiciones provocarían el consumo de capital y rápidamente 
reconducirían a la gente a su originaria y natural pobreza. 


Los acusadores ignoraban dos verdades económicas: de una parte, el 
interés, como precio de mercado, es la legítima «remuneración que el 
propietario de un bien recibe a cambio de su utilización temporal» (Bóhm- 
Bawerk, 2009: 99); y de otra, en todo intercambio libre y consentido cada 
parte considera subjetivamente que el resultado será beneficioso. Supuesta la 
ausencia de coacción y fraude, cualquier tipo de interés, por alto que sea, es 
beneficioso para los participantes del intercambio; por consiguiente, la usura 
es ética. Así lo expresa Bentham (Rothbard, 2013c: 640): 


[La usura] que, en caso de ser un delito, es un delito cometido con consentimiento, es decir, con el 
consentimiento de la parte supuestamente perjudicada, no puede merecer un lugar en el catálogo de 


delitos a menos que el consentimiento se obtuviese injustamente o sin libertad; en el primer caso 
coincide con la estafa; en el otro con la extorsión. 


El segundo ejemplo es la condena moral del capitalismo. Al igual que el 
caso anterior, funestas consecuencias para la humanidad tuvieron (y sigue 
teniendo) la teoría marxiana de la explotación y la teoría del valor-trabajo: 
«El trabajo es, así, la medida real del valor de cambio de todas las 
mercancías» (Smith, 2010: 64). El error de Smith fue magnificado por David 
Ricardo (Rothbard, 2013c: 671) y de este traspié provino la confusión ética: 
«La explotación de la fuerza de trabajo por el capital o del obrero por el 
capitalismo» (Marx, 2008: 137). La refutación de la teoría de la explotación, 
realizada por Búhm-Bawerk no pudo evitar la calamitosa expansión del 
marxismo en el mundo (Huerta de Soto, 2010b: 151); el resto de la historia es 
de sobra conocida. «La praxeología (la economía) no produce juicios éticos 
definitivos: simplemente ofrece los datos indispensables para realizar dichos 
juicios» (Rothbard, 2013b: 62). A la ética le concierne proporcionar las 
razones por las cuales unas conductas son consideradas buenas, deseables y 
dignas de realizarse, mientras que otras se catalogan como perversas e 
indeseables. Por ello, las razones sobre las que se sostiene la ética deben ser 
sólidas columnas, a ser posible, verdades científicas. Una correcta acción 
política necesita, en última instancia, un fundamento ético (Rothbard, 2009: 
4): 

Para emitir juicios políticos se requieren juicios de valor, de donde se sigue que la filosofía política 


es necesariamente ética y que, por tanto, es preciso implantar un sistema ético positivo para 
defender con sólidos argumentos la causa de la libertad individual. 


Las condenas morales de la riqueza, la usura, el capitalismo o el comercio 
no tienen justificación científica y han sido un freno al desarrollo material y 
espiritual del hombre. Todavía hoy, sus secuelas se manifiestan en un 
imaginario antagonismo entre ética y economía. La falsa creencia de que «el 
beneficio de unos es perjuicio de otros» (Montaigne, 2003: 127) contribuye 
de forma persistente a la mala prensa del capitalismo. En ocasiones, se tilda 
al comercio libre como «injusto», otras veces, se afirma que el beneficio 
(pero nunca las pérdidas) es «excesivo» o que la ganancia debería ser 
«razonable»; se habla de economía «humanista» (Sampedro, 2013), 
infiriendo que existe supuestamente una economía inhumana. 

El mayor conocimiento económico no garantiza la rectitud moral del 
hombre, pero al menos reduce aquellos males producto de su ignorancia, que 
no son pocos. Apreciamos un conjunto de condenas morales tan equivocadas 


como las teorías que las sustentan. Aun suponiendo que la condena de la 
usura y del capitalismo busquen sinceramente la justicia o tengan un fin 
humanitario, sus efectos no han podido ser más calamitosos. La bondad de 
las medidas adoptadas debe medirse, en última instancia, por sus logros y no 
por las intenciones de sus promotores. 

2. Una ética objetiva debe ser universal 

De igual modo que no existe razón alguna por la cual determinados bienes 
económicos —llamados «públicos»— constituyan una excepción a las leyes 
económicas, tampoco creemos que existan tales excepciones en la ética, al 
menos en lo tocante a ciertos e incontrovertibles principios universales. Si 
creemos que un asesinato es un acto inmoral también debemos admitir que 
miles de asesinatos perpetrados durante una guerra injusta** son actos 
igualmente inmorales. El hecho de que un crimen sea cometido por un 
individuo aislado o por miles de individuos (reclutados, contratados y 
organizados) no modifica la calificación moral del acto. La valoración ética 
no cambia porque el número de personas involucradas sea mayor, porque 
sean funcionarios o porque las hostilidades hayan sido precedidas de una 
declaración institucional. Si pensamos que la esclavitud completa es inmoral 
debemos admitir que la esclavitud a tiempo parcial —el servicio militar 
obligatorio— también lo es. Toda prestación forzosa es inmoral, 
independientemente de su duración y contenido, y todo intento de fijar un 
criterio de demarcación temporal o funcional entre esclavitud y no-esclavitud 
es necesariamente arbitrario. El daño infligido al esclavo, en cada caso, es 
distinto, pero el tipo y tiempo de la servidumbre no modifica su naturaleza 
inmoral. Mutatis mutandi, tampoco hay forma objetiva de distinguir entre 
impuesto confiscatorio y no-confiscatorio. El gobernante establece un doble 
rasero ético: una determinada conducta, realizada por individuos, es 
sancionada como falta o delito, pero si es realizada bajo su autoridad es 
considerada cabal y justa. Por ejemplo, la impresión de papel moneda 
realizada por un particular es un delito de falsificación, pero la hecha por el 
Estado es una operación de «expansión monetaria para estimular la 
economía». 

3. Teoría del Derecho natural 

Una de las fuentes de la ética es la ley natural o derecho natural, términos que 
emplearemos indistintamente. El iusnaturalismo es un intento de buscar, a 
través de la razón, una ética universal fundada en la naturaleza. Existe una 


primera aproximación fideísta, según la cual el único instrumento legítimo 
para investigar la naturaleza humana es la fe religiosa y la revelación divina. 
La segunda aproximación es la tradición tomista o iusnaturalismo filosófico, 
que independiza la razón humana de la fe. Según los escolásticos, los 
derechos del hombre no son otorgados graciosamente por reyes oO 
parlamentos, sino que proceden de la esencia misma del ser humano. Para 
Rothbard (2009: 5): «La aseveración de que existe un orden de leyes 
naturales accesible a la razón no es, en sí misma, ni pro ni antirreligiosa». 
Nosotros seguiremos la tradición tomista separando ambos magisterios — 
ciencia y fe— para buscar el contenido del derecho natural sin apelar a lo 
sobrenatural. 

El Derecho natural es el conjunto de principios normativos dirigidos a 
preservar y perfeccionar los fines naturales del hombre: autoconservación 
(Locke, 2014: 64), procreación, felicidad, salud, amor, libertad, seguridad, 
justicia, bienestar económico, creatividad, espiritualidad, etc. Una ciencia 
ética, afirma Rothbard (2009: 6), es posible ya que «la razón humana es 
objetiva, es decir, puede ser utilizada por todos los hombres para extraer 
verdades acerca del mundo». Pero aún concediendo que lógica y razón sean 
objetivas, se refieren a la adecuación entre medios y fines, pero no queda tan 
claro que la objetividad pueda ser referida a la elección los segundos. Si los 
fines humanos estuvieran sujetos a leyes naturales la libertad del hombre 
quedaría comprometida y la moralidad carecería de significado. Es cierto que 
existe una teleonomía en la naturaleza: el hombre prefiere la vida a la muerte, 
la sexualidad a la abstención, la salud a la enfermedad, el placer al dolor, la 
seguridad al riesgo, la libertad a la esclavitud, etc.; pero estas disyuntivas, 
siendo ciertas, representan falsos dilemas. Los fines «naturales» del hombre 
pueden competir entre sí y unos pueden subordinarse a otros. La religiosidad, 
por ejemplo, puede llegar a bloquear el instinto de procreación, y siendo esta 
última un fin natural de los seres vivos, alguien podría afirmar que la 
conducta célibe es antinatural y, por consiguiente, inmoral. Tanto la 
teleonomía —la inclinación innata— como la teleología —la intención 
deliberada— forman parte de la naturaleza humana y resulta sumamente 
arriesgado establecer una separación entre ambas. Por tanto, una primera 
dificultad es la referida al contenido de la ley natural y al significado mismo 
de «ley natural». En el hombre es tan natural lo innato como lo deliberado y 
mucho nos tememos que cualquier posicionamiento a la hora de interpretar el 


sentido ético de la naturaleza constituya un juicio de valor. En este sentido, 
Kelsen (2009: 87) apunta algunos errores lógicos y contradicciones: 
La afirmación de que una conducta humana es natural, es decir, conforme a la naturaleza o 
prescrita por ella, es, en último análisis, un juicio de valor subjetivo. De aquí se sigue que no hay 
una doctrina de derecho natural, sino un gran número de doctrinas que sostienen tesis 
contradictorias. Para una, la democracia es la forma natural de gobierno. Para otra, dicha forma es 


contraria a la naturaleza, y solo la autocracia, y más particularmente la monarquía absoluta, es 
conforme a sus leyes. 


Por otra parte, los fines naturales del hombre son tan genéricos que, por sí 
solos, no resuelven la mayoría de los problemas éticos. Apelando a la 
naturaleza se puede justificar una cosa y su contraria: «Locke ha deducido de 
la naturaleza que el poder del gobierno es esencialmente limitado; Hobbes ha 
extraído el principio contrario» (Kelsen, 2009: 87). La esclavitud también ha 
sido considerada, al mismo tiempo, opuesta y acorde a la ley natural 
(Aristóteles, 2005: 1.*-IT): 


Es evidente que los unos son naturalmente libres y los otros naturalmente esclavos; y que para 
estos últimos es la esclavitud tan útil como justa (...) Con razón se puede suscitar esta cuestión y 
sostener que hay esclavos y hombres libres que lo son por obra de la naturaleza. 


El universalismo en que se apoya el derecho natural parece no tener en 
consideración el subjetivismo y el marginalismo propios de la acción 
humana. Los fines humanos compiten entre sí (Rothbard, 2009: 61) y pueden 
ser perseguidos con diferente intensidad. Es cierto que el hombre prefiere la 
vida a la muerte, pero estamos ante un falso dilema: quienes desempeñan 
profesiones de riesgo no se comportan de forma «antinatural» por el mero 
hecho de que el hombre, en abstracto, tienda naturalmente a su preservación. 
Pero evitemos también el error de negar la existencia de principios éticos 
(Huerta de Soto, 2007: 197): 


Todavía un número importante de científicos y especialistas considera que no es posible conseguir 
una teoría objetiva sobre la justicia y los principios morales (...) En contra de esta postura hasta 
ahora dominante consideramos que una cosa es que las valoraciones, utilidades y costes sean 
ciertamente subjetivos, como de manera correcta pone de manifiesto la ciencia económica, y otra 
bien distinta es que no existan principios morales de validez objetiva. 


Toda elección implica siempre un juicio que incluye aspectos económicos, 
psicológicos, teleológicos y axiológicos. En este sentido, los principios éticos 
operan sobre la conducta humana en forma de prohibiciones (no matarás), 
limitaciones (proporcionalidad de la defensa) o servidumbres (deber de 
auxilio). Aun siendo problemática, uno de los principales méritos de la ley 


natural ha sido su histórica función limitadora de los excesos del poder 
político (Rothbard, 2009: 8): 


La ley natural se presenta al hombre como un conjunto de normas que pueden suponer una crítica 
radical a la ley positiva en vigor impuesta por el Estado. En este punto, nos limitaremos a señalar 
que la existencia de una verdadera ley natural al alcance de la razón constituye una amenaza 
potencialmente grave frente al predominio de costumbres ciegamente tradicionales o frente a la 
voluntad arbitraria del aparato estatal. 


En definitiva, como afirma Popper (2010: 489): «Ni la naturaleza ni la 
historia pueden decirnos lo que debemos hacer». Ni siquiera los principios 
éticos más sólidos e incontrovertidos pueden aplicarse de forma automática 
por dos motivos: el primero, su carácter genérico; la conducta humana 
siempre es específica, concreta, particular y para emitir un juicio ético es 
preciso analizar, caso por caso, el escenario donde se produce la acción: «Yo 
soy yo y mis circunstancias» (Ortega (1914). En segundo lugar, y aquí reside 
el principal escollo, necesitamos jerarquizar los principios éticos porque estos 
compiten entre sí y, en ocasiones, debemos elegir el «mal menor». Aún 
reconociendo preceptos éticos universales el hombre no puede acudir 
sencillamente a una receta y resolver categóricamente una cuestión; nos 
vemos obligados a someter cada asunto a un riguroso análisis racional. «La 
asignación de valor es un producto humano y no viene predeterminado 
naturalmente» (Feito, 2010: 113). Quizá, la equiparación entre naturaleza y 
ética es un asunto controvertido, en todo caso, la idea de ley natural es 
preferible a la alternativa que representa el positivismo cartesiano que otorga 
a la razón de unos pocos hombres un poder omnipotente (Hayek, 2009). Para 
nosotros, la ley natural tiene utilidad en su acepción negativa, es decir, en 
forma de principios objetivos que formulan prohibiciones o restricciones 
universalmente admitidas. Los principios éticos de carácter positivo, es decir, 
aquellos que implican servidumbres a terceros (como ayudar al prójimo), 
también son válidos, pero no deben ser impuestos coactivamente. 

4. Ética igualitarista 

La naturaleza es diversa. La vida del hombre no está predeterminada de 
forma instintiva, tal y como sucede con los animales; los «individuos» 
humanos no son como los «individuos» del resto de especies, poseen una 
individualidad que los distingue notablemente del resto de sus congéneres. 
Además, las diferencias congénitas entre los hombres pueden acentuarse 
mucho a lo largo de la vida según el ambiente donde se viva y las 
capacidades que desarrolle cada uno. El dicho popular «cada uno es de su 


padre y de su madre» resume a la perfección la desigualdad entre los 
humanos. 

El hombre es un ser social: individualidad y sociabilidad forman parte de su 
naturaleza. Sin embargo, esta coexistencia no ha estado exenta de tensión y 
controversia. Secularmente, la individualidad ha sido asociada al egoísmo y 
considerada peligrosa para los intereses del grupo, la tribu o la sociedad. 
«Ningún término político ha sido tan maltratado como el término 
“individualismo”» (Hayek, 2009: 49). No es de extrañar, por tanto, que 
filósofos (Platón, Moro, Campanella) y psicólogos (Skinner hayan 
imaginado utopías colectivistas donde la diversidad humana debía ser 
cercenada en pos de la igualdad y la uniformidad. Todos estos sueños, 
declara Bertrand de Jouvenel (2018: 198): «Son meras tiranías, más estrictas, 
más duras, más opresivas que cualquiera de las registradas por la historia». 
La pretensión de una ética fundada en la igualdad de los hombres es 
contradictoria con la propia naturaleza humana y, por tanto, constituye un 
objetivo contrario al bien. Ningún sistema ético, por seductor que parezca, 
puede ser bueno para el hombre si destruye todo aquello que es genuinamente 
humano, a saber, la individualidad, la libertad y la creatividad. El día en que 
la comunidad humana se convierta en un «termitero» dejará de ser humana. 

En primer lugar, debemos aclarar que «igualdad» es un concepto me- 
ramente matemático (Bastos, 2016d), por tanto, ajeno a la acción humana y a 
la vida misma. Por ejemplo, si dos equipos de fútbol empatan a dos (2-2), 
ambos han obtenido igual resultado (número de goles) pero no han jugado 
igual. La igualdad es cuantitativa, pero la acción humana es cualitativa. 
Quienes persiguen la igualdad como ideal ético se enfrentan a un primer 
problema: las facultades innatas de los individuos —belleza, fortaleza, salud, 
inteligencia, creatividad, perspicacia, juicio, laboriosidad, perseverancia, etc. 
— no pueden ser redistribuidas entre los individuos, solo su fruto —-la 
propiedad— puede serlo. También resulta sospechoso que los igualitaristas 
solo centren sus demandas en el plano crematístico y nunca reclamen la 
redistribución de resultados en el deporte, las calificaciones académicas, los 
procesos electorales o en los juegos de azar. 

La desigualdad económica, por tanto, es la inevitable consecuencia de la 
diversidad humana y el progreso de la humanidad depende de ella, bajo el 
signo de la cooperación. La diversidad de talentos, caracteres e instituciones 
hace que los hombres alcancen distintos niveles de riqueza. Aun en el 


supuesto de que hiciéramos tabla rasa y repartiéramos igualitariamente toda 
la riqueza del mundo, con el paso del tiempo, unos hombres volverían a ser 
más prósperos que otros. De un resultado desigual, per se, no se puede inferir 
un juicio moral, antes es preciso esclarecer la licitud o ilicitud de los medios. 
La riqueza solo es inmoral si ha sido obtenida con violencia o fraude. La 
desigualdad en la riqueza se amortigua con las virtudes humanas de amor, 
caridad y solidaridad, que también forman parte de la naturaleza del hombre. 

En segundo lugar, la ética igualitarista es espuria pues preconiza que, 
independientemente de que los bienes se hayan obtenido lícitamente, no es 
ético que unas personas tengan mucho y otras poco. Esta idea es propia de la 
moralidad tribal donde todo debe compartirse forzosamente en el interior del 
grupo, siendo lícito robar y engañar a los «otros»: los que no forman parte de 
la tribu. En la actualidad la población ha interiorizado esta asimetría moral 
solo que ahora la tribu se llama «sociedad» y los otros se llaman «los más 
ricos»; de esta forma, la mayoría considera que el impuesto progresivo es 
justo: la confiscación debe ser más intensa (tasa) a medida que la renta 
progresa. La lógica de quienes apoyan la redistribución coactiva de la riqueza 
es esta: la desigualdad económica es injusta, y como la caridad, 
supuestamente, no es suficiente para alcanzar determinados resultados de 
igualdad, es legítimo que el gobierno utilice la violencia. De esta manera, la 
caridad y la solidaridad quedan pervertidas por el uso de la coacción. Es 
legítimo emplear la ley para castigar (y disuadir) a quienes hacen el mal, pero 
no para forzar a hacer el bien; dicho de otra forma: No se puede alcanzar un 
bien haciendo un mal. 

El igualitarismo viola flagrantemente la ética mediante una interpretación 
sui generis del concepto de justicia, rompiendo así con la tradición romana de 
entenderla como «dar a cada uno lo suyo» (Ulpiano). El concepto espurio de 
«justicia social» ha sido el sustento de un programa político de redistribución 
coactiva de la propiedad: el Estado «social», cuyos perversos efectos enuncia 
Huerta de Soto (2007: 216): 

Las consecuencias en el campo de la ética que tiene el Estado «social» son especialmente graves. 
En efecto, la imposición coactiva de determinados principios, aparentemente más o menos 
«éticos», por parte del Estado «social» no solo ahoga y acaba con los hábitos y prácticas 
individuales de preocupación por el prójimo y de caridad privada, sino que la moral individual, a 
todos los niveles, se debilite e incluso tienda a desaparecer, siendo sustituida por un reflejo de ese 


típico misticismo organizativo que es propio del Estado y que inevitablemente termina también por 
influir en el comportamiento individual de los ciudadanos. 


Si admitimos como válido el principio ético de «no-agresión» cualquier 
programa que pretenda la igualdad, que no sea voluntario, es inmoral. La 
ausencia de violencia es una condición ética sine qua non de cualquier fin 
perseguido, por noble que este sea. "Todos los pseudoderechos que 
encontramos en las Declaraciones Universales de Derechos del Hombre y en 
la legislación positiva del Estado social adolecen del mismo vicio: crea ex 
novo derechos espurios cuyo logro requiere violar derechos genuinos 
(Benegas, 2014; Kofman, 2012; Krause, 2009; Nozick, 2014). No es justo 
obtener un bien causando un mal, por tanto, la idea de justicia social es una 
contradicción en los términos (Benegas, 2014). Además, la justicia 
únicamente puede ser referida a individuos; por ejemplo, en el Juicio de 
Núremberg (1945) no se acusó al Régimen nacional-socialista de Hitler, la 
justicia sentó en el banquillo a 24 principales dirigentes del III Reich. 

La ética no puede construirse instrumentalmente por un grupo selecto de 
filósofos e ingenieros sociales, más bien debe ser identificada 
antropológicamente en el decurso del tiempo. Por otro lado, culpar a la 
«sociedad» O a determinadas instituciones (comercio, capitalismo) de 
supuestas injusticias es una impostura intelectual, es el lamento de alguien 
que se niega a buscar los auténticos responsables de un hecho reprobable. En 
cambio, es éticamente admisible pretender un objetivo de mayor igualdad 
económica mediante la pacífica persuasión. Y también son lícitas las formas 
de vida colectivista siempre que sus integrantes lo deseen y acepten. Una 
ética igualitaria es válida siempre y cuando sea abrazada libremente, lo cual 
excluye todo tipo de redistribución forzosa de la riqueza. La uniformidad de 
la vida castrense, por ejemplo, siempre ha sido admirada por los 
igualitaristas: «La democracia hacía a todos los hombres iguales, pero fue el 
reclutamiento obligatorio el que lo realizó en la práctica» (Fuller, 1984: 35). 

Tanto la caridad como la redistribución estatal pueden ocasionar efectos no 
deseados, como el parasitismo social o la cronificación de la pobreza, pero 
mientras la primera es un medio éticamente válido, la segunda es inmoral. 
Además, la caridad no aspira a la igualdad sino a remediar el sufrimiento de 
ciertos individuos. La compasión es un sentimiento moral innato, por tanto, 
no es preciso violentar a las personas para alcanzar objetivos humanitarios. 

Es la diversidad, y no la igualdad, dentro del proceso social de cooperación, 
lo que rinde mayores frutos para el hombre. La división del trabajo, origen 
del proceso civilizador, solo se entiende desde la diversidad natural, 


geográfica, climática y humana, aspecto que David Ricardo supo ver al 
enunciar su teoría de la ventaja comparativa, a la vez que alertaba de las 


perversas consecuencias de la redistribución (Ricardo, 1817: 96):1% 

The clear and direct tendency of the poor laws, is in direct opposition to these obvious principles: 
it is not, as the legislature benevolently intended, to amend the condition of the poor, but to 
deteriorate the condition of both poor and rich; instead of making the poor rich, they are 
calculated to make the rich poor; and whilst the present laws are in force, it is quite in the natural 
order of things that the fund for the maintenance of the poor should progressively increase, till it 
has absorbed all the net revenue of the country, or at least so much of it as the state shall leave to 
us, after satisfying its own never failing demands for the public expenditure. 


Pero, aunque la redistribución alcanzara hipotéticamente un fin loable, 
como es mitigar la penuria de algunas personas, el medio empleado —-la 
confiscación— es inadmisible desde el punto de vista ético. Ningún ser 
humano debe ser sacrificado para el beneficio de otro. 

5. Ética utilitarista 
Según John Stuart Mill (2007: 6): 


El credo que acepta la Utilidad o Principio de la Mayor Felicidad como fundamento de la moral, 
sostiene que las acciones son justas en la proporción con que tienden a promover la felicidad; e 
injustas en cuanto tienden a producir lo contrario de la felicidad. Se entiende por felicidad el 
placer, y la ausencia de dolor; por infelicidad, el dolor y la ausencia de placer. 


La felicidad —como la utilidad— es una cuestión subjetiva, cada persona 
procura alcanzarla a su manera y nadie puede erigirse en juez de la felicidad 
ajena. Por tanto, el principio utilitario nos lleva a una ética subjetivista que 
nos aleja de nuestro objetivo. De entrada, consideramos ético pretender la 
satisfacción de aquellos fines que contribuyan a alcanzar un mayor estado de 
felicidad: «El hombre, al actuar, aspira a sustituir un estado menos 
satisfactorio por otro mejor» (Mises, 2011a: 18). Pero la acción se realiza 
siempre en un contexto específico, que es donde los diferentes principios 
éticos entran en liza. En particular, la utilidad está éticamente subordinada a 
los principios de libertad, no-agresión y propiedad privada; por ejemplo, la 
felicidad que proporciona el amor debe subordinarse a la libertad de los 
amantes y la obtención de bienes al respeto de la propiedad. Al perseguir la 
felicidad el hombre conjuga fines distintos, que son más o menos apetecibles, 
de forma gradual o marginal. El hombre no elije entre distintas «clases» de 
felicidad: lo espiritual y lo corporal, lo sensual y lo saludable, lo más próximo 
y lo más lejano; tal y como suponía Mill (2007: 8): 


Por debilidad de carácter, los hombres se deciden a menudo por el bien más próximo, aunque 
saben que es menos valioso; y esto tanto cuando la elección se hace entre dos placeres corporales, 


como cuando se hace entre lo corporal y lo espiritual. Buscan el halago sensual que perjudica a la 
salud, aunque saben perfectamente que la salud es un bien mayor. 


También parece atrevido afirmar que las personas se equivocan al realizar 
determinadas elecciones, cuestión que a menudo viene precedida por el uso 
de estadísticas, agregados sociales, universalismos y antropomorfismos. Este 
error se observa cuando economistas y sociólogos realizan mediciones sobre 
la felicidad, el bienestar o la utilidad; por ejemplo, el Informe de Felicidad 
Mundial 2018 establece una clasificación por países: Noruega (n.” 2) es más 
feliz que Dinamarca (n.” 3), pero menos que Finlandia (n.* 1); como si la 
felicidad de los individuos pudiera ser sumada y promediada.!% Ni la 
felicidad, ni la utilidad son mensurables y no pueden ser objeto de enredos 
estadísticos. Lo cualitativo no pude ser convertido en cuantitativo. Tampoco 
es posible medir la intensidad con que algo es preferido o deseado. Por 
último, las preferencias de un mismo individuo no son constantes a lo largo 
del tiempo. 

El error metodológico propio de aplicar la estadística al ámbito social 
precede al error ético de suponer que la mayor felicidad para el mayor 
número, o sea, la cantidad, puede ser un criterio válido de justicia. Sin 
embargo, el ser humano no es un animal sacrificable en el altar de la sociedad 
(Rand, 2006: 45): 


La teoría ética social sustituye a Dios por la «Sociedad» y aunque proclama que su principal 
preocupación es la vida en este mundo, no se preocupa por la vida del hombre, ni por la del 
individuo, sino por la vida de una entidad incorpórea, lo colectivo, que en lo que respecta a cada 
individuo está conformado por «todos los demás excepto él». En lo que al individuo concierne, su 
deber ético consiste en ser un esclavo caritativo sin individualidad, sin voz y sin derecho, sometido 
a las necesidades, reclamos y demandas de los demás. 


Todo hombre es un fin en sí mismo: «En el orden de los fines, el hombre (y 
con él todo ente racional) es fin en sí, es decir, jamás puede ser usado por 
nadie (ni siquiera por Dios) como medio» (Kant, 2003: 115). Supongamos 
que A, B y C son tres enfermos terminales que necesitan urgentemente 
sendos trasplantes de pulmones, hígado y riñones; si no son trasplantados 
pronto morirán; V es un cuarto hombre sano. Tras votación democrática, se 
decide sacrificar al último para expropiar sus órganos y salvar a los tres 
primeros. Desde una ética utilitarista, el resultado justificaría la medida 
adoptada pues el saldo neto en vidas es positivo: tres a cambio de una. Sin 
embargo, acordaremos que no es éticamente admisible asesinar a una persona 
invocando el beneficio del mayor número. La regla de la mayoría no puede 
ser un criterio ético válido: «Las mayorías y las minorías no pueden 


legítimamente ser tomadas en cuenta en absoluto al decidir sobre cuestiones 
de justicia» (Spooner: 2013: 11). Si no es lícito sacrificar a una persona para 
salvar a tres, tampoco lo es para salvar a tres mil o a tres millones. Nuestro 
juicio ético es absoluto y no puede ser alterado por la cantidad, por elevada 
que sea la cifra. Como rezaba el lema del rey Fernando 1 de Habsburgo 
(1503-1564): Fiat justitia et pereat mundus —«Hágase justicia, aunque 
perezca el mundo»; Mises (2011a: 178) modificó ligeramente el lema 
anterior: Fiat justitia ne pereat mundus —«Hágase justicia, si no queremos 
que perezca el mundo»— para dejar claro que los intereses de la sociedad 
pasan necesariamente por la observancia estricta de los principios éticos que 
inspiran la justicia. Por tanto, la mayor «utilidad» o «beneficio» de muchos, 
algo que habitualmente llamamos «interés general», no justifica violar el 
derecho de una sola persona. Los legisladores, apelando secularmente a la 
defensa de seres universales —Hhumanidad, comunidad, sociedad, nación, 
patria, estado, pueblo, tribu— o de ciertas ideas —democracia, libertad, 
igualdad, fraternidad, justicia social, destino histórico, religión, superioridad 
racial— han dispuesto lo contrario, a saber, que existen fines cuya 
preservación justifica el sacrificio de ciertos hombres. En definitiva, ninguna 
medida que beneficie a una mayoría con menoscabo del derecho de una sola 
persona, es éticamente admisible. La legislación moderna ha socavado 
completamente este principio; por ejemplo, es legal y se admite generalmente 
como justo, derribar la casa de una persona para construir un puente y 
facilitar así que muchas lleguen a su destino un minuto antes. Así, se puede 
justificar todo un repertorio de actos lesivos que son aceptados como justos 
por quienes atribuyen a la regla de la mayoría un poder omnipotente; 
entendida de esta manera, la democracia pervierte el orden social y socava la 
verdad y la justicia. «La democracia, como fundamento de gobierno, es la 
pretensión de que el número determina el bien, la verdad, etc. (...) lo cual es 
un error y un horror bajo todo punto de vista» (Ayuso, 2016). 

Tampoco es admisible sacrificar a una persona por otra apelando a criterios 
cualitativos —+edad, salud, parentesco, sexo o importancia social—; por 
ejemplo, no es ético sacrificar a un adulto por un niño, ni a un ignorante por 
un sabio. ¿Qué ocurriría si el parlamento de la nación, elegido 
democráticamente, promulgara una ley que autorizara a expropiar los órganos 
de V? Si A, B y C no tienen, individualmente, derecho sobre el cuerpo de V, 
ningún representante suyo tampoco lo tiene. Supongamos ahora que A, B y C 


reducen la intensidad de su violencia y deciden «solamente» expropiar a V un 
pulmón, medio hígado y un riñón; así los cuatro podrían sobrevivir. 
Supongamos también que cada uno pagará a la víctima, como justiprecio, una 
suma por la expropiación forzosa de sus órganos. En este segundo caso, aún 
siendo menor la agresión, y mediando restitución económica, la inmoralidad 
del acto persiste pues V es forzado a realizar un intercambio. Como 
conclusión, ni un particular, ni un cuerpo legislativo tienen derecho a violar 
la persona de V porque esta posee el derecho exclusivo y excluyente de sí 
misma. Es notorio que ningún gobierno confisca los órganos o la sangre de 
una persona viva, ni siquiera lo hace cuando alguien fallece; por ejemplo, en 
un accidente de tráfico es la familia del fallecido la que ejerce, de facto, un 
derecho de propiedad sobre el cuerpo del difunto. El Estado (de momento) 
respeta escrupulosamente un cadáver, pero no duda en disponer de las 
personas vivas y tratarlas como medios para sus fines. Resulta paradójico que 
el gobierno no expropie ciertas partes del cuerpo de una persona (viva o 
muerta) pero disponga de la persona en su totalidad, por ejemplo, 
extinguiendo su vida en una guerra. Si acudimos al principio cui bono, tal 
vez, hallemos una respuesta: solamente en el segundo caso el Estado sale 
beneficiado. Esto avala la hipótesis de que el Estado solo valora al individuo 
como medio para alcanzar sus fines. 

En otras ocasiones, el utilitarismo nos presenta falsos dilemas, nos dice que 
es preciso elegir entre A y B cuando, en realidad, existen otras Opciones; por 
ejemplo, los asesores militares del presidente Harry S. Truman consideraban 
que la conquista terrestre de Japón significaría alargar la guerra y sacrificar a 
cientos de miles de soldados norteamericanos; la «única» alternativa posible 
era exterminar a 250.000 civiles japoneses. Lo ético, a nuestro juicio, hubiera 
sido sustituir el objetivo de rendición incondicional por una paz negociada, 
evitando así los genocidios de Hiroshima y Nagasaki. Como diría años más 
tarde el general Eisenhower: «Los japoneses estaban listos para rendirse y no 
hacía falta golpearlos con esa cosa horrible». 

La gran desventaja del utilitarismo frente al iusnaturalismo es que los 
principios éticos universales, que sirven como «piloto automático de 
comportamiento» (Huerta de Soto, 2013: 3),2 son sustituidos por la 
conveniencia; y como esta «puede cambiar, y de hecho cambia según las 
circunstancias, será fácil para el utilitarista, que calcula fríamente el costo y el 
beneficio, caer en el estatismo una y otra vez según los propósitos que 


persiga, y así dejar de lado los principios» (Rothbard, 2006: 32). En 
definitiva, el utilitarismo adolece de un triple error —teórico, metodológico y 
ético— y por ello, debemos rechazarlo como un sistema válido para nuestros 
fines. 
6. Ética de la libertad 
En este apartado analizamos los argumentos éticos que sostienen que la 
defensa y la seguridad no deben ser impuestas coactivamente al individuo, 
sino que este debe ser libre para producirla por sí mismo, contratarla en el 
libre mercado o incluso renunciar a ella. ¿Por qué afirmamos que cada 
individuo debería ser libre para elegir su protección? Porque no es posible 
establecer, de forma colectiva, aquello que es bueno y útil para cada hombre 
particular. El criterio aristotélico sobre lo ético se apoya en el subjetivismo e 
individualismo metodológicos (Aristóteles, 2009: 77-91): 
Sea pues bueno aquello que sea elegible por sí mismo o aquello por causa de lo cual elegimos otra 
cosa (...) Además lo que la inteligencia asigna a cada cosa y cuanto la inteligencia individual 


asigna a cada cosa, eso es para cada uno un bien. También es más importante (...) la cosa que es 
más provechosa para uno, mejor que la que es provechosa en general. 


En esta frase del filósofo macedonio apreciamos matices protoaustriacos. 
Subjetivismo e individualismo son dos elementos seminales en nuestra 
justificación económica y ética del libre mercado de defensa y seguridad. 

Murray N. Rothbard, discípulo destacado de Mises y fundador del anar- 
cocapitalismo moderno, se separa de la tradición utilitarista que distingue a su 
maestro y desarrolla toda una teoría ética apoyándose en los principios de 
libertad, propiedad privada y no (inicio de la) agresión (Rothbard, 2006, 2009 
y 2013b). Creemos que estos tres principios son muy fértiles en nuestra 
búsqueda de una ética objetiva: 

a) Principio de no-agresión: todo ser humano, individualmente o de forma 
organizada con otros, debe abstenerse de iniciar una agresión y causar daño 
a Otro ser humano o a su propiedad. 

b) Principio de libertad: todo ser humano debe ser libre para elegir fines y 
medios, según su escala personal de valores, estando sus acciones 
supeditadas al cumplimiento de a). 

Cc) Principio de propiedad privada: todo ser humano tiene derecho a poseer 
bienes, realizar contratos, transferir la propiedad y a preservarla frente a 
cualquier agresión. 


Existe una relación entre los tres principios enunciados. El primero es una 
exigencia para la realización de los últimos. El primero es un deber mientras 
que los últimos son derechos. El derecho de A exige un deber de B; por 
ejemplo, el derecho de propiedad de una persona exige el deber de no- 
agresión del resto de la humanidad.“% Estos principios se redactan en 
singular, pero atañen igualmente a los grupos; el número de individuos no 
puede modificar la naturaleza de los derechos y deberes. La afirmación que 
expuso Molinari en 1849 (1977: 6): «Que la producción de seguridad debe, 
por el interés de los consumidores de este bien inmaterial, permanecer 
sometido a la ley de la libre competencia», pudiera ser malinterpretada: 
alguien podría pensar que los consumidores exceden en cantidad a los 
productores y que el número podría servir como fundamento ético; o que, por 
alguna razón desconocida, el interés de los primeros precede al interés de los 
segundos. En singular se entiende mejor: todo consumidor debe ser libre para 
elegir un proveedor de defensa y seguridad. Si el hombre debe ser libre para 
elegir quien le proporciona alimento o ropa también debe serlo para elegir a 
su proveedor de defensa y seguridad. 

Los tres principios enunciados tienen similitud con los preceptos o 
mandatos del derecho de Ulpiano: «Vivir honestamente, no hacer daño a 
nadie y dar a cada uno lo que le corresponde». Los tres principios 
fundamentales de la ética de la libertad rothbardiana pueden integrarse en 
esta frase: la conducta ética consiste en abstenerse de violar la libertad y la 
propiedad ajenas. 

Una última cuestión es si la realización del bien justifica la imposición de 
una conducta, por ejemplo: ¿debe una persona ser forzada a socorrer a otra 
accidentada? Aquí no existe consenso: el Derecho Continental contempla el 
deber legal de auxilio mientras que el Derecho Común anglosajón aplica la 
doctrina del «Buen Samaritano». En el primer caso, la realización del bien 
precede a la libertad y, en el segundo, al revés. El primer principio del orden 
moral es «haz el bien y evita el mal» (Ibáñez en Ayuso, 2009: 96), pero las 
leyes positivas solo deben recoger principios éticos negativos, es decir, las 
leyes no deben imponer la realización del bien, pero deben castigar la 
realización del mal. Concluyendo, no es ético imponer la realización del bien 


utilizando la coacción, tal y como afirma Termes (1992: 12-13): 
Toda la sana filosofía moral concuerda en que el bien no puede imponerse por la fuerza; antes es la 
libertad que el bien. Entre los muchos que, desde Aristóteles, han formulado este principio, 


Leonardo Polo,24 por ejemplo, dice que gracias a su libertad el hombre se puede decidir a 


mejorar, aunque también puede decidirse a ser malo, cosa que sin o con menos libertad sería más 
difícil. Pero, si para programar una buena sociedad se eliminara la libertad, se cometería la mayor 
de las insensateces. Es preferible que haya libertad aunque la gente se porte mal, a tratar de 
implantar la ética a costa de la libertad; tal implantación —dice el profesor Polo— no es, en modo 
alguno, la realización de lo ético. 


La ética de la libertad reclama para el hombre el derecho al libre mercado 
de la seguridad frente a la imposición de un monopolio. Y aun suponiendo, a 
efectos dialécticos, que un productor privado proporcionara peor seguridad 
que uno monopólico, el hombre debe ser libre para acertar o equivocarse en 
sus decisiones. 

7. Ética de la propiedad 

Uno de los principales ideales científicos es encontrar una ley o principio 
universal que unifique la variedad de leyes y teoremas que normalmente 
contiene una disciplina. La ética de la propiedad es un intento de subsumir en 
un único principio —el derecho de propiedad— todos los restantes derechos 
del hombre, por tanto, aspira a un estatus de universalidad que nos interesa. 
Una ética de la propiedad nos permite dar cumplida respuesta a la mayoría de 
los problemas sociales como la guerra, la contaminación o la pobreza. Pero 
antes, es preciso disponer de una teoría de la propiedad. Para algunos 
filósofos «la propiedad es un robo» (Proudhon, 2005: 17) y para otros la 
propiedad es un «bien» inherente a la naturaleza humana que posibilita la 
civilización y el progreso. Nosotros nos adherimos a la teoría lockeana de la 
propiedad: el hombre se apropia legítimamente, mediante su trabajo, de 
aquellos bienes naturales que no han sido apropiados previamente por nadie 
(Locke, 2014: 64-88). Una vez realizada la primera apropiación, oO 
homesteading, el hombre adquiere «derechos de propiedad» sobre la cosa 
poseída, según del Derecho Romano, puede disponer su uso (ius utendi), 
aprovechar sus frutos (ius fruendi) e incluso agotar el bien hasta su extinción 
(ius abutendi). La propiedad se transfiere a terceros mediante la donación y el 
intercambio comercial. La exigencia ética de obtención de la propiedad es la 
ausencia de fraude o violencia. 

Para que esta teoría ética sea omnicomprensiva, es preciso incluir, aunque 
sea forzadamente, el concepto de «autopropiedad» (Rothbard, 2009: 2): 


La razón nos dice que todos hemos nacido iguales por naturaleza, es decir, con iguales derechos 
respecto de la propia persona y, por consiguiente, también con iguales derechos en lo referente a su 
preservación... y dado que todos los hombres son propietarios de su propia persona, también son 
propiamente suyos el trabajo de sus cuerpos y la labor de sus manos, una propiedad sobre la que 


nadie tiene derecho sino solo él; de donde se sigue que cuando aparta una cosa del estado que la 
naturaleza le ha proporcionado y depositado en ella, mezcla su trabajo con ella y le añade algo que 
es suyo, convirtiéndolo así en su propiedad... Y dado que todos los hombres tienen un derecho 
natural sobre (o son propietarios de) su propia persona, sus acciones y su trabajo —lo que 
llamamos propiedad—, se sigue con toda certeza que ningún hombre puede tener derecho a la 
persona y la propiedad de otro. 


Decíamos «forzadamente» porque la «autopropiedad» resulta problemática 
desde el punto de vista filosófico y jurídico. La propiedad es una relación 
entre un ser humano y un objeto externo siendo ambos seres ontológicamente 
distintos. En el Derecho civil romano «la autopropiedad no se desarrolló 
como concepto» (Vinuesa, 2000: 15) y según Savigny (1845: 7) la posesión 
es una relación jurídica; por tanto, afirmar que un hombre es propietario de sí 
mismo puede resultar incongruente. Si alguien afirma: «yo soy dueño de mí 
mismo», debe aclarar a quién se refiere por «yo», como sujeto activo, y a 
quién por «mí mismo», como sujeto pasivo de la relación posesiva. Si «yo» 
es el dueño, «mí mismo» es el esclavo; es decir, el hombre es a la vez dueño 
y esclavo de sí mismo; la idea de autopropiedad nos conduce, sin quererlo, a 
la de esclavitud. Para defender la autonomía de la persona y su derecho 
exclusivo y excluyente sobre sí mismo no es preciso acudir al controvertido 
concepto de autopropiedad, basta con usar el concepto de «ser»: «Yo no 
poseo mi cuerpo, mi cuerpo soy yo» (Bueno, 2009a). En la misma línea 
argumentativa, Gallop (Hernández, 2015a) critica el concepto de 
autopropiedad: 

Confundir la propiedad con la identidad del ser es un error que te mete en un bucle de 
contradicciones de las que no se puede salir. Normalmente es un error de aquellos que se acercan 


al liberalismo desde la Ciencia Económica (Escuela Austriaca). Es innecesario y detrimental (...) 


No es posible ser, al mismo tiempo, propietario y objeto poseído. El concepto de autopropiedad se 


opone al principio lógico de no contradicción.22 No dejamos de apreciar cierto optimismo en el 


hecho de que siempre nos veamos a nosotros mismos en el papel de «dueño» pero nunca en el de 
«objeto poseído». 

La única manera de solventar esta contradicción es admitir el dualismo 
platónico del ser humano donde la mente —psique— sería la parte poseedora 
y el cuerpo físico —soma— la parte poseída. O como también afirmaba 
Aristóteles (2005, 1.*-II): «El ser vivo se compone de un alma y de un 
cuerpo, hechos naturalmente aquella para mandar y este para obedecer». El 
dualismo de los griegos sigue presente en las mentes de muchos, por ejemplo, 
cuando se dice que alguien es «esclavo de una adicción» solo que ahora se 
invierte la relación posesiva: la mente es esclava del cuerpo. Según Vinuesa 


(2000: 18): «Es apabullante el conjunto de problemas que la noción de 
autopropiedad genera»: 
Claro está que esta solución, en la medida en que admite la conversión del hombre en cosa 
poseída, mantiene abierta la posibilidad de que cambie el poseedor, por enajenación voluntaria 
(intercambio mercantil; el hombre como mercancía) o por expropiación. Es decir, aparece el riesgo 


de que el hombre pase a ser posesión de otro individuo o del Estado (...) Mientras se diga que un 
hombre es propiedad de alguien —aunque sea de sí mismo— será factible que cambie de dueño. 


Efectivamente, si el Estado se arroga legalmente la facultad de disponer de 
la propiedad privada de los individuos (cuando así lo exija el «interés 
general»), el concepto de autopropiedad abre el paso a la confiscación de las 
personas, o sea, a la esclavitud en forma de prestaciones personales. Esto 
último nos conduce a otra cuestión que debemos dirimir, a saber, si el 
derecho de propiedad es absoluto o puede ser conculcado parcial, temporal o 
circunstancialmente por la ley. Según la ética de la propiedad, nadie puede 
disponer de lo que no es suyo, cada ser humano tiene el derecho exclusivo y 
excluyente sobre su persona y sus bienes; y ninguna supuesta «utilidad 
social», ni la regla de la mayoría, ni los mandatos de un órgano legislativo 
pueden, por sí mismos, justificar su violación. Únicamente es admisible la 
confiscación como acto de justicia restitutiva. 

Por otro lado, una teoría ética de la propiedad clarifica ciertos derechos 
confusos; por ejemplo, el derecho de «libertad de expresión» no es otra cosa 
que el derecho de propiedad de nuestro cuerpo (mente, voz, manos) y de 
otros objetos (micrófono, lápiz, papel) sin interferencias ajenas. El derecho a 
consumir drogas (legales o ilegales) es el derecho a contaminar nuestro 
propio cuerpo. El derecho de propiedad intelectual es espurio cuando viola el 
derecho de uso de la propiedad de terceros (Kinsella, 2008). Y la prohibición 
legal de la venta de órganos, prostitución o gestación subrogada son 
violaciones del derecho de la persona a obtener un beneficio del uso de su 
propio cuerpo. 

En particular, para el objeto de nuestra investigación, la ética de la 
propiedad condena la confiscación de toda propiedad legítimamente 
adquirida mientras que la «autopropiedad» (o autonomía de la 
persona) condena de la conscripción o cualquier otra prestación personal 
forzosa. 

8. El principio de no inicio de la agresión 


Entendemos por agresión el uso ilegítimo de la fuerza física ejercida contra 
un tercero y/o su propiedad. No es lícito que una persona o grupo de personas 
inicie una agresión injustificada contra otra persona o sus bienes. El derecho 
universal de autodefensa habilita a la víctima y/o a terceros para repeler una 
agresión. Los mandamientos «no matarás» y «no robarás» son principios 
éticos universales, no controvertidos, que pueden subsumirse en el principio 
ético de no-agresión. El principio de no-agresión forma parte, según Locke 
(2006: 44-45), del derecho natural: 


El estado de naturaleza tiene una ley de naturaleza que lo gobierna y que obliga a todos; y la razón, 
que es esa ley, enseña a toda la humanidad que quiera consultarla que siendo todos los hombres 
iguales e independientes, ninguno debe dañar a otro en lo que atañe a su vida, salud, libertad o po- 
sesiones (...) Por la misma razón que cada uno se ve obligado a preservarse a sí mismo y a no 
destruirse por propia voluntad, también se verá obligado a preservar al resto de la humanidad en la 
medida que le sea posible, cuando su propia preservación no se ve amenazada por ello; y a menos 
que se trate de hacer justicia con quien haya cometido una ofensa, no podrá quitar la vida, ni 
entorpecerla, ni poner obstáculo a los medios que son necesarios para preservarla, atentando contra 
la libertad, la salud, los miembros o los bienes de otra persona. 


Sin embargo, el principio de no-agresión no siempre fue aceptado entre los 
pueblos antiguos (Aristóteles, 2005: IV-IT): 


Todos los pueblos a quienes es dado satisfacer su ambición, hacen el mayor aprecio del valor 
guerrero, pudiendo citarse, por ejemplo, los persas, los escitas, los tracios, los celtas. Con 
frecuencia las mismas leyes fomentan esta virtud. En Cartago, por ejemplo, se tiene a orgullo 
llevar en los dedos tantos anillos como campañas se han hecho. En otro tiempo en Macedonia la 
ley condenaba al guerrero a llevar un cabestro si no había dado muerte a algún enemigo. Entre los 
escitas, en ciertas comidas solemnes, corría la copa de mano en mano, pero no podía ser tocada por 
el que no había muerto a alguno en el combate. En fin, los íberos, raza belicosa, plantan sobre la 
tumba del guerrero tantas estacas de hierro como enemigos ha inmolado. Aún podrían citarse en 
otros pueblos muchos usos de este género, creados por las leyes o sancionados por las costumbres. 


En la Antigua Grecia no era deshonroso dedicarse al pillaje (Tucídides, 1 - 
V) y en el siglo 1 a.n.e., en las tribus germanas, «los robos hechos en territorio 
ajeno no se tienen por reprensibles, antes los cohonestan con decir que sirven 
para ejercicio de la juventud y destierro del ocio» (Julio César, 2016, 6.”- 
XXIID. «Tácito nos informa de que las tribus germánicas de su tiempo 
consideraban bajo y vergonzoso adquirir con el sudor lo que se podía adquirir 
derramando sangre» (Mises, 2002: 262). Paradójicamente, los forasteros eran 
respetados e incluso tratados con hospitalidad. Estos ejemplos no deben 
entenderse como la aceptación, por nuestra parte, de un relativismo ético; por 
el contrario, es la constatación de que una sociedad no está exenta de aceptar 
ideas y prácticas profundamente inmorales (esclavitud, sacrificios humanos, 
infanticidio, aborto, conscripción, confiscación). Numerosos autores** en la 


tradición austriaca consideran que el Estado, en tanto que monopolio de la 
fuerza, viola el principio ético de no-agresión y, por tanto, es un sujeto 
inmoral (Ayuso, 2015; Rothbard, 2006). Hoy en día, la inmensa mayoría de 
la población considera que el Estado es una organización defectuosa, aunque 
necesaria para el orden social; es decir, se acepta como ética una cierta dosis 
(legalizada) de agresión estatal. Para nosotros, esta opinión mayoritaria no 
invalida nuestro principio, más bien, representa la persistencia de un error 
moral en la sociedad, tal y como sucedía en el pasado con la aceptación social 
de la esclavitud. Por ejemplo, si el gobierno afirma que todo ciudadano está 
obligado, legalmente, bajo amenaza de castigo, a empuñar las armas, no es 
posible ignorar que una forma de esclavitud sigue vigente, aunque esta se 
haya abolido formalmente. Esto dice Aristóteles sobre el hecho de forzar a 
los hombres a ir a la guerra (Vitoria, 1975: 118-119): 


Como dice Aristóteles en el libro primero de la Política, capítulos III y TV, los libres se diferencian 
de los siervos en que estos son usados por los señores para su propia utilidad, mientras que los 
libres no son para nadie absolutamente, sino solo para sí mismos. Por consiguiente, si los príncipes 
abusan de los ciudadanos, obligándoles a ir a la guerra y a contribuir a ella con su dinero, no para 
el bien público, sino para su propia utilidad, los convierten en esclavos. 


En definitiva, el monopolio de la violencia atenta contra el principio ético 
universal de no inicio de la agresión. 
9. La guerra justa 
Al analizar aquí el concepto de «guerra justa» lo que tratamos de dirimir es si 
la guerra es un fenómeno éticamente admisible, en caso afirmativo, bajo qué 
circunstancias puede declararse —ius ad bellum— y, por último, qué 
conductas son éticamente admisibles durante la guerra —ius in bello—, ya 
sea contra el enemigo o en relación con la población civil. El escolástico 
Francisco de Vitoria (1975: 110) resume el derecho de la guerra —ius belli— 


en Cuatro cuestiones principales: 
Primero: Si en absoluto es lícito a los cristianos hacer la guerra. Segundo: En quién reside la 
autoridad para declarar y hacer la guerra. Tercero: Cuáles pueden y deben ser las causas de una 
guerra justa. Y cuarto: Qué cosas pueden hacerse contra los enemigos en una guerra justa. 


Respecto de la primera cuestión, que no vemos inconveniente en hacerla 
extensiva a los pueblos no cristianos, podemos afirmar que una guerra de 
conquista es ilícita mientras que una guerra en legítima defensa es lícita o 
ética. Según el Derecho romano: «Es lícito repeler la fuerza con la fuerza». 
Solamente los pacifistas discrepan de este criterio universal y creen, por 
razones filosóficas o religiosas, que es preferible soportar una agresión antes 
que repelerla usando la violencia. 


Respecto de la segunda cuestión afirma Vitoria (1975: 113-114): 


Cualquiera, aunque sea un simple particular puede tomar a su cargo y hacer la guerra defensiva. 
Esto resulta evidente, porque es lícito repeler la fuerza con la fuerza y, por consiguiente, 
cualquiera puede hacer una guerra de este género, sin necesidad de la autorización de nadie, no 
solo para la defensa de su persona, sino también para la de sus cosas y bienes. 


Aquí identificamos una primera duda sobre la eticidad del monopolio de la 
violencia, en particular, en la práctica legal de algunos Estados de desarmar a 
los ciudadanos cercenando su legítima autodefensa; esta solo es lícita en el 
momento y lugar del peligro*% siendo potestad de la justicia la actuación en 
el resto de casos. La defensa consiste en una forma de violencia que debe 
recaer exclusivamente en los autores de la agresión y en sus cómplices. Por 
tanto, no es lícito colectivizar la respuesta y castigar a inocentes que son 
parientes, amigos o compatriotas de los agresores. La respuesta debe ser 
proporcional a la agresión y discriminar entre culpables e inocentes. Si un 
objetivo esencial de la ética es la preservación de la vida, un hombre moral 
no se regocija matando a otros. Como afirma Lao-Tsé (2008: 19): 

Las armas son instrumentos nefastos, no adecuados para el hombre de bien. Solo las usa en caso de 
necesidad, y lo hace comedidamente, sin alegría en la victoria. El que se alegra de vencer es el que 
goza con la muerte de los hombres. Y quien se complace en matar hombres no puede prevalecer en 


el mundo (...) Quien haya matadodebe llorar con dolor y tristeza. La victoria en la guerra debe 
seguir el rito funerario. 


Toda la filosofía política desde Aristóteles, pasando por los escolásticos, 
hasta la actualidad, atribuye al poder político (príncipe, república, 
parlamento, gobierno) la legítima facultad de declarar la guerra e implicar a 
los pueblos en ella. Sin embargo, no es justo forzar a un hombre a hacer la 
guerra. Por un lado, el gobierno atacante viola la libertad y la propiedad de 
atacantes y atacados; por otro lado, el gobierno defensor, aun buscando un fin 
legítimo, hace lo propio con quienes no desean contribuir a la defensa. 
Nosotros discutimos que el «interés general», sea lo que signifique, y aún 
suponiendo que exista, sea una causa legítima para forzar a un hombre a 
empuñar las armas o a financiar la guerra. Según los tres principios éticos — 
libertad, propiedad y no-agresión—, el hombre debe ser libre para participar 
o no en la guerra, sea justa o injusta. Esta decisión compete exclusivamente a 
la persona y negamos categóricamente que ningún poder esté legitimado para 
forzar a una persona a luchar en contra de su voluntad. 

Respecto de la tercera cuestión, Vitoria (1975, 117-119) afirma que ni «la 
diversidad de religión», ni «el deseo de ensanchar el imperio», ni «la gloria 


o cualquiera otra ventaja del príncipe» puede hacer justa una guerra, «la 
única y sola causa justa de hacer la guerra es la injuria recibida». 

Muy pocos gobernantes admiten con sinceridad que la finalidad de la 
guerra sea acrecentar sus dominios, poder o riqueza, verdades inconfesables 
que serían condenadas por la opinión pública. Vista la agresividad 
institucional de los gobiernos y su capacidad para camuflar sus intenciones 
creemos que el criterio más justo para iniciar una guerra reside en la 
convicción personal y en la voluntariedad para soportar sus costes. 

Una guerra justa debe ser defensiva: «La guerra no es admisible para el 
liberalismo sino como medio de defensa» (Mises, 2009: 316). Sin embargo, 
la guerra de conquista ha sido vista como algo natural e incluso deseable por 
algunos tratadistas: «para dominar a los enemigos y extender sus fronteras 
por conquista, se hace provisión de armas ofensivas» (Bodino, 1997: 13). La 
guerra ofensiva es inmoral por su finalidad ilegítima —el robo— y por la 
premeditación con que es planeada y preparada; antes de iniciar una guerra es 
preciso el acopio de hombres, armas, así como de la organización y 
entrenamiento de las fuerzas. 

De las dos acepciones de injuria —insulto y daño material— entendemos 
que solo la segunda es causa razonable para iniciar una guerra justa. No 
consideramos que una agresión «verbal» sea completa, genuina y, en todo 
caso, la respuesta también debería ser verbal; según el principio de 
proporcionalidad, solo una agresión física merece una respuesta física. 

En cuarto lugar, abordamos aquellas cosas que están permitidas en la praxis 
de la guerra justa —ius in bello— (Vitoria, 1975: 120): 


a) Todo lo que sea necesario para la defensa del bien público. 

b) Es lícito recuperar todas las cosas perdidas o el precio de las mismas. 

Cc) Es lícito resarcirse con los bienes del enemigo de los gastos de la guerra y de todos los daños 
causados por él injustamente. 


La primera regla nos parece demasiado amplia y su aplicación pudiera 
ocasionar múltiples arbitrariedades; por ejemplo, alguien podría afirmar que 
es necesario ejecutar a los prisioneros de guerra para evitar el gasto público 
de su mantenimiento. 

Sobre las reparaciones de guerra, no parece ético que las indemnizaciones 
recaigan bajo el conjunto de la población pues solo los agresores directos e 
indirectos son responsables; sin embargo, reconocemos la dificultad que 
supondría identificarlos nominalmente. 

Todavía queda por dirimir qué autoridad es la competente para declarar la 


guerra e interpretar que esta sea justa: «No siempre es suficiente que el 
príncipe crea tener justa causa para hacerla» (Vitoria, 1975: 123). La 
guerra, per se, como fenómeno, no es justa, ni injusta; es el agresor quien 
actúa injustamente y el defensor, justamente. Cuando observamos una riña 
entre individuos no dirimimos si es «justa» O «injusta», tratamos de 
identificar sus causas y, en definitiva, nos preguntamos: «¿quién comenzó la 
pelea?» Sin embargo, todas las agresiones «injustas» son justificadas de las 
formas más variopintas. Las guerras de religión se declaran «santas» 
interpretando las sagradas escrituras; las de conquista se originan en 
provocaciones dialécticas, infidelidades amorosas, presuntos sabotajes oO 
magnicidios perpetrados por algún terrorista. Otras veces, la agresión se 
justifica apelando a teorías geopolíticas, como la doctrina alemana del 
«espacio vital» o Lebensraum, O la japonesa «esfera de coprosperidad de la 
Gran Asia Oriental». Esto afirmaba Hermann Goering durante el Juicio de 
Núremberg (Gilbert, 1947): 


Por supuesto, la gente no quiere guerra. ¿Por qué querría un pobre diablo en una granja arriesgar su 
vida en una guerra cuando lo mejor que puede conseguir es volver a su granja de una pieza? 
Naturalmente, la gente de a pie no quiere guerra; ni en Rusia ni en Inglaterra ni en América, ni por 
supuesto en Alemania. Eso se entiende. Pero, después de todo, son los líderes del país los que 
determinan la política y es siempre algo muy simple arrastrar al pueblo, tanto si es una democracia, 
o un régimen fascista, o un parlamento o una dictadura comunista. 


Huerta de Soto (2014) se adhiere a las exigencias que los escolásticos 
españoles del Siglo de Oro fijaron para considerar justa una guerra: 

a) Ultima ratio: tienen que haberse agotado todos los intentos pacíficos de 
resolución del conflicto. 

b) La guerra debe ser defensiva. 

C) La respuesta debe ser proporcional a la agresión. 

d) Debe evitarse que se produzcan víctimas inocentes, algo que eufemís- 
ticamente se acuña como «bajas colaterales». 

e) La guerra debe tener un cierto grado de probabilidad de éxito pues el 

«suicidio es un gran pecado». 

Además, agrega dos condiciones extra: tanto la participación personal en la 
guerra como su financiación deben ser privadas y evitarse toda forma de 
confiscación directa (impuestos, requisa) o indirecta (inflación, bonos de 
guerra). 


10. Conclusiones 


En nuestra búsqueda de una ética objetiva, tras haber analizado diferentes 
teorías, debemos conformarnos con haber identificado ciertos principios 
éticos universales que pueden ser considerados axiomáticos y de los cuales 
podemos inferir una serie de corolarios éticos: 


CUADRO 3 
PRINCIPIOS ÉTICOS Y COROLARIOS 
Principio ético/Axioma Corolario 
1. Principio de no-agresión 1.1. La vida es un bien ético. 
12. Todo hombre flene derecho a la 


conservación. 

13. Todo hombre dehe abstenerse de 
iniciar una agresión contra otro 
hombre o contra su propiedad. 

1.4. Cualquier forma de esclavitud 
oservidumbre, Inclulda la 
conscripción, no es ética. 

1.5. El fin no Justifica los medios. 

1,5, Es lícito repeler una agresión 
usando la fuerza. 

1.7. La respuesta debe ser proporcional 
a la agresión. 


CUADRO 3 


PRINCIPIOS ÉTICOS Y COROLARIOS (continuación) 


Principio ético/Axioma Corolario 


2. Principio de libertad 2.1. La libertad es un bien. 

2.2. El hombre debe ser Ilbre para 
elegirfines y medios. 

2,3. La libertad está subordinada al 
prindpio de no-agresión. 

2,4, Solo el intercambio libre y 
consentido es ética. 


3, Principio de propiedad 3.1. La propiedad permite sustentar 
la vida. 

3.2, La propiedad es un bien ético. 

3.3, El hombre es dueño de sí mismo 
fautopropiedad). 

3.4, Todo hombre debe respetar la 
propiedad ajena. 

3.5. La propledad debe ser obtenida 
de forma lícita. 

3.6. Es lkcito transmitir la prapledad 
deforma libre y consentida, 

3.7. Cualquier redistribución forzosa 
de la propiedad es contraria a la 
ética, 


4, Prindplo de Justicia: «dar a cada uno 4,1. El lusmaturalismo es 
lo suyo». problemático 

4,2. El utllitarismo no es ético. 

4,3, El igualitarismo no es ético. 

4,4, Es lícito desobedecer una ley 
injusta. 

4,5. La «Justicia soclalo es espuria 

4,6. La regla de la mayoría no es válida 
para fundamentar la justicia. 

4.7. La guerra justa es defensiva y la 
participación, personal y 
económica, debe ser voluntaria. 


II. ¿Es ÉTICA LA CONSCRIPCIÓN? 


La conscripción es una prestación personal de naturaleza militar que el 
Estado impone a ciertos individuos —normalmente varones jóvenes— en 
tiempo de paz o de guerra. Nuestra aproximación a la ética debe servirnos 


para responder a estas preguntas: ¿es lícito obligar a un hombre a empuñar las 
armas en contra de su voluntad?, ¿debe el hombre ser libre para obtener 
protección?, ¿es legítimo forzar a los consumidores?, y si esto último fuera 
cierto, ¿bajo qué circunstancias? Según Nozick (2014: 2): «El Estado no 
puede usar su aparato coactivo con el propósito de hacer que algunos 
ciudadanos ayuden a otros o para prohibirle a la gente actividades para su 
propio bien o protección». Si la ética trata de identificar aquello que es bueno 
para la vida del hombre, la conscripción, como trataremos de probar, es uno 
de los actos más viles. 

En la Edad Media, la guerra era un asunto privado de reyes, vasallos y 
aristócratas que se disputaban el poder. Los monarcas absolutos pudieron ir 
laminando el poder feudal y constituir ejércitos permanentes mediante un 
reclutamiento incipiente y la contratación de mercenarios. La formidable 
infantería española del siglo xv reclutaba un hombre en edad militar (20 a 45 
años) por cada doce (Jouvenel, 2018: 211). A pesar del incremento paulatino 
de los ejércitos, «en la era de los reyes absolutos, la población civil quedaba 
completamente excluida de la guerra» (Fuller, 1984: 34). La Revolución 
francesa rompe con la tradición militar del Antiguo Régimen e inaugura el 
concepto de «nación en armas». El reclutamiento masivo, decretado por la 
Convención francesa, el 23 de agosto de 1793, supuso el «retorno a la 
barbarie» (Fuller, 1984: 32), se abría en la historia militar la era de la «carne 
de cañón» (Jouvenel, 2018: 215). «De pronto, la guerra había vuelto a ser una 
cuestión popular, y esto ocurría en una nación de 30 millones de habitantes, 
considerándose todos como ciudadanos del Estado» (Clausewitz, 1980: 698). 
La nación en armas junto con la idea de exportar la Revolución a otros 
pueblos por la vía de la guerra, «obligándolos a ser libres», supuso el inicio 
de la guerra a gran escala. Según Bastos (2016d), las guerras napoleónicas, 
que dejaron más de seis millones de muertos, fue el primer intento de 
unificación política en Europa. Si Francia ponía en el campo de batalla varios 
cientos de miles de soldados, el resto de naciones en liza no tenía más 
remedio que imitar el modelo francés de levas masivas. Frente a una agresión 
total era precisa una defensa total. Mientras que en las guerras medievales 
cada bando ponía en combate, como mucho, a varios miles de soldados, a 
partir de 1793, estas cifras se centuplican:*? «Así es como Alemania y Rusia 
llegaron, en 1813 y 1814, a oponer en Francia cerca de un millón de 
hombres» (Clausewitz, 1980: 699). La conscripción universal fue uno de los 


peores legados que dejó tras de sí la Revolución francesa, puso en peligro la 

paz mundial y constituyó una agresión sin precedentes contra millones de 

ciudadanos que fueron esclavizados temporalmente por el Estado. 

Desde el punto de vista de los tres principios éticos fundamentales — 
libertad, propiedad y no-agresión— ¿cómo vemos el servicio militar 
obligatorio? El Estado mediante la amenaza de agresión (código penal) viola 
la libertad del individuo y le obliga a trabajar en la producción de defensa, 
usufructúa su persona y se apropia de los frutos de su trabajo durante el 
tiempo que está en filas. El coste de oportunidad de ser conscripto es muy 
diverso, algunos jóvenes, por ejemplo, viven en condiciones tan penosas que 
acudir al servicio militar supone un aliciente en su precaria existencia, pero 
este caso es excepcional. Para la mayoría, el coste del servicio militar es alto: 
interrumpir estudios o trabajo, dejar de ganar dinero, vivir separado del 
entorno familiar y social, estar sometido a un régimen autoritario, etc. Para 
las familias también significa un doble coste: el lucro cesante del hijo que 
deja de trabajar y su mantenimiento en forma de estipendio. En caso de 
guerra, con frecuencia, el coste es irreparable: muerte, invalidez, sufrir 
cautividad, etc. tanto para la víctima como para su familia. 

1. Esclavitud y conscripción 

Antes de la aparición del Estado moderno la guerra era aristocrática, 

posteriormente los reyes fueron contratando tropas mercenarias, locales o 

extranjeras. Si el monarca no conseguía el dinero suficiente para contratar 

soldados y dotarlos con pertrechos de guerra, esta no era posible; el problema 
solamente podía soslayarse de dos formas: 

a) Constituyendo mesnadas, milicias y voluntarios que combatían por interés 
económico o por motivos religiosos (yihad, cruzadas). 

b) Mediante levas forzosas y unidades de soldados-esclavos que se 
compraban en el mercado o que habían sido hechos prisioneros de guerra. 
Los niños y jóvenes eran preferibles a los adultos porque eran más fáciles 

de adoctrinar e incorporar a una profesión que podía durar muchos años. En 

los sultanatos y emiratos los soldados-esclavo profesionales eran tratados 
como miembros de la familia del Señor y algunos llegaban a ocupar altos 
cargos en el ejército y en el gobierno. Los soldados-esclavo eran, con 
frecuencia, las tropas de élite debido a su gran profesionalidad y sólida 
lealtad. En la batalla de Las Navas de Tolosa (1212), dentro de las tropas 
musulmanas, se hallaba la Guardia Negra, integrada por esclavos procedentes 


de zonas subsaharianas y cuya misión era la protección personal del 
emir. Durante un milenio, desde principios del siglo 1x hasta principios del 
xIx, Casi todas las principales dinastías del mundo musulmán dependieron de 
esclavos militares (Pipes, 2000). La gran diferencia entre los mercenarios 
europeos y los soldados-esclavo del islam era que los primeros estaban tal 
mal pagados y tratados que la deserción se convirtió en el problema más 
grave de todo general. Mamelucos, jenízaros, gladiadores y los conscriptos de 
los Estados modernos eran forzados a combatir contra su voluntad. Para 
nosotros, es inmoral esclavizar a un ser humano, independientemente de los 
tiempos históricos, de los actores en escena y de los fines perseguidos. Así 
describe Proudhon (2005: 150) la conscripción: 
¿Qué es el servicio militar? Un acto de propiedad ejercido por el Estado sobre los ciudadanos: una 
expoliación de hombres y de dinero. Los campesinos no quieren que sus hijos sean soldados, en lo 
que tienen razón sobrada. Es difícil que un hombre de veinte años gane nada con estar en el 
cuartel; o se pervierte o lo aborrece. Juzgad en general de la moralidad del soldado por la aversión 
que tiene al uniforme; hombre desgraciado o pervertido, esa es la condición del soldado en las 


filas. No debiera suceder esto, pero así es. Preguntad a los miles de hombres que están bajo las 
armas y veréis como no hay uno que me desmienta. 


Habitualmente, el soldado conscripto no suele ser considerado como un 
esclavo temporal del Estado. Muchos afirman que este deber militar es un 
impuesto legítimo y, por tanto, no puede ser considerado un acto 
esclavizante. Sin embargo, un análisis más detallado pone de relieve notables 


similitudes entre conscripción y esclavitud (Spooner, 2013: 7): 
Un hombre, así sometido a un gobierno que él no desea, es un esclavo. Y no hay diferencia, en 
principio —sino solo en grado— entre la esclavitud política y la esclavitud común. La primera, no 
menos que la segunda, niega la propiedad del hombre sobre sí mismo y el producto de su trabajo; y 
afirma que otros hombres pueden poseerlo, y disponer de él y de su propiedad, para sus fines, y a 
su antojo. 

El amo del esclavo es su propietario jurídico, por tanto, puede usarlo y 
enajenarlo en su propio beneficio. El soldado conscripto no puede ser 
enajenado, pero su libertad puede ser comprada como si de un esclavo se 
tratara. En la España del siglo xix, la «redención» y la «sustitución» eran 
formas de comprar la libertad del mozo llamado a filas; en la primera, su 
familia pagaba una suma considerable al gobierno y este volvía a sortear la 
plaza adjudicándola nuevamente. Solamente las familias adineradas podían 
redimir a sus hijos de la guerra y era frecuente endeudarse o hipotecar las 


tierras de cultivo; cualquier sacrificio era poco para preservar la vida de un 


hijo. En la «sustitución», el dinero no se ingresaba al Tesoro, sino que se 
entregaba al mozo sustituto; si este moría en la guerra, su familia heredaba el 
derecho de cobro. Se trataba de un mercado legal de compra-venta de la 
libertad de un hombre para no ser enviado a la guerra. Así lo describe 
Rodríguez (2012: 24): 
Un mercado de «personas» donde, jóvenes de diversas localidades, se ofrecían para ir a jugarse la 
vida al servicio militar, a cambio de que el hijo de personas, generalmente adineradas, no 
cumpliese el servicio, poniendo su salud y vida en peligro. El gobierno intentó reglamentar este 
mercadeo, pero está claro que una situación tan injusta debía desaparecer, y se eliminó en la 
práctica la sustitución, que no la redención, que permitía el que diesen la «vida por la patria» toda 
clase de hijos del pueblo, y que llevasen a una situación de enfrentamiento, entre el mundo 
castrense, y la sociedad más desfavorecida. 

Hoy, observamos residuos de la redención en la Constitución suiza de 1999 
(art. 59. 3): «Todo ciudadano suizo que no cumpla con la obligación de 
realizar el servicio militar o el servicio sustitutorio, deberá abonar una tasa 
compensatoria. Esta se percibirá por la Confederación y para ello los 
cantones se encargarán de fijarla y recaudarla». 

La mayoría de las constituciones modernas establece algún tipo de 
obligación militar para los ciudadanos;'% por ejemplo, la española establece 
(art. 30. 1): «Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a 
España».% La defensa, si es derecho no puede ser deber y si es deber no 
puede ser derecho. Todo derecho incluye la posibilidad de no ejercerlo; por 
tanto, si hay «derecho» de defensa, no puede existir «deber» de defensa. Y si 
nadie está obligado a defender su propia vida, con mayor motivo tampoco 
lo está con respecto a terceros. Es decir, nadie debe ser forzado legalmente a 
defender a nadie. Cuestión distinta es la obligación moral de brindar 
protección bajo determinadas circunstancias. 

Si bien los soldados, como personas, no son vendidos como esclavos, sus 
servicios militares sí son cedidos o vendidos a terceros, por ejemplo, cuando 
un gobierno envía «ayuda» militar a otro país a cambio de dinero (o petróleo) 
o cuando se exporta una guerra revolucionaria. Así, distingue Hoppe (2015) 
entre esclavo privado y público: 

Más a diferencia del esclavista particular, un esclavista de los Estados de la Europa Oriental — 
desde Lenin a Gorbachov— no podían vender o alquilar a sus súbditos en el mercado de trabajo, ni 
apropiarse del producto de la venta o alquiler de su «capital humano». Esto último les confiere el 
carácter de sistemas esclavistas públicos (o socialistas). Lejos de mejorar, la situación para los 


esclavos se agrava en ausencia del mercado, pues si no puede fijarse el precio de un esclavo y su 
trabajo, el amo no puede asignar racionalmente su «capital humano». No puede determinar el valor 


de escasez de sus heterogéneas unidades de capital humano y tampoco el coste de oportunidad que 
supone darle un uso concreto, ni siquiera, finalmente, compararlo con el ingreso que podría 
generar. El resultado de todo ello es una mala asignación permanente del capital humano, su 
despilfarro y finalmente, su «agotamiento». 

En el ámbito castrense, el sultán o emir como propietario del soldado- 
esclavo tiene un incentivo económico para emplearlo de forma juiciosa, sin 
disipar su capital humano, es decir, preservando todo lo posible su vida y sus 
capacidades para futuras batallas. En cambio, el soldado conscripto, como 
recurso público que es, se emplea con total desprecio de su vida: Napoleón se 
jactaba, en 1805, que podía permitirse «exponer»!% 30.000 hombres al mes 
(Fuller, 1984: 37). Las expresiones «carne de cañón» o «pólvora de rey» 
definen bastante bien la forma en que los recursos públicos —Hhombres y 
bienes— son disipados sin consideración ética o económica. Los directores 
políticos de la guerra y los generales que conducen las operaciones no sufren 
personalmente las consecuencias de la guerra, la mayor preferencia temporal 
del esclavista público aumenta los costes de la guerra que recaen, 
indefectiblemente, sobre el conjunto de la población. 

Pero volvamos a la conscripción. Los períodos y condiciones de la 
prestación varían de un país a otro, en cualquier caso, lo relevante es que 
aquella viola la libertad del individuo y merma su peculio. Si la tropa no 
percibe salario*% el coste de la defensa nacional recae, con mayor peso, en los 
hombres reclutados y en sus familiares; en este caso, los contribuyentes solo 
costean los salarios de los militares de carrera y el gasto corriente del 
conjunto de la defensa. Si la prestación lleva aparejada un salario, su coste 
queda más repartido entre el conjunto de la población; pero puestos a 
remunerar el trabajo-esclavo, es preferible dar un paso más y disponer de 
unas fuerzas armadas profesionales. No obstante, determinadas 
consideraciones políticas, culturales o ideológicas pueden hacer que un 
Estado, aun teniendo dinero, adopte un sistema de recluta universal; por 
ejemplo, los igualitaristas disfrutan viendo a todos los hombres sometidos al 
mismo régimen castrense: el servicio militar obligatorio es lo único que 
iguala temporalmente a ricos y pobres.*% Otros piensan que la llamada a filas 
es una experiencia vital que fortalece valores —disciplina, obediencia, orden, 
compañerismo, responsabilidad, capacidad de sufrimiento— de gran utilidad 
para los jóvenes. Algunos padres, incapaces de educar a sus hijos 
adecuadamente, creen que una buena dosis de milicia puede ser la solución a 


sus problemas. Es dudoso que el paso por la «mili» mejore las virtudes de 
los jóvenes, habría que analizar caso por caso y esta cuestión corresponde a la 
psicología. Pero aun en el supuesto de que así fuera, no es ético forzar a un 
hombre para que sea mejor. Siguiendo esa lógica, deberíamos recluir a la 
gente una temporada en monasterios o forzarlos a ir al gimnasio. Quienes 
creen que la experiencia militar constituye un bien pueden enviar a sus hijos a 
colegios militares o apuntarlos en los Scouts.% En cambio, no es admisible 
obligar a personas adultas a recibir, en contra de su voluntad, un 
entrenamiento militar arguyendo que se hace «por su propio bien» o por el 
«bien de la sociedad». 

En definitiva, tomando en consideración los principios éticos, la cons 
cripción es un acto profundamente inmoral. En el caso menos lesivo —en 
tiempo de paz— el gobierno fuerza al hombre a prepararse para la guerra, 
violando su libertad y su propiedad; en el peor caso —en tiempo de guerra—, 
la agresión estatal alcanza las cotas más altas, situando al hombre ante un vil 
dilema: matar o ser matado. 

2. La conscripción en España 

El servicio militar obligatorio en España tiene sus orígenes a principios del 
siglo xvi cuando se implantó el modelo francés de «quintas»: una quinta 
parte de los hombres en edad militar eran llamados a filas mediante sorteo 
para servir al rey.!% Desde esta época hasta 1939, la duración del servicio 
activo oscilaba entre dos y seis años. Tras la Guerra Civil española, en 1939, 
se situó en un máximo de dos años siendo habitual permanecer dieciocho 
meses. Tras el cambio de régimen político, en 1978, la prestación se fue 
reduciendo progresivamente hasta doce meses (1984), nueve meses (1991), 
siendo finalmente suspendido (no suprimido) en 1999. A continuación, 
describimos la vida del conscripto o «militar de reemplazo» en España en el 
período que transcurre desde el fin de la guerra civil hasta la década de 
1980. ¿Qué hacen los soldados durante la «mili»? Tras el breve período de 
instrucción militar básica, de dos meses de duración, los soldados son 
destinados a las unidades, buques, centros y organismos de las Fuerzas 
Armadas. La abundancia de mano de obra «gratis» y la escasez de 
presupuesto para realizar los ejercicios tácticos hacía del servicio militar una 
actividad primordialmente cuartelera y rutinaria. Tras muchos meses de 
servicio, la mayoría de soldados apenas ha utilizado las armas ni participado 
en la denominada «función de combate». La escasa mecanización del trabajo 


hace posible emplear a muchos hombres en labores administrativas y 
logísticas: escribientes (oficinistas) asistentes personales, limpiadores, 
conductores, mecánicos, acemileros, guarnicioneros, cocineros, mozos de 
comedor, albañiles, electricistas, fontaneros, maestros, etc. Muchos jóvenes 
no aprendían nada militar, propiamente dicho, en cambio, el Ejército se 
aprovechaba de sus conocimientos y habilidades: los maestros, por ejemplo, 
daban clases de alfabetización y extensión cultural a otros soldados cuasi 
analfabetos. La mano de obra era tan abundante (1950-1980) que los oficiales 
de mayor graduación (generales, coroneles y tenientes coroneles) tenían 
asistentes personales en sus domicilios realizando labores domésticas: hacer 
camas, cocinar, limpiar, hacer la compra, lavar el coche, llevar los niños al 
colegio o sacar a pasear al perro. La utilización de soldados albañiles, 
electricistas y fontaneros en los domicilios particulares de los cuadros de 
mando era frecuente, tratárase de viviendas militares o civiles. Los clubes 
militares empleaban soldados en una gran variedad de tareas: servicios 
hípicos (atendimiento del ganado e instalaciones), limpieza de piscinas, 
socorristas, Conserjes, cocineros, camareros de bares y habitaciones, 
profesores de tenis, pinchadiscos, etc. Así describe el coronel Amadeo 
Martínez Inglés, en su libro España indefensa, el mal empleo de los soldados 
de reemplazo (Martínez, 1990: 13-15): 


A ningún profesional de la milicia nos gustaba esa masa de reclutas sin instruir, sin motivación 
alguna, mal equipados, mal pagados, incorporados a la fuerza e integrados en unas Unidades mal 
organizadas, mal armadas, mal acuarteladas (...) 

Se incorporan a filas más de doscientos mil mozos que se pierden, tras apenas unas semanas de 
instrucción, en el intrincado bosque del papeleo, de la inoperatividad, de la atención a funciones 
que nada tienen que ver con su preparación para la defensa de la nación y sí con el mantenimiento 
de servicios propios de la institución que debería estar a cargo de personal civil contratado. 


Estas disfuncionalidades fueron paulatinamente desapareciendo debido a 
limitaciones demográficas, a la menor duración del servicio y al rechazo 
social que suponía la utilización de la tropa en labores ajenas al Servicio. 

Por último, hablaremos de las «guardias», servicio de armas donde varias 
decenas de soldados pasan la mitad de la noche de centinela o patrullando las 
instalaciones militares ante una (más que dudosa) amenaza exterior. Los 
dormitorios de la tropa —naves— eran custodiados, cada noche, por cuatro 
«imaginarias» cuya necesidad nunca fue bien entendida. En algunos cuarteles 
incluso se nombraban imaginarias de cocheras cuya principal función era 
evitar el robo de accesorios y herramientas entre los conductores de las 


distintas compañías. Uno de los lemas más perniciosos y arbitrarios: «búscate 

la vida», era el favorito de los mandos subalternos (sargentos, cabos 1.” y 

cabos) para resolver los problemas cotidianos de la tropa. En general, el 

empleo del personal era ineficiente: «Los destinos internos de la Unidad, las 
guardias, los servicios, etc., casi siempre abultados y en gran parte 

innecesarios, impide que la asistencia a la instrucción sea continuada y 

provechosa» (Martínez, 1990: 34). Sería difícil evaluar los altísimos costes 

del servicio militar obligatorio para soldados, familias y para el conjunto de 
la sociedad, pero podemos señalar los más relevantes: 

a) Equipamiento y sostenimiento de una cantidad desmedida de soldados que 
ocasionaba un elevado gasto corriente al gobierno. 

b) Subempleo y pérdida de tiempo de los soldados. 

C) Maltrato culposo (no intencionado) de armamento, material y vehículos 
por falta de preparación técnica y pericia en su manejo (algunos sistemas de 
armas son caros y sofisticados). 

d) Sabotaje o maltrato doloso (intencionado) de armamento, material, 
vehículos e instalaciones; como mecanismo de respuesta ante la agresión 
institucional. 

e) Costes económicos. Las familias deben sufragar el mantenimiento de los 
soldados en forma de estipendio. 

f) Costes de oportunidad. Los soldados dejan de realizar funciones vitales 
para sus vidas y para el conjunto de la economía (lucro cesante). 

g) Costes de operatividad. La productividad del conscripto es muy baja.* 
Las fuerzas armadas tienen baja operatividad porque siempre «están 
preparándose», es una organización dedicada sistemáticamente al 
entrenamiento de reclutas. 

h) Suicidios, accidentes con armas de fuego y vehículos durante el adies- 
tramiento. 

3. ¿Es lícito cobrar impuestos a cambio de protección? 

Anteriormente hemos justificado que la prestación forzosa del servicio 

militar, a pesar de su legalidad, es una forma temporal de esclavitud y, en 

consecuencia, constituye un medio no ético de producir defensa y seguridad. 

A medida que la opinión pública ha ido tomando conciencia de este hecho, 

los gobiernos han introducido modificaciones en la conscripción con objeto 

de mitigar sus efectos; algunas medidas paliativas han sido: 

a) Reducción del tiempo de permanencia en filas. 


b) Mejora de las condiciones de vida de la tropa: trato personal, alimentación, 

equipo, instalaciones, permisos, etc. 
Cc) Remuneración del servicio militar obligatorio. 
d) Cambios legislativos para reducir la arbitrariedad en las sanciones y 

reconocimiento del derecho de libertad de conciencia.*9 

La mayoría de países*£ desarrollados ha abolido o suspendido el servicio 
militar obligatorio y en muchos de ellos la legislación contempla la 
posibilidad de una prestación social sustitutoria. La profesionalización total 
de la defensa eliminó, históricamente, el último impuesto importante que se 
pagaba con trabajo personal. Ahora nos queda ver si la financiación 
coactiva de la defensa es o no ética. Aunque la agresión con impuesto 
dinerario es cualitativamente inferior a la del impuesto personal, la fiscalidad 
no deja de ser una forma de esclavitud encubierta, tal y como afirma Huerta 
de Soto (2016a): «Hay que ser consciente de que la esclavitud es una 
inmoralidad que hay que erradicar cuanto antes y que no hay peor esclavitud 
que la impositiva». Por tanto, la única forma ética de producción de defensa y 
seguridad es a través de los medios pacíficos del libre mercado. 
4. ¿Por qué la mayoría de hombres no rehúsa participar en la guerra? 
Uno de los enigmas que más inquieta a praxeólogos, filósofos y sociólogos es 
la facilidad con que los hombres son conducidos a la guerra. Ya hemos visto 
que en los pueblos primitivos la apropiación de la riqueza ajena mediante el 
saqueo ha sido la causa principal de su participación en la guerra. El 
combatiente se expone porque existe un interés económico de su parte. Con 
los mercenarios ocurre otro tanto, solo que el botín se sustituye por un 
salario. Pero el caso que vamos a analizar más en detalle es la participación 
del individuo bajo el monopolio de la fuerza, es decir, bajo la autoridad del 
Estado. Los militares profesionales, praxeológicamente, son mercenarios al 
servicio de un monopsonio:*% el Estado. El hecho de que los militares de 
carrera posean valores morales no invalida el hecho de que trabajan a cambio 
de dinero. También es cierto que la guerra les proporciona oportunidades de 
obtener méritos y ascensos; aun así, la mayoría prefiere no ir a la guerra. El 
objeto de nuestro análisis es averiguar por qué la mayoría de hombres no se 
opone a participar en la guerra, siendo esta contraria a sus intereses. Una 
primera explicación es la amenaza de castigo para quienes incumplan la 
orden de alistamiento; pero siendo la cárcel un lugar relativamente cómodo y 
seguro, la mayoría prefiere exponer su vida en combate. Esta aparente 


docilidad parece corroborar la hipótesis sociológica: los hechos sociales 
«consisten en modos de actuar, de pensar y de sentir, exteriores al individuo, 
y están dotados de un poder de coacción en virtud del cual se imponen sobre 
él» (Durkheim, 2001a: 41). Es decir, la guerra le viene dada al hombre sin 
que este tenga apenas capacidad de sustraerse a ella. Cuando el hombre es 
alistado todo su entorno social actúa para que su conducta sea, al menos, 
anuente. Los sentimientos patrióticos inculcados desde la infancia al 
individuo le hacen creer que, en caso de conflicto, es su deber participar en la 
guerra. Los líderes sociales —actores, cantantes, escritores, deportistas— 
ponen su popularidad al servicio del Estado; por ejemplo, Charles Chaplin 
promocionó los bonos de guerra en la Primera Guerra Mundial. Incluso las 
propias familias ven con orgullo como esposos, hijos o hermanos se visten de 
uniforme y acuden prestos al frente. El que se opone a participar en la guerra 
es excluido socialmente, tachado de cobarde, antipatriota o incluso de traidor. 
Psicológicamente, el individuo no rehúsa ir a la guerra porque todos 
«tratamos de evitar cualquier situación en la que podamos comportarnos de 
modo no digno» (Skinner, 1986: 52). En términos de utilidad, la cárcel sería 
preferible a la guerra, pero la psicología sostiene que una persona es elogiada 
por los demás cuando su conducta no se explica en términos de utilidad 
personal o coacción, por este motivo, no se siente aprecio por el mercenario o 


el conscripto, pero se admira al voluntario (Skinner, 1986: 55): 
Podemos obligar a los soldados a que pongan en juego sus vidas, o pagarles generosamente porque 
lo hagan, y es posible que no lleguemos a admirarlos en ninguno de los dos casos. Pero inducir a 
un hombre a arriesgar su vida cuando no «tiene» por qué hacerlo, y cuando no existen 
recompensas obvias por ello, entonces parece que no tengamos a mano otra cosa que la 
admiración. 


Las organizaciones, dirigidas habitualmente por un grupo reducido de 
individuos, también se someten fácilmente a la presión social. Esto sucedió, 
en 1914, cuando el Partido Socialista Democrático alemán, gran defensor de 
la paz internacional, apoyó al gobierno del Káiser para entrar en la Primera 
Guerra Mundial (Michels, 2003). 

Una segunda hipótesis es la creencia en el «Poder», es decir, la 
subordinación del propio juicio moral y la responsabilidad individual frente a 
los mandatos de una autoridad civil o eclesiástica. Esto afirma Popper (2010: 
482): 

Los hombres se sienten inclinados a reverenciar el poder. Pero no puede caber ninguna duda de 
que la adoración del poder es uno de los peores tipos de idolatría humana, un resabio del tiempo de 


las cadenas, de la servidumbre y la esclavitud. La adoración del poder nace del miedo, sentimiento 
este justamente despreciado. 


Para oponerse a los abusos de la autoridad el hombre necesita aumentar su 
autoestima: «Mientras el hombre carezca de seguridad y confianza en sí 
mismo, el Estado prosperará; él puede existir gracias al miedo y a la 
incertidumbre de cada uno de sus miembros» (Thoreau, 2008: 9). Las 
consecuencias de la obediencia irreflexiva a la autoridad, según Rose (2011: 


4), pueden ser nefastas: 
The belief in «authority» which includes all belief in «government», is irrational and self- 
contradictory; it is contrary to civilization and morality, and constitutes the most dangerous, 


destructive superstition that has ever existed. Rather than being a force for order and justice, the 


belief in «authority» is the arch-enemy of humanity 2 


La adhesión ciega a la autoridad debilita los principios éticos que guían la 
conducta individual. El hombre que combate al servicio del Estado, actuando 
de forma gregaria, renuncia a la responsabilidad personal de sus actos y la 
transfiere a sus jefes, al mando, al gobierno o a la nación. El piloto que 
bombardea una ciudad causando víctimas civiles no cuestiona la moralidad 
de sus actos y por la noche duerme tranquilo en su cama. Muy pocos hombres 
se cuestionan si la guerra en la que participan es justa y necesaria. La mayoría 
sirve al Estado como máquinas desprovistas de juicio moral, lo cual se 
refuerza con el blindaje legal que recibe el militar durante la guerra. Si «la 
guerra es la salud del Estado» (Bourne, 2013), no es de extrañar que las leyes 
en tiempo de guerra legalicen actos calificados habitualmente como delitos. 
El Estado proporciona «patente de corso» a todos cuantos guerrean a su 
servicio y legaliza el asesinato a gran escala: «La historia del poder político 
no es sino la historia de la delincuencia internacional y del asesinato en 
masa» (Popper, 2010: 482). Por ejemplo, la «obediencia debida» es la 
protección legal ante la comisión de crímenes. Algunos códigos penales 
contemplan esta figura como circunstancia modificativa ——eximente oO 
atenuante— de la responsabilidad penal del sujeto. La obediencia debida, 
según Dalmacio Negro (2014), descansa en la deificación del poder o en lo 
que Mises denominaría «gobierno omnipotente» (Mises, 2002). El 
principio de obediencia debida sitúa el cumplimiento de las órdenes por 
encima del principio de legalidad y del recto dictamen de la conciencia, 
siendo su efecto más notorio el deterioro de la conducta moral del hombre. 
La eximente penal induce a la comisión de delitos que, de otra manera, no se 
hubieran cometido, trasladando la responsabilidad del acto al superior 


jerárquico que emite la orden. Llevada la obediencia debida hasta sus últimas 
consecuencias lógicas, nos enfrentaríamos al absurdo de exculpar a todos los 
criminales del III Reich excepto a su jefe, Adolf Hitler, de quien emanaban 
todas las órdenes. La fe ciega en la autoridad conduce a los hombres a la 
participación irreflexiva en la guerra y a la comisión de toda clase de actos 


inmorales (Rose, 2011: 5):% 


The twisted mind of Adolf Hitler, by itself, posed little or no threat to humanity. It was the millions 
of people who viewed Hitler as «authority», and thus felt obligated to obey his commands and 
carry out his orders, who actually caused the damage done by the Third Reich. In other words, the 
problem is not that evil people believe in «authority»; the problem is that basically good people 
believe in «authority», and as a result, end up advocating and even committing acts of aggression, 
injustice and oppression, even murder. 


El monopolio estatal que dirige la guerra maneja hombres como simples 
números, desprovistos de personalidad, como si fueran insumos o material 
fungible que se consume durante la batalla. La cosificación y pérdida del 
sentido moral del hombre al servicio del Estado es vista así por Thoreau 
(2008: 17): 

La gran masa de los hombres sirve al Estado, no como hombres primordialmente sino como 
máquinas; con su cuerpo. Son ejército permanente y milicia establecida, carceleros y guardias. En 
la mayoría de casos no existe ejercicio alguno libre, sea del propio juicio o del sentido moral, sino 


relegamiento al nivel del leño, de la tierra o de las piedras; y quizás es posible que se pudiesen 
construir soldados de palo que sirvieran tan a propósito como los otros. 


Solo unos pocos hombres con sólidos principios religiosos, éticos o 
ideológicos se niegan a obedecer acríticamente los dictados de la autoridad. 
Por ejemplo, los Testigos de Jehová son pacifistas y prefieren la cárcel antes 
que empuñar un arma. Muhammad Alí, campeón mundial de boxeo, se negó 
a combatir en Vietnam alegando: «Esos asiáticos del Viet Cong no me han 
hecho nada, ni me han llamado negro»;*% probablemente, si unos pocos miles 
(incluso, cientos) de norteamericanos se hubieran declarado insumisos, la 
guerra de Vietnam nunca se hubiera producido. Bajo el monopolio estatal el 
soldado se convierte frecuentemente en «carne de cañón», el hombre es 
deshumanizado y sacrificado, como un animal, en el panteón de los dioses: 
«patria», «rey», «nación», «libertad», «revolución», «democracia», etc. 

Una tercera hipótesis (relacionada con la primera) es de tipo psicológico y 
consiste en la influencia que la presión del grupo ejerce sobre la conducta del 
individuo, provocando en este la renuncia a su propio juicio moral; este 


fenómeno ha sido acuñado como «pensamiento grupal» (Janis, 1987: 10): 
Uso el término «pensamiento grupal» como una manera rápida y fácil de referirse a un modo de 
pensar en el que las personas se implican cuando están profundamente inmersas en un endogrupo 


cohesivo, cuando los esfuerzos que los integrantes realizan en pos de la unanimidad son muy 
superiores a su motivación por evaluar de manera realista los cursos alternativos de acción [...] el 
pensamiento grupal se refiere al deterioro de la eficacia mental, de la capacidad de contrastación de 
la realidad y del juicio moral que se producen como resultado de las presiones endogrupales. 


En ciertos grupos, cada miembro intenta conformar su opinión a la que cree 
que es el consenso del grupo; de entrada, esto parece ser razonable para 
afrontar una situación, sin embargo, el pensamiento grupal puede inducir —y 
de hecho induce— a que una persona acepte una situación que 
individualmente consideraría desaconsejable. El pensamiento grupal explica 
por qué los hombres adoptan más fácilmente conductas inmorales si actúan 
en grupo. 

Por último, una cuarta hipótesis es la idea de que la guerra de conquista 
rinde frutos económicos para el conjunto de la nación y que existe una 
utilidad neta en la agresión. Así, es frecuente pensar que todos los ciudadanos 
tendrán un beneficio directo o indirecto si ganan la contienda. Tras la guerra 
franco-prusiana de 1870 esto afirmaba von der Goltz (Fuller, 1984: 119): 


Las guerras modernas se han convertido en la forma en que las naciones realizan sus negocios (...) 
Las victorias germanas de 1870 enriquecieron también al alemán individual. Cada alemán tiene 
una participación en los beneficios estando directamente interesado en la empresa, en la 
constitución y en la victoria. Esto es lo que se entiende ahora por guerra popular. 


Para que lo anterior fuera cierto, sería preciso excluir del cómputo de los 
«partícipes» a los muertos, inválidos, viudas, huérfanos, etc.; que han sido 
sacrificados en aras del «negocio nacional». 

Como conclusión, mediante la conscripción el Estado mantiene vivo el 
último gran reducto de esclavitud pues dispone, bajo coacción, de 
prestaciones personales de un número considerable de hombres jóvenes 
durante uno o más años de su vida.% Estos se ven forzados, bajo amenaza de 
condena, a realizar un trabajo peligroso, penoso, degradante e indigno. Un 
hombre que es forzado a cultivar la tierra, por ejemplo, soporta el oprobio de 
su esclavitud empuñando los aperos de labranza, pero quien es forzado a 
hacer la guerra, además, soporta la ignominia de tener que matar a otros 
hombres a los que ni siquiera conoce; estos, a su vez, son forzados de igual 
manera por su respectivo gobierno. La participación en la defensa nacional, 
para poder considerarla ética, debe estar basada en la voluntariedad de la 
persona, sea en forma de prestación personal, sea en forma de financiación 
económica. A su vez, la voluntariedad depende del convencimiento de que se 
arriesga vida y hacienda por una causa justa. 

III. La REACCIÓN DEL MERCADO 


El Estado produce defensa y seguridad al margen de las necesidades, 
preferencias y deseos de los consumidores y atenta contra su libertad y su 
propiedad. El monopolio de la violencia supone una intervención de tipo 
«binaria» por parte del gobierno en la vida de los individuos (Rothbard, 
2013b), es decir, aquel obliga al ciudadano a realizar ciertos intercambios 
forzosos. Por el lado de la producción: 
a) Fuerza a los hombres a participar personalmente en la guerra o a realizar el 
servicio militar obligatorio. 
b) Obliga a redimir la prestación personal con dinero o con un servicio civil 
sustitutorio y a sostener la producción de seguridad con impuestos. 
Cc) Coarta la función empresarial, impidiendo la entrada de productores 
privados de defensa y seguridad. 
Y por el lado del consumo: 
d) Impide o limita la libertad para elegir proveedor de defensa y seguridad. 
e) Fuerza a los ciudadanos a consumir la protección producida 
monopólicamente. 
Frente a estas cinco agresiones, el mercado reaccionará para sustraerse a la 
coacción gubernamental. 
1. Reacción ante la prestación personal forzosa 
Frente a la conscripción los hombres han reaccionado de muchas maneras: la 
primera ha sido no inscribir a los hijos (especialmente los varones) en el 
registro civil y así, sin existencia administrativa, pueden soslayar el 
reclutamiento. Otra práctica ha sido inscribir a los varones con nombre de 
mujer; por ejemplo: «José María» es inscrito como «María José». Tenemos 
noticias de que los gitanos, por ejemplo, realizaban estas prácticas, pero 
como no poseemos datos sobre su alcance solo las mencionamos con carácter 
descriptivo. Una tercera forma es emigrar a otro país antes de cumplir la edad 
militar pues los extranjeros suelen quedar exentos del servicio militar y el 
país de origen no tiene forma de repatriar al emigrante y hacerle cumplir la 
prestación. Una cuarta forma en la insumisión (propia de los Testigos de 
Jehová) que implica penas de cárcel. Una quinta forma es la deserción, que 
en tiempo de guerra siempre fue uno de los principales problemas del Mando 
(Mises, 2002: 49): 
Como los soldados estaban dispuestos a aprovechar la primera ocasión para escapar, la principal 


preocupación de la dirección de los asuntos militares consistía en prevenir las deserciones. 
Federico II comienza su principal tratado de estrategia, sus Principios Generales de la Guerra, 


exponiendo catorce reglas para evitar las deserciones. Las consideraciones tácticas, y hasta las 
estratégicas, quedaban subordinadas a ese problema. Las tropas no podían ser empleadas sino 
cuando estuvieran compactamente juntas. No se podían destacar patrullas. La persecución 
estratégica de una fuerza enemiga derrotada era imposible. Se evitaban cuidadosamente las 
marchas y los ataques de noche y el vivaqueo cerca de bosques. A los soldados se les ordenaba la 
mutua y constante vigilancia tanto en la guerra como en la paz. Los civiles, bajo la amenaza de 
severos castigos, tenían la obligación de dificultar la huida a los desertores, de atraparlos y de 
entregarlos al ejército. 

Cuando es llamado a filas, al conscripto le queda la posibilidad de 
aprovechar el cuadro de exclusiones médicas para ser declarado «no apto» o 
«inútil para el Servicio»; siempre es posible exagerar, o aun fingir, una 
patología (vista, sordera, locura) o presentar un historial médico amañado 
cuya comprobación por el Tribunal Médico Militar presente dificultades 
técnicas; además, siempre hay facultativos dispuestos a hacer la vista gorda 
con algún recomendado. Más recientemente, los drogodependientes han sido 
excluidos por motivos psiquiátricos. 

La siguiente «técnica» es sobornar a los burócratas de las oficinas de 
reclutamiento para que falsifiquen la «cartilla militar», documento 
acreditativo de haber cumplido el servicio en filas. 

Una vez que la prestación del servicio es ineludible, el siguiente paso para 
mitigarla es la búsqueda de favores: ser destinado cerca de casa, o a oficinas, 
almacenes y otros puestos de baja peligrosidad y penosidad. En España, esta 
práctica ha sido habitual, empezando por los hijos de los militares de carrera 
y terminando por cualquiera que tenga un buen padrino. 

Ya en su destino, lo propio del soldado es resignarse a su suerte y procurar 
pasar el tiempo de la forma menos problemática posible, pasando 
desapercibido y haciendo lo preciso para cumplir sin ser sancionado, tal y 
como lo describe el coronel Martínez Inglés (1990: 130): «Adaptarse lo 
mejor posible a ella [la vida militar] para sobrevivir, dando el menor golpe 
posible». El bajo rendimiento de un conscripto es propio del trabajo-esclavo 
y, por ello, requiere una estrecha supervisión directa. 

Por último, analizaremos tres formas de elusión del Servicio Militar 
Obligatorio que se produjeron en España al amparo de disposición legales. La 
primera fue la Ley 48/1984, de 26 de diciembre, Reguladora de la Objeción 
de Conciencia, que establecía la posibilidad de realizar una Prestación Social 
Sustitutoria. Esta Ley supuso un resquicio legal por el que 1.030.959 jóvenes, 
entre 1995 y 2001, eludieron el servicio militar apelando a convicciones de 


orden «religioso, ético, moral, humanitario, filosófico y otras de la misma 
naturaleza»"% (García, 2001: 36) cuya prueba se encontraba en las 
insondables profundidades de la conciencia de cada objetor. La Prestación 
Social Sustitutoria, consistente en el desarrollo de actividades de «utilidad 
pública» fue un sonado fracaso ya que el gobierno no fue capaz, en términos 
organizativos, de insertar laboralmente a una marea de objetores. Según la 
Ley, los ámbitos preferentes de colocación eran: protección civil, medio 
ambiente, servicios sanitarios y sociales (ayuda a  presidiarios, 
drogodependientes y enfermos de SIDA), cooperación internacional, 
promoción cultural y servicios de interés general. Cualquier oficio era bueno 
para colocar, como fuera, a los «escaqueados de la mili»; según García 
(2011: 36), 11.109 objetores fueron empleados por el INSALUD*% como 
mano de obra gratis para «proporcionar un mayor bienestar a los enfermos y 
a sus familias», lo que se traducía habitualmente en hacerles compañía y 
darles amena conversación. Era tal la cantidad de objetores que algunos 
fueron empleados en ocupaciones tan imaginativas como enseñar trucos de 
magia. El control de los objetores por parte de la Administración era 
prácticamente inexistente y muchos jóvenes trabajaron solo unos pocos días o 
semanas (de los dieciocho meses prescritos), el tiempo justo para darse 
cuenta de que nadie les echaría de menos si faltaban al «trabajo». La Ley de 
Objeción de Conciencia supuso tal problema para el gobierno de José M.* 
Aznar, que precipitó la suspensión del servicio militar obligatorio y la plena 
profesionalización de los Ejércitos (Araujo, 2000: 367). 

La segunda forma de elusión consistía en retrasar, mediante una solicitud de 
prórroga, el ingreso en filas con la esperanza de llegar al mítico año 2003, 
fecha anunciada seis años antes por el gobierno como límite para la total 
profesionalización de las Fuerzas Armadas. 

La tercera, y última, era contraer matrimonio y tener un hijo para poder 
acreditar que el joven era «mantenedor de familia», situación contemplada 
como causa de exclusión del Servicio. Cada cuál hacía lo que podía para 
eludir el sistema de recluta universal que languidecía tras doscientos años de 
existencia. 

Por último, debemos mencionar dos formas trágicas de interrumpir la 
prestación del servicio militar: el suicidio y la autolesión, esta última muy 
frecuente en la guerra. 

2. La cooperación durante la guerra de trincheras 


Merece la pena dedicar un apartado a uno de los ejemplos históricos mejor 

documentados, en la Primera Guerra Mundial, donde los militares, obligados 

a mantener una conducta agresiva, ignoraron las directrices del Mando y 

alcanzaron, de forma espontánea, acuerdos tácitos para reducir el nivel de 

agresión mutua. Estos episodios de «Live-and-Let-Live»*%2 se producían 
cuando dos unidades de infantería —normalmente batallones— ocupaban un 
sector del frente durante periodos estables. Lo más interesante de este caso es 
apreciar cómo la cooperación humana surge incluso en las condiciones más 

adversas: entre los enemigos de guerra. Este ejemplo cooperativo viene a 

matizar el «dilema del prisionero» en el sentido de que la acción humana, 

cuando es reiterada, propicia conductas colaborativas de utilidad para ambas 
partes. Algunos de los acuerdos tácitos de no agresión observados en la 

guerra de trincheras en el frente occidental fueron (Axelrod, 1984: 73-87): 

a) Treguas para permitir determinadas actividades (comidas y otras ne- 
cesidades fisiológicas) realizadas por ambas partes en el mismo horario. 
Otras treguas eran debidas a las malas condiciones climáticas y 
meteorológicas que, eventualmente, se prologaban una vez habían cesado. 

b) Encuentros y celebraciones de confraternización entre tropas británicas y 
alemanas durante la Navidad de 1914, 

Cc) Disparar las armas intencionadamente hacia zonas no ocupadas con la 
finalidad de no causar bajas al enemigo. Realizar descargas de artillería, de 
forma ritual, a exactas horas del día y sin modificar alcance y deriva, de tal 
manera que el enemigo podía saber de antemano el lugar de caída de los 
proyectiles. 

Durante los relevos de unidades, los acuerdos de no agresión se co- 
municaban a la unidad entrante y los observadores de artillería son in- 
formados para que sus unidades respeten los acuerdos. Las prácticas de «vive 
y deja vivir» eran copiadas en otros sectores del frente, el Alto Mando las 
consideraba una expresión del debilitamiento de la moral de las tropas y por 
ello introdujeron las incursiones por sorpresa en zona enemiga; los 
prisioneros capturados y las bajas propias eran la mejor prueba de que el 
combate se había efectuado. 

El optimismo con que algunos hombres se alistaron al Ejército pronto se 
desvaneció, una vez sufrieron los horrores de la guerra. Durante la contienda 
los soldados británicos, franceses y canadienses empezaron a publicar, de 
forma artesanal, los «periódicos de trincheras»: forma espontánea de protesta 


donde la tropa mostraba la cruda realidad del conflicto. Esto se publicaba en 
The Wipers Times:*2 


¿Es usted una víctima del optimismo? ¿No lo sabe? 

Pregúntese lo siguiente: 

¿Sufre de jovialidad? 

¿Se levanta por la mañana pensando que le está yendo bien a los Aliados? 

¿A veces cree que la guerra terminará en los próximos 12 meses? 

¿Cree más en las noticias buenas que en las malas? 

¿Considera que nuestros líderes son competentes para ganar la guerra? 

Si contestó «Sí» a alguna de las preguntas, está en las garras de la terrible enfermedad. Podemos 
curarlo. Dos días en nuestro establecimiento (trincheras) y borraremos todo rastro de su sistema. 


Los corresponsales de guerra, acreditados por sus gobiernos, deben ofrecer 
relatos positivos que no incomoden al Mando político-militar. La política 
informativa del gobierno durante un conflicto va encaminada a justificar su 
participación y, en su caso, a fomentar la afluencia de nuevos reclutas. 
Durante la Primera Guerra Mundial, según Zibell (2014): 


Las heroicas crónicas salidas de la pluma de los periodistas y enviadas por telégrafo a Londres y 
París no fueron bien recibidas por los soldados en el frente, angustiados por las pobres condiciones 
de vida en las trincheras que distaban mucho del glamour de la guerra que los corresponsales 
describían. 


En definitiva, aún en las condiciones más adversas, los hombres cooperaron 
para eludir el mutuo exterminio al que se vieron sometidos en la Gran 
Guerra. Frente a la imposición de exterminio mutuo, los combatientes 
adoptaron una conducta que contribuía a su mutua supervivencia. 

3. Exiliados, desplazados y refugiados 

En ocasiones el Estado no provee la suficiente seguridad frente a la violencia 
particular o incluso, él mismo, dirige su fuerza contra la población. En tales 
circunstancias, las personas se ven obligadas a desplazarse de sus lugares de 
origen. Un exiliado es una persona que huye de su país y se refugia en otro, 
generalmente, por razones políticas. El exiliado busca la protección de otro 
monopolio que sea más respetuoso con su vida y hacienda. 

Los refugiados y desplazados son personas que huyen de sus lugares de 
residencia buscando territorios más seguros; la diferencia entre unos y otros 
es que los primeros han cruzado una frontera estatal. Para el praxeólogo, 
esta distinción carece de importancia, lo reseñable, es que ambos no reciben 
la protección necesaria y buscan otros entornos donde puedan obtener mayor 
seguridad. 

4, Autodefensas y milicias 


Frente a la agresión, además de la huida, existe otro mecanismo de respuesta: 
la lucha. Las autodefensas y milicias surgen cuando la agresión institucional 
(el Estado) o privada (grupos criminales) deja de ser tolerable para la 
población. Las bandas criminales privadas, si son de suficiente entidad, 
disputan el monopolio de la violencia al Estado o incluso se asocian con sus 
funcionarios para extorsionar conjuntamente a la población. En esta 
situación, los ciudadanos se autodefienden y se asocian para defenderse 
conjuntamente con los medios a su alcance, de forma alegal. Cuando cumplir 
la ley es más costoso que desobedecerla las personas se desplazan desde la 
legalidad a la costumbre y a la economía sumergida (Ghersi, 2005). «La 
guerra civil y la revolución son los medios a que recurre la mayoría 
descontenta para derribar a los gobernantes y reemplazar los sistemas del 
gobierno que considera no le convienen» (Mises, 2011a: 181). 
5. Empresas privadas de seguridad 
Hemos visto que el monopolio de la violencia se caracteriza por su tendencia 
a reducir la cantidad y calidad de seguridad producida y a incrementar su 
precio. Por tanto, cuando la oferta escasea, individuos y empresas contratan 
servicios de seguridad privada: «La mercantilización de la seguridad ha sido 
una tendencia común en la mayoría de los países occidentales cuyo avance 
significativo puede situarse a partir de los años setenta» (Giménez-Salinas, 
2014: 55). En España, en los últimos treinta años, la industria de la seguridad 
privada no ha parado de crecer. Según Giménez-Salinas (2014: 55): 

Durante los años ochenta, el contexto social español se caracterizaba por un aumento significativo 

de la criminalidad y una alta percepción de inseguridad, unidos a la creencia de que los recursos 

públicos eran claramente insuficientes para la alta demanda de seguridad. En este contexto, las 


empresas de seguridad ofertaban productos y servicios que podían satisfacer esta seguridad 
subjetiva y se adaptaban mejor que la seguridad pública a los intereses particulares de la población. 


Los siguientes Cuadros 4 y 5 muestran la evolución de la oferta de 
seguridad privada en España, en los periodos indicados: 

Por otro lado, el crecimiento del sector también se debe a que el propio 
Estado ha ido sustituyendo funcionarios por agentes privados, debido a sus 
menores costes y mayor flexibilidad laboral. Muchas instalaciones estatales, 
militares y civiles (cuarteles, academias militares, prisiones, aeropuertos, 
organismos públicos) son hoy custodiadas por vigilantes privados. En 
EE.UU., el crecimiento del sector de la seguridad privada ha sido aún más 
espectacular, según Benson (1999) el descenso del índice 


CUADRO 4 
HABILITACIONES DE PERSONAL DE SEGURIDAD PRIVADA 


Nuevas | Nuevas| Nuevas 
habili- | habili- | habili- Total Total Total 
tacionestacione iones a a a 
2011 | 2012 | 2013 31/12/201181/12/201231/12/2013| 


Vigilante de seguridad | 13.643 | 12.388 | 10.512 | 201.661 | 214.049 | 223.936 

Escolta privado 2.766 | 1.843 33.727 | 35.570 37.215 

Vigilante de explosivos 1.837 | 1.689 20.148 21.837 23.141 

Jefes de seguridad 217 194 3.080 3.274 | 3.547 

Director de seguridad 1.279 | 1.183 8.561 9.744 10.858 

Detective privado 146 152 2.597 2.749 3.085 

Guarda 945 862 10.097 10.959 11.539 

Total 20.833 [1831 15.752 | 279.871 298.182 | 301.782 

CUADRO 5 
CENTROS DE FORMACIÓN DE SEGURIDAD PRIVADA 

[ 2008 | 2010 2011 | 2012 2013 | 

Centros 604 | 660 751 | 849 988 | 

Autorizaciones 64 105 109 124 120 

Cancelaciones 8 | 14 18 | 16 72 | 


de criminalidad se debe a la creciente inversión de los consumidores en 
tiempo y dinero en materia de seguridad. Tanto los materiales (alarmas, 
cerrojos, sistemas de iluminación) como el personal no han dejado de 
mejorar. En 1970, la proporción entre agentes privados y públicos era 
paritaria, en 1990, dos veces y media (2,5); en 1997, se estimaba que «24 
millones de estadounidenses vivían en condominios, en complejos de 
departamentos y en cooperativas de acceso limitado» (Benson, 1999). A nivel 
mundial el patrón se repite: hoy en día hay más agentes privados de seguridad 
que policías públicos. «The private security business is a growth industry par 
excellence worldwide and one of the fastest growing economic sectors in 
many countries» (Singer, 2002: 69). 
CarítULO 10 


PROSPECTIVA 


Hemos estado mencionando que una sociedad laissez-faire es aquella donde 
todos los bienes, sin excepción, son producidos y consumidos en un sistema 
de libre mercado, sin injerencia alguna del poder político. Otros términos que 
describen esta sociedad son «capitalismo libertario», «anarquismo de 
propiedad privada» o «anarcocapitalismo» (Huerta de Soto, 2014: 74). En 
una sociedad laissez-faire la violencia monopolizada es sustituida por la libre 
competencia entre proveedores privados de violencia que, en cualquier caso, 
debe estar sujeta al Derecho. 


En este capítulo pretendemos analizar, desde una óptica prospectiva y 
especulativa, tres cuestiones: 

a) Puesto que no existe actualmente una sociedad moderna que funcione en 
anarquía de mercado, debemos caracterizar tentativamente este tipo de 
orden social en lo relativo a la producción y consumo de defensa, 
seguridad, ley y justicia. 

b) Dilucidar si una sociedad anarcocapitalista sería factible y estable, o bien, 
nos hallamos ante una utopía fuerte, es decir, ante una realización 
imposible. 

c) Identificar diversas hipótesis sobre cómo podrían llegar a formarse las 
sociedades laissez-faire, a través de procesos ex novo o mediante 
transiciones desde la sociedad actual. 

El praxeólogo hace un uso intensivo de la imaginación y recrea en su mente 
escenarios futuros posibles —«futuribles»— y otros absolutamente 
imposibles, obteniendo conclusiones válidas sobre el mundo real. Para que la 
especulación sea útil, los supuestos empleados deben ser compatibles con la 
realidad de las cosas y con la naturaleza del hombre. Resultaría fantasioso 
imaginar una sociedad anarcocapitalista donde, por arte de magia, nadie 
cometería actos violentos, robo y fraude. 

[. ANARQUÍA Y SOCIEDADES NO ESTATALES 

Una de las hipótesis que sostiene la viabilidad del anarquismo de mercado es 

la existencia, tanto en el pasado como en el presente, de sociedades no 

estatales, libertarias o anarquistas, en donde la defensa y la seguridad fueron 
producidas y financiadas voluntariamente; todas ellas presentan diferencias 
geográficas, étnicas, culturales, económicas y sociales; aun así, constituyen 
órdenes sociales estables y relativamente pacíficos. Es frecuente afirmar que 
es preferible vivir bajo la coacción previsible, limitada y ordenada de un 

Estado democrático que en una sociedad libertaria pero subdesarrollada; sin 

embargo, las comparaciones deben ser justas, lo suyo sería comparar, por 

ejemplo: la anarquía somalí con los Estados vecinos como Eritrea, Etiopía o 

Yemen; los gitanos con los «payos» de una misma región; etc. Afirmar la 

superioridad de un orden social sobre otro es una cuestión controvertida que 

debe ser valorada por cada individuo. No afirmamos que exista una sociedad 

que, objetivamente, en conjunto, sea superior a otra; esta labor corresponde a 

quienes elaboran «índices de felicidad». Las ideas que tengamos sobre la 

superioridad económica y ética del libre mercado de la seguridad no son las 


únicas que determinan las preferencias vitales. Las personas de ideología 
comunista, que viven en América y Europa, no emigran a Korea del Norte o 
Cuba, y del otro lado, los anarquistas tampoco emigran a Somalia ni se 
integran en un clan gitano. La mayoría de la gente prefiere vivir en su patria. 
Solamente la guerra, la pobreza y otros infortunios fuerzan a los hombres a 
abandonar masivamente sus lugares de origen. En una sociedad laissez-faire, 
sin embargo, sería posible elegir un sistema social sin tener que emigrar; por 
ejemplo, en una ciudad libre pueden coexistir un barrio musulmán, regido por 
la Sharía; otro judío, por la Halajá; otro católico, por el Código Canónico y 
otro laico, por un código civil. Ejemplo histórico de esta coexistencia fue la 
ciudad de Toledo, entre los siglos xt y xtv, donde las tres grandes 
comunidades medievales —cristiana, musulmana y judía— vivían bajo sus 
respectivas leyes y costumbres. 

El hecho de que hayan existido sociedades libertarias en la antigúedad 
puede llevarnos a pensar que el hombre primitivo era un ser que gozaba de 
una completa libertad, de este error nos previene Bertrand de Jouvenel (2018: 
2 

Cuanto más tratamos de conocer al hombre primitivo, más nos sorprende, no la extrema libertad de 
su conducta, sino por el contrario su extraordinario sometimiento. En las sociedades muy 
atrasadas, la vida del hombre constituye un ciclo extremadamente definido de prácticas siempre 


iguales. Lejos de ser esta regularidad obra de un legislador, la observamos en las comunidades más 
desprovistas de gobierno. 


La libertad que goza una persona en el seno de una sociedad libertaria 
actual no es tan extensa como podríamos pensar a primera vista; por ejemplo, 
los grupos sociales de base religiosa (comunidades monásticas, amish) y los 
gitanos poseen rígidos códigos de conducta que deben ser observados. 
«Rasgo característico de las pequeñas sociedades primitivas es una rigurosa 
conformidad a las prescripciones meticulosas» (Jouvenel, 2018: 273). Que no 
haya que pagar impuestos a un gobierno o que no soportemos una asfixiante 
legislación, no significa ausencia de control social; este, paradójicamente, 
resulta más opresivo que en una sociedad estatal. Lo que realmente importa, 
desde la óptica laissez-faire, es que exista un «mercado» de sistemas sociales 
en competencia; es decir, que el grado de control social que sufre el individuo 
sea consentido y que las barreras de salida del grupo sean bajas. A 
continuación, describiremos someramente algunas sociedades históricas y 
actuales no estatales. 

1. La Irlanda celta 


Un primer ejemplo lo constituyó la Irlanda medieval en un periodo, 
aproximadamente, entre 2.000 y 2.500 años, que discurre desde la era 
precristiana hasta el comienzo del siglo xvu. La sociedad medieval irlandesa 
estaba organizada en tuaths, territorio que agrupaba a unos 3.000 individuos 
bajo el gobierno de un rey-sacerdote o ri. Había aproximadamente 150 tuaths 
en todo el país para una población estimada de 500.000 habitantes. El rey era 
el hombre más rico de su territorio y todos los miembros le debían lealtad. La 
población era sedentaria y su economía de tipo agropecuario: producción de 
cereales, vacas, ovejas y cerdos. Otras profesiones incluían poetas, jueces, 
médicos, herreros y comerciantes. Existían cuatro castas sociales atendiendo 
a dos categorías: nobleza (nemed/no-nemed) y libertad (soer/doer); por 
ejemplo, un rey o señor era nemed/soer (noble y libre) mientras que un 
esclavo era non-nemed/doer (ni noble, ni libre). No obstante, existía cierta 
movilidad social en virtud de los logros y comportamiento de cada cuál, algo 
que podemos rastrear en la literatura celta: «A man is better than his birth»? 
(Casey, 2010: 27). El estatus social de los irlandeses dependía de la cantidad 
de riqueza adquirida y de sus habilidades personales. A pesar del respeto por 
la propiedad privada, los individuos se hallaban sometidos a las normas del 
clan familiar (derbfine), integrado por los descendientes del mismo bisabuelo. 
Como en otras sociedades tribales (caso de Somalia) el clan familiar 
constituye un seguro de responsabilidad civil ante la insolvencia de quien 
comete una ofensa. No había distinción entre leyes civiles y penales puesto 
que la justicia era retributiva. El sistema legal irlandés era consuetudinario y 
ejercido de forma descentralizada por jueces privados o brehons. En este tipo 
de sociedades no-estatales, según Benson (2000: 23), los delitos se consi- 
deran como daños contra la propiedad, ya sean personales o materiales, antes 
que como atentados contra el Estado o la sociedad. Los reyes irlandeses se 
parecían muy poco a los monarcas absolutos del Ancien Régime, aquellos no 
podían crear leyes ni hacer cumplir las resoluciones judiciales, lo cual se 
realizaba mediante procesos civiles que combinaban garantías, propiedades 
en prenda y embargos. La Ley de Brehon fue también asumida por los 
ingleses y colonos así como por los invasores normandos. La anarquía 
irlandesa, tras dos milenios, no finalizó por problemas de estabilidad interna 
sino a consecuencia de agresiones externas cuyo episodio final fue la Batalla 
de Kinsale (1602), en donde las tropas inglesas vencieron a una coalición 
hispano-irlandesa. 


2. La Islandia medieval 

Un segundo ejemplo es la Islandia medieval, entre 930 y 1262. La 
colonización de Islandia se produce en el siglo 1x como consecuencia de la 
emigración del 10% de la población noruega, tras la llegada al poder del Rey 
Harald de Noruega, «el de la Hermosa Cabellera». El asentamiento de 
noruegos en Islandia comenzó en torno al año 870 de nuestra era. En el 930, 
los islandeses celebran una asamblea y acuerdan reconocer y respetar el 
sistema legal consuetudinario noruego, pero con una salvedad: los colonos 
decidieron que podían vivir perfectamente sin un rey (Friedman, 2012). La 
sociedad islandesa se organizaba en clanes, cuyo jefe o godi era un sacerdote 
pagano encargado de dirimir los conflictos; el vínculo entre este y el resto de 
hombres era voluntario, pudiendo estos últimos traspasar su lealtad a 
cualquier otro godi que quisiera acogerlos. Las instituciones islandesas 
medievales tenían peculiaridades interesantes, existía un sistema legal 
sencillo y la seguridad era enteramente privada. El sistema judicial era 
retributivo y las indemnizaciones por daños y perjuicios eran derechos 
transferibles; todo el derecho era civil y la víctima, sola o con la ayuda de 
otras personas, era la responsable de hacer cumplir sus derechos. Según 
Friedman (2012: 88), de entre todos los sistemas legales documentados 
históricamente, el de la Islandia medieval es el que más se asemeja al descrito 
por los teóricos del anarcocapitalismo. En el año 1263, tras más de cincuenta 
años de conflicto, los islandeses se rindieron al Rey de Noruega poniendo fin 
a la mancomunidad islandesa. 

3. Los menonitas o amish 

Los amish son un grupo étnico-religioso protestante anabaptista conocido 
popularmente por su estilo de vida rural, sencillo, vestimenta tradicional y su 
resistencia a utilizar máquinas y tecnologías modernas: electricidad, teléfono, 
vehículos, electrodomésticos, etc. Entre sus valores destacan: la humildad, la 
frugalidad, el respeto a los mayores, la religiosidad, la vida familiar y 
comunal y el trabajo manual; esta positiva valoración del trabajo físico es una 
seña de identidad de los pequeños grupos (Hayek, 2015: 156). Cada 
comunidad constituye un caso particular de anarquía religiosa que vive 
inserta dentro de un Estado. Su colectivismo es apreciable en la 
subordinación del individuo al grupo, pero también en la uniformidad de la 
vestimenta y en el aspecto exterior de hombres y mujeres. Los hombres se 
dedican a la construcción, la agricultura y la ganadería; y las mujeres al 


cuidado del hogar y los hijos. Aunque su ideal de vida es la autarquía 
económica, por razones prácticas no se oponen completamente al comercio. 
La ayuda mutua dentro de la familia y entre las distintas familias les permite 
prescindir de los seguros y la asistencia social del Estado; aun así, en EE.UU. 
son obligados a pagar impuestos. Los amish son pacifistas y, por tanto, 
rechazan cualquier tipo de servicio militar. Quienes incumplen las normas de 
la comunidad son castigados con el ostracismo o incluso la excomunión, 
pudiendo ser expulsados del grupo. Según estimaciones, hay 228.000 
miembros en EE.UU., 60.000 en Bolivia, 1.500 en Canadá y asentamientos 
en Chihuahua (Méjico), San Ignacio (Belice), Irlanda y en Huánuco y 
Ucayali (Perú). 

4, El caso de Somalia 

Somalia es vista por muchos como el paradigma de Estado fallido donde 
reina la anarquía, la guerra civil, la piratería, el terrorismo y el caos. En este 
apartado intentaremos dar una visión más ecuánime, menos hobbesiana, de la 
situación en este país del Cuerno de África. Aquí, nos limitaremos a describir 
someramente, siguiendo las tesis de Van Notten (2006), las ventajas que para 
los somalíes significa su sistema ancestral de justicia, defensa y seguridad, 
basados en su Ley Consuetudinaria o Xeer, y en las tradiciones islámicas. 

En 1960, Somalia accede a la independencia como un único Estado que 
aglutina a las antiguas colonias de las Somalias británica e italiana. La 
estructura estatal era, en ese momento, altamente centralista y tenía el 
potencial para generar descontento entre los clanes y entidades territoriales 
más alejadas de la nueva capital, Mogadiscio. En las elecciones de 1969 se 
aprecia una deriva hacia un sistema de partido único que desemboca en el 
golpe de Estado del General Mohamed Siad Barre, quien implanta un 
régimen socialista autoritario. Este autócrata se dedicó, entre otras cosas, a la 
persecución, encarcelamiento y tortura de sus oponentes políticos y 
disidentes. En 1991, Siad Barre es derrocado por milicias constituidas entre 
los diferentes clanes del país. Somalia, junto con otros países vecinos, como 
Etiopía, Eritrea y Yibuti, constituye un buen ejemplo de cómo las potencias 
colonizadoras —Italia, Reino Unido y Francia— han sufrido serios reveses 
en sus intentos de occidentalizar a pueblos africanos. Para los pueblos 
nómadas (más de la mitad de la población somalí se dedica al pastoreo) el 
Estado-nación, con sus fronteras y sistemas centralizadores, resulta un ente 
extraño y ajeno a su cultura y tradiciones. Al contrario que el Estado, cuya 


soberanía es territorial, la jurisdicción de los somalíes es de origen genético y 
depende de los vínculos de sangre entre los individuos independientemente 
de su ubicación geográfica. Por tanto, decir que Somalia es un Estado 
«fallido» carece de sentido. Lejos de ser un caos generalizado, Somalia posee 
regiones con diferentes grados de estabilidad y seguridad. Al noroeste se 
encuentra Somalilandia, la antigua Somalia británica, que a grandes rasgos 
coincide con el territorio del clan Isaq. Declaró unilateralmente su 
independencia en 1991 y, aunque no tiene reconocimiento internacional, es 
una nación con gobierno e instituciones estables. Putlandia, en el noreste, es 
una región autónoma, vecina de Somalilandia, con quien sostiene disputas 
fronterizas. Hacia el sur encontramos la región de Somalia Central o 
Galmudug, formada por las regiones de Mudug y Galgudud, donde se ha 
establecido un gobierno local con capacidad, competencias y recursos 
limitados, allí la milicia islamista moderada de Ahlu Sunna Waljamaa tiene 
sus principales bases. También destaca la región de Somalia del Sudoeste, 
creada en 2014, y que se encuentra en plena constitución de su 
Administración interina. En el sur del país se ha establecido la 
Administración interina de la región autónoma, con capital en Kismayo. 
Asimismo, en la parte central del país se encuentra la región de Hiraan y 
Middle Shabelle, quedando pendiente la decisión sobre el estatuto de la 
región de Benadir (Mogadiscio y su zona metropolitana). Por último, 
haciendo frontera con Kenia, se establece en 2013 la región autónoma de 
Jubalandia, cuya Administración interina ya se encuentra establecida. A 
excepción de las regiones del norte (Somalilandia y Putlandia), que gozan de 
una relativa estabilidad política y social, el resto del territorio (centro y sur) 
es objeto de disputa bélica entre la Unión de los Tribunales Islámicos (UTI) y 
el Gobierno Federal Transitorio (GFT). La UTI tiene diferentes facciones 
siendo una de ellas el grupo terrorista Al Shabaab, vinculado a Al Qaeda, que 
ejerce un duro control social a través de la aplicación de la Sharía. La homo- 
geneidad social y religiosa de Somalia, sin embargo, no se traduce en una 
unidad nacional. Aunque los clanes son mayoritarios en determinadas áreas, 
están dispersos por todo el territorio y cada uno mantiene sus propias 
peculiaridades religiosas, jurídicas y sociales, que subrayan su identidad 
frente a sus vecinos.*2 

El sistema de gobierno de los somalíes es la «critarquía» o gobierno de los 
jueces (Notten, 2006) y su sistema de seguridad nada tiene que ver con el 


modelo occidental. El clan constituye el signo de identificación primario de la 
población y provee a cada individuo la necesaria seguridad y protección, 
especialmente en los momentos de crisis, violencia o guerra. Desde su 
nacimiento, cada somalí posee un «seguro» obligatorio de responsabilidad 
civil que consiste en el compromiso de su familia extendida. El Jilib o grupo 
familiar que integran todos los descendientes del bisabuelo paterno responde 
solidariamente cuando alguno de sus miembros es insolvente. La familia es la 
encargada de sancionar las conductas antisociales y criminales de los 
individuos, pudiendo los reincidentes ser expulsados del clan. Una conducta 
agresiva y pendenciera de un miembro del grupo, eventualmente, supone 
mayores desembolsos para su familia extendida, de esta manera, toda 
conducta antisocial se internaliza económicamente. Los clanes somalíes no 
tienen tribunales permanentes; para ser juez es preciso ser jefe de una familia 
y estar considerado por la comunidad como un hombre justo y sabio. En caso 
de conflicto, la víctima (o su familia en caso de homicidio) solicita la 
formación de un tribunal de justicia, formado por jueces privados. El sistema 
jurídico es policéntrico: cada juez dicta sentencia según la costumbre del clan 
respectivo. El tribunal cita a las partes para que expongan sus alegaciones y 
presenten testigos. El fallo es de obligado cumplimiento, pero si el tribunal 
no se formara o no emitiera veredicto, la parte agredida es libre de aplicar la 
ley por sus propios medios y obtener una restitución del daño. La justicia 
secular somalí no es punitiva, sino compensatoria, retributiva, de gran 
parecido a la observada en los pueblos de la Irlanda medieval. La policía 
tampoco es permanente. En caso de que el reo no acepte la pena y se precise 
la fuerza, se forma un grupo ad hoc con los varones necesarios para hacer 
cumplir la resolución judicial. En la actualidad, junto a la Xeer conviven en el 
país otras instituciones (comisarías de policía, prisiones, gobiernos locales) 
propias de poblaciones sedentarias. 

Somalia, a pesar de las guerras y del supuesto caos que predice la teoría 
hobbesiana, presenta cifras que reflejan una mejora de la situación desde la 
abolición del Estado, en 1991. Resulta muy ilustrativo el informe que emite 
la C.LA. en su Worl Fact Book:*£ 


Despite the lack of effective national governance, Somalia maintains an informal economy largely 
based on livestock, remittance/money transfer companies, and telecommunications. Somalia *s 
government lacks the ability to collect domestic revenue and external debt — mostly in arrears — 
was estimated at about 77% of GDP in 2017. 


Agriculture is the most important sector, with livestock normally accounting for about 40% of 
GDP and more than 50% of export earnings. Nomads and semi-pastoralists, who are dependent 
upon livestock for their livelihood, make up a large portion of the population. Economic activity is 
estimated to have increased by 2.4% in 2017 because of growth in the agriculture, construction 
and telecommunications sector. 

[...] In recent years, Somalia*s capital city, Mogadishu, has witnessed the development of the 
city?s first gas stations, supermarkets, and airline flights to Turkey since the collapse of central 
authority in 1991. [...] Hotels continue to operate and are supported with private-security militias. 
[...] Telecommunication firms provide wireless services in most major cities and offer the lowest 


international call rates on the continent. In the absence of a formal banking sector, money 


transfer/remittance services have sprouted throughout the country. 12 


La afirmación de que Somalia vive en un vacío institucional no es del todo 
correcta y debe ser matizada. La «critarquía» ha sido el orden institucional 
consuetudinario somalí desde el siglo vu. Al rechazar el Estado, los somalíes 
han retornado a sus formas tradicionales de gobierno: la ley consuetudinaria 
Xeer y las tradiciones islámicas. Hasta la fecha, los intentos de algunas 
potencias extranjeras y de las NNUU para conformar un país unificado y 
estable bajo estándares políticos occidentales han sido baldíos. Y es que la 
estructura social de clanes no tiene fácil acomodo en el sistema democrático 
que, desde diversas instancias, se les quiere imponer a toda costa. Tal vez, las 
intervenciones militares de italianos, franceses y británicos en los siglos xIx y 
xx, junto con el empeño actual de las NNUU de instaurar una democracia 
liberal, pudieran ser los verdaderos causantes del caos, tal y como sugiere 
Van Notten (2006: 7): «Much of the political turmoil in Africa is caused by 
the facts that Africans find statutory laws oppresive; abolishing statutory 
laws, many believe, would end much of that political turmoil».*% El caso de 
Somalia nos proporciona un interesante campo para la investigación 
sociológica y, en particular, para el análisis de la factibilidad de órdenes 
sociales no estatales. Peter Leeson (2007: 697) ha realizado un análisis 
económico comparando datos del último quinquenio gubernamental (1985- 
1990) frente al primero sin Estado (2000-2005), cuando los clanes han 
recuperado su tradicional modo de vida. Los resultados del estudio se ven en 


el cuadro siguiente: 
CUADRO 6 


INDICADORES CLAVE DE DESARROLLO ANTES (1985-1990) 
Y DESPUÉS (2000-2005) DE LA EXISTENCIA DEL ESTADO EN SOMALIA 


ratita — 
Indicadores clave de desarrollo 1985-1990* | 2000-2005 | Bienestar 
"Esperanza dei os] | 69] mejo 
a [e | mer 
Niños 1 año vacunados tuberculosis (9) 31 Mejor 
Médicos (por 100.000 habitantes) 3,4 Mejor 
Niños nacidos con bajo peso (%) 16 Mejor 
Mortalldad infantil (por 1.000) 152 Mejor 
Mortalidad matemal (por 100.000) 1.600 Mejor 
Población con acceso al agua (%) 29 Igual 
Pobhkdén con acceso a saneamiento (06) 18 Mejor 
Pobladén acceso a 1 centra de salud (06) 28 Mejor 
Pobreza extrema (% <1 $al dia) 60 Mejor 
Radios (por 1.000 habitantes) 4 Mejor 
Teléfonos (por 1.000 habitantes) 197 Mejor 
Televisiones (por 1,000 habitantes) 1,2 Mejor 
Muertes por sarampión 8.000 Mejor 


Adultos alfabetiza dos (9%) 24> Peor 
Escolarización conjunta” (9%) 129 Peor 
*» PNUD (2001 ); + 1989-1990; * CIA World Facthook (2006); + 1987-1990, Banco Mun- 
dia/PNUD 2003; * 2005; * 2001; * 2006; ” 2004, PMUD (2006); ' 2000, PMUD (2006); 


1 2002, OMS (2004); * 2002, Banco Mundial/PNUD (2003) ' 1999, PNUD (2001); 
" 2003;" Educación prlmarla, secundarla yterclada. 


La conclusión es que, en los primeros cinco años de anarquía (sociedad tri- 
bal) la situación socioeconómica de Somalia mejoró respecto del periodo 
estatal bajo el autócrata Siad Barre (Leeson, 2007: 706): 


Somalia remains a country with severe problems. But it appears to have fared better under recent 
statelessness than it did under government. A comprehensive view of the data that allow pre-and 
post-anarchy welfare comparisons suggest that anarchy has improved Somali development in 
important ways. Contrary to our typical intuition, in Somalia it seems that social welfare has 
improved because of, rather than despite, the absence of a central state. Somalia*s government 


was oppressive, exploitative, and brutal.221 

Una parte de los problemas que hoy sufre Somalia, a sabiendas de que es 
muy arriesgado opinar, tiene su origen en el colonialismo, el 
intervencionismo militar y en la imposición externa de instituciones políticas 
ajenas a su tradicional sistema de vida. Toda sociedad necesita formas de 
gobierno, leyes e instituciones que hagan posible la convivencia, pero estas 
no tienen por qué ser necesariamente estatales. «Cada cultura tiene su propia 
manera de afrontar la realidad y no cabe imponer unas sobre otras» 
(Paniagua, 2012: 296). Sin embargo, la comunidad internacional se empecina 
en hacer de Somalia un Estado Federal produciendo, tras cada intento, nuevos 
episodios de violencia; no parece casual que los períodos de mayor 
inestabilidad hayan coincidido, en tres ocasiones, con los intentos de unificar 
el país bajo un gobierno central: el primero, en 2000, al crear en Yibuti el 
Gobierno Nacional de Transición (ING), que se mostró incapaz de imponer 
su autoridad durante tres años; el segundo, en 2004, al crear el Gobierno 


Federal de Transición (TFG), que se fracturó por disensiones internas dando 
lugar a la aparición del Consejo Supremo de las Cortes Islámicas (SCIC); y el 
tercero, en 2007, cuando el TFG, con el apoyo militar de Etiopía, se enfrentó 
al SCIC para hacerse con el control de Mogadiscio y de otras áreas del país 
(Leeson, 2007: 707-708). 

5. El pueblo gitano 

El caso de los gitanos constituye el de un pueblo en la diáspora, repartido en 
pequeños grupos sociales —familias— que viven en anarquía dentro de otros 
Estados. Se cree que los gitanos partieron de la región india del Punyab, hacia 
el año 1000, dirigiéndose hacia occidente. La llegada a la península Ibérica 
data de 1415. Hoy en día, hay unos doce millones de gitanos repartidos por 
más de 45 países en tres continentes: Europa, Asia y América. Son de 
religión cristiana y su lengua común es el romaní. Este pueblo fue 
originalmente nómada, vagabundo y, al contrario que otros trashumantes, no 
poseía un rebaño del que abastecerse. Los gitanos, por tanto, debían buscar su 
sostenimiento mediante el intercambio comercial con las poblaciones 
sedentarias que encontraban a su paso, cosa que normalmente sucedía en las 
ferias. Hablar de «intercambio», para algunos, puede parecer un eufemismo 
cuando esta etnia se ha caracterizado por su maestría en el fraude, la 
Charlatanería y el robo. Así los describe Cervantes, en 1612, en el primer 


párrafo de La Gitanilla: 
Parece que los gitanos y gitanas solamente nacieron en el mundo para ser ladrones: nacen de 
padres ladrones, críanse con ladrones, estudian para ladrones y, finalmente, salen con ser ladrones 
corrientes y molientes a todo ruedo, y la gana del hurtar y el hurtar son en ellos como accidentes 
inseparables, que no se quitan sino con la muerte. 


La conducta picaresca de los gitanos les granjeó, desde antaño, fama de 
seres antisociales y de ahí su secular enfrentamiento con los «payos». 
Nosotros solo nos centraremos en describir, someramente, su estilo de vida? 
y poner de manifiesto que más de doce millones*% de gitanos en todo el 
mundo viven en anarquía O cuasi anarquía. Los clanes gitanos, errantes o 
sedentarios, encajan en la descripción popperiana de sociedad cerrada, 
mágica, tribal o colectivista, «cuyos miembros se hallan ligados por vínculos 
semibiológicos, a saber, el parentesco, la convivencia, la participación 
equitativa en los trabajos, peligros, alegrías y desgracias comunes» (Popper, 
2010: 189). Los gitanos presentan dos facetas antagónicas: colectivista e 
individualista. Dentro del clan, el gitano es un ser profundamente colectivista 
que se somete a la autoridad del patriarca y a las exigencias de la tradición. 


Frente al Estado u otra forma externa de poder, se muestra individualista, 
huidizo y reacio al cumplimiento de toda norma. La ley de los gitanos es la 
palabra dada, sin embargo, el concepto de «prójimo» parece estar acotado 
exclusivamente a los de su propia etnia: «For Gypsies, using one?s cleverness 
to relieve a gajo (non-gypsy) of his money or property is a virtue, not a 
vice»"* (Leeson, 2013: 278). Esta asimetría moral, propia de la mentalidad 
tribal, se ve reforzada por la vida errante. Cuando la interacción es 
esporádica, la cooperación social es menor y existen mayores incentivos al 
engaño y a vulnerar la ley; en efecto, el nomadismo facilita eludir la acción 
de la justicia. En cambio, los pueblos seminómadas que practican la 
trashumancia o quienes conducen caravanas repitiendo el mismo itinerario no 
pueden permitirse el lujo de ir haciendo enemigos por el camino. En la 
actualidad, la población gitana mundial es mayoritariamente sedentaria, 
dedicándose principalmente a la venta ambulante en ferias y mercados, 
comercio de ganado, herrería, agricultura, recogida de papel y chatarra, 
profesiones artísticas, restauración, etc. 

En lo que respecta a nuestra investigación, el anarquismo gitano tiene unas 
peculiaridades propias. La solidaridad familiar constituye su sistema de 
previsión social, pero al contrario que los amish, los gitanos no rechazan las 
ayudas estatales. El número de varones que posee cada familia determina sus 
posibilidades de protección y, como al casarse la esposa se integra en la 
familia del hombre, tener hijos varones acrecienta las capacidades defensivas 
del clan. Los gitanos no necesitan una asamblea legislativa ya que sus leyes 
son pocas y estables en el tiempo; su código legal apócrifo —Ley Gitana—, a 
grandes rasgos, incluye como punible: 

a) Robo, engaño o delación entre gitanos. 

b) Abandono de la familia en momentos complicados. 

c) Invasión de los límites de una familia «contraria». 

d) Incumplimiento de las resoluciones impuestas por un patriarca o consejo 
de ancianos. 

La intervención del patriarca o «arreglador» dirime los conflictos menores a 
través de la mediación. Cuando el delito es mayor o de «sangre» el agresor es 
condenado al destierro o expulsión del clan familiar. Todo esto, sin perjuicio 
de que cualquier gitano tiene la posibilidad de acudir a la justicia estatal. La 
justicia privada gitana es oral, rápida, barata y efectiva. Los gitanos no 
poseen cárceles pues su justicia no es punitiva, sino retributiva; y si el reo se 


negara a cumplir el fallo del patriarca, cualquier miembro de la comunidad 
queda autorizado a la restitución del daño. Todo gitano es libre de abandonar 
su Clan familiar e integrarse en otro, siempre y cuando sea aceptado por este 
último. 

Como hemos pretendido ilustrar, la anarquía gitana no es un caos, ni la 
guerra permanente de todos contra todos. El gitano es un pueblo muy 
cohesionado en torno a sus tradiciones y exhibe un orden social pacífico y 
estable. Sin embargo, el conflicto con los «payos» continuará mientras sus 
miembros no abandonen la asimetría moral propia de la tribu y abracen, de 
forma mayoritaria, la ética abstracta de una sociedad abierta. El gitano está 
obligado al respeto irrestricto de la propiedad ajena y a repudiar 
definitivamente la idea de que es legítimo engañar y robar a quienes no son 
de su etnia. Como afirma Hayek (2014: 457): «El egoísmo de un grupo 
cerrado, o el deseo de sus miembros de convertirse en un grupo cerrado, 
estará siempre en contradicción con el verdadero interés común de los 
miembros de la Gran Sociedad». Solamente asumiendo principios éticos 
universales, podrán los gitanos beneficiarse de los frutos que proporciona un 
amplio sistema de cooperación social. 

6. Los grupos de autodefensa en Méjico 

Hemos visto en los apartados precedentes que los clanes somalíes y gitanos 
se defienden utilizando, a petición, los medios humanos y materiales 
disponibles en el grupo social. Esta autoprotección puede, en cierta medida, 
profesionalizarse y hacerse permanente, tal y como sucede en Méjico con las 
denominadas «autodefensas»: milicia rural con un incipiente nivel de 
organización militar y división del trabajo. Las autodefensas nacieron en 
2014, de forma espontánea, ante la incapacidad gubernamental para proteger 
a la población de los cárteles de la droga y de la delincuencia común. Según 
Rivera (2014), hasta la década de 1920, en Méjico era legal el consumo de 
marihuana, opio y otras drogas. Durante la II Guerra Mundial la mayor 
demanda de morfina para los heridos supuso un auge de la industria del opio 
por lo que algunos estados del Pacífico sur de Méjico (Michoacán, Guerrero 
y Oaxaca) se convirtieron en productores de marihuana y amapola. Entre 
1940 y 1980, el negocio de las drogas ilegales en Méjico se afianzó y 
expandió gradualmente, sin grandes dosis de violencia, por la creciente 
demanda del mercado norteamericano y la tolerancia de las autoridades 
locales y federales. En la década de 1980, debido a la presión del gobierno de 


EE.UU., los narcotraficantes colombianos abrieron una nueva ruta para 
introducir la droga desde Méjico, a través del Pacífico, hasta los EE.UU. Para 
ello, los cárteles colombianos establecieron alianzas con grupos criminales 
mejicanos y, en la década de 1990, el número de grupos de narcotraficantes 
fue aumentando. El dinero de la droga y el poder de las armas permitió a los 
narcos, en ciertos territorios, disputar y arrebatar el monopolio de la violencia 
al Estado mejicano. Las autoridades y funcionarios seguían, aparentemente, 
cumpliendo sus funciones, pero eran los narcos quienes ejercían el poder de 
facto. Los narcotraficantes no se contentaron con los pingijes beneficios que 
les reportaba su actividad, sino que extendieron sus operaciones al negocio 
fiscal. Una vez capturados los gobiernos locales, el siguiente paso fue cobrar 
impuestos e imponer multas bajo cualquier pretexto a la población civil. 
Cualquiera que se opusiera a su autoridad era secuestrado, torturado y 
desaparecido (asesinado); entre 2007 y 2011, el número de homicidios 
estimados fue de 51.501 (Rivera, 2014: 5). Este régimen del terror fue posible 
gracias a la complicidad, anuencia o temor de las autoridades y funcionarios 
locales. 

Ante la incapacidad del gobierno para proteger a la población civil de las 
amenazas y extorsiones de la «Familia» y los «Caballeros Templarios», 
surgen de forma espontánea los grupos comunitarios de autodefensa, que se 
financian con aportaciones voluntarias de la comunidad. Esta milicia está 
compuesta, principalmente, por campesinos locales que son buenos 
conocedores del terreno; mediante el uso de la información y las armas 
combaten a los narcos y restablecen la normalidad en el territorio. 

De esta forma, se establece un conflicto tripartito. Por un lado, los narcos 
disputan al Estado el monopolio de la violencia para, una vez obtenido, 
imponer su monopolio fiscal a la población, cuya rentabilidad es muy 
superior al negocio de las drogas. Al mismo tiempo, infundiendo terror e 
implantando una justicia sui géneris, se procura doblegar la natural 
resistencia de la población civil. 

Por su parte, el Gobierno federal mejicano, ante la pérdida de control 
policial en las zonas afectadas, envía unidades militares con una doble 
misión: por un lado, identificar y capturar a los narcos; y por otro, desarmar a 
la población civil y desmantelar las autodefensas. 

Las comunidades rurales también tienen dos frentes de lucha, uno ante los 
grupos criminales, que siguen actuando de forma oculta y esporádica, y otro 


frente al Ejército federal que pretende desarmarlos mediante la promesa de 
integrar a los milicianos en los renovados cuerpos de policía local. 

Cuando dos o más grupos se disputan el monopolio de la violencia se 
produce una guerra de exterminio entre ellos hasta que solo quede uno 
(Hoppe, 2004: 161): 

Los Estados intentarán ampliar la base de sus exacciones fiscales. Al hacerlo se opondrán a otros 
Estados competidores. La competencia entre Estados como monopolistas territoriales de la 
compulsión es, por su propia naturaleza, eliminatoria. En un territorio dado solo podrá subsistir un 


monopolista; en este sentido, la competencia entre varios monopolistas favorecerá la centralización 
política y, en última, instancia, la constitución de un único estado mundial. 


Otra posibilidad, aunque más inestable, es que las facciones lleguen a un 
acuerdo —se cartelicen— para repartirse el botín. 

Por último, debemos señalar que la aparición de las autodefensas avala 
nuestra hipótesis de que la existencia de free-riders no impide la aparición de 
productores privados de seguridad. Según la Teoría de los bienes públicos, 
los grupos de autodefensa no podrían formarse porque los combatientes no 
pueden cobrar coactivamente sus servicios de protección a los beneficiarios. 
Sin embargo, a finales de 2014, se contabilizaban hasta 26 grupos de 
autodefensa en los estados de Michoacán, Guerrero y Jalisco. Todos ellos se 
nutren de combatientes voluntarios y de donaciones económicas de las 
comunidades rurales donde actúan. Por tanto, si la realidad no se comporta 
según la predicción teórica: ¿falla la realidad? o ¿falla la Teoría? 

7. El Tribunal de las Aguas de la Vega de Valencia 

En España pervive una institución medieval que avala la primera parte de 
nuestra tesis, a saber, que las alternativas privadas a los monopolios estatales 
son posibles y económicamente más ventajosos para los consumidores. Un 
ejemplo es el «Tribunal de las Aguas de la Vega de Valencia» (en adelante, el 
Tribunal), la más antigua institución de justicia existente en Europa. 

Durante la Edad Media, España era un territorio sujeto a múltiples 
jurisdicciones que competían entre sí por atraerse el favor de los residentes; 
ejemplos son las Cartas Pueblas y los fueros de las ciudades en la alta Edad 
Media (Tomás, 1986). El Tribunal es una reliquia de la administración de 
justicia consuetudinaria que data de los tiempos de Al-Andalus y, muy 
posiblemente, de la época del Califato de Córdoba, perfeccionado desde la 
conquista del Reino de Valencia por el rey don Jaime. Las Comunidades de 


las acequias se rigen por viejas ordenanzas, trasmitidas por vía oral desde 
tiempos de los árabes y escritas desde principios del siglo xvi. 

El Tribunal, testimonio de la eficacia, sencillez y economía de la justicia 
privada, está constituido por los síndicos (jueces) de las ocho acequias de la 
Vega valenciana, elegidos por votación entre todos los miembros de cada 
Comunidad de Regantes. Los agricultores, por propio interés, votan para 
síndico a un hombre justo y con conocida fama de «hombre honrado». Los 
síndicos eligen entre ellos al síndico-presidente, siendo todos ellos asistidos 
por el Guarda de la acequia, empleado que cuida que el agua llegue a todos 
según su turno de riego y comunica las infracciones observadas para que sean 
denunciadas y juzgadas. 

El funcionamiento del Tribunal es sumamente sencillo y, tal vez, ello sea la 
causa de su pervivencia en el tiempo. Como cada jueves, desde hace mil 
años, el Tribunal se reúne en la puerta de los Apóstoles de la Catedral de 
Valencia: antes de que suenen las doce campanadas del mediodía desde la 
torre del Miguelete entran los ocho magistrados al pequeño recinto. El 
denunciado ha sido citado previamente por el Guarda de la acequia, si no 
comparece voluntariamente es citado hasta dos veces más y si no se persona a 
la tercera citación se realiza el juicio pudiendo ser condenado en rebeldía. 
Nunca ha sido necesario acudir a la fuerza para hacer comparecer a un 
acusado. Todo el proceso es verbal, en lengua valenciana y todos intervienen 
en su propio nombre, pudiendo aportar pruebas y testigos e incluso pedir 
inspecciones oculares: la «visura».% El presidente y los síndicos pueden 
hacer las preguntas necesarias y, sin más trámite y en presencia de los 
interesados, el Tribunal delibera y sentencia. Para garantizar la imparcialidad, 
en la deliberación no interviene el síndico de la acequia a la que pertenecen 
los litigantes y también es norma que, si el denunciado pertenece a una 
acequia de la margen derecha del río, la sentencia la propongan los síndicos 
de las acequias de la margen izquierda, y viceversa. El Tribunal solo 
reconoce y sentencia si el denunciado es inocente o culpable, en este último 
caso el presidente lo hace con la frase de ritual: «Este Tribunal li condena a 
pena i costes, danys i perjuins, en arreglo a Ordenances». Las ordenanzas de 
las respectivas acequias establecen penas para las infracciones, no caben 
recursos ni apelaciones ya que la sentencia es ejecutiva de por sí; de ello se 
encarga el síndico de la acequia concernida. De esta forma tan simple y 
sencilla, al tiempo que efectiva y respetada por todos los miembros de una 


comunidad agrícola, ha solucionado sus problemas de aguas el pueblo 
valenciano desde los tiempos más remotos. No hay abogados, no hay 
documentos, ni larguísimos trámites burocráticos que retrasen lo que 
constituye un servicio esencial para la Comunidad de Regantes. El profesor 
Fairén (1975) ha identificado cuatro características que hacen de este 


Tribunal un ejemplo de eficacia de la administración de justicia: 
LA CONCENTRACIÓN, porque los síndicos tienen ante sí lo que podríamos denominar 
instrucción procesal del hecho para proceder judicialmente y resolver sin aplazamientos: está el 
Guarda o labrador perjudicado, está el acusado, ambos pueden exponer su caso y aportar pruebas y 
testigos. 
LA ORALIDAD, porque todo el juicio es oral, desde la denuncia, que presenta el Guarda o el 
denunciante, hasta la sentencia, también oral, pasando por la indagatoria, aclarando, explicando o 
justificando los hechos con la intervención del Presidente y síndicos que interrogan verbalmente a 
las partes. 
LA RAPIDEZ, quizá la característica que más ha influido en la pervivencia del Tribunal. Reunido 
todas las semanas una vez, trata las infracciones cometidas desde el jueves anterior; solo pueden 
demorarse los asuntos hasta 21 días como máximo, y ello, por incomparecencia de los 
denunciados. 
LA ECONOMÍA, ya que los juicios no ocasionan gasto alguno de tipo procesal; los Síndicos no 
perciben sueldo ni dieta alguna ya que el juzgar es una de sus obligaciones como síndicos de las 
acequias. El denunciado solo ha de abonar el importe de los gastos de desplazamiento de los 
guardas o Alguacil del Tribunal. No es un gasto procesal el pago de responsabilidades económicas 
por los daños que el denunciado haya ocasionado. 


En la actualidad, por diversas razones, el Tribunal ha ido perdiendo paulati- 
namente su importancia: la primera, que muchos agricultores sienten 
vergiienza de ser juzgados públicamente y las partes llegan a un acuerdo 
antes de exponerse al proceso judicial; la segunda, que gracias a la 
construcción de pantanos la distribución del agua se resuelve de una manera 
más fácil y hay menos infracciones; y la tercera, que la economía de la Vega 
no depende exclusivamente de la huerta y, en consecuencia, la superficie 
cultivada es menor (Escriche, 2015: 26). 

8. El caso de Ciudad del Vaticano 

El Estado Ciudad del Vaticano fue creado, en 1929, por el Tratado de Letrán, 
firmado por Benito Mussolini y el Cardenal Pietro Gasparri, bajo el papado 
de Pío XI. La Santa Sede es una monarquía absoluta teocrática y electiva que 
dirige su organización religiosa de ámbito mundial desde este pequeño 
enclave romano de tan solo 0,44 km”. A pesar de que esta Ciudad-Estado 
goza de pleno reconocimiento como Estado soberano y sujeto de Derecho 
Internacional, estamos ante una organización sui generis que no posee las 
características propias de un Estado-nación (Lottieri, 2005: 17). En primer 


lugar, no existe una nación vaticana o católica. La población del Vaticano no 
llega al millar de habitantes y se compone básicamente de religiosos y 
empleados a su servicio. El resto de católicos, dispersos por todo el mundo, 
son ciudadanos de otros Estados, por tanto, sobre ellos se superponen las 
jurisdicciones civil y religiosa. La nacionalidad vaticana es funcional, se 
obtiene y se pierde mediante libre consentimiento de cualquiera de las partes: 
Estado y ciudadano. Cualquier católico es libre de abandonar su afiliación 
religiosa. 

La Santa Sede ha externalizado su seguridad contratando a una élite de mer- 
cenarios extranjeros —la Guardia Suiza—: un reducido cuerpo que está al 
servicio del Papa desde 1509.*% La misión del Estado Vaticano, a diferencia 
del resto de Estados-nación, no es proteger la vida y hacienda de sus 
habitantes, sino servir como soporte físico e institucional a la acción pastoral 
y evangélica de la Iglesia católica. La Santa Sede se rige por una ley privada 
de carácter extraterritorial —el Código Canónico— cuya jurisdicción alcanza 
a Cualquier católico allá donde esté. El Papa, como máximo dirigente, no 
ejerce poder (macht, potestas), sino dominio (herrschaft, auctoritas), es 
decir, su autoridad es reconocida y obedecida por consentimiento. El castigo 
para los que infringen la ley es la excomunión o expulsión de la comunidad 
católica. Por último, el Estado Vaticano no exige tributos, pero 
indirectamente, a través de tratados bilaterales con los Estados-huésped, 
acepta transferencias de dinero procedente de la confiscación. 2 
9. La anarquía en la sociedad actual 
Los hablantes utilizan los términos «anarquía» y «anárquico» como 
sinónimos de caos, violencia y desorden; sin embargo, gran parte de las 
relaciones sociales e interpersonales se realizan en ausencia de gobierno y no 
por ello carecen de orden. En palabras de Bertrand de Jouvenel (2018: 404): 
«No es cierto que el orden de la sociedad deba ser obra exclusivamente del 
Poder. La parte principal de ese orden corre a cargo de las creencias y 
costumbres». Anarquía y orden social no son excluyentes. La libertad es 
generadora de instituciones cuyo logro genuino es el orden social. 

En primer lugar, la política internacional y las relaciones entre gobiernos, a 
pesar de que cada época alumbra hegemones, no está controlada por un 
gobierno mundial. Los conflictos entre los gobiernos se resuelven en anarquía 
y las disputas se dirimen mediante la diplomacia, los acuerdos, la integración 
en alianzas, la mediación, el arbitraje y, en última instancia, mediante la 


guerra. Según la tesis hobbesiana, en ausencia de un soberano mundial, los 
194 países que integran la comunidad internacional deberían estar guerreando 
«todos contra todos»; sin embargo, la guerra es un hecho marginal en el 
conjunto del planeta. 

Un segundo ejemplo de orden y anarquía es el Derecho Internacional 
Privado, cuyo origen fue la necesidad de establecer normas en las relaciones 
privadas internacionales, como la Lex Mercatoria internacional, anterior a la 
aparición del derecho mercantil en la Edad Media (Tovar, 2004: 158). 
Actualmente, la mayoría de conflictos mercantiles transnacionales son 
resueltos mediante árbitros privados cuyo trabajo no está vinculado a una Lex 
Fori. Las partes de un conflicto tienen libertad para designar un árbitro y para 
elegir las normas de Derecho que se aplicarán durante el litigio. Esta última 
elección no es arbitraria ya que las partes están obligadas por las prácticas 
establecidas y por los usos conocidos, regularmente aceptados en el tráfico 
mercantil concernido. A su vez, los árbitros están obligados a enjuiciar el 
caso según las normas de Derecho elegidas por sus clientes, pero si estos no 
determinaran fuero alguno, el árbitro tiene libertad para elegir las fuentes del 
derecho que serán de aplicación. El Derecho Internacional es un vivo ejemplo 
de cómo la ley y la justicia funcionan en libre competencia siguiendo los usos 
y costumbres del comercio. 

En tercer lugar, tenemos la informalidad, la economía «sumergida» y los 
mercados «negros»: órdenes sociales que funcionan en anarquía porque son 
preferibles al costoso orden estatal. Según Ghersi (2005), los consumidores 
se acogen, en cada caso, a la ley positiva o a la costumbre según un balance 
subjetivo de costes y beneficios. Si cumplir la ley resulta más costoso que no 
cumplirla, las personas optarán por lo segundo. A medida que aumenta la 
regulación, se vuelve más costoso cumplir la ley y es mayor el incentivo para 
abandonarla y sustituirla por la costumbre. La alegalidad de estos órdenes no 
implica ausencia de normas, sino la elección de otro tipo de normas — 
consuetudinarias— económicamente más ventajosas. 

En cuarto lugar, está la ciencia, institución evolutiva cuyo fin es la 
búsqueda de la verdad científica. La ciencia constituye un orden 
policéntrico y descentralizado, no está sometida a ninguna autoridad mundial 
y, a este nivel, funciona en anarquía. Incluso en el sector público, donde se 
financia gran parte del trabajo, los investigadores y científicos no se someten 
dócilmente a los dictados del Poder: «La ciencia moderma es el resultado de 


una rebelión contra toda autoridad» (Polanyi, 2009: 32). Aun así, la ciencia 
no está libre de intentos de ser instrumentalizada al servicio de otros fines y a 
medida que queda contaminada por la política, la ideología o la metafísica, 
sus logros disminuyen progresivamente hasta su total desaparición. El 
famoso caso del ingeniero agrónomo Lysenko, en la Unión Soviética de 
Stalin, es un buen ejemplo de perversión de la ciencia y de cómo todo intento 
de subordinar esta a la política está condenado al fracaso. La ciencia es una 
actividad sumamente creativa que requiere amplias dosis de libertad para 
elegir los problemas que deben ser abordados en cada momento, según el 
propio criterio de los científicos (Kuhn, 2006: 108). Todo intento de 
planificar la ciencia, fijando a los científicos logros concretos, conduce 
habitualmente al fracaso. No es posible fijar plazos temporales para la 
obtención de resultados a quienes tienen que resolver enigmas que nunca 
antes han sido resueltos por hombre alguno. La anarquía de la ciencia 
también se manifiesta en la ausencia de coordinación del trabajo científico 
por una autoridad superior, cuestión que provoca redundancias. Este hecho, 
lejos de ser un inconveniente, es un requerimiento del avance científico ya 
que la aceptación de una teoría depende del consenso de muchas personas 
que investigan a la vez un mismo problema (Bastos, 2013). La ciencia no está 
sujeta a una autoridad política, sino que opera mediante tradiciones y 
consensos que le son propios y que solo a los científicos compete establecer. 
El orden de la ciencia es interno y se genera dentro de un amplio sistema de 
cooperación social que constituye la comunidad científica. Cuando 
afirmamos que la ciencia funciona en anarquía no queremos decir que no 
existan organizaciones, reglas y procedimientos que ordenen la actividad 
científica, lo que decimos es que ese orden es espontáneo y no obedece a una 
planificación deliberada. 
10. Caracterización 
Hemos intentado ilustrar nuestra hipótesis de que los órdenes sociales libres y 
descentralizados han existido durante dilatados periodos históricos (Irlanda e 
Islandia) y que en la actualidad existen algunos grupos sociales —amish, 
somalíes, gitanos y comunidades mejicanas— cuyo tamaño no es depreciable 
y que viven en anarquía o semianarquía. Estas son algunas de sus 
características: 
a) Heterogeneidad. Las formas de organización social de cada grupo son 
diversas entre sí. Unos grupos son nómadas y otros sedentarios, unos 


cristianos y otros musulmanes; sin embargo, hay otros patrones intra-grupo 
que se comparten. 

b) Gradualidad. La anarquía, como orden social espontáneo, es un fenómeno 
gradual, que se manifiesta con diferente intensidad en cada caso. 

c) Homogeneidad. Cada grupo posee una elevada homogeneidad étnica y la 
mayoría de sus miembros comparte la misma religión. 

d) Tribalismo. A excepción del caso mejicano, el resto de grupos sociales 
presenta rasgos propios de sociedades primitivas, tribales y colectivistas. 

e) Familia. En todos los casos, se aprecian vínculos familiares robustos. La 
familia sostiene los sistemas de previsión social, mutualismo, res- 
ponsabilidad civil y defensa. 

f) Sencillez legal y judicial. Tener un sistema legal consuetudinario repercute 
en que la obtención de la justicia sea sencilla, rápida y barata. 

g) Cohesión interna. Las cuatro características anteriores crean una fuerte 
cohesión interna en el grupo social; sin embargo, esta también puede ser 
origen de confrontaciones externas con otros grupos sociales; esto es 
especialmente acusado en el caso de los gitanos. 

II. EL ANARCOCAPITALISMO: UNA CARACTERIZACIÓN 

Antes de proceder con nuestro análisis prospectivo para ver si una sociedad 

laissez-faire es o no factible, debemos hacer otra especulación previa: 

caracterizar tentativamente cómo sería una sociedad anarcocapitalista 
moderna, de cierto tamaño y cuyo funcionamiento fuera compatible con los 
criterios de estabilidad, seguridad, justicia y progreso. Han existido y existen 
sociedades no estatales, pero no existe un solo caso de anarquía en una 
sociedad moderna. Los menonitas o amish, por ejemplo, constituyen 
pequeñas sociedades cerradas de corte colectivista. Los clanes somalíes son 
grandes (pueden albergar a más de un millón de miembros), pero su forma de 
vida es pastoril y poco desarrollada. Las tribus que habitan las zonas 

montañosas, selváticas, árticas y desérticas son, a la vez, primitivas y 

pequeñas. Los gitanos viven en clanes familiares y sus condiciones so- 

cioeconómicas son, generalmente, precarias. En resumen, no existe ac- 

tualmente ninguna sociedad anarquista que sea, a la vez, próspera, abierta y 

de tamaño considerable. Por tanto, debemos primero especular cómo sería 

este tipo de sociedad. 

1. Comunidades de propietarios, barrios y municipios 

La forma más sencilla de visualizar una sociedad anarcocapitalista es 


partiendo de algo muy cercano: una comunidad de propietarios, que podemos 
considerarla el embrión de una sociedad laissez-faire. En la comunidad una 
parte de la propiedad es privativa y otra es comunal, siendo privada el 100% 
de la propiedad. Actualmente, la Ley de Propiedad Horizontal y los estatutos 
regulan la convivencia entre los vecinos. Cada comunidad dispone de 
órganos de gobierno: junta de propietarios, presidente, secretario y 
administrador. Esta estructura no es relevante, lo significativo es que este 
«gobierno» es muy distinto de los «gobiernos» políticos. El presidente y el 
secretario son meros administradores de lo común, carecen de poder para 
imponer unilateralmente decisiones y pueden ser removidos de sus cargos en 
cualquier momento mediante acuerdo de la Junta. Una comunidad de 
propietarios es lo más parecido al ideal hayekiano de gobierno estrictamente 
limitado (Hayek, 2014: 403): 


Dado que no se puede vincular al gobierno, en el ejercicio de sus funciones, a normas demasiado 
precisas, cabalmente por ello se deberían limitar siempre sus poderes en su extensión y finalidad, y 
sobre todo se le debería confinar a la administración de un conjunto bien circunscrito de recursos 
materiales. 


Para construir nuestra anarquía de mercado agregamos comunidades de 
propietarios de tal forma que lo que ahora son espacios públicos —calles, 
jardines, plazas y parques— pasan a ser elementos comunes de la 
mancomunidad o barrio. Para formar un barrio privado reproducimos el 
modelo a otra escala superior: su presidente es elegido por los presidentes de 
cada comunidad (edificios) y los propietarios de casas unifamiliares. También 
podemos suponer que existe un sistema de coeficientes similar al establecido 
para la propiedad horizontal, de tal manera que puedan establecerse mayorías 
para la toma de decisiones. Las mayorías requeridas en cada votación 
pueden ser diferentes de una comunidad a otra y dentro de una misma 
comunidad, en función de los asuntos tratados. Antes de adquirir una 
propiedad deben tenerse en cuenta los estatutos y normas de régimen interior 
porque puede haber singularidades y especificidades y cada comunidad es 
soberana en este sentido. 

De igual forma que la comunidad de un edificio contrata los servicios 
comunes —administración de fincas, suministros de gas, agua y luz; limpieza 
y mantenimiento de escaleras, jardines y ascensores, cámaras de seguridad, 
seguro del inmueble— el administrador del barrio contrata los necesarios 
para el mantenimiento de calles, parques y otras zonas comunes: alumbrado 
público, señalética, semáforos, recogida de basuras, seguridad, mobiliario 


urbano, etc. Todos estos suministros y servicios pueden contratarse a nivel 
doméstico, comunitario, de barrio o municipal, según cada caso, en un 
mercado completamente libre. 

Podemos seguir escalando el ejemplo hasta un tercer nivel de distrito y un 
cuarto nivel municipal, pero en aras de la brevedad prescindiremos del nivel 
de distrito. El municipio posee un estatuto. Los presidentes de todos los 
barrios de la ciudad eligen a uno de entre ellos para el puesto de «alcalde» 
que, a diferencia de los actuales, no puede exigir tributos, ni otorgarse a sí 
mismo un aumento de salario, ni contratar «asesores», ni cambiar los 
nombres de las calles, etc. Este nuevo «alcalde», al igual que el presidente de 
una comunidad, no tiene salario, ni funcionarios a su servicio, ni coche 
oficial; su única retribución es el honor del cargo que ostenta, estamos ante 
un genuino «servidor público». Las decisiones que afecten al uso de las calles 
(fiestas, manifestaciones, eventos) son potestad de los propietarios; por 
ejemplo, la organización de una procesión religiosa deberá contar con la 
autorización de las distintas comunidades de barrios por donde discurre y el 
alcalde, en su caso, destinará las unidades de policía para atender al orden y 
la seguridad. La capacidad de otorgar permisos para desarrollar actividades 
económicas (o de otro tipo) en los espacios comunes recae en las juntas de 
propietarios de cada nivel. Así como los estatutos de un edificio prohíbe que 
en las viviendas se instalen negocios (médicos, abogados) el estatuto de un 
barrio podría excluir gasolineras o discotecas. Las viviendas unifamiliares no 
integradas en comunidades de propietarios tienen libertad de asignar los usos 
siempre y cuando no ocasionen perjuicios a terceros. En caso de conflicto, 
serán jueces privados quienes determinen cuál de los litigantes tiene «mejor 
derecho». La junta de barrio establecerá normas para la utilización de las 
Calles, plazas, parques y resto de zonas comunes. Todos los monopolios — 
policía, bomberos, recogida de basuras— podrán ser ofrecidos ahora en 
régimen de libre competencia. El suministro de agua potable y saneamiento 
podrán ser contratados a nivel individual o comunitario. Cuando un barrio o 
un municipio necesite acometer una obra civil de cierta envergadura, las 
respectivas juntas de propietarios, previa deliberación, aprueban o rechazan la 
propuesta. Supongamos que una empresa desea instalar un tranvía en una 
zona metropolitana, los propietarios de las calles —-las zonas comunes de 
cada barrio— deberán autorizar y, en su caso, negociar con la empresa de 
transporte, las condiciones de ejecución de la obra y las compensaciones 


económicas a que hubiera lugar. Si no hubiera acuerdo, el promotor del 
tranvía deberá modificar el trazado y volver a negociar con otros propietarios 
y así sucesivamente hasta completar el proyecto o, en su caso, abandonarlo. 
Toda obra civil, de este modo, queda sometida a los procesos de mercado y 
nunca a la arbitraria expropiación de unos pocos particulares en aras del 
«interés general». Determinadas obras que requieran urgencia podrán 
ejecutarse de igual forma que se actúa ante la rotura de una cañería en un 
edificio, solo que a otra escala. Los gastos extraordinarios deberán aprobarse 
como si de una «derrama» se tratase. Si en la toma de decisiones se aplica la 
regla de la mayoría, es inevitable que el resultado agrade a unos y disguste a 
otros; estos últimos deberán aceptar los costes o abandonar la comunidad en 
busca de otra más acorde a sus preferencias. Paulatinamente, se irán 
conformando barrios cuyos residentes presentan una cierta homogeneidad; 
unos serán más seguros o limpios que otros de tal forma que la propiedad se 
irá apreciando en unos sitios y depreciando en otros. Es posible que 
aparezcan barrios marginales dentro de zonas prósperas, tal y como ahora 
observamos en nuestras ciudades. 

Como hemos podido ver a lo largo de la exposición, más que ante un 
«gobierno» municipal estamos ante una «administración» de espacios 
urbanos de titularidad privada. Las funciones del presidente de cada nivel 
(comunidad, barrio y municipio) son de representación y gestión de los 
servicios comunes. Cada propietario individual paga una cuota periódica por 
los servicios comunes de cada uno de los tres niveles administrativos. Cabe la 
posibilidad de que un determinado propietario individual, comunidad o 
barrio, por ser autosuficiente, no desee integrarse en los niveles superiores de 
igual forma que el propietario de un chalé no se integra en ninguna 
comunidad de vecinos. La propiedad puede concentrarse de tal forma que una 
O pocas personas posean comunidades, barrios, municipios o incluso ciudades 
enteras. Las comunidades pueden ser heterogéneas u homogéneas en función 
de criterios diversos: filosóficos, religiosos, étnicos, raciales, lingúísticos, 
económicos o psicográficos.*% 

2. Ley y Justicia 

Tradicionalmente, las sociedades no estatales se han caracterizado, tanto en el 
pasado como en la actualidad, por disponer de sistemas legales 
consuetudinarios. Cualquier sociedad anarcocapitalista se inscribe en un 
tiempo y lugar sociológico que determina las leyes que son admitidas por sus 


miembros. En nuestro modelo de agregación de comunidades de propietarios 
una parte de los códigos civiles y penales actuales seguirá en vigor. Los 
delitos comunes (homicidio, violación, robo, fraude) seguirán estando 
tipificados por las leyes y perseguidos por instituciones de justicia privada 
que podrán funcionar según criterios de territorialidad o de foralidad. De 
igual forma que un turista que viola la ley del país que visita es sometido a su 
justicia, una persona que transita por un barrio o una ciudad queda sometida a 
su jurisdicción. Una persona que circula por un territorio laissez-faire puede 
estar sometida, sucesivamente, a distintos sistemas legales sin que por ello 
exista un problema de inseguridad jurídica para los transeúntes. De igual 
modo que las comunidades de propietarios dictan normas específicas para su 
recinto, los barrios, municipios y ciudades dictan las suyas para sus espacios 
comunes: Calles, plazas, parques, etc. Las leyes privadas incluyen la 
posibilidad de excluir del territorio a determinado tipo de personas, tal y 
como sucedía en Europa y EE.UU. hasta bien entrado el siglo xix (Hoppe, 
2004: 208): 
(...) a la colocación de señales que avisen sobre los requisitos que se exigen para poder entrar en la 
ciudad, así como, una vez dentro, penetrar en ciertas propiedades (exclusión de mendigos y vagos, 
pero también de musulmanes, hindúes, judíos y católicos, etc.); a la expulsión de los intrusos que 
no cumplan las condiciones de entrada. 

En una ciudad privada los propietarios pueden legítimamente discriminar a 
individuos que no sean de su agrado; por ejemplo, una comunidad que se 
sienta amenazada por el terrorismo islámico tiene la facultad de prohibir la 
entrada a todo musulmán que no sea propietario o que no venga acompañado 
de un propietario. Así pues, pueden existir barrios «laicos», no adscritos a 
leyes religiosas, donde el código de conducta sea más laxo y habrá otros 
barrios (musulmanes, judíos o cristianos) donde las normas pueden derivar de 
códigos y preceptos religiosos. Las normas de aplicación pueden ser 
negativas: prohibiciones y restricciones, y positivas: requisitos y 
servidumbres. Las normas de circulación de una carretera o red de carreteras 
son dictadas por sus propietarios y obligan por igual a todos los conductores 
que transitan por ella; la exigencia de que los vehículos pasen una inspección 
técnica (ITV) o dispongan de seguro de accidentes será potestativa del 
propietario de la vía. Otras normas, como las relativas a la vestimenta, 
también podrían ser negativas o positivas. Cada ciudad, barrio o municipio 
puede fijar sus propias normas de convivencia de tal manera que estas pueden 


ser específicas de ámbitos reducidos y más generales a medida que el ámbito 
territorial aumenta de tamaño; en caso contrario, aparecerán conflictos 
sociales (Hayek, 2014: 383): 
Los conflictos solo pueden evitarse mediante el acuerdo sobre normas generales, mientras que, si 
se exige el acuerdo sobre muchos casos particulares, los conflictos serán irreconciliables. 

Un verdadero acuerdo general, o incluso un verdadero acuerdo de mayoría, rara vez se extenderá 
más allá de algunos principios generales y solo pueden mantenerse sobre medidas particulares que 
pueden ser conocidas por la mayoría de sus miembros. 

La opinión de que una sociedad laissez-faire es peligrosa por la ausencia de 
normas carece de justificación; más bien, es plausible la aparición de una 
multitud de normas en competencia que obedecen a las preferencias de los 
consumidores. Habrá muchas normas parecidas a las actuales pero los 
controles sobre la conducta podrán ir desde la máxima rigidez hasta la 
máxima laxitud, tal y como sucede con los clubes privados. La generalidad o 
universalidad de las normas de recta conducta permite a las personas transitar 
libremente por cualquier territorio sin necesidad de conocer los estatutos 
particulares de cada ciudad de la misma forma que hoy en día millones de 
turistas visitan países en todo el mundo sin necesidad de conocer sus leyes. 
La norma básica por excelencia es el respeto a la propiedad privada, pero 
también existen máximas —«allá donde fueres, haz lo que vieres»— que 
constituyen guías prácticas de comportamiento. La comunidad internacional, 
recordemos, funciona en anarquía puesto que no hay un gobierno mundial 
que imponga una ley universal. 

Otras normas no son territoriales, sino de la adscripción personal del 
individuo a un determinado sistema legal o fuero. Así, una misma acción u 
omisión puede tener diferente calificación jurídica en función del sujeto 
actuante; hoy en día, por ejemplo, el código penal militar es más severo que 
el civil. Los conflictos que surgen entre individuos adscritos a un mismo 
fuero se dirimen con arreglo a él y si poseen distintos fueros, la praxis 
jurídica, de forma evolutiva, irá determinando qué jurisdicción es aplicable en 
cada caso. Una norma elemental de recto comportamiento es que cualquier no 
propietario está obligado a cumplir las normas dispuestas por los propietarios, 
dentro de los límites geográficos de su comunidad, barrio o ciudad. En un 
lugar, tal vez, se permita la tenencia de armas de fuego y en otros no. La ley 
puede estar sujeta a discontinuidad geográfica y temporal; por ejemplo, el 
Ramadán y la Semana Santa establecen preceptos que deben cumplirse 


únicamente en fechas señaladas. Los preceptos religiosos pueden ser meras 
orientaciones morales de conducta o estar incorporados a los códigos civiles 
y penales. 

Con respecto a la justicia, existen jueces privados y agencias de justicia en 
libre competencia que proporcionan todo tipo de servicios legales: seguros, 
mediación, arbitraje, notaría, registros civiles, etc. La formación del Derecho 
opera de forma consuetudinaria y evolutiva, tal y como sucedía con el 
Derecho romano de los jurisconsultos y con el Derecho judiciario del 
Common Law. Como afirma Bruno Leoni (2011: 41): 


Si no me equivoco, hay más que una simple analogía entre la economía de mercado y un sistema 
jurídico basado en los jueces y abogados, de la misma manera que hay mucho más que una 
analogía entre una economía planificada y la legislación. 

La aparición de nuevas normas de conducta de obligado cumplimiento, así 
como su régimen sancionador compete a cada comunidad de propietarios. 
Supongamos que una comunidad sanciona con multa de 100 € el acto de 
arrojar un chicle al suelo. El vecino A (observador) puede denunciar al 
vecino B (infractor) ante el presidente de la comunidad: si B reconoce la falta 
y paga la multa, asunto resuelto; pero si B niega los hechos no se le puede 
sancionar sin pruebas; si el chicle permaneciera en el suelo y fuera posible 
hacer una prueba de ADN, en su caso, B podría ser sancionado por la falta y 
además deberá sufragar todas las costas del proceso. Supongamos que, tras el 
fallo, B debe pagar 200 €: 100 € a la comunidad de vecinos por la multa y 
otros 100 € al juez por sus servicios. Si B se negara a pagar de forma 
voluntaria el juez ordenará el embargo de sus bienes. Los agentes de los 
acreedores, orden judicial en mano, irrumpirán en el domicilio de B y 
requisarán los bienes necesarios sin que su empresa de seguridad esté 
obligada a defenderle. Además, un fallo condenatorio podría elevar el precio 
de la prima del seguro de protección que paga B o incluso su rescisión por 
parte del proveedor. Estar sin cobertura legal y de seguridad sitúa al residente 
de una sociedad laissez-faire en la condición de paria. 

Cuando surge un conflicto entre clientes de la misma agencia de seguridad, 
esta resuelve directamente la disputa. Si los clientes son de agencias distintas, 
estas se ponen en contacto y acuerdan una solución según los usos del 
Derecho. También es plausible que exista, al menos, una instancia superior a 
la que sea posible apelar en alzada. La competencia entre agencias hará que 
los mejores proveedores crezcan y los peores desaparezcan, pudiendo los 


primeros aprovecharse de las economías de escala que proporciona su mayor 

tamaño. Alguien podría pensar que una sociedad con leyes privadas en 

competencia tendría una alta tasa de litigiosidad, sin embargo, Benson (2000) 

ha probado lo contrario. 

Hagamos una breve digresión para analizar el caso de los garajes, espacios 
privados donde la policía local no posee jurisdicción. Los garajes poseen 
normas privadas de circulación, en ocasiones, surgen conflictos entre los 
vecinos: una plaza puede ser ocupada indebidamente, un vehículo puede estar 
mal aparcado, etc. Habitualmente, estos problemas se resuelven de forma 
amistosa entre las partes; otras veces, el perjudicado pide la intervención del 
presidente de la comunidad, cuya mediación basta para resolver el problema. 
Independientemente de lo anterior, el mercado ofrece bienes —conos, 
señales, cepos, vallas— que reducen estos conflictos. Solo en muy contadas 
ocasiones, la parte perjudicada acude a la justicia ordinaria. 

Veamos ahora un supuesto de resolución de conflicto en un escenario 
laissez-faire; por ejemplo: «Repsol intenta hacer prospecciones petrolíferas 
marítimas en Canarias». Supongamos que la isla de Lanzarote disfruta de un 
orden social anarcocapitalista. Las distintas comunidades insulares han 
constituido un órgano de administración —Cabildo— que tiene, entre otras 
funciones, la representación externa de los residentes. Suponemos que el 
océano no ha sido privatizado y que rige el principio jurídico de primera 
apropiación de los recursos naturales (seasteading). La compañía Repsol 
inicia las prospecciones a 50 km. al este del litoral lanzaroteño para 
determinar si hay o no recursos aprovechables; en esta etapa, un eventual 
vertido causaría daños al ecosistema marino, recursos pesqueros, 
contaminación de las playas, expulsión del turismo en la zona, etc. Los 
acontecimientos podrían seguir esta secuencia: 

a) El Cabildo, sea por comunicación directa de Repsol, por fuentes abiertas 
(prensa, radio, TV) o por información de su agencia de seguridad tiene 
conocimiento de los planes de Repsol. 

b) El Cabildo pregunta a Repsol si dispone de planes de contingencia y si ha 
suscrito algún seguro de responsabilidad civil ante posibles vertidos; en 
caso negativo, se le invita a que lo haga y que lo remita para su estudio. Los 
propietarios exigen la paralización de todas las operaciones hasta que se 
analicen los riesgos y las posibles externalidades. 

Cc) El Cabildo, simultáneamente, encomienda a su proveedor de seguridad que 


envíe medios marítimos a la zona de los trabajos para obtener información 

directa sobre las operaciones. 

d) En estos momentos, cabe la posibilidad de que el Cabildo contrate a un 
asesor en derecho marítimo. Toda la información del caso podría ser 
publicada para conocimiento de propietarios, empresas, inversores, turistas, 
etc. 

e) Si las partes llegan a un acuerdo, este contemplará la aceptación de ciertos 
riesgos, los planes de contingencia ante vertidos (y otros siniestros) y una 
cláusula de indemnización por daños a los propietarios. 

f) Se comienza a extraer crudo y a medida que nuevas plataformas se van 
instalando el Cabildo requiere la actualización de los planes de contingencia 
y las pólizas de seguro. 

g) Si no hay acuerdo, o habiéndolo fuera incumplido, las partes pueden 
someterse a un arbitraje o iniciar un proceso judicial privado. 

h) Si el tribunal fallara a favor de Repsol, la compañía podrá continuar sus 
operaciones sin interferencia del Cabildo y cualquier acción armada de este 
sería considerada ilegal por lo que Repsol podría, a su vez, defenderse 
utilizando su agencia privada de seguridad. 

i) Si el fallo fuera favorable al Cabildo, Repsol deberá interrumpir las 
operaciones y, de no hacerlo, el Cabildo podrá hacer uso de sus medios de 
defensa y seguridad contra la compañía petrolífera. Las empresas de 
seguridad no están obligadas a defender a sus clientes si el fallo judicial es 
contrario a sus pretensiones. 

j) El empleo de la fuerza por parte del Cabildo incluiría, entre otras me- 
didas: Y! 

(1) Interrumpir, por la fuerza, las operaciones de Repsol en el mar. 

(2) Difusión a nivel general (medios de comunicación de masas) y a todos 
los afectados (agencias de defensa y seguridad, compañías de seguros, 
propietarios de Lanzarote, accionistas y empleados de Repsol)** de que 
la actividad de Repsol ha sido declarada ilegal. 

(3) Identificar, localizar y detener a los responsables de Repsol con medios 
propios y/o con la participación de «cazadores de recompensas». La lista 
de personas buscadas por la justicia, ordenadas en función de su mayor o 
menor responsabilidad, será difundida, siendo los accionistas de la 
empresa los responsables últimos de pagar las indemnizaciones. 

(4) Solicitud de embargo de cuentas corrientes y otros activos de Repsol, de 


sus accionistas y de los empleados que participan directamente en las 
operaciones, caso de ser identificados. 

Si los proveedores de defensa y seguridad del Cabildo de Lanzarote fallaran 
en sus cometidos, el Cabildo podrá, en su caso, rescindir el contrato y buscar 
otra agencia de defensa y seguridad. Si en lugar de una compañía privada, el 
agresor fuera un Estado-nación, la comunidad anarcocapitalista se defiende 
de igual modo, con la diferencia de que la escala es mayor. La 
responsabilidad de los agresores no se diluye en el Estado ni en las fuerzas 
armadas, nadie puede escudarse tras la masa, la jerarquía o el principio de 
«obediencia debida». 

3. Seguridad policial 

Los consumidores —individuos, familias y organizaciones— pueden 
contratar seguros policiales de igual forma que contratan seguros médicos, de 
hogar o de automóvil. En caso de necesitar protección, el cliente llama a su 
proveedor de seguridad que actuará según las condiciones estipuladas en el 
contrato, respetando en todo caso las leyes que son de aplicación por razón 
del territorio o del fuero personal del cliente. En nuestro modelo 
anarcocapitalista, la seguridad de las zonas comunes —calles, plazas, parques 
— puede ser contratada por las comunidades de propietarios y por los 
agregados (mancomunidad, barrio, municipio) que hemos descrito. Las 
distintas agencias de seguridad podrán establecer sistemas de coordinación 
(agentes de enlace, códigos, procedimientos, comunicaciones compatibles) 
para evitar daños no intencionados y cooperar en la prevención y represión de 
la criminalidad. Los estándares de seguridad contratados por los clientes —el 
consumo— se ajustarán a sus necesidades, preferencias y capacidad 
económica; así, unos clientes estarán más protegidos que otros: por ejemplo, 
una comunidad de vecinos contrata un circuito cerrado de televisión (CCTV), 
un barrio contrata una patrulla de policía con vehículo y un municipio 
contrata agentes de tráfico. Los consumidores que poseen armas de fuego y 
son diestros en su utilización pueden optar por la autoprotección y contratar 
exclusivamente los servicios de asistencia legal y judicial. La eficiencia de un 
sistema de libre mercado hará que muchos «crímenes sin víctimas» dejen de 
ser perseguidos al carecer de interés para la mayoría de consumidores; 
quienes deseen perseguir el comercio de drogas, la prostitución o el juego, 
deberán sufragarlo con su propio dinero. 

4. Defensa militar 


En lo referente a la defensa militar, con toda seguridad, los costosos sistemas 
de armas estatales —nucleares y convencionales (portaaviones, submarinos, 
carros de combate, vehículos acorazados y mecanizados, misiles balísticos) — 
no serán demandados por los consumidores de una sociedad 
anarcocapitalista; estas armas no son útiles para una sociedad que, por 
definición, es militarmente aislacionista. Un mercado compuesto por 
pequeños propietarios y empresas demandará, probablemente otro tipo de 
armas: ligeras, individuales, precisas y baratas, cuya finalidad sea 
estrictamente defensiva. No podemos descartar la aparición de agencias 
privadas de inteligencia cuya finalidad sea detectar posibles amenazas de 
grupos criminales de cierta entidad o de Estados-nación. Como afirma 
Clausewitz (1980: 32): «La guerra no surge repentinamente; su expansión no 
es obra de un momento»; todo atacante necesita planificar deliberadamente la 
guerra de conquista mediante la acumulación de medios y otros preparativos 
que no pueden ocultarse fácilmente. Para el defensor es de vital importancia 
anticipar cualquier agresión militar y reaccionar rápidamente adoptando los 
planes de contingencia para la defensa. Si la voluntad de lucha es clara, es 
posible que el agresor evalúe los potenciales costes de su agresión e incluso 
renuncie a sus planes de conquista. 

Los ejércitos privados, caso de existir, serán de reducido tamaño, dotados 
de vehículos ligeros y armas portátiles; pueden estar concentrados en 
instalaciones propias o desplegados en las de sus clientes: complejos 
industriales, puertos, aeropuertos, etc. Cabe la posibilidad de que existan 
unidades de intervención rápida situadas a mayor distancia, dotadas de 
medios aéreos y con un elevado grado de alistamiento.4 ¿Será necesario 
contratar los servicios de una agencia militar a nivel comunidad, barrio o 
ciudad? Todo dependerá de los propietarios, ellos son los que disponen de la 
información más precisa para tomar una decisión, pero creemos improbable 
que el propietario de un chalé o una comunidad de vecinos asuma de forma 
privada tales costes. Lo más plausible es que este tipo de servicios esté 
mancomunado en los niveles más elevados de la organización social: 
ciudades, o bien formando alianzas defensivas como sucedió en la Edad 
Media con la Liga Hanseática. 

La protección de una sociedad anarcocapitalista, aparentemente, pudiera 
parecer insuficiente frente a la agresión de un Estado-nación. Esta 
contingencia también será atendida por el mercado, que ofrecerá servicios de 


inteligencia militar. Pero imaginemos que un ejército convencional ocupara 
por sorpresa una ciudad libre. Los primeros objetivos militares serían las 
empresas privadas de seguridad (instalaciones y agentes), la sede del órgano 
de administración y las empresas de comunicación pública (TV, radio, 
prensa); esto sería relativamente fácil para el atacante, pero someter a toda la 
población es «harina de otro costal». Es probable que los soldados invasores 
se vieran inmersos en una guerra irregular, teniendo que enfrentarse a 
ciudadanos que disponen de una gran variedad de armas y sistemas 
defensivos que ahora ni siquiera podemos imaginar; por ejemplo, la aparición 
de los drones abre numerosas posibilidades para la defensa a distancia y a 
bajo coste. Los atacantes visten uniforme y están claramente identificados, 
mientras que los defensores son indistinguibles del resto de la población. Los 
miembros del gobierno y/o parlamento del Estado atacante y los máximos 
responsables militares, identificados con nombres y apellidos, serán 
denunciados ante un tribunal privado y juzgados (con toda probabilidad) en 
rebeldía. Cualquier empresa o individuo agredido, a través de sus agencias de 
seguridad o por sus propios medios, puede ejercer legítima represalia sobre 
los agresores que hayan sido identificados y condenados; esto último incluye 
la acción de cazadores de recompensas. 

5. Prosperidad económica 

En una sociedad anarcocapitalista todos los bienes económicos, sin 
excepción, son producidos y consumidos en régimen de libre competencia. 
La correlación existente libertad y prosperidad es clara: los países con mayor 
libertad económica en el mundo son también los más prósperos.** Poseemos 
razones fundadas para pensar que una sociedad laissez-faire será mucho más 
próspera que una estatal. 

Actualmente, los gobiernos de las naciones más desarrolladas del mundo 
consumen una porción considerable de la riqueza generada por sus 
ciudadanos. El tamaño del sector público, en los últimos cien años, no ha 
hecho otra cosa que crecer, representando aproximadamente el 50% del PIB. 
En 2014, los ingresos fiscales de los países de la OCDE se elevaron hasta 
34,4%, oscilando desde el 19,5% de Méjico hasta el 50,9% de Dinamarca.*5 
Europa es el continente con mayor presión fiscal: Francia 45,2%, Bélgica 
44,7%, Finlandia 43,9%, Italia 43,6%, Austria 43%, Suecia 42,7%, Noruega 
39,1%, Islandia 38,7%, Hungría 38,5%, Luxemburgo 37,8%, Países Bajos 
36,7%, Eslovenia 36,6%, Alemania 36,1% y España 33,2%; solamente 


Irlanda (29,9%), Turquía (27,5%) y Suiza (26,6%) tienen tasas fiscales algo 
inferiores al 30%. ¿A dónde queremos llegar con estas cifras? Pretendemos 
hacer ver que una sociedad laissez-faire liberaría una gran cantidad de 
recursos que ahora están del lado del gasto público** y que pasarían del lado 
del consumo, ahorro (aumento de saldos en efectivo) e inversión en bienes de 
capital; en definitiva: un aumento de la riqueza vía incremento de la tasa de 
capitalización. La mayor competencia en todos los sectores y la eliminación 
de intermediarios onerosos incrementará la renta disponible de los 
consumidores; además, la conexión nítida entre gasto y consumo mejora la 
eficiencia económica: por ejemplo, las primas de los seguros médicos 
variarán en función del perfil de cada cliente minorando las externalidades 
negativas de la sanidad estatal. 

En segundo lugar, los funcionarios, muchos de ellos cualificados, 
abandonarán el sector público para incorporarse a la economía productiva, 
potenciando así el «desalojo economizador» (Hutt, 2016: 28): 

Este proceso es la fuerza dinámica más progresiva de la actividad económica, porque, al liberar a 


una parte de la mano de obra y de los activos dedicados a determinados puestos y sectores, los deja 
disponibles para la producción de más renta real. 


Estos trabajadores podrán participar en la producción de nuevos productos 
y servicios que son demandados por los consumidores y que todavía no han 
sido producidos por la escasez de mano de obra y capital. Los militares, 
policías, médicos, profesores, jueces, etc., que servían como funcionarios del 
Estado, podrán ofrecer ahora sus servicios en el mercado. El ajuste que 
supone la eliminación del sector público, sin duda, doloroso para muchos 
funcionarios que deben ser reubicados, producirá un aumento considerable de 
la división del trabajo en amplitud y profundidad. 

El tercer motivo de una mejora económica es que se introduce la 
competencia en los sectores antes monopolizados por el Estado. Las 
empresas de defensa y seguridad podrán establecerse libremente en el 
territorio y solo asumirán los costes operativos necesarios: instalaciones, 
personal, equipo y entrenamiento. Como afirma Hoppe (2004: 339): «Los 
gobiernos, como monopolios de la coacción financiados con impuestos, son 
de suyo derrochadores e ineficientes en cualquier empresa que acometan». 

Por último, quedaría por resolver el problema de la pobreza. Una sociedad 
libre es incompatible con cualquier forma de redistribución forzosa de la 


riqueza; por tanto, cualquier tipo de asistencia también deberá ser atendida de 
forma privada mediante mecanismos no coactivos. La principal forma de 
reducir el riesgo inherente en la vida y atender al posible infortunio lo 
constituyen las mutualidades, las instituciones de previsión y los seguros. 
Todo esto sin perjuicio de que quienes por motivos filosóficos, ideológicos o 
religiosos se sientan en la obligación moral de ayudar a los demás, 
libremente, asignen parte de sus bienes a fines benéficos. Cuanta más riqueza 
produce una sociedad, mayores son las posibilidades existentes para los 
necesitados. 

La hipótesis de que una sociedad libre sea más próspera que una sociedad 
estatal, a su vez, nos abre dos líneas de análisis. La primera es que una 
sociedad libre se convierte, eventualmente, en un objetivo codiciado por 
quienes desean apropiarse ilícitamente de la riqueza ajena; según Hoppe 
(2004: 329): «Permaneciendo todo lo demás igual, los lugares y objetos más 
valorados tendrán más posibilidades de sufrir una invasión». La segunda 
opera en sentido contrario: una sociedad más rica también puede dedicar 
mayores recursos económicos a su protección. La guerra es una actividad 
costosa e intensiva en capital y las sociedades ricas, aunque de pequeño 


tamaño, pueden defenderse de la agresión de un Estado (McMaken, 2015): 
Wealthier societies can also more easily obtain nuclear weapons technology which has clearly 
been shown to deter war-making by large aggressive states. Also, wealthier societies 
can buy defense from neighbors in a variety of other ways. They can employ foreign mercenaries, 
and they can simply bribe unfriendly foreign regimes. Potential foreign aggressors will also be 
reluctant to bomb wealthy foreign cities that are sources of lucrative trade and investment. And 
finally, in a wealthier society, residents at an individual and small organizational level, are more 


capable —if the state permits it— of arming themselves, which has the effect of adding another 


layer of resistance to foreign aggression.222 


No podemos descartar que una sociedad laissez-faire desarrolle armas de 
tipo NBQ,% de pequeño tamaño, capaces de ejercer disuasión sobre 
potenciales agresores. Sin embargo, desde el punto de vista ético, estas armas 
producen víctimas inocentes y vulneran el principio de no agresión. Solo los 
responsables de un acto criminal pueden ser objeto de una respuesta 
defensiva. 

III. ¿Es FACTIBLE UNA SOCIEDAD MODERNA LAISSEZ-FAIRE? 

Según Bastos (2016c): «El debate sobre el anarcocapitalismo está viciado por 
la cuestión de la posibilidad o imposibilidad del mismo». Para el común de 
las personas e incluso para la mayoría de economistas es muy difícil 


visualizar, a la luz de la experiencia, un orden social estable compatible con 
el libre mercado en todos los ámbitos. Aun en el caso que alguien admitiera 
como válidos los postulados económicos y éticos que pueden hacer preferible 
una sociedad laissez-faire, existen objeciones relativas a su factibilidad 
(Rallo, 2016). No estamos pues en condiciones de hacer afirmaciones tajantes 
ni presentar tesis concluyentes sobre tan controvertido tema, sobre todo, 
porque es imprudente otorgar un crédito excesivo a la futurología. Es muy 
osado prever el futuro de una sociedad laissez-faire, pero sí podemos hacer 
conjeturas debidamente justificadas y plausibles que sirvan para cuestionar 
algunos dogmatismos y afirmaciones tajantes de aquellos que aseguran la 
imposibilidad absoluta de una anarquía de mercado, que el «anarquismo es 
irrealista, es utopía» (Negro, 2014) o que el «Estado moderno (aun siendo 
inmoral) es mejor que el no-Estado» (Ayuso, 2015). El hecho de que todavía 
no exista ninguna sociedad laissez-faire, abierta, próspera y moderna es 
motivo de recelo por quienes oyen este tipo de propuestas. 

1. ¿Es el anarcocapitalismo una utopía? 

Utopía fue el nombre que Tomás Moro dio, en 1516, a una isla y a la co- 
munidad ficticia que la habitaba, cuya organización política, económica y 
cultural era considerada por el autor como ideal. Utopía, del latín uhtopus, se 
define como «plan, proyecto, doctrina o sistema deseables que parecen de 
muy difícil realización».4% Utopía «es la exposición de un mundo ideal, 
realizable o futuro, pero con la conciencia de las dificultades o imposibilidad 
de llegar a él» (Bueno, 2011). En esta última definición distinguimos una 
acepción «fuerte» —algo que es considerado imposible— y otra «débil» — 
algo que es considerado difícil—. Habitualmente, los hablantes se refieren al 
anarcocapitalismo como una utopía «fuerte». En gran medida, la ausencia de 
debate sobre la conveniencia y/o factibilidad de liberalizar el mercado de la 
violencia se debe a la consideración de que cualquier alternativa al orden 
actual es utópica, incluso distópica para muchos. 

Gustavo de Molinari, economista belga y uno de los máximos repre- 
sentantes de la tradición francesa de laissez-faire, fue el primero en desafiar 
el pensamiento común y plantear esta cuestión, en 1849, al publicar un 
artículo titulado Sobre la producción de seguridad. El propio Molinari, que, a 
la sazón, era el jefe editor del Journal des Economistes, donde se publicaba 
su propia obra, hacía esta mención a pie de página: 


Aunque este artículo puede parecer utópico en sus conclusiones, aun así creemos que debemos 
publicarlo para atraer la atención de los economistas y periodistas hacia un asunto que ha sido 
hasta ahora tratado solo de forma vaga y que debería, sin embargo, en nuestra época, ser tratado 
con mayor precisión. Tanta gente exagera la naturaleza y prerrogativas del gobierno que se ha 
vuelto útil formular estrictamente las fronteras fuera de las cuales la intervención de la autoridad se 
vuelve anárquica y tiránica en lugar de protectora y beneficiosa. 


Es el propio Molinari el que emplea el termino «utópico» para referirse a su 
propuesta que fue tachada de imposible por sus colegas libertarios: Coquelin, 
Bastiat y Dunoyer; este último, se lamentaba de que el belga había sido 
arrastrado por las «ilusiones de la lógica» (Rothbard, 2013c: 1061). 

Al considerar que, a priori, algo es «imposible» negamos la posibilidad de 
explorar nuevas fronteras del conocimiento. Si aceptamos la teoría evolutiva 
de las instituciones, también el orden político y social es susceptible de 
variación y selección (Hayek, 2015: 174). Más prudente es considerar el 
anarcocapitalismo como una utopía «débil», como un orden social cuya 
realización, aunque plagada de dificultades, puede ser factible. Desde el 
punto de vista historicista, el anarcocapitalismo no puede ser profetizado por 
quienes aluden a las múltiples experiencias históricas pasadas y presentes de 
sociedades no estatales, pero tampoco puede ser refutado por quienes afirman 
que nunca ha existido una sociedad anarcocapitalista. Como afirma Mises 
(2011a: 38): «La ilustración proporcionada por la historia no sirve para 
formular teorías ni para predecir el futuro». Para analizar mejor la factibilidad 
del anarcocapitalismo debemos acudir a la distinción misesiana entre Teoría e 
Historia (Mises, 2010). La primera, utilizando argumentos praxeológicos, 
nos dice que un mercado laissez-faire de servicios de protección es factible 
porque: 

a) Los hombres, con o sin Estado, valorarán marginalmente su seguridad y 
existirá un mercado constituido por demandantes y oferentes. El pacifismo, 
posición filosófica muy minoritaria, es la única razón que encontramos para 
afirmar que tal mercado no exista. 

b) El mercado, impulsado por la creatividad humana y la función empresarial, 
encuentra formas de excluir al que no desea pagar por su seguridad. 

Cc) Incluso admitiendo la inevitabilidad de free-riders, existirá un mercado 
siempre que el beneficio del productor exceda los costes. 

Hasta aquí la Teoría, pero Mises entiende que en la realidad —la Historia— 
hay otros factores que determinan los fenómenos sociales: ideología, 
costumbres, religión, leyes, sociología, etc. Según Bayona (2016), estos 


factores pueden nulificar un mercado; por ejemplo, en la India no existe un 
mercado de carne de vacuno, en las sociedades islámicas no existe un 
mercado de carne de porcino y en una comunidad pacifista no hay mercado 
para la defensa; ¿por qué?: porque ciertas ideas que imperan en el grupo 
anulan la demanda. Así pues, si teóricamente existe un mercado laissez-faire 
para la defensa y la seguridad, lo que hace falta es encontrar los factores 
sociológicos que lo hagan factible: este es el programa de investigación 
anarcocapitalista. Cada orden social existe porque las personas que lo 
integran comparten ciertas ideas y valores (Bayona, 2016): 


Para que exista el anarquismo tiene que existir ideología, si no es imposible. Es decir, la teoría y la 
historia tienen que ir de la mano. Si ya se tiene la teoría lo que falta es el factor historia. Tiene que 
existir una ideología de propiedad privada. 


Y esta ideología de la propiedad privada debe ser irrestricta, no siendo 
admisible ninguna forma de confiscación, salvo la derivada de un acto de 
justicia retributiva, caso de las indemnizaciones. Una sociedad 
anarcocapitalista puede formarse siempre que haya un grupo que comparta la 
ética de la propiedad privada y puede ser estable si sus valores se transmiten 
de generación en generación. 

2. La seguridad privada en la historia 

La historia de la guerra es una historia de mercenarios y de producción 
privada de violencia. Desde tiempos remotos ya se aprovechaban las ventajas 
que proporcionaba la división del trabajo; en particular, los hombres más 
capacitados para la lucha pronto se dieron cuenta del beneficio de 
especializarse en esta profesión y ofrecer sus servicios al mejor postor. Las 
primeras crónicas bélicas de las que se tiene noticia confirman la existencia 
de mercenarios: en la batalla de Kadesh (1294 a.n.e.), que enfrentó a egipcios 
e hititas, el ejército del faraón Ramsés Il alquiló los servicios de combatientes 
númidas. Los ejércitos de ciudadanos de la antigua Grecia, con la 
excepción de Esparta, solían ser reforzados con tropas mercenarias 
provenientes de Creta, Siracusa, Tesalia y Macedonia (Singer, 2002: 5). Tras 
la caída del Imperio romano, durante la Edad Media, la producción de 
defensa se ajusta a un modelo donde la «gente de armas» o «caballeros» es 
complementada por las mesnadas o peones que combaten al servicio del 
señor feudal y por otras tropas auxiliares como los arqueros y ballesteros. En 
el Renacimiento, las tropas nunca fueron permanentes, ni estuvieron 
monopolizadas por un poder político y se luchaba a cambio de dinero: la 


soldada. La descentralización del poder en Europa, la multiplicidad de 
pequeños conflictos y la ausencia de control creaban muchas oportunidades 
de empleo para el soldado privado. También era frecuente que los 
combatientes ofrecieran sus servicios conjuntamente, agrupados en 
compañías, como los Piqueros de Borgoña y de los Cantones suizos, los 
Condotieros italianos —compañías de aventureros— o los Lansquenetes 
alemanes: bandas de jóvenes que practicaban la guerra privada protegiendo 
unas ciudades y saqueando otras (Alonso, 1993: 23). Las compañías, que 
inicialmente eran agrupaciones temporales, fueron evolucionando hasta 
convertirse en organizaciones militares privadas al servicio de una O varias 
ciudades. Los capitanes o jefes de compañía dirigían sus unidades con el celo 
y profesionalidad que requería todo negocio. Los combatientes también 
estaban al servicio de las corporaciones mercantiles: la Compañía Inglesa de 
las Indias Orientales, en 1782, tenía un ejército privado de más de 100.000 
hombres, entre británicos, alemanes, suizos y otros combatientes locales 
Sepoys. Su homónima, la Compañía Holandesa de las Indias Orientales, llegó 
a tener 140 buques y 25.000 mercenarios, la mayoría japoneses y alemanes 
(Singer, 2002: 9). Tras la Revolución francesa y el advenimiento del Estado 
moderno, las tropas mercenarias van dejando paso paulatinamente a los 
ejércitos permanentes formados por militares de carrera y ciudadanos 
reclutados en levas masivas. Aparece así el concepto de «nación en armas»: 
un Estado moviliza todos sus recursos, humanos, económicos e ideológicos 
para hacer la guerra. A partir de aquí, el mercenariado asiste a su declive. 
Esta sucinta reseña histórica solo pretende ilustrar que la provisión pública de 
defensa y seguridad es un fenómeno relativamente breve en el dilatado 
registro histórico. 

3. La tesis hobbesiana y el problema de la inestabilidad interna 

Muy probablemente el argumento más intuitivo y poderoso en contra del 
anarcocapitalismo es la tesis de Hobbes (2011: 115): «Mientras los hombres 
viven sin ser controlados por un poder común que los mantenga atemorizados 
a todos, están en esa condición llamada guerra, guerra de cada hombre contra 
cada hombre». Evidentemente, esto nunca ha sucedido y tampoco sucede en 
la actualidad. El argumento hobbesiano es lo que se conoce como falacia de 
la «pendiente resbaladiza» (Vega, 2007; 196): «Si A sucede, entonces Z 
sucederá, eventualmente». El orador lleva el razonamiento a un punto 
extremo, radical, sin presentar pruebas que permitan vincular causalmente 


por qué A lleva inexorablemente a Z; este sofisma pretende emocionar a la 
audiencia y generar miedo para ganar partidarios. Se utiliza, en general, para 
justificar cualquier tipo de acción gubernamental: si las relaciones humanas 
fueran dejadas a su libre albedrío, la injusticia, la esclavitud o la explotación 
aparecerían (supuestamente) de forma automática. 

Algunos críticos de la sociedad laissez-faire han argumentado que la 
existencia de diferentes empresas privadas de defensa y seguridad, actuando 
en competencia, daría lugar a un escenario donde prevalecería la fuerza bruta; 
muy probablemente —afirman— una corporación privada de seguridad, 
suficientemente grande, sola o en colusión con otras, emplearía su fuerza para 
eliminar a sus competidores y convertirse en un monopolio brutal. La libertad 
de los clientes para contratar sería sustituida por una obligación forzosa de 
pago a dicha corporación. 

El argumento hobbesiano tiene como corolario el problema de la es- 
tabilidad. La sociedad anarcocapitalista —afirman algunos— no es factible 
por la ausencia de estabilidad (Rallo, 2016). Las agencias privadas de 
seguridad se irían convirtiendo en mafias y comenzarían a delinquir. 
Supongamos que algunos agentes de la compañía A, actuando de forma 
aislada, comienzan a extorsionar a sus clientes; si el gerente de A es honesto, 
los agresores serán investigados y despedidos fulminantemente. Pero 
supongamos que A está dirigida, en su conjunto, por una mafia y que las 
quejas de los clientes son «archivadas»; en este caso, los clientes abandonan 
A y contratan a B, pero si la primera quiere imponer un monopolio en su 
zona deberá enfrentarse a la segunda. La compañía B, sola o de consuno con 
otras empresas de seguridad, deberá derrotar a A. Pero ricemos el rizo: 
supongamos que se trata de una ciudad pequeña donde B, por si sola, no 
puede derrotar a A; en tal caso, los propios ciudadanos serán los que se 
defiendan y algunos, eventualmente, formen una nueva empresa de seguridad 
C; incluso una cuarta compañía D, de otra zona, podría ofrecer sus servicios. 

Históricamente, cada vez que un tirano ha querido romper el statu quo 
internacional, las demás naciones se han asociado para la defensa; las 
derrotas de Napoleón y Hitler son ejemplos de esta natural reacción frente a 
los imperialistas. Todos aquellos que nos alarman con la posibilidad de que 
una única empresa de seguridad privada se convierta en un monopolio 
parecen ignorar que, actualmente, «disfrutan» de un monopolio y que, 
precisamente, «la guerra es la consecuencia natural del monopolio» 


(Molinari, 1848: 16). Quedaría por resolver cuál de los dos monopolios, el 
privado o el público, sería más lesivo para los intereses de los consumidores. 
Algunos politólogos, como Fernández Luiña, creen que la violencia 
institucionalizada de un Estado democrático liberal es preferible a la que se 
produciría en una situación de anarquía. 

La hipótesis de que la libre competencia del mercado desemboque en una 
mafia o en un cártel de mafias no es imposible, sin embargo, antes de darla 
como algo inevitable deberíamos considerar varias cuestiones. En primer 
lugar, los empresarios no se caracterizan por tener una agenda política y, 
habitualmente, orientan su conducta a la búsqueda del lucro mediante la 
actividad mercantil. Políticos y empresarios tienen perfiles distintos; los 
primeros buscan poder, fuerza, fama y gloria (Tannehill y Tannehill, 2007: 
94): 


Politicians are politicians because they enjoy wielding power over others and being honoured for 


their «high positions». Power and plaudits are the politician”s life, and a true politician will fight 


to the death (your death) if he thinks it will help him hold on to them. 


Los segundos persiguen la riqueza y el dinero haciendo negocios. Los 
medios empleados por cada uno también son distintos, el político usa la 
violencia para alcanzar sus fines y el empresario busca la satisfacción de las 
necesidades de sus clientes (Friedman, 2012: 55). Son los fanáticos*? del 
poder —los políticos— y no los amantes del dinero —los empresarios— 
quienes recurren habitualmente a la violencia. 

En segundo lugar, está la cuestión de los incentivos. En una sociedad 
laissez-faire la buena reputación es el activo más valioso que cualquier or- 
ganización o individuo pueda tener y esto es especialmente cierto en todos 
aquellos bienes que son potencialmente peligrosos para los consumidores 
(Tannehill y Tannehill, 2007: 29). En ausencia de licencias gubernamentales, 
todo profesional se ve sometido a un estricto control social: jueces, militares 
y policías quedan sometidos a una estricta observancia deontológica. Toda 
conducta irresponsable es sancionada, de forma contundente, con la pérdida 
de clientes, socios y proveedores; el agresor, en última instancia, queda 
expulsado del mercado. Las compañías de seguros, muy especialmente, se 
desvincularán de cualquier agente violento y de quienes con él se asociasen. 

En tercer lugar, una sociedad cuya población no está desarmada es menos 
vulnerable a la extorsión de un grupo criminal. El saqueo es un negocio 


rentable solo si las víctimas están desarmadas y desorganizadas. Los 
agresores, por otro lado, encontrarían mayores dificultades para sobornar a 
jueces, militares y policías. Quienes afirman que un juez privado sería 
fácilmente sobornable no reparan en el hecho de que, en la actualidad, un 
abogado privado no es fácilmente sobornable por la parte contraria de su 
cliente. En una sociedad libre los subordinados no pueden escudarse tras el 
Estado y las órdenes recibidas de los jefes, nadie está exonerado ante la 
justicia por la comisión de delitos en el «cumplimiento del deber». Tanto los 
consumidores como los propios empleados de las agencias de seguridad 
constituyen un obstáculo para cualquier aspirante a tirano; unos y otros no 
están imbuidos del espíritu de obediencia a la autoridad que caracteriza a los 
funcionarios. Un hombre libre pronto se acostumbra a ser responsable de sus 
actos y a sopesar cuidadosamente todas sus decisiones; por ejemplo, en 
Roma, quien no podía pagar una deuda se convertía en esclavo de su acreedor 
(Jouvenel, 2018: 419). Un hombre libre se inclina a pensar por sí mismo y no 
acepta, acríticamente, su participación en un acto violento; tal fue el caso de 
Muhammad Alí cuando, en 1966, se negó a participar en la guerra del 
Vietnam:? 

My conscious won't let me go shoot my brother, or some darker people, or some poor hungry 

people in the mud for big powerful America. And shoot them for what? They never called me 


nigger, they never lynched me, they didn't put no dogs on me, they didn*t rob me of my nationality, 
rape and kill my mother and father... Shoot them for what? ...How can 1 shoot them poor people, 


just take me to jail 2 


No es una especulación exagerada afirmar que, si unos pocos cientos de 
jóvenes hubieran seguido el ejemplo de Alí, la guerra del Vietnam nunca se 
hubiera producido. 

Los principios que sostienen una sociedad laissez-faire incentivan en las 
personas conductas responsables y éticas; por el contrario, los principios que 
sostienen el Estado promueven la obediencia ciega a la autoridad y la 
asunción de un elevado riesgo moral (Rose, 2011: 4): 

Flip through any history book and you will see that most of the injustice and destruction that has 
occurred throughout the world was not the result of people «breaking the law,» but rather the 


result of people obeying and enforcing the «laws» of various «governments.» The evils that have 


been committed in spite of «authority» are trivial compared to the evils that have been committed 
in the name of «authority».22 
La inconsistencia del argumento que predice la inestabilidad interna de una 


sociedad anarquista se advierte empíricamente; por ejemplo, el pueblo gitano 


no posee un gobierno y no da señales de inestabilidad interna, las reyertas 
entre individuos y familias son la excepción, no la norma. De los amish no es 
preciso decir nada pues son pacifistas. Y de los somalíes, sus clanes son 
internamente bastante estables; la guerra civil entre ellos se debe, en gran 
medida, al empeño de las potencias occidentales por imponerles un sistema 
político centralizado ajeno a su cultura y forma de vida (Leeson, 2007). 

La conclusión respecto de la estabilidad interna de una sociedad 
anarcocapitalista es de moderado optimismo: «Una vez que las instituciones 
anarcocapitalistas se hubieran establecido con gran aceptación en una amplia 
zona, tendrían una estabilidad razonable contra las amenazas internas» 
(Friedman, 2012: 55). Alguien podría rechazar las hipótesis de Friedman 
(2012), poniendo como ejemplo las luchas violentas entre grupos mafiosos, 
como los cárteles de la droga; sin embargo, debemos recordar que todas las 
mafias (drogas, prostitución, juego, tráfico de armas y órganos, etc.) tienen su 
origen en las prohibiciones gubernamentales. En una sociedad 
anarcocapitalista no existe tal cosa como dinero «negro» o mercado «negro» 
porque cualquier negocio «sumergido» es producto exclusivo del 
intervencionismo gubernamental. 

4. El problema de la amenaza exterior 

Un segundo problema es el referido a una posible agresión proveniente del 
exterior. Una sociedad libre no está exenta de las amenazas de otros Estados 
que, eventualmente, deseen expandir sus dominios. Una sociedad 
anarcocapitalista podría ser vista por un agresor como una presa fácil. No hay 
fronteras, solo existen límites de propiedad y este hecho modifica el concepto 
de defensa, volviéndola más descentralizada, precisa y flexible. En lugar de 
centralizar los medios bajo un jefe militar, tal vez, encontremos una 
multiplicidad de sistemas defensivos pequeños y versátiles que se emplean de 
forma descentralizada. Conjeturando, es muy probable que la defensa se 
construya como lo hace el mercado, de abajo hacia arriba, partiendo de los 
pequeños propietarios y ascendiendo hasta formas de defensa colectiva que 
podrán constituir unidades de milicianos, mercenarios y compañías privadas 
de defensa. Ahora supongamos que un Estado-nación, dotado de fuerzas 
armadas convencionales, desea conquistar y someter a un territorio vecino 
cuyos habitantes disfrutan de una anarquía de mercado; siendo notable la 
desproporción de fuerzas, el conquistador ocupará el territorio con suma 
facilidad. Sin embargo, quienes sostienen esta tesis deberían aclararnos: 


¿por qué Panamá y Costa Rica (países sin fuerzas armadas) no son invadidos 
por Colombia y Nicaragua, respectivamente?, ¿por qué el Principado de 
Mónaco, en 700 años, no ha sido invadido por Francia?, ¿por qué San Marino 
no ha sido conquistado por Italia? o ¿por qué Liechtenstein no ha sido 
ocupado por Austria o Suiza? Cuanto menor sea el tamaño de una nación, 
menor es su capacidad defensiva, pero también es menor el incentivo 
económico del Estado invasor. Aquí surge la cuestión de averiguar si el 
beneficio de una conquista excede o no a sus costes. Sobre este particular, la 
opinión está dividida (Liberman, 1993: 125): 

Does conquest pay in the modern era? Are industrial economies «cumulatives resources» that can 

be mobilized by foreign conquerors? This question lies at the root of important international 


relations debates. Realists have claimed that conquest pays, especially the conquest of modern 


industrial societies, but liberals argue that the conquest of modern societies is economically 


futile. 248 


Además, un gobierno agresor también debe soportar costes no económicos 
como el aislamiento y la pérdida de prestigio. En la esfera internacional no se 
cumple la analogía biológica: «El pez grande se come al pez chico»; una 
posible razón es que los gobiernos necesitan legitimar sus acciones, tanto 
ante sus propios ciudadanos como ante otros gobiernos y agencias que 
forman la comunidad internacional. La agresión injustificada de un gobierno 
poderoso a una sociedad pequeña y pacífica puede ser rechazada y sus costes 
potenciales (diplomáticos, imagen) pueden exceder a sus beneficios. Esto 
es particularmente visible en el caso de los micro-Estados europeos, que 
durante muchos siglos han visto respetados su integridad y soberanía por 
parte de poderosos vecinos. 

En la anarquía internacional la predicción hobbesiana no se cumple, los 
Estados-nación no están en lucha permanente unos contra otros y la guerra, 
analizada en términos globales, es un hecho marginal. Por el contrario, gran 
parte de la violencia se produce en el seno de los Estados (Bastos, 2016), 
especialmente en África y algunos países de América Latina. 

Aún en el caso más desfavorable de que una sociedad anarcocapitalista 
careciera por completo de un sistema colectivo de defensa y seguridad, es un 
non sequitur afirmar que ello supondría una automática anexión por parte de 
otro Estado. Las naciones pequeñas disponen también de otros recursos para 
su supervivencia, como la política de alianzas defensivas. De igual modo, la 
administración de una sociedad laissez-faire también podrá externalizar su 


protección contratando agencias privadas de defensa militar o estableciendo 

acuerdos con gobiernos respetuosos. 

El problema del free-rider, especialmente preocupante en los servicios de 
seguridad colectiva, podría mitigarse de dos formas: 

a) Los propietarios que valoren su seguridad en mayor medida se irán 
agrupando, de forma natural, en comunidades cuyos estatutos establezcan 
normas más robustas y dediquen mayores recursos a la seguridad. 

b) Los proveedores de seguridad buscarán formas de exclusión del servicio, 
escalando progresivamente los sistemas para adaptarlos al tamaño del 
cliente. Por ejemplo, es más fácil la exclusión en un dron que en un 
helicóptero. 

Es previsible que en el libre mercado la función empresarial y la com- 
petencia actúen conjuntamente para identificar nuevas soluciones a los 
problemas sociales y nuevos medios de defensa y seguridad que satisfagan a 
un conjunto heterogéneo de consumidores. No es posible prever, en detalle, 
qué podría suceder, pero es una constante praxeológica que los hombres, por 
propio interés, se ocuparán de obtener la seguridad necesaria. 

¿Pero qué sucede cuando las proporciones están más equilibradas? 
Supongamos que toda la península Ibérica es un territorio anarcocapitalista y 
que el gobierno de Francia pretende su anexión manu militari. El atacante, 
dotado de fuerzas armadas convencionales, se enfrenta a varios problemas: 

a) No existe un poder central al que reemplazar rápidamente por un gobierno 
«títere». 

b) La amenaza, convencional o nuclear, tampoco se ejerce fácilmente cuando 
no existe un interlocutor al que amenazar y, posteriormente, culpar de las 
consecuencias. El gobierno atacante no tiene un homólogo a quien dirigirse. 

c) No existen ejércitos convencionales a los que derrotar en el campo de 
batalla y, muy probablemente, el conflicto tome la forma de una guerra 
irregular, duradera en el tiempo y de resultado incierto. 

d) En una sociedad laissez-faire la tenencia de armas es libre y, a excepción 
de las comunidades pacifistas, la población está armada. 

e) Es imposible que el atacante controle la totalidad del territorio 
conquistado, solo podrá ocupar objetivos estratégicos: Órganos de admi- 
nistración de las ciudades, agencias privadas de defensa y seguridad, 
instalaciones industriales, puertos y aeropuertos, estaciones de ferrocarril, 
entidades financieras, medios de comunicación de masas (TV, radio), 


empresas de telecomunicación, centros de producción de energía, etc. 
Grandes espacios rurales y muchas poblaciones pequeñas quedarán fuera 
del control del ocupante y, desde aquí, se puede organizar la constitución de 
milicias y otras fuerzas de defensa. Las unidades invasoras no podrían 
circular libremente por el territorio no controlado sin verse hostigadas y 
atacadas por partidas de guerrilleros y fuerzas irregulares.% 

f) Respecto de las cuestiones logísticas, en la península Ibérica, la gran 
extensión de la costa facilita la entrada de mercenarios y pertrechos de 
guerra para alimentar la lucha durante dilatados periodos de tiempo. 

g) El sometimiento de una sociedad libertaria supone para el agresor unos 
costes muy elevados debido a la voluntad de lucha y resistencia de los 
defensores. 

h) El invasor se enfrenta un problema de falta de información:** no conoce 
bien el terreno, ni el idioma local, ni puede distinguir fácilmente a un 
combatiente de un paisano; el defensor, en cambio, posee mucha 
información porque lucha en su ambiente. Los esfuerzos de inteligencia del 
atacante deben multiplicarse ya que se enfrenta a multitud de pequeñas 
organizaciones defensivas descentralizadas. 

i) Una cuestión de suma importancia para la victoria militar es la relativa a la 
moral del combatiente: su voluntad de vencer. El defensor suele tener una 
mayor disposición de lucha que se apoya en la legitimidad de su causa. 
Tiene poderosas razones para resistir durante más tiempo la contienda 
mientras que el atacante, muchas veces, no tiene claro por qué lucha en un 
país ajeno. Agredir a personas libres y pacíficas tiene difícil justificación. 

j) Por último, el gobierno atacante, caso de triunfar, se enfrenta a un problema 
nada baladí: la asimilación cultural de la sociedad conquistada. 

5. La seguridad es una necesidad humana 

Afirman los economistas neoclásicos que la Defensa Nacional es un bien 

público y que, dejada su provisión al libre mercado, se produciría una menor 

cantidad que la «óptima» para asegurar la debida protección al conjunto de la 
nación. No creemos que este escenario sea plausible, dada la importancia que 
otorga el hombre a su seguridad. Si hemos constatado empíricamente que las 
personas cooperan en muchas facetas de la vida, incluso en fiestas y eventos 
lúdicos, sin importarles la existencia de gorrones, ¿por qué habrían de 
comportarse de otro modo en cuestiones de mayor importancia? 
Sencillamente, no es creíble que los  comsumidores cambien 


inexplicablemente su comportamiento y decidan quedar inermes por la 
existencia de gorrones. Si los consumidores asumen habitualmente la 
existencia de externalidades positivas no encontramos razones para que 
actúen ahora de otra manera. Los que afirman que sin el concurso de la 
coacción ningún consumidor estaría dispuesto a contratar seguridad privada 
deberán explicar por qué razón esos mismos consumidores mantienen 
voluntariamente la Wikipedia (y otras muchas organizaciones) donde los 
free-riders se cuentan por cientos de millones. En el libre mercado, defensa y 
seguridad, por tanto, serán consumidas según la ley de la utilidad marginal. 
6. La defensiva es más fuerte que la ofensiva 
Entre los tratadistas militares existe un amplio acuerdo en que la defensiva es 
una forma de acción bélica más fuerte que la ofensiva (Clausewitz, 1980: 
386): 
¿Cuál es el objeto de la defensa? Es el de conservar. Por tanto, como es más fácil conservar que 
ganar, se deduce, desde ahora, que con efectivos iguales la defensa es más fácil que el ataque. Pero 


¿sobre qué está fundada la mayor facilidad de la conservación? Ella resulta de que todo el tiempo 
que no utiliza el ataque transcurre en proyecto del defensor. 


En la guerra es frecuente que un atacante con más combatientes y medios 
bélicos salga derrotado ante un defensor más pequeño y peor dotado; la clave 
reside en saber aprovechar bien las ventajas que proporciona la defensa: 

a) Economía de medios. En la guerra convencional el atacante necesita, al 
menos, una superioridad de tres a uno, pero existen casos documentados en 
la Segunda Guerra Mundial donde el defensor rechazó ataques teniendo una 
inferioridad numérica de 12 a 1 ó de 18 a 1 (Hart, 1983: 242). 

b) Logística. La ofensiva necesita ser alimentada en la distancia lo cual 
supone el alargamiento de las líneas de abastecimiento; en cambio, la 
defensa se alimenta desde el propio territorio. 

c) Información. El defensor tiene mayor conocimiento del terreno y de otros 
factores físicos y ambientales. 

d) Tiempo. Cuando una fuerza atacante sitia una plaza, el tiempo juega a su 
favor. 2 En el resto de situaciones el tiempo juega habitualmente a favor 
del defensor pues debe emplear menos recursos para sostener la lucha y la 
voluntad de vencer también es mayor. A nivel táctico, el tiempo permite al 
defensor perfeccionar progresivamente sus sistemas de defensa: 
acumulación de reservas, fortificación, campos de minas, ensayos de 
operaciones, etc. 

e) Moral. El defensor posee la fuerza moral y la legitimidad de luchar por una 


causa justa: conservar su libertad y su propiedad. 
7. Innovación tecnológica en defensa y seguridad 
Todo monopolio ejerce un freno a la innovación; los sectores de la defensa y 
la seguridad no son una excepción a la norma. Como afirma Greenwood 
refiriéndose al sistema penitenciario: «Cuando buscas innovadores no miras 
al gobierno, sino que vuelves la vista hacia la empresa privada» (Benson, 
2000: 210). En cualquier sector económico donde la libertad empresarial no 
es interferida se observan muestras de un progresivo desarrollo tecnológico; 
por ejemplo, en la seguridad vial, la mayoría de mejoras no provienen de los 
mandatos gubernamentales (códigos de circulación), sino de las innovaciones 
del mercado: cinturones de seguridad, cascos de protección, neumáticos más 
adherentes, frenos ABS, airbags, limitadores de velocidad, sensores para 
detección de obstáculos y peatones, sistemas de conducción autónomos, etc. 

Un mercado laissez-faire de defensa probablemente no produciría ejércitos 
convencionales por falta de demanda; los consumidores — individuos y 
empresas— probablemente preferirían defenderse de forma más económica 
sin tener que sufragar costosos portaaviones, submarinos y bombarderos. 
Esto nos conduce a especular que, en el campo de la defensa militar, pueden 
aparecer numerosos sistemas de armas de uso doméstico que se serían fáciles 
de manejar, versátiles, seguros y baratos. Si las armas y los procedimientos 
defensivos no evolucionan al ritmo de otras tecnologías es porque el mercado 
está interferido y el monopolio estatal impide que la función empresarial 
actúe. Aún a pesar de los obstáculos institucionales, la tecnología se abre 
paso a través de los mercados legales o ilegales; por ejemplo, la impresión 
3D permite a cualquier particular reproducir armas capaces de usar munición 
de guerra (metálica), de plástico o de fogueo. Las cámaras para grabar 
imágenes se han abaratado de tal forma que son accesibles a una gran masa 
de consumidores. Estos también pueden contratar agencias privadas de 
seguridad especializadas en neutralizar los sistemas informáticos y las 
comunicaciones del agresor. No podemos saber, en detalle, qué tipo de armas 
aparecerán o cómo serán las organizaciones de defensa más eficaces, para eso 
está el mercado: para probar, equivocarse, rectificar y terminar 
descubriéndolo. La competencia es un proceso de descubrimiento que 
permite el desarrollo de la civilización y, lo que es más importante, «permite 
igualmente que este desarrollo sea tan ajustado y armonioso como sea 
humanamente posible en cada circunstancia histórica» (Huerta de Soto, 


2010a: 79). Por tanto, no es arriesgado especular que el mercado producirá 

una gran variedad de armas y dispositivos con diferentes grados de lesividad: 

simuladas, incapacitantes y letales. Por último, la innovación también 

reducirá las economías externas pues los productores buscarán nuevas e 

ingeniosas formas de exclusión del servicio a aquellos consumidores que no 

deseen pagar. 

8. Condiciones sociológicas 

Cabría preguntarnos: ¿qué condiciones sociológicas son favorables para el 

florecimiento de una sociedad anarcocapitalista? Enumeramos, de forma 

intuitiva, algunas exigencias en relación a las ideas, actitudes y conductas: 

a) Abrazar una ética basada en la libertad individual, el respeto irrestricto de 
la propiedad privada y el principio de no-agresión. Responsabilidad, 
autonomía personal y baja aversión a la vida en completa libertad. 

b) Individualismo y colectivismo no son vistos como irreconciliables. 

Cc) Aceptación y cumplimiento del Derecho y la Ley, en su acepción negativa. 

d) Justicia entendida como «dar a cada uno lo suyo» (Ulpiano). Se rechaza el 
concepto espurio de «justicia social» (Rawls). Sometimiento voluntario a 
las autoridades judiciales y arbitrales. Justicia retributiva (indemnización a 
las víctimas). 

e) Factores como la homogeneidad étnica, religiosa y lingiística pueden ser 
coadyuvantes. 

IV. CómMO LLEGAR AL ANARCOCAPITALISMO 

Uno de los principales enigmas de los teóricos que defienden las bondades 

económicas y éticas del anarcocapitalismo es llegar a entender cómo una 

sociedad laissez-faire podría eventualmente llegar a formarse. No es 
cometido de las ciencias sociales hacer pronósticos sobre asuntos tan 
inciertos, nosotros tan solo aspiramos a realizar especulaciones que sean 


plausibles, lógicas y razonables. Como asevera Michels (2008: 10): 
La finalidad principal de la ciencia no es crear sistemas si no, más bien, promover su comprensión. 
Tampoco el propósito de la ciencia sociológica es descubrir ni redescubrir soluciones, pues no 
existen «soluciones» absolutas para muchos problemas de la vida de los individuos ni para los de 
la vida de los grupos sociales, y esas cuestiones deben permanecer «abiertas». 


El hombre no puede crear ni modelar a su antojo una institución. Todo 
orden social es un cosmos que, por definición, está abierto a los procesos de 
descubrimiento y expuesto a los avatares del futuro. Factores como el tiempo 
y la ignorancia «nos alejan de la presuposición de que siempre podemos 
mejorar las cosas de la forma más eficiente simplemente aplicando nuestro 


(es decir, del planificador) conocimiento previo» (O*Driscoll y Rizzo, 2009: 
48). Deberán ser los procesos de cooperación humana los que vayan 
confirmando o refutando nuestras conjeturas provisionales. 

1. La secesión indefinida 

En este futurible, los Estados se van dividiendo en unidades políticas cada 
vez más pequeñas mediante un proceso progresivo de secesión política. 
Existe una correlación inversa entre el tamaño de una nación y su libertad 
económica; los países y territorios más pequeños tienen mayores incentivos 


para comerciar y cobrar pocos impuestos (McMaken, 2015): 
We find that small states are less able to impose strong coercive state monopolies since small 
states face greater competition from surrounding states, and the more abusive states (if small) are 


at greater risk of losing their most productive citizens to emigration. Thus, small states have an 


incentive to pursue more laissez-faire policies.224 


Actualmente Hong Kong, Singapur, Andorra, Liechtenstein, Mónaco, 
Gibraltar, San Marino, Malta y El Vaticano gozan de fiscalidades muy 
reducidas. La mayoría de micro-Estados no dispone de fuerzas armadas 
permanentes y es frecuente que externalicen su defensa militar mediante 
tratados con sus vecinos.* Todos, sin excepción, monopolizan la policía y la 
justicia. Los Estados más pequeños, por lógica, disponen de fuerzas armadas 
reducidas o no disponen en absoluto de ellas y también son menos agresivos 
(fiscalmente) dentro de sus fronteras. 

La secesión indefinida, tal vez, sea un elemento favorable en la transición 
hacia una sociedad laissez-faire; sin embargo, este futurible hoppeano se 
enfrenta a numerosos obstáculos. En primer lugar, existe una opinión pública 
favorable a los proyectos supranacionales de integración política, siendo la 
Unión Europea el caso más notable. En segundo lugar, cualquier proyecto 
secesionista, por pacífico que sea, es atacado sistemáticamente por el Estado 
(y resto de Estados) que ve amenazado su statu quo político. Ante una crisis 
secesionista el Estado despliega todo su arsenal político, policial, judicial, 
fiscal y comunicativo; por ejemplo, en la crisis catalana de 2017, la 
aplicación del art. 155 de la Constitución por parte del Gobierno español 
tenía «como objetivo fundamental controlar tres competencias autonómicas: 
los Mossos d'Esquadra, Hacienda y TV3. Es decir, los tres poderes básicos 
mediante los cuales cualquier Estado construye y retiene su soberanía: la 
coacción, el dinero y la propaganda» (Rallo, 2017). Los partidos políticos en 
la oposición y los sindicatos cierran filas con el gobierno cuando el Estado es 


amenazado. En la comunidad internacional todo intento secesionista, por 
tímido que sea, es tratado de forma hostil. Solo los gobiernos de Canadá y 
Reino Unido han permitido consultas populares sobre la independencia de 
Quebec (1980, 1995) y Escocia (2015), respectivamente; en las tres consultas 
el resultado ha sido favorable al mantenimiento del statu quo político. Por 
otro lado, los gobiernos amenazados por la secesión insuflan miedo en la 
población presentando el separatismo con tintes catastróficos. La reciente 
secesión de Crimea, aprobada en referéndum el 17 de marzo de 2014, es un 
buen ejemplo de cómo los Estados no aceptan la pérdida de territorio 
(Ucrania), pero están encantados con todo incremento (Rusia). Lo previsible 
es que los «Estados intentarán ampliar la base de sus exacciones fiscales» 
(Hoppe, 2004: 161). 

En el supuesto de la aparición de nuevos Estados en Europa (Escocia, 
Cataluña, País Vasco, Norte de Italia, Cerdeña, Flandes, Valonia), vía 
secesión, es previsible que, dada la relativa estabilidad de la zona, los nuevos 
Estados dediquen pocos recursos a la defensa militar e incluso se contenten 
solo con fuerzas policiales y de seguridad fronteriza, tal como sucede hoy en 
Costa Rica y Panamá. Si las secesiones se produjeran en cadena, por ejemplo, 
el Valle de Arán respecto de Cataluña, asistiríamos al nacimiento de nuevos 
micro-Estados. 

La secesión indefinida reduce el tamaño y capacidad económica de los 
gobiernes y, por tanto, reduce su agresividad. Sin duda, un mundo de micro- 
Estados es mucho más seguro que un mundo de macro-Estados. Aún 
aceptando esta hipótesis, dudamos que unos y otros renuncien vo- 
luntariamente a sus monopolios, dada la naturaleza expansiva y 
centralizadora del poder político (DiLorenzo, 2012). 

2. Ciudades libres o free cities 

El segundo escenario es que un conjunto de propietarios se instale en un 
territorio reducido, deshabitado o poco habitado, cuya autonomía es cedida 
por un Estado-nación. La finalidad de estos proyectos es atraer capital y 
residentes hasta constituir una ciudad de tamaño considerable (Kofman, 
2015). En la literatura hallamos diferentes acepciones para este tipo de 
ciudades: libres, modelo, chárter, bajo estatuto, etc. De esta forma, pueden 
surgir espacios de mayor libertad política, judicial y económica, cuya 
finalidad principal es el desarrollo económico. En estos espacios, la 


producción de leyes, justicia y seguridad, entre otros servicios, puede ser 
completamente privada. 

Una ciudad libre, stricto sensu, no soporta exacción fiscal alguna o, de 
existir, su tasa sería muy reducida, por lo que estamos ante la expresión más 
genuina de refugio fiscal o tax haven.* Las ciudades libres son polos de 
atracción para empresas y residentes, competidores fiscales de los Estados; 
por tanto, es fácil de comprender que este tipo de iniciativas sea minoritario. 
3. Zonas de Empleo y Desarrollo Económico (ZEDE) 

Las ZEDE son una nueva división administrativa de la República de Hon 
duras, sujetas al gobierno central y provistas de bastante autonomía; poseen 
un sistema político, administrativo, económico y judicial propios y con reglas 
claras de mercado que permiten altos niveles de competitividad. Su creación 
tiene como propósito atraer inversión y generar empleo en zonas 
deshabitadas del país o en municipios que soliciten su conversión a ZEDE, en 
su Caso, mediante referéndum. Para crear las ZEDE, el Congreso Nacional de 
Honduras, en enero de 2013, aprobó una reforma constitucional*?. Veamos 


sucintamente qué es una ZEDE:2% 
Espacios territoriales altamente atractivos a la inversión nacional y extranjera, las cuales son parte 
inalienable del Estado de Honduras, sujetas a la Constitución de la República y al gobierno 
nacional en los temas relacionados a soberanía, aplicación de la justicia, territorio, defensa 
nacional, relaciones exteriores, temas electorales, emisión de documentos de identidad y 
pasaportes, conforme lo establecido en el Artículo 329, en su séptimo párrafo de la Constitución de 
la República. 


Sin embargo, las ZEDE están muy lejos de poder ser considerados espacios 
laissez-faire pues la Ley Orgánica que las regula introduce numerosas 
intervenciones políticas: 22 
a) El gobernador de la ZEDE o «Secretario Técnico» es un alto funcionario 

designado por el Gobierno hondureño y debe ser de nacionalidad hondureña 

por nacimiento (art. 12). 

b) El Estado de Honduras podrá expropiar, previa indemnización, a los 
propietarios que existan en la ZEDE (art. 25); huelga decir que el 
«justiprecio» será fijado unilateralmente y coactivamente por la parte 
expropiadora. 

Cc) Determinados impuestos tienen topes máximos (IRPF 12%, Sociedades 
16% e IVA 5%) pero otros, como el impuesto a la propiedad de la tierra en 
desuso, el impuesto a los bienes inmuebles y el impuesto plano o de tasa 


única serán fijados discrecionalmente por la ZEDE sin límite alguno (art. 

29). 

d) Las ZEDE pueden establecer una política monetaria interna que incluya 
controles como la limitación de los medios de pago físicos (art. 30). 

e) Las ZEDE deben establecer políticas educativas y curriculares en todos los 
niveles (art. 34). 

f) A igualdad de condiciones, los trabajadores hondureños tendrán 
preferencia sobre los trabajadores extranjeros. Se prohíbe a los patronos 
emplear menos de 90% de trabajadores hondureños y pagar a estos menos 
de 85% del total de los salarios que se devenguen en sus respectivas 
empresas (art. 36). 

Con estas restricciones y servidumbres la filosofía laissez-faire, que inspira 
la constitución de las ZEDE, queda vacía de contenido. La mejor prueba de 
que los inversores no confían en el proyecto es que, después de cinco años, 
este no se ha hecho realidad. Existen, en cambio, ejemplos de secesiones 
parciales de soberanía en sentido descendente:*%! la Zona Económica Especial 
de Shenzhen (China) y el Distrito Financiero Internacional de Dubai 
(Emiratos Árabes Unidos), que funciona bajo la Common Law mientras que 
en el resto del país rige la ley islámica. 

La existencia de zonas especiales, auspiciadas por los gobiernos, más allá 

de su mayor o menor éxito, posee para nosotros un interés teórico: es un 
abierto reconocimiento de la superioridad del libre mercado para generar 
progreso, empleo y bienestar. 
4, El proyecto Seasteading 
En 2008, nació la organización Seasteading Institute, cuya finalidad es 
estudiar la posibilidad de colonizar el mar mediante la instalación de ciudades 
flotantes. La construcción modular de estas comunidades permite, a partir de 
un segmento urbanístico, ir añadiendo sucesivos hasta constituir una 
auténtica ciudad flotante. Dadas las dimensiones del océano, la única 
limitación a su colonización es la económica, que a su vez es producto de la 
demanda de nuevos residentes. El proyecto Seasteading es un ejemplo de 
creación ex novo de una comunidad privada donde los promotores eligen el 
tipo de instituciones más acordes a sus preferencias; para ello, elaboran un 
estatuto que incluye normas relativas a la administración, ley, justicia, 
defensa y seguridad, etc. 

La idea original consistía en elegir una ubicación en aguas internacionales 


para tener absoluta independencia respecto de cualquier Estado, pero el 
proyecto ha dado un giro posibilista y ahora los promotores buscan un 
asentamiento dentro de las aguas territoriales de un país anfitrión.“ Las 
razones de este cambio son diversas, en primer lugar, técnica y 
económicamente, es más ventajoso construir en aguas costeras, que son más 
tranquilas y menos profundas, que en el océano abierto. Segundo, para los 
residentes también es más práctico y seguro estar cerca de tierra firme, en una 
zona costera ya desarrollada. Y tercero, desde el punto de vista institucional, 
un país anfitrión aporta todo un sistema de recursos jurídicos, diplomáticos, 
económicos y de seguridad ya existentes. 

Para la economía de los municipios costeros una ciudad flotante representa 
un polo económico similar al que ofrece Gibraltar o Andorra en sus 
alrededores. Los residentes en el mar (offshore) deben abastecerse de una 
gran variedad de productos y servicios: alimentos, materiales, combustibles, 
medicinas, sanidad, seguridad, reparaciones, ocio, transporte, etc.; todo ello 
genera una importante economía en la zona costera adyacente. 

5. El proyecto Free State 

Mientras que los proyectos Free Cities y Seasteading consisten en la 
fundación ex novo de comunidades con un elevado grado de autonomía, el 
proyecto Free State persigue la concentración de ciudadanos libertarios 
dentro de un área geográfica ya poblada y bajo control estatal. El proyecto 
consiste en seleccionar un territorio escasamente poblado y que ya posea un 
elevado grado de libertad para irlo poblando paulatinamente con personas 
libertarias. El territorio seleccionado fue New Hampshire, un pequeño Estado 
del noreste de EE.UU., considerado el 2.” (solo por detrás de Florida) más 
libre de los 50 Estados existentes.*% Este Estado fue escogido por su baja 
fiscalidad y por la reducida intervención gubernamental; las cargas 
regulatorias a la actividad empresarial son bajas y el paro inferior a 5%. La 
segunda enmienda constitucional, que garantiza el derecho a la autodefensa y 
a portar armas, no solo es fuerte en New Hampshire, donde está permitida la 
modalidad open carry, sin licencia, sino que presenta uno de los niveles de 
criminalidad y violencia más bajos del mundo. 

Un reducido grupo de residentes que busca ampliar su libertad puede tener 
una gran influencia política si enfoca sus esfuerzos hacia objetivos 
realizables. En noviembre de 2018, se alcanzó la cifra de 4.392 migrados, de 
los 20.000 considerados como necesarios para ser electoralmente decisivos. 


El poder de ese grupo es prácticamente nulo entre los 350 millones de 
estadounidenses, pero no es despreciable en un Estado cuyo censo es 1,5 
millones. Los integrantes del proyecto, junto a simpatizantes locales, ya 
trabajan desde hace años en aumentar la libertad en todos los ámbitos. Su 


compromiso es, prácticamente, un lema minarquista: 
Declaro mi intención solemne de trasladarme al Estado de New Hampshire en cinco años desde 
que se alcancen los 20.000 participantes. Una vez allí ejerceré mi mayor esfuerzo práctico hacia la 
creación de una sociedad en la que la máxima función del gobierno sea la protección de la vida, 
libertad y propiedad de los individuos. 


Algunos críticos de este proyecto libertario afirman que su estrategia no es 
otra cosa que la creación de un «gueto», expresión peyorativa que ignora las 
ventajas de un orden social restringido, así como los problemas de la 
«integración forzosa» que impone el Estado moderno (Hoppe, 2004). Las 
ideas que sostienen las ventajas de aumentar la libertad deben tener ejemplos 
que sirvan de demostración empírica. Si el principal ataque contra el orden 
libertario es considerarlo una utopía, su mayor defensa debe ser la 
demostración de su viabilidad práctica. Por ejemplo, el éxito económico de 
Hong Kong ha sido esencial para que China haya seguido la senda del 
capitalismo y, con ello, incremente el nivel de vida de cientos de millones de 
sus ciudadanos. Por muy razonables y justificadas que sean las ideas de 
laissez-faire, el hombre corriente necesita ver para creer. 

6. Jurisdicciones Funcionales Solapadas en Competencia» (JFSC) 
Otra innovación política es la creación de «Jurisdicciones Funcionales So- 
lapadas en Competencia» (JFSC) (Frey, 2005). Consiste en modificar la 
organización del Estado para introducir modelos políticos e institucionales 
que imiten el funcionamiento del mercado. Hay un triple objetivo, primero, 
dotar al ciudadano de más poder para influir en la oferta política. Segundo, 
reducir los costes —«salida» y «voz»— derivados de la insatisfacción de los 
individuos con su gobierno (Hirschman, 1978). Y tercero, introducir más 
competencia entre las diferentes administraciones públicas para que sus 
servicios se ajusten más a las preferencias de los votantes. Definamos 
someramente las características de las JFSC: 
a) Jurisdicciones: las unidades políticas son gobiernos con capacidades 
normativa, fiscal y coactiva para hacer cumplir sus mandatos. 
b) Funcionales: la unidad política se extiende sobre un área donde realiza 
ciertas funciones; por ejemplo, en un municipio grande serían: orden 
público, tráfico, recogida de residuos, etc. Una entidad superior, de nivel 


regional, podría gestionar educación, sanidad, transportes, etc. Y una 

confesión podría ofrecer servicios religiosos, educativos y sociales en 

espacios aún mayores. 

Cc) Solapadas: varias jurisdicciones pueden ofrecer sus servicios en un mismo 
territorio; por ejemplo, en una misma ciudad una persona necesitada puede 
pedir ayuda a la Cruz Roja (organización gubernamental), Cáritas (Iglesia 
católica), Ayuntamiento, Diputación o Comunidad Autónoma. Estas 
redundancias son habitualmente tachadas de «ineficientes», sin embargo, 
suponen beneficiosas alternativas para los consumidores. 

d) Competencia: los individuos y las unidades políticas pueden elegir un 
gobierno al que adscribirse y poseen mecanismos de decisión vía iniciativas 
y referendos. 

En la actualidad, los ciudadanos tienen pocas alternativas y escasos medios 
para influir en sus gobiernos; y lo que es peor, la centralización política hace 
que la regla democrática de la mayoría deje insatisfechas a minorías 
importantes (millones de personas). Veamos como se podría aplicar la 
propuesta de JFCS al caso de la crisis secesionista de Cataluña. 

Supongamos teoréticamente que la sociedad catalana está dividida por igual 
en dos lealtades nacionales: española y catalana; tanto si Cataluña sigue 
siendo parte de España (unionismo) como si se independiza (separatismo), la 
mitad de su población está insatisfecha con el estatus político. La pugna entre 
el Estado español y el «aspirante» a Estado catalán se produce en clave de 
monopolio de la violencia: el primero desea mantenerlo y el segundo aspira a 
establecer uno propio. En esta dialéctica solo cabe un ganador y un perdedor. 
Sin embargo, existen alternativas al todo o nada: la primera, según Frey, sería 
otorgar a los municipios una genuina libertad política para que pudieran 
elegir su adscripción a una u otra jurisdicción: española o catalana. Para ello, 
se organiza un referendo de independencia en Cataluña donde se acata el 
resultado a nivel municipal; tras la consulta, el territorio es un mosaico de 
municipios catalanes y españoles, cada uno sujeto a las leyes de sus 
respectivos Estados. Además, podemos introducir el factor competencia 
permitiendo que, periódicamente, los municipios puedan cambiar de 
jurisdicción estatal; es decir, el statu quo político sería reversible. El «todo o 
nada» se mantiene, pero al reducirlo del nivel regional al municipal, el 
número de ciudadanos satisfechos aumenta. Además, los costes de «salida» y 
«voz» se reducen. Quienes posean un fuerte sentimiento nacional (español o 


catalán) y, tras la consulta, hayan quedado residiendo en un municipio 

«extranjero» tienen dos opciones: 

a) Salida: los insatisfechos se trasladan a un municipio adscrito a su Estado 
preferido. Si el número de «salidas», en ambos sentidos, es significativo, se 
irán afianzando mayorías nacionales en cada municipio. 

b) Voz: los insatisfechos no se mudan, pero pueden influir en el resto para 
revertir el statu quo político, a saber, cambiar de adscripción nacional en el 
próximo referendo. Siempre es más costoso cambiar la residencia que 
manifestarse o acudir a votar. 

Una segunda solución permitiría contentar al 100% de la población: 
dejemos que cada individuo elija su nacionalidad. Veamos si esto es viable 
técnicamente. El impuesto sobre la renta y las cotizaciones a la Seguridad 
Social: cada empresario ingresa las cantidades en la hacienda (española o 
Catalana) elegida por cada empleado y consume sus servicios públicos 
(justicia, sanidad, educación, pensiones). Previamente, se negocia el reparto 
de los activos según criterios poblacionales, de tal forma que españoles y 
Catalanes acuden a sus respectivos centros: juzgados, hospitales, colegios, 
comisarías, etc. Las autovías y carreteras pueden dividirse o mancomunarse, 
según convenga. Cada individuo está sometido a las leyes de su propia 
jurisdicción y los conflictos entre personas de distinto fuero se dirimen 
mediante reglas de derecho que determinen, en cada caso, las normas de 
derecho aplicables. Las empresas también podrán elegir jurisdicción de tal 
manera que ambos Estados deberán competir fiscalmente por adscribirse el 
mayor número. 

Las ventajas de la propuesta de Frey son evidentes para los ciudadanos que 
verían como la competencia jurisdiccional redunda en mejores servicios y 
menores impuestos. Pero también hay obstáculos, el más importantes es que: 
«Government politicians regularly oppose these institutions because they 
restrict their power»** (Frey, 2005, 553). Otro es que, aun en el caso de que 
las JESC se implantaran, nada impediría que los competidores institucionales 
(normalmente pocos) se cartelizaran para «armonizar» ambas fiscalidades, es 
decir, igualarlas por lo alto. La mayor incógnita es cómo las JFSC podrían 
llegar a materializarse. En el caso de Cataluña, el deterioro de la convivencia 
es palpable. El sometimiento de la aspiración secesionista —la lucha por 
mantener el monopolio— solo puede desembocar en un mayor estado de 
agitación política y social. Por tanto, la solución menos conflictiva es abordar 


el problema mediante una innovación política que se implante de forma 
consensuada. 

En definitiva, la propuesta de Bruno Frey otorga más poder a los 
ciudadanos y se lo resta a los políticos, por tanto, no es de esperar que una 
iniciativa JFSC provenga de estos últimos; al contrario, los que se disputan 
un monopolio estatal lucharán a muerte hasta que solo quede uno. Por ello, 
pensamos que la realización de las JFSC, en su caso, provendrá de procesos 
sociales espontáneos sobre los cuales solo podemos hacer conjeturas. 

7. La disrupción tecnológica: blockchain o «cadena de bloques» 

Algunos autores (Tucker, 2010) piensan que la tecnología puede ser una seria 
amenaza al intervencionismo económico y social que ejercen los gobiernos 
sobre el individuo. Muchas de estas innovaciones, a las que nos vamos a 
referir, están asociadas a Internet; una de ellas es la tecnología blockchain, 
que apareció con las monedas digitales, en 2009. 

Bitcoin es la criptodivisa más conocida cuya creación es atribuída a Satoshi 
Nakamoto, pseudónimo de una persona o grupo de personas. Bitcoin es una 
moneda descentralizada, no respaldada por ningún gobierno y no depende de 
la confianza de un emisor institucional. Blockchain es la tecnología base de 
bitcoin y funciona como un orden policéntrico (Polanyi, 2009) mediante la 
adaptación mutua de todos los usuarios de la Red. Bitcoin solo puede 
funcionar correctamente si hay consenso entre todos los usuarios, por tanto, 
consumidores y programadores tienen un gran aliciente en proteger dicho 
consenso. El protocolo informático es de código abierto y las transacciones 
no necesitan un intermediario (banco) ya que son directas entre usuarios 
—peer to peer o P2P— y están encriptadas; además, son seguras, 
irreversibles y no contienen datos personales de los clientes. Las 
transacciones con bitcoins no son anónimas, sino pseudónimas; es decir, toda 
operación informática deja un rastro de quien la realiza, pero no sabemos, a 
priori, su identidad real. Las unidades monetarias o bitcoins se crean a 
velocidad predecible y decreciente, cada año, a la mitad, hasta alcanzar en 
2030 el tope de 21 millones de unidades; por tanto, estamos ante una moneda 
fiat que no es inflacionaria. A diferencia de lo que suele ocurrir con el dinero 
de curso forzoso, la capacidad adquisitiva del bitcoin aumenta con el paso del 
tiempo; esta progresiva deflación incentiva una menor preferencia temporal y 
remunera el ahorro e inversión a largo plazo. 

Los inconvenientes de las criptomonedas son varios: en primer lugar, la 


mayoría de la gente no confía en algo que no entiende y esto hace que su uso 
sea minoritario; recordemos que una buena moneda se caracteriza por su 
aceptabilidad universal. En segundo lugar, los gobiernos acusan a las 
criptomonedas de ser herramientas financieras al servicio del terrorismo y del 
crimen organizado, argumento carente de justificación, pero que sirve para 
demonizar, prohibir o regular su uso. El tercer problema es la seguridad ante 
un robo por parte de piratas informáticos o hackers (tampoco es totalmente 
seguro almacenar billetes o lingotes de oro). El cuarto problema es el referido 
a la volatilidad de su valor; entre octubre y diciembre de 2013, el precio de 
un bitcoin se multiplicó por ciento diez, pasando de 100 USD a 1.100 $; 
durante todo el año 2014, se produjo una corrección paulatina, hasta alcanzar 
300 $ en enero de 2015; en enero de 2018 era 14.736 $ y solo diez meses 
después, 4.525 $; por tanto, la crítica sobre la volatilidad es justa, lo que le 
resta poder de atracción. 

Por último, ¿ayudará bitcoin a reducir las guerras?: en cierta medida sí; los 
gobiernos financian la guerra mediante la violencia (aumento de impuestos, 
endeudamiento) y el fraude (inflación), pero esto no es posible con Bitcoin. 

La tecnología blockchain sirve para otros usos que pueden hacer 
desaparecer determinadas organizaciones estatales; por ejemplo, la empresa 
Stampery proporciona servicios notariales a precios extremadamente bajos e 
incluso gratis. Ahora es posible registrar una «prueba de propiedad» de 
bienes y documentos o una «prueba de existencia»; es posible saber que un 
determinado hecho ——matrimonio, contrato, comunicación, intercambio, 
prueba médica, lectura de un email, creación artística o académica— acaeció 
o se hizo pública en una determinada fecha y hora, de forma incontrovertible. 
Stampery propone a sus clientes reemplazar la fe pública de un notario por la 
integridad matemática que proporciona blockchain. Las implicaciones son 
muchas: los registros civiles, que han sido secularmente estatales, pueden 
verse desplazados por registros privados. Otros autores van más lejos y 
afirman que blockchain puede incluso cambiar el concepto de Estado-nación 
(Oishi, 2016): 

I love the decentralized concept laying in the Blockchain. 1 understood instantly that the 


Blockchain can be a basic infrastructure for governance, contracts, law, and even nations. The 


Blockchain is not just for money. It's there for brandnew governance structures, replacing the 


nation state concept from the Napoleon era 2%€ 


Todo depende del grado de aceptación del público y, en su caso, de los 
obstáculos institucionales a la vista; en cualquier caso, estamos expectantes 
ante las potencialidades de esta nueva tecnología para modificar el orden 
social. 

8. Agorismo 

En el proyecto Free State un grupo organizado de ciudadanos intenta cambiar 
el orden social «desde» la política. Para otros libertarios —agoristas y 
anarcocapitalistas— esta estrategia es inconsistente y contradictoria porque la 
libertad no puede ampliarse utilizando los mismos mecanismos que la 
cercenan. El agorismo, partiendo de una filosofía anarquista, desarrolla una 
teoría de la acción práctica denominada «contraeconomía»,*Y cuyo fin último 
es liberar al hombre de toda opresión estatal. El agorismo, por tanto, integra 
la teoría libertaria con la acción de la contraeconomía (Konkin, 2008: 12), 
definida esta última como «acción humana, no coactiva, que desafía al 
Estado» (Konkin, 2008: 40); por ejemplo, el rechazo de la conscripción, la 
evasión de impuestos y la economía sumergida. En esencia, todo «mercado 
negro» es el rechazo de la autoridad política para limitar la pacífica 
cooperación humana y la respuesta del mercado ante la coacción estatal. Para 
el agorista, la diferencia entre «comerciante» y «traficante» reside en que el 
gobierno «autoriza» unos intercambios y «prohíbe» otros. Esta distinción no 
solo es arbitraria, además, es una ilegítima irrupción en las pacíficas 
relaciones humanas. La mayoría de gobiernos califica como crímenes 
determinadas conductas viciosas que solo dañan a quienes las practican. 
Según Spooner (1875: 1): «En los vicios falta la verdadera esencia del delito 
(esto es, la intención de lesionar la persona o propiedad de otro)». El Estado 
utiliza sus medios de seguridad al margen de los deseos de los consumidores 
pues en lugar de perseguir criminales emplea muchos recursos para imponer 
determinados códigos morales. 

La contraeconomía es un concepto defensivo, parecido a la desobediencia 
civil, pues no contempla acciones violentas: tiranicidio, asesinato de 
funcionarios o terrorismo. La mayoría de ciudadanos vulnera, de forma 
natural, algunas normas gubernamentales (tráfico, impuestos), pero estas 
acciones son espontáneas y no obedecen a un plan consciente de acción, esta 
es la diferencia entre un infractor ocasional y un agorista. El primero, actúa 
intuitivamente, se defiende del Estado buscando su propio interés y puede 
sentirse culpable porque no tiene una filosofía que justifique éticamente su 


desobediencia. El segundo, actúa por convicción moral según el principio 
libertario de no-agresión, es decir, nadie puede legítimamente iniciar 
violencia sobre él y, por tanto, está éticamente habilitado para resistirse a la 
potestas del gobierno. El agorista posee un estado de conciencia que rechaza 
el sometimiento a otros hombres que ostentan poder. Para que el agorismo 
pueda triunfar un gran número de personas debe actuar como emprendedores 
independientes, en lugar de trabajar como asalariados, ya que sería poco 
probable que el Estado ignorase a las empresas altamente estructuradas 
(Gordon, 2015). Una sociedad agorista, que para soslayar la acción del 
Estado necesitara atomizar la producción, tendría, sin duda, menor tasa de 
capitalización y división del trabajo. Tampoco queda claro que la táctica de 
privar al Estado de recursos económicos pueda ser capaz de abolirlo en su 
totalidad. 

9. El papel de las ideas 

La mayoría de autores libertarios considera que la realización de una so- 
ciedad laissez-faire requiere la aceptación mayoritaria de determinadas ideas. 
Ya en 1548, La Boétie afirmaba: 


Resolveos a no ser esclavos y seréis libres. No se necesita para esto pulverizar el ídolo, será 
suficiente no querer adorarlo; el coloso se desploma y queda hecho pedazos por su propio peso, 
cuando la base en que se sostenía llega a faltarle. 


La importancia de las ideas en los cambios sociales también ha sido puesta 
de relieve por Gustavo Le Bon (1895: 9): 


Las grandes conmociones que preceden a los cambios de civilización parecen estar determinadas, 
en primer término, por considerables transformaciones políticas: invasiones de pueblos o 
derrocamientos de dinastías. Pero un atento estudio de tales sucesos descubre casi siempre, como 
su causa auténtica y tras sus motivos aparentes, una modificación profunda en las ideas de los 
pueblos. Las auténticas conmociones históricas no son las que nos asombran en virtud de su 
magnitud y su violencia. Los únicos cambios importantes, aquellos de los que se desprende la 
renovación de las civilizaciones, se producen en las opiniones, las concepciones y las creencias. 


Tesis a la que se adhieren los libertarios Morris y Linda Tannehill (2007: 
94): «Ideas are the forces which shape our lives and our world». Autores 
como Hume, Mises y Rothbard, en la misma línea, han afirmado que el poder 
del gobierno descansa, en última instancia, en la opinión y no en su fuerza 
bruta. 

La existencia del Estado se sustenta en ideas, a saber, en la aceptación 
general de su utilidad o, si se quiere, de su inevitabilidad. Si admitimos la 
relevancia de las ideas en los cambios sociales, el advenimiento de un orden 
social laissez-faire solo será posible tras un cambio de mentalidad. Por 


ejemplo, la «desafección» de los ciudadanos con la política refleja un cambio 
en las ideas, el político empieza a ser visto como un depredador y los 
funcionarios como un lastre; aún así, las masas siguen pensando que ambos 
son necesarios y que todo se arreglaría colocando a las personas 
«adecuadas». Para realizar una sociedad laissez-faire es preciso dar un paso 
más en la desafección y considerar —como hizo Molinari— que el 
monopolio de la violencia no solo es nocivo, sino prescindible. En cierto 
modo, «el gobierno es puramente una creencia religiosa» (Rose, 2011: 6), es 
percibido como un ser omnipotente (Mises, 2002) capaz de proveer todo lo 
necesario para la felicidad humana. Así como una religión muere porque sus 
fieles dejan de creen en su deidad, el monopolio morirá cuando las masas 
dejen de creer en el Estado. Roberts Higgs (2009) opina el gobierno se 
justifica con similares argumentos con los que se defendía la esclavitud: 
La similitud de los argumentos en contra de la abolición de la esclavitud y los argumentos en 
contra de la abolición del gobierno (tal como lo conocemos) debería sacudir la fe de los 
estadounidenses que aún se aferran a la errada concepción de que el nuestro es un «gobierno del 
pueblo, por el pueblo, para el pueblo». Desde donde me encuentro, se lo observa penosamente 


como un complejo institucional que reposa en las mismas endebles fundamentaciones intelectuales 
que la esclavitud. 


Dada la popularidad de la socialdemocracia en Occidente, parece muy 
improbable, a corto y medio plazo, que las ideas libertarias hagan retroceder 
al Poder. El Estado social, a pesar de sus múltiples problemas, goza de 
amplia aceptación social; queda por ver cómo reaccionará la sociedad frente a 
su efecto corruptor y empobrecedor, algo que Hoppe (2004) denomina 
«descivilización». Este fenómeno puede ser más o menos rápido e intenso, 
según cada país; por ejemplo, en Venezuela se ha producido de forma 
acelerada, en tan solo 17 años. En Europa, el proceso de descivilización es 
menos acusado y pasa más desapercibido porque algunas naciones poseen 
mucho capital acumulado y porque los gobiernos menos responsables se ven 
constreñidos por el control presupuestario que ejercen los más serios, en 
particular, a través de la fijación de límites (deuda, gasto, déficit) que impone 
la Unión Europea. La quiebra económica de Grecia, a finales de 2009, es el 
primer ejemplo de colapso de un Estado social; otros países como Portugal, 
Irlanda, Italia y España tienen dificultades para mantener su estabilidad 
presupuestaria. El alto endeudamiento de todos los gobiernos constituye para 
muchos economistas el origen de una nueva crisis económica. Si esta 


tendencia no se revierte, el colapso a medio plazo de muchos Estados 
europeos es inevitable; para ello, no es preciso que el gobierno se adueñe de 
los medios de producción, basta con que el intervencionismo, la confiscación 
y la redistribución sean lo suficientemente extensas y profundas como para 
socavar la función empresarial y hacer que la producción caiga a los niveles 
de una sociedad preindustrial. Esto ya sucedió con la decadencia de la 
civilización clásica y su programa populista de panem et circenses (Mises, 
2011a: 905). 

En España, las ideas que imperan son contrarias al laissez-faire. Según un 
estudio de la Fundación BBVA (2013: 54) la sociedad española se identifica 


plenamente con el intervencionismo estatal: 
Amplio apoyo al Estado de Bienestar, abogando también por amplios mecanismos de intervención 
del Estado en la economía. Esta amplia demanda de un papel muy activo del Estado cristaliza en el 
contexto de la crisis: se prefiere aumentar el gasto para estimular el crecimiento antes que 
implementar recortes para cuadrar las cuentas públicas, son partidarios de mantener o incluso 
aumentar el gasto en áreas propias del Estado de Bienestar, expresando una fuerte adhesión a 
medidas de regulación y de estímulo por parte del Estado. 


Según el mismo estudio (2013: 31), en lo referente a la distribución de los 
ingresos, los españoles se alejan de la mayoría de europeos y muestran una 
preferencia por el igualitarismo: 54,7% de los encuestados está de acuerdo en 
que «los ingresos deberían ser más equilibrados, aunque ello pueda significar 
que las personas que se esfuerzan más y las que se esfuerzan menos ganen 
cantidades similares». A pesar de su fracaso, «nuestras sociedades siguen 
profundamente imbuidas de socialismo» (Huerta de Soto, 2005). 

En definitiva, nos parece que el Estado-nación, como institución, goza de 
gran aceptación popular y que las ideas del laissez-faire siguen siendo 
marginales. Además, la maquinaria estatal funciona a pleno rendimiento para 
que sean sus ideas las que prevalezcan. Sus principales medios son la 
educación pública, incluida la universidad, el control directo (TV, radio y 
entes de titularidad pública) e indirecto (regulaciones, subvenciones, 
licencias, contratos de publicidad institucional) de los medios de 
comunicación de masas, la producción de estadísticas y estudios 
demoscópicos, las ayudas públicas a los intelectuales, científicos, artistas y 
creadores de opinión, etc. El único dominio que escapa, de momento, al 


control autoritario de los gobiernos es Internet (Rushkoff, 2001: 212): 
El espacio mediático es caótico. Como un océano o un sistema meteorológico, no respeta la 
autoridad. De hecho, aquellos que intentan imponer su autoridad son burlados mientras valiosas, 


geniales en interesantes noticias breves emergen de las fuentes más remotas, aparentemente in- 
trascendentes. 


Internet es, sin lugar a dudas, el vivo ejemplo de un orden policéntrico, 
laissez-faire, que se autorregula por la acción espontánea de proveedores y 
consumidores de información. «Las redes sociales informales ejercen una 
enorme influencia que a veces anula a la jerarquía formal» (Luthans, 2008: 
315). En el ámbito mercantil, Internet ha soslayado el control gubernamental 
de la economía, permitiendo que los intercambios se multipliquen al margen 
de la regulación. Las aplicaciones permiten a cualquiera convertirse en 
exportador, taxista o rentista. El gobierno va a remolque de estos cambios 
tecnológicos y trata de regular esta explosión de «economía colaborativa»*% 
para que todos «pasen por caja». Ninguna actividad económica será 
legalizada si elude la mordida fiscal. Ya iremos viendo como se decanta esta 
lucha entre la libertad económica que proporciona la Red y los intentos 
gubernamentales para fiscalizar los intercambios. Tal vez, la libertad venga 
de la mano de la tecnología lo que, a su vez, popularice las ideas del laissez- 
faire. 


CONCLUSIONES 


La guerra es «un acto de fuerza para obligar al contrario al cumplimiento de 
nuestra voluntad» (Clausewitz, 1980: 27), lo que implica el inicio de la 
agresión del atacante y, en su caso, la respuesta defensiva del atacado. La 
guerra produce un enorme sufrimiento humano y destruye, en muy poco 
tiempo, el capital acumulado en la sociedad tras largos periodos de trabajo, 
ahorro e inversión. La guerra es un medio antieconómico de alcanzar 
determinados fines (Liberman, 1993: 25) o, mejor dicho, es económico para 
unos pocos y ruinoso para la mayoría. Iniciar una guerra con la idea de 
obtener una ganancia «neta» es engañoso pues unos ganan a expensas de 
otros (Bastos, 2006: 40). Pero, sobre todo, iniciar una guerra es un medio 
ilegítimo e inmoral de alcanzar fines pues atenta contra principios éticos 
universales como la no-agresión, la libertad y la propiedad. La lesividad de 
las guerras ha sido paralela al crecimiento del Estado-nación, 
particularmente, a partir de la Revolución francesa. «La guerra es la salud del 
Estado» (Bourne, 2013) porque la población «cierra filas» con su gobierno y 
ofrece menor resistencia a la expansión del poder político en forma de 
mayores impuestos y restricciones a la libertad. La guerra es una actividad 


deliberada, racional, no es un fenómeno innato, instintivo, fatal o 
irremediable de la naturaleza humana. Si los individuos, especialmente, los 
que ejercen poder o autoridad, perfeccionaran sus conocimientos 
económicos y éticos, la guerra podría llegar a ser un fenómeno residual. La 
Escuela Austriaca de Economía nos ofrece un corpus epistémico fértil que 
proclama la dimensión moral de la economía de mercado (Kirzner, 1995: 15) 
y nos brinda los cimientos teóricos para que florezca una sociedad de 
individuos libres, responsables, prósperos y pacíficos. Un mejor 
conocimiento de la Ciencia económica nos aleja de la guerra pues derrumba 
algunos mitos sobre los que esta se asienta, por ejemplo, que los recursos 
naturales son insuficientes para la supervivencia de una nación o que la 
conquista militar sea un medio rentable de incrementar la riqueza. 

La seguridad es una categoría de la acción humana que Opera 
permanentemente en todo tiempo y lugar. De igual modo que el hombre 
piensa y actúa de forma económica, también lo hace buscando la manera de 
incrementar su seguridad. El hombre produce y consume seguridad de igual 
forma que lo hace con otros bienes económicos. La pretensión de otorgar a la 
seguridad (o a la defensa) un estatus especial no está económicamente 
justificada. El consumo de bienes de seguridad depende, marginalmente, de 
la personal escala de valores de cada individuo (Menger, 1897); este es el 
único juez capaz de realizar inversiones consideradas, a priori, productivas y 
toda intervención política es una pretensión de conocimiento que resultará en 
una menor acumulación de capital (Smith, 2011: 554). Mediante los 
monopolios estatales de defensa y seguridad (entre otros), la subjetividad de 
cada consumidor queda reemplazada por las de políticos y funcionarios, 
interfiriendo el normal desarrollo de la función empresarial. La genuina 
participación del individuo en la defensa reside en su libertad para 
autoprotegerse con los medios a su alcance y/o en la elección de proveedores 
de defensa y seguridad que operan en libre competencia. Solamente un 
mercado laissez-faire, guiado por el sistema de precios, permite al 
consumidor obtener la protección deseada según su personal escala de 
valores. Tal vez, el mayor error teorético en el estudio de la economía de 
defensa y seguridad sea haber excluido del análisis la ley de la utilidad 
marginal, ley universal que afecta al consumo de cualquier tipo de bien 
económico. Este fallo está asociado a la práctica común de entender el valor 
de los bienes según clases o categorías y no según cantidades específicas. Los 


servicios de protección, al igual que el resto de bienes económicos, se 
producen y se consumen según la ley de la utilidad marginal. 

La elección entre seguridad y libertad es un falso dilema basado en la 
suposición de que ambas son mutuamente excluyentes. «Tratar de 
compaginar una y otra sin renunciar a ninguna de ellas es un problema, no un 
dilema. En la vida solemos enfrentarnos con problemas, que admiten 
soluciones diversas y graduales» (Cortina, 2015: 8). El (falso) dilema de 
elegir seguridad o libertad solo puede contemplarse bajo un régimen coactivo 
pues en el libre mercado el mayor consumo de seguridad, ceteris paribus, 
conduce a mayores cotas de libertad. Dicho de otro modo: no es preciso 
renunciar a la libertad para obtener seguridad. Toda elección tiene costes de 
oportunidad y la pérdida de cierto grado de libertad es uno más entre otros 
muchos. 

El monopolio estatal de defensa y seguridad es un caso particular del 
teorema misesiano de la imposibilidad del cálculo económico en un sistema 
socialista. El gobierno, las fuerzas armadas, la policía y la protección civil no 
pueden proteger adecuadamente a la población porque la producción se 
realiza al margen de sus deseos, a saber, de forma hegemónica y coactiva. En 
particular, los órganos de planificación central de defensa y seguridad no 
pueden satisfacer racionalmente las siguientes cuestiones: quiénes, qué tipo, 
cuánta, dónde y cuándo debe ser producida la seguridad. Para los 
consumidores el monopolio estatal supone menor protección a mayor coste. 
La competencia empresarial descubre qué tipo de productos y servicios de 
protección es preciso producir y el tipo de organización empresarial más 
adecuado para generar, en cada contexto económico, el máximo valor posible 
para los consumidores. 

El modelo teórico de competencia perfecta y su corolario: los «fallos del 
mercado», es la justificación pseudocientífica del monopolio de la violencia. 
Incluso si aceptáramos, a efectos dialécticos, que el mercado tiene «fallos» y 
que genera una «sobreproducción» (por las externalidades negativas) o una 
«infraproducción» (por las externalidades positivas), constituye un non 
sequitur afirmar que el gobierno debe intervenir; esta conclusión no es 
económica, sino normativa (Block, 1983). El argumento de la eficiencia 
social, que sirve de justificación al intervencionismo, presenta errores 
metodológicos: la utilidad es subjetiva y no es posible medir, sumar o restar 
utilidades individuales para alcanzar una utilidad agregada o «social». 


Cualquier método cuantitativo empleado es necesariamente acientífico y 
arbitrario. Solamente la libertad individual, en ausencia de coacción o fraude, 
puede aproximarnos a lo que habitualmente se entiende como «eficiencia O 
utilidad social». El Estado, en su afán por «reparar» los supuestos fallos del 
mercado, produce nuevas externalidades. La Teoría de los bienes públicos es 
cuestionable desde sus propios criterios de no-excluibilidad y no-rivalidad, 
que no son absolutos, sino graduales. Todo bien económico, incluidos los 
servicios de defensa y seguridad, está sometido, por la parte consuntiva, a 
rivalidad; y, por la parte productiva, a formas de exclusión de quienes no 
desean pagar. La propia Teoría neoclásica queda desacreditada desde el 
momento en que los gobiernos, sistemáticamente, extienden su ámbito de 
intervención sobre numerosos bienes privados en los que existe, de forma 
incontrovertible, rivalidad en el consumo y capacidad de exclusión. En 
definitiva, la Teoría de los bienes públicos «es un razonamiento erróneo, 
ostentoso, montado en contradicciones internas, incongruencias, apelando a 
interpretaciones basadas en prejuicios y creencias populares asumidas, pero 
sin mérito científico alguno» (Hoppe, 2013: 83). 

Los bienes de defensa y seguridad no son más (ni menos) «esenciales» que 
otro tipo de bienes económicos. La tesis de que existen «clases» de 
instituciones presenta un asombroso parecido con la de «clases de bienes», 
que ya los economistas austriacos identificaran como el origen de la paradoja 
del valor. La crítica misesiana de las «clases de bienes», mutatis mutandi, es 
aplicable al argumento de las «clases de instituciones»; ambas 
universalizaciones son ilegítimas pues la economía moderna demuestra que 
los servicios deben considerarse en términos de unidades marginales 
(Rothbard, 2013b: 382). 

Por otro lado, el comportamiento del gorrón o free-rider es impecable desde 
las ópticas económica, jurídica y ética. No representa un problema 
significativo para los productores de economías externas ni para la sociedad 
en su conjunto y es el mercado, en todo caso, quien mejor desarrolla formas 
para internalizar las economías (y costes) de los productores. Al sustituir el 
mercado de bienes privados por el monopolio de bienes públicos (defensa y 
seguridad) el gobierno impide que los consumidores ejerzan poder de 
disposición sobre los bienes, precarizando su situación. El concepto de «bien 
económico» se diluye a medida que el consumidor se ve privado de las 
condiciones del libre mercado. 


El monopolio natural se identifica como otro «fallo» más del mercado que, 
paradójicamente, debe subsanarse con un monopolio público. Resulta curiosa 
esta distinción maniquea: hay un monopolio bueno, basado en la compulsión 
estatal y otro malo, fruto de los pacíficos intercambios que se realizan en el 
libre mercado. «Pocos son los economistas que hayan formulado una 
definición de monopolio que sea coherente y tenga significado» (Rothbard, 
2013a: 164). Nosotros nos identificamos con la definición de Lord Coke: el 
monopolio es un favor político, un fenómeno mercantilista y su existencia 
solo es debida a «una concesión de privilegios por parte del gobierno» 
(Rothbard, 2013b: 22). El monopolio «solo puede surgir cuando el Estado 
impide el acceso libre a una parcela, reservándosela para sí o concediéndosela 
a uno o varios privilegiados en detrimento del resto de agentes, que son 
vedados» (Huerta de Soto, 2009-2010). El concepto de monopolio se vacía de 
contenido cuando no existen barreras institucionales a la libre competencia. 
Lo malo no es el monopolio, per se, sino el obstáculo a la competencia 
(Hayek, 2014: 450). Los monopolios estatales de defensa y seguridad 
disfrutan de una serie de ventajas y privilegios a expensas de los 
consumidores. Es el monopolista quien determina qué se entiende por 
«defensa» y «seguridad»; pero, en realidad, ambos consisten en un elenco 
heterogéneo de productos y servicios (Bastos, 2015c). Además, el monopolio 
suprime violentamente la función empresarial, la competencia, la creatividad 
y la innovación. 

Huerta de Soto (2011b) establece tres niveles de análisis del fenómeno 
social: teórico-económico, histórico-evolutivo y ético; este último resulta 
imprescindible en toda investigación social pues «los sistemas sociales en 
última instancia deben ser juzgados por sus fundamentos éticos» (Benegas, 
2015). La guerra es uno de los asuntos de mayor interés filosófico (Bueno, 
2011b) y abordar la perspectiva ética, además, se enmarca en la tradición 
multidisciplinar que caracteriza a la Escuela Austriaca de Economía. La 
separación entre economía y ética obedece a la utilidad que nos proporciona 
la especialización del conocimiento, sin embargo, esta división se difumina 
en el ámbito de la acción humana. Los juicios económicos y éticos coexisten 
en Cada acto, en efecto: «Toda acción humana es intrínsecamente moral, está 
referida al orden moral» (Ayuso, 2015). Para saber si el monopolio estatal de 
la violencia es ético debemos: a) identificar una ética objetiva o, al menos, 


determinados principios éticos universales; b) a la luz de lo anterior, 

comparar el Estado con el libre mercado de defensa y seguridad. 

No hemos podido identificar una ética objetiva, pero sí tres principios éticos 
universales: 

a) No-agresión: todo ser humano, individualmente o de consuno, debe 
abstenerse de iniciar una agresión y causar daño a otro ser humano o a su 
propiedad. 

b) Libertad: todo ser humano debe ser libre para elegir fines y medios, según 
su personal escala de valores. 

c) Propiedad privada: todo ser humano debe ser libre para adquirir la 
propiedad, transferirla y preservarla frente a cualquier agresión. 

En particular, el monopolio estatal viola estos tres principios de cinco 
formas: 

a) Forzando a las personas a participar personalmente en la producción de 
defensa: haciendo la guerra, realizando el servicio militar, trabajando en 
sectores auxiliares de la defensa (militarización) y utilizando a los 
prisioneros como esclavos. 

b) Confiscando la propiedad privada mediante la redención en metálico del 
servicio militar, la requisa y el cobro general de impuestos. 

Cc) Coartando la función empresarial e impidiendo la entrada de productores 
de defensa y seguridad. 

d) Impidiendo o limitando la capacidad de los consumidores para elegir 
proveedores de defensa y seguridad. 

e) Obligando a consumir los servicios estatales de defensa y seguridad. 

Por último, una vez que hemos justificado que el monopolio estatal no es 
económico ni ético, abandonamos la Ciencia económica y la filosofía para 
adentrarnos en un campo meramente especulativo: la prospectiva. El 
praxeólogo usa intensivamente la imaginación y recrea en su mente 
escenarios futuros posibles —futuribles— que son de gran utilidad para la 
investigación social. Uno de ellos es la sustitución del monopolio estatal de la 
violencia por un sistema de producción laissez-faire y, consecuentemente, la 
aparición de una «anarquía de mercado», sociedad «laissez-faire», 
«anarcocapitalista» o «libertaria». No es cometido de las ciencias sociales 
hacer futurología, solo es posible realizar especulaciones plausibles, lógicas y 
razonables. 

La forma más sencilla de comprender la formación y funcionamiento de 


una sociedad laissez-faire es partir del concepto de «comunidad de 
propietarios» para irlo haciendo extensivo a las mancomunidades, calles, 
barrios, municipios, ciudades, federaciones, etc.; las cuales funcionan como 
comunidades «extensas» de propietarios. El concepto de «autoridad» política 
queda reemplazado por el de «representante» de la propiedad (presidente de 
la comunidad); y el de «gobierno» por el de «administración». Es plausible 
que un orden social laissez-faire haga surgir gran diversidad de comunidades 
que respondan a las necesidades, preferencias y deseos de sus residentes. 
Sobre la defensa militar, con toda seguridad, los costosos sistemas de armas 
estatales serán reemplazados por sistemas descentralizados de armas ligeras, 
individuales, precisas y baratas; cuya finalidad sea estrictamente defensiva. 
Las agencias privadas de defensa podrán emplear armas de mayor calibre y 
potencia de fuego. La producción de defensa dependerá de las necesidades de 
seguridad de cada comunidad, en función de los riesgos y amenazas 
percibidos. 

La mayoría opina que el anarcocapitalismo es una utopía «fuerte» 
(imposible). Según la idea hobbesiana, sin alguien que monopolice la 
violencia, el orden social se transformaría en anarquía y caos. Además, 
debido al efecto free-rider, la sociedad quedaría inerme y sería presa fácil de 
agresores organizados privados (mafias y/o empresas de seguridad) oO 
públicos (Estados). Por otro lado, una minoría opina que el anarcocapitalismo 
es una utopía «débil» (difícil, pero posible) ya que: a) el análisis 
antropológico e histórico revela la existencia (pasada y presente) de 
sociedades donde la seguridad no se produce monopólicamente; b) las 
relaciones entre Estados, el comercio exterior y el derecho internacional 
privado constituyen ejemplos de instituciones no sometidas a un gobierno 
común y funcionan en régimen de anarquía; y c) un mercado laissez-faire de 
servicios de protección es factible. En particular, frente a la hipótesis de la 
debilidad del anarcocapitalismo ante la agresión de un ejército convencional, 
vislumbramos algunas fortalezas del defensor: no hay un centro de gravedad 
que atacar y es muy probable que el agresor se vea envuelto en una guerra 
irregular cuyos costes y resultado son impredecibles. El defensor aprovechará 
la fortaleza y economía de medios que brinda la defensa, el mayor 
conocimiento del territorio y de la situación y la superioridad moral de luchar 
por una causa justa. La innovación tecnológica puede dar lugar a la aparición 


de sistemas de armas defensivos y disruptivos que vuelvan obsoletos o 
ineficaces los ejércitos convencionales del atacante. 

En la actualidad, existen diversas teorizaciones e iniciativas que pueden 
introducir mayores cotas de libertad en la sociedad: la secesión indefinida, 
Free Cities, ZEDE (Honduras), Seasteading o colonización de los mares, 
Free State (New Hampshire, EE.UU.), JESC, Blockchain, agorismo, etc. El 
hombre no puede crear ni modelar a su antojo una institución, un cosmos, un 
determinado orden social que, por definición, está abierto a los procesos de 
descubrimiento y que está sujeto a la incertidumbre inerradicable.% Factores 
como el tiempo y la ignorancia «nos alejan de la presuposición de que 
siempre podemos mejorar las cosas de la forma más eficiente simplemente 
aplicando nuestro (es decir, del planificador) conocimiento previo» 
(O*”Driscoll y Rizzo, 2009: 48). Deberán ser los procesos de cooperación 
humana los que vayan confirmando o refutando nuestras conjeturas. 
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% El Palacio Nacional de los Inválidos (Les Invalides) fue construido en París por Luis XIV de 
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% Como el Cuerpo de Mutilados de Guerra. 

L Ratchet effect. 
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2 Fuerza física. 
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2Si vis pacem, para belum. 

2 FM 101-5-1. Operational Terms and Graphics. US Army 

2 Instituto Juan de Mariana, Instituto Ludwig von Mises, Sociedad Mont Pelerin, CEDICE, 
Fundación Libertad y Progreso, FEE, El Cato, Fundación Libertad, Instituto Acton, Property and 
Freedom Society, etc. 

% La Edad Vikinga comienza el 8 de junio de 793 con_el saqueo de la Abadía de Lindisfarne 
(Inglaterra), cuyos monjes fueron asesinados, arrojados al mar o esclavizados. 

2 Los gitanos también son nómadas, pero al carecer de rebaños con los que alimentarse y desplazarse 
en pequeños grupos, su modus operandi no pudo ser el ataque armado sino la apropiación de la riqueza 
mediante la astucia, el hurto y el engaño. 
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hombre moderno haya causado a sus congéneres, en términos cuantitativos, una mayor cantidad de 
víctimas debido principalmente a la mayor dimensión y letalidad de las guerras. 

2 General de Brigada de Infantería, estratega, filósofo, historiador y sociólogo. 

2 «En la mentalidad general, el mercenario es inherentemente despiadado y desleal». 


2 Cerca de 30.000 soldados alemanes de la región de Hesse lucharon junto a las tropas inglesas. 

2 «Entre 1994 y 2002, el Departamento de Defensa de los EE.UU. realizó más de 3.000 contratos con 
firmas instaladas en su territorio por valor de más de 300.000 millones de dólares». 

Diccionario de la R.A.E., 2014. 

2 El placer psicológico de verse mejor, mejora de la autoestima, mayores oportunidades laborales o 
de encontrar pareja, etc. 

2 Informe Anual de Seguridad 2013. Gobierno de España. Presidencia del Gobierno. Departamento 
de Seguridad Nacional. 

X Nos referimos a la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medidas de Protección Integral 
contra la Violencia de Género. 

Z Por Unión de Centro Democrático (UCD), partido de gobierno durante la Legislatura 
Constituyente, Gabriel Cisneros Laborda (1940-2007), Miguel Herrero Rodríguez de Miñón (1940) y 
José Pedro Pérez-Llorca Rodrigo (1940); por el Partido Socialista Obrero Español (PSOE), principal 
partido de la oposición, Gregorio Peces-Barba Martínez (1938-2012); por el Partido Comunista de 
España (PCE), Jordi Solé Tura (1940-2009); por Alianza Popular (AP), Manuel Fraga Iribarne (1922- 
2012); y por Minoría Catalana (CDC, UDC, PSC-R, EDC y ERC), Miquel Roca i Junyent (1940). 

2 El autor realizó el curso de Estado Mayor del Ejército de Tierra en la Escuela Superior del Ejército 
(Madrid), entre 1994 y 1996. Posteriormente, ha desempeñado funciones como Oficial de Estado 
Mayor en la Jefatura de Tropas de S/C Tenerife, entre 1996 y 2000, y en el Mando de Canarias 
(Capitanía General), entre 2002 y 2003. 

2 Todos estos estudios, a excepción de la meteorología, emplean una metodología histórica. Se 
recaban datos estadísticos de las guerras y conflictos realizados en el pasado y se confeccionan tablas 
con datos que sirven para realizar estimaciones sobre los resultados de operaciones futuras. Dada la 
variabilidad de los conflictos, los diferentes actores en escena y los continuos cambios tecnológicos que 
se producen en la guerra, la eficacia de tales métodos inductivo-prospectivos es muy dudosa. 

% En La acción humana, Mises utiliza el término «urgente», pero «relevancia» es más completo ya 
que aúna la importancia y la urgencia. 

Y Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal (Vigente hasta el 28 de octubre de 
2015). Art. 566. 1. Los que fabriquen, comercialicen o establezcan depósitos de armas o municiones no 
autorizados por las leyes o la autoridad competente serán castigados... (se omiten las penas). 

% Este hecho se produce con otros servicios estatizados como sanidad, educación, justicia, etc. 

2 En España, la normativa básica reguladora contempla: una Ley Orgánica, tres Leyes, tres Reales 
Decretos, seis Órdenes Ministeriales y 8 Resoluciones. Fuente: pág. Web del Ministerio del Interior. 
<http://www.interior.gob.es>. 

2Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2015. BOE n.? 
315, 30 de diciembre de 2014, Sec. I. p. 106166. No incluidos los gastos de las Policías autonómicas y 
locales. 

B La idea de que políticos, funcionarios y otros empleados públicos pagan impuestos es simple y 
llanamente una ficción fiscal. Los impuestos, stricto sensu, solo pueden provenir de la producción del 
sector privado. 

% A esta cifra habría que añadir el gasto de las policías autonómicas y locales, que no ha sido 
computado. 

Z INE, EPA 3." Trimestre 2015 y resumen de Absolutexe. 

* Mises no considera que el armamento y material adquirido con el dinero procedente de los 
impuestos sea propiamente capital. Según él (2011a: 1005): «La historia no registra ninguna 
acumulación de capital por el estado». 

2 Secretaría de Estado de Defensa. DGAE. Oficina Presupuestaria. Presupuesto 2017. 

2 MINISDEF, Libro Blanco de la Defensa 2000, Madrid, Ministerio de Defensa. 

2 En el Ejército de Tierra español se considera adecuado que el gasto de personal y material esté 
equilibrado (50%-50%). 


2 Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 

2 Aportar pruebas de esta afirmación nos llevaría a una innecesaria extensión del libro. 

2 De acuerdo con la Ley Orgánica 5/2005, uno de los objetivos prioritarios del Departamento, en 
coordinación con otros poderes públicos, es el desarrollo de la cultura de defensa con la finalidad de 
que la sociedad española conozca, valore y se identifique con su historia y el esfuerzo solidario y 
efectivo mediante el cual las Fuerzas Armadas salvaguardan los intereses nacionales. En esta línea, la 
Directiva de Defensa Nacional 01/2012 establece que la defensa de España debe ser asumida por todos 
los españoles como asunto de indudable trascendencia de la que depende, junto a la independencia, la 
soberanía y la integridad territorial, la paz, la libertad, el respeto a nuestros intereses y la propia 
prosperidad. Una defensa eficaz exige la participación ciudadana, única fórmula para otorgarle 
continuidad y profundidad a las políticas. Por ello, se acentuará el esfuerzo en el desarrollo de una 
comunicación estratégica de la defensa que tendrá como finalidad fomentar una conciencia de defensa 
de España y, en más profundidad, una cultura de la defensa. 

2 <https://www.lainformacion.com/mundo/un-referendum-obligara-a-suiza-a-anular-la-compra-de- 
22-aviones-de-combate_WDNj¡F80yH8xU0bNOXUou?7/. Último acceso: 09/06/2018>. 

2 Marxismo, socialismo y algunas doctrinas cristianas y utilitaristas. 

7El náufrago está solo en la isla y nadie puede interferir en sus actos. 

* Existen muchas formas de autoproducción de seguridad, tales como la vigilancia con medios 
propios, el aprendizaje de artes marciales, el manejo de armas de fuego, la tenencia de perros 
adiestrados o el empleo de herramientas personales de defensa. 

2 La eficiencia expresa la relación entre la energía útil y la energía invertida. 

% Básicas, de seguridad y protección, sociales, de estima y de autorrealización. 

“ También se puede consultar en Teoría positiva del capital (Bóhm-Bawerk, 1998: cap. III) y en La 
acción humana (Mises, 2011a: cap. VID. 

2 Ya vimos en el capítulo 2 la acepción de seguridad como estado psicológico. 

2 Horacio (Odas, L, 11): Carpe diem, quam minimum credula postero. «Aprovecha el día, no confíes 
en el mañana». 

“En 2010, contabilizó 4,3 billones en primas, casi 80% más que en 2000, gracias al dinamismo del 
segmento vida y a la contribución creciente de unos mercados emergentes cuyo total de primas 
acumuló un crecimiento de más del 150% (en términos reales) durante dicho periodo. Solo en 2010, 
creció 11% —siendo Asia y América Latina las regiones que más contribuyeron, con crecimientos de 
19% y 8%, respectivamente— frente a 1,4% en los países industrializados. 

2 «Homenaje a un Filósofo». Editorial del Wall Street Journal, 17 de junio de 1963. 

% «Si, por ejemplo, un gasto de 1.000 dólares en armamento es preferible a un gasto similar en patios 
de recreo». 

Y Decía Goering: «No tenemos mantequilla... pero os pregunto, ¿preferiríais tener mantequilla o 
armas? La preparación nos hace poderosos. La mantequilla simplemente nos hace gordos». 

% Aquí nos referimos a la amenaza de fuerzas convencionales porque es patente que el terrorismo es 
una amenaza para todo ellos. 

2 Suiza es una excepción. En 2014, el 53,9% de los votantes en un referéndum revocó la decisión del 
parlamento federal de comprar 22 aviones de combate por importe de 2.500 millones de euros. 

2 Expansión/Datosmacro.com. <http://www.datosmacro.com/Estado/gasto/defensa>. Último acceso: 
20/06/2018. 

2 Griegos, fenicios, Liga Hanseática y los Imperios español, británico, portugués y neerlandés. 

Z «Muchos estadounidenses todavía dudan seriamente que los bombardeos de EE.UU. a Vietnam del 
Norte y Camboya tuvieran mucho que ver con la protección de su libertad.» 

ZTreinta militares. 

2El Batallón español estaba integrado en la Brigada Multinacional Oeste (Pec, Kosovo) y el autor, 
siendo comandante, prestaba servicios en la célula de planes de su Estado Mayor. 

B Serbios, ortodoxos; croatas, católicos; y bosnios, musulmanes. 


% En El Salvador, un cuarto de siglo después del conflicto, la violencia de las pandillas, 
especialmente la «Barrio 18» y la «Mara Salvatrucha», genera no solo muertes, sino también problemas 
económicos y sociales que impiden el progreso del país, como se esperaba tras la firma de los Acuerdos 
de Paz de enero de 1992. Muchos salvadoreños piensan que la inseguridad es ahora mayor que durante 
la guerra entre el Estado y el FMLN (Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional). 

2 Tal fue el caso de la operación El Dorado Canyon, realizada por las fuerzas armadas de los EE.UU. 
sobre Libia, y compuesta por una serie de ataques aéreos, el 15 de abril de 1986. La operación se llevó 
a Cabo en respuesta al atentado terrorista de la discoteca de Berlín, La Belle, diez días antes. Libia 
reconoció haber sufrido bajas civiles y militares, unas 100 personas, entre ellas, una hija adoptiva del 
líder libio Muammar Al-Gaddafi. En la operación, se registraron también bajas militares 
estadounidenses. Este ataque, denominado por algunos «terrorismo de Estado» desató nuevos 
atentados, como el del Vuelo 103 de Pan Am, dirigido por el gobierno libio. 

2 En de la teoría austrolibertaria los conceptos de «autoría intelectual» y de «apología» no se 
consideran actos punitivos, solo los autores materiales de un crimen están sujetos a responsabilidad 
penal. 

2 Algo parecido se observa en los carnavales de Tenerife: el Cabildo valla convenientemente su 
edificio (con fondos públicos) para que nadie manche sus paredes mientras que los portales de los 
propietarios privados son pasto de micciones y vómitos. 

2 Operación Escudo del Océano. 

“ España, Italia, Alemania, Francia, Reino Unido, Países Bajos, Grecia y Japón. 

2 <http://eunavfor.eu/archives>. Último acceso: 29/11/2018. 

2 Fusiles de asalto de 5,56 mm., ametralladoras de 7,62 mm. y Browning de 12,7 mm. 

“Real Decreto 1628/2009, de 30 de octubre de 2009. 

BOE n.” 83, de 5 de abril de 2014. 

2 1) Regulaciones bancarias. 2) Obras públicas. 3) Acuñación de moneda. 4) Correos. 5) 
Construcción obligatoria de muros de contención de incendios. 6) Registro obligatorio de hipotecas. 7) 
Restricciones a la exportación de trigo. 8) Prohibición de pagar salarios en especie. 

7 «En la práctica, quienes adoptan el punto de vista nirvana pretenden descubrir discrepancias entre 
lo ideal y lo real y si las discrepancias son encontradas, deducen que la realidad es ineficiente». 

E Cursiva añadida por el autor. 

2 «Los ataques a las posturas no deben basarse en afirmaciones que no han sido presentadas por la 
otra parte». 

2 «Falla» es la expresión utilizada en Hispanoamérica. 

2 «La afirmación de que el gobierne se debería involucrar en la economía privada es una conclusión 
moral, que solamente puede alcanzarse si existen argumentos éticos en las premisas.» 

2 «Uno debe comparar el mercado con el Estado, no como uno desearía que el Estado se comportase 
en un ambiente ideal, sino como debe comportarse en el mundo real». 

2 «Todos los llamados bienes privados afectan de alguna manera a segundas o terceras partes.» 

2 En la novela de Ricardo M. Rojas, El Consorcio (2016, Unión Editorial), se incorpora como 
apéndice El señor Robinson, que cuenta la historia de un productivo y laborioso campesino que cultiva 
patatas y un buen día decide rebelarse contra aquellos principios morales que lo impulsaban a aceptar 
como valor superior el servicio los demás (altruismo, según Ayn Rand). El señor Robinson decide 
buscar nuevos fundamentos para sus propios valores, se independiza de todo tipo de servicio estatal y 
fortifica su casa instalando una alambrada electrificada y campos de minas. 

2 Tax consumers y tax payers: consumidores y proveedores de impuestos. 

2 El profesor Bastos Boubeta (2016f) explica por qué las cotizaciones a la Seguridad Social para 
sufragar el sistema estatal de pensiones constituye un impuesto al trabajo y no son, en modo alguno, un 
sistema de previsión social: «Los ingresos recaudados por el sistema de Seguridad Social no se guardan 
en ninguna parte, de la misma manera que ocurre con cualquier otro impuesto, se ingresan como una 
partida más en los presupuestos generales del Estado y son gastados de forma indistinta de las demás 


partidas. La única diferencia es que a efectos contables figuran de tal forma que aparentan ser una 
entidad aparte autofinanciada, cuando en realidad no lo son. De hecho, cuando la autodenominada 
Seguridad Social incurre en déficit, como en los últimos tres años, la diferencia es cubierta con otras 
partidas presupuestarias o con la emisión de deuda pública, como cualquier otro ministerio o agencia 
pública. De la misma forma que asumimos que los gastos en universidad o justicia no se cubren con los 
ingresos que generan esos servicios (las matrículas o tasas judiciales no sostienen tales prestaciones) 
deberíamos hacer lo mismo con las pensiones públicas. Si lo recaudado no llega, se recurre a Otras 
fuentes o simplemente se recorta la prestación. En ninguna parte está escrito que tengamos derecho a 
una determinada cuantía de pensión y en ninguna parte está estipulado cuándo la vamos a percibir». 

2 Un bien no escaso, como el aire o el agua del océano, no es un bien económico. 

2 Una de las funciones del sistema de precios es asignar los bienes a los compradores. La otra es 
orientar a los empresarios sobre qué bienes deben ser producidos y cuáles no. 

2 Es preciso apuntar que el sistema de cobro no era de mercado, consistía en una patente de la Corona 
Británica que permitía a los propietarios de los faros cobrar una tasa portuaria a los barcos que 
supuestamente se beneficiaban del servicio. Si los puertos hubieran sido privados, la tasa podría 
haberse cobrado, legítimamente, sin necesidad de acudir al favor del Estado. 

“The Free Dictionary (Internet). 

% Desde cabo Roncudo hasta cabo Finisterre. 

22 Debido a la curvatura de la tierra, este alcance depende de la altura del faro sobre el mar y de la 
altura del observador en el barco (antiguamente el vigía se colocaba en la cofa del mástil). 

2 Batallones, Regimientos, Brigadas, etc. 

“De igual modo, tampoco hay rivalidad si acudimos a un cajero automático a las tres de la mañana, 
cuando no hay clientes que demanden este servicio. 

1% Provincias que no albergan instalaciones militares: Álava, Albacete, Ávila, Castellón, Cuenca, 
Guadalajara, Huelva, Jaén, Lugo, Orense, Palencia, Tarragona, Teruel, Soria y Zamora; así como las 
islas de Ibiza, Menorca, Lanzarote, La Palma, El Hierro y La Gomera. 

2% E] subrayado ha sido añadido por el autor. 

1% «Pero, ciertamente, él no ha demandado esos beneficios y, en ningún caso, puede alegarse que los 
haya contratado». 

2%E] Cabildo aportó 5% y el ayuntamiento de Breña Baja otro 5%. 

22En un escenario laissez-faire nadie puede obligar a la compañía C a proteger a quienes no son sus 
clientes; es decir, no existe el «deber legal de auxilio». Sin embargo, C podría acceder por motivos 
humanitarios o comerciales; por ejemplo, podría ofrecer un servicio de protección «expedito» mediante 
un contrato verbal que quedara registrado telefónicamente. 

2% Tras la aprobación de la reforma de la Ley de Propiedad Intelectual (Real Decreto Legislativo 
1/1996, de 12 de abril) el servicio de Google Noticias en España tuvo que cerrar. La nueva legislación 
obliga a cualquier publicación española a cobrar, quiera o no, a servicios como Google Noticias por 
mostrar el más mínimo fragmento de sus publicaciones. Dado que Google Noticias es un servicio que 
no generaba ingresos (no hay publicidad en el sitio web), la pretensión del gobierno ocasionó el cierre 
del servicio con evidente perjuicio para las partes implicadas: Google, autores, editores y usuarios de 
Internet. 

1: Tenemos un antecedente en el Antiguo Testamento —Éxodo— cuando las casas de los judíos son 
marcadas con sangre de cordero para evitar la acción del «Ángel exterminador». 

12 La primera ley de propiedad horizontal en España data de 1960 (Ley 49/1960, de 21 de julio). 

Los fuegos artificiales producen perjuicios. Las explosiones alteran el descanso, asustan a los niños 
y estresan a las mascotas. Incluso han producido incendios forestales. 

2% La conducta especulativa no es exclusiva del empresario, sino propia de la acción humana. Por 
ejemplo, muchos consumidores anticipan o retrasan sus compras buscando los mejores precios. 

2La demanda de un producto es inelástica cuando la conducta del consumidor es poco sensible a las 
fluctuaciones del precio. 


2% Cuotas de mercado mundial de bebidas con cola: Coca-Cola 84,5%; Pepsi-Cola 9%; MDD (Marca 
Del Distribuidor 6,3%; Otros 0,2%. Fuente: <http://www.qcom.es/v_portal/informacion>. 

E] Canal de Panamá compite con el sistema intermodal de los Estados Unidos en la ruta que va del 
noreste de Asia hacia la costa este de los Estados Unidos, en la que el cliente puede elegir entre el 
transporte a menor costo, a través del canal, con un alto grado de confiabilidad, pero con tiempos de 
navegación más largos; o la ruta por el sistema intermodal de los Estados Unidos, que actúa como 
extensión terrestre de la ruta transpacífica, con tiempos de navegación más cortos pero a un mayor 
coste y con más variabilidad en la confiabilidad del servicio. 

MM Existen diversas fuentes sobre los muertos y heridos causados por las Guerras Napoleónicas, entre 
1797 y 1815. Los militares muertos se sitúan entre 2,5 y 3,5 millones, y los civiles entre 700.000 y 3 
millones. En España, según el coronel D. José Pardo de Santayana, experto en La Guerra de la 
Independencia española, si se compara la población que había antes de la guerra (11 millones) con la 
que quedó después, la reducción se aproxima al millón de habitantes. Francia fue el país que más vidas 
perdió, cerca de 2 millones, por causa directa de la guerra. En total, entre 3,25 y 6,5 millones. Datos 
proporcionados directamente al autor por José Pardo de Santayana. 

Tnstituto de la Vivienda de las Fuerzas Armadas (INVIFAS). 

2 Tnstituto Social de las Fuerzas Armadas (ISFAS). 

21 <http://www.defensa.gob.es/Galerias/gabinete/red/2015/red-322-centro-farmacia.pdf. Último 
acceso: 25/09/2018>. 

2 Infantería, Caballería, Artillería, Ingenieros y Transmisiones. 

22 En la década de 1980 empezaron a llegar profesores nativos a las academias militares, en 1982, 
había dos profesoras nativas de inglés y francés en la Academia de Infantería de Toledo bajo el mando 
de un oficial que «sabía» idiomas y ocupaba la dirección del departamento. 

2 La principal era la ocupación en precario: el propio militar y/o su familia no desalojaban la 
vivienda una vez perdido el derecho de ocupación. El Ministerio de Defensa prefirió deshacerse del 
parque de viviendas militares antes que proceder a los siempre impopulares desalojos de las familias. 
Las viviendas fueron ofrecidas en venta a sus inquilinos a un precio sensiblemente inferior al de 
mercado. 

5 Entre los años 2000 y 2002, los vehículos militares de la guarnición de Ronda (Málaga), donde 
existía una ITV civil, se desplazaban cada año (los vehículos de más de 20 años, cada seis meses) para 
pasar la ITV en las instalaciones militares de mantenimiento de Granada (UALOG XXIID), situada a 
183 km. Este doctorando, a la sazón (2001), jefe de logística de la Bandera de Operaciones Especiales 
de la Legión (BOEL XIX), realizó un análisis de los costes (tiempo, dietas, combustible, inseguridad, 
desgaste de material, etc.) y propuso al Mando de la Zona Militar Sur (Sevilla) que la ITV fuera 
realizada, mediante contrato, en la ITV de Ronda. Inicialmente, la propuesta fue desestimada y pasados 
varios años fue implantada. 

2% «Todo trabajo que no sea militar debería estar exclusivamente en manos privadas, tanto si eres 
consumidor como productor.» 

2 Las fechas son aproximadas ya que este fenómeno no era homogéneo en todos los cuerpos 
militares. 

2 Chófer, hacer la compra, limpieza, pasear al perro, etc. 

2 Suponemos que por un precio inferior al de mercado, pero esto es una especulación. 

22 En 1997, los militares destinados en el Cuartel General de la Jefatura de Tropas de S/C Tenerife 
podían incorporarse al trabajo una hora más tarde durante la semana de Carnavales. 

2! Acción de negar el acceso a puertos específicos a naves mercantes para la importación/ 
exportación de productos. 

2La Tesorería de la Marina española bonificaba al Corso entre 200 y 160 reales por cada prisionero 
capturado vivo. 

Entrevista concedida al diario El País el 2 de septiembre de 2007. 

BOE n.* 17. Viernes, 20 de enero de 2006, p. 2593. 


5Un teniente, 5 años; un sargento, 3 años y un soldado, 9 meses. 

28SREAL DECRETO 416/2006, de 11 de abril, por el que se establece la organización y el despliegue 
de la Fuerza del Ejército de Tierra, de la Armada y del Ejército del Aire, así como de la Unidad Militar 
de Emergencias. Artículo 15. Estructura. La Unidad Militar de Emergencias estará compuesta por: 
Cuartel General, 1 Agrupación de medios aéreos, 5 Batallones de intervención y 1 Regimiento de 
apoyo. 

2 Las deducciones por IRPF en las nóminas de los empleados públicos es una ficción fiscal pues el 
importe bruto del salario procede de los impuestos extraídos al sector privado. 

22 Art. 149.1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias: 29.*. Seguridad 
pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades Autónomas en la 
forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una ley orgánica. 

2L a constitución francesa de 1793 consagró la educación pública como un deber de la sociedad (art. 
22): «La instrucción es una necesidad para todos. La sociedad debe favorecer con todas sus fuerzas los 
progresos de la razón pública, y poner la instrucción al alcance de todos los ciudadanos». 


4 «El hombre es un lobo para el hombre». 


4 «Tiburón» financiero, fondos «buitre», etc. 

 Unificadores violentos de Europa, como Carlomagno o Napoleón, son idealizados al margen de 
toda consideración ética. 

Datos en millones de muertos. 

4 Nietzsche pone en boca de Zaratustra: «Ya os he dicho que nace demasiada gente; pues bien, para 
los que están de más se ha inventado el Estado». 

«A pesar del hecho de que los gobiernos siempre dicen actuar en nombre del pueblo y del bien 
común, la verdad es que el gobierno, por su propia naturaleza, está siempre en directa oposición a los 
intereses de la humanidad» 

La Operación «Causa Justa» o «Just Cause» fue la invasión de Panamá, el 20 de diciembre 
de 1989, por parte de las fuerzas armadas de EE.UU. Satíricamente, el público norteamericano la 
denominó: «just because», cuya traducción al español es: «porque sí». 

Cualquier Kapauku puede contratar con cualquier tonowi disponible, quedando el primero en 
deuda con el segundo. Esta posición de liderazgo se alcanza a través de respaldo mutuo entre el tonowi 
y sus clientes, respaldo que puede ser retirado libremente por cualquiera de las partes; por ejemplo, 
mediante la liquidación de la deuda o la exigencia de su rembolso. 

2 Zomia incluye las tierras de altitud superior a 300 m. del noreste de la India, Vietnam, Camboya, 
Laos, Tailandia, Birmania y cuatro provincias del suroeste de China. 

2 En 2006, el líder de Convergencia i Unió (CiU), Artur Mas, tuvo la ocurrencia de firmar, ante 
notario, un «contrato con los catalanes», donde se recogían 21 compromisos electorales; los firmantes 
fueron Artur Mas i Gavarró y el notario Joan Carles Ollé i Favaró; incomprensiblemente, ni uno solo de 
los 5,3 millones de catalanes acudió a la notaría para firmar lo que, sin duda, era puro teatro: una 
promesa electoral disfrazada de contrato. 

2 Sin Traición: la constitución sin autoridad. 

% Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas, art. 17. 

£ La «Formación del Espíritu Nacional» (FEN) era una asignatura del bachillerato en el Régimen del 
General Franco. 

12 Himno de la Academia General Militar de Zaragoza: «Honor y Gloria de la Raza/tus cadetes 
España serán/y a la grandeza de tu historia/laureles nuevos sumarán». 

21 ey 85/1978, de Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas, art. 1. 

12Tbid, art. 15. 

Ambos artículos, 1 y 15, fueron derogados por el número 1 de la disposición derogatoria única del 
R.D. 96/2009, de 6 de febrero, por el que se aprueban las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas, 
B.O.E. 7 febrero. 


1% Así reza la Canción del Legionario: «Soy valiente y leal legionario soy soldado de brava legión 
¡Pesa en mi alma doliente calvario que en el fuego busca redención! 

1  <http://josehdezcabrera.blogspot.com.es/2013/10/nelson-heroe-o-pirata.html. Último acceso 
29/10/2018>. 

2 Art. 16 de las Reales Ordenanzas para las Fuerzas Armadas de 1978 (derogado, 06/02/2009). 

1 En la Academia General Militar (AGM) de Zaragoza los cadetes de las Armas se autodenominan 
«pura sangre» mientras que los oficiales de los Cuerpos Comunes (Intervención, Jurídico, Música y 
Sanidad) son denominados desdeñosamente «aspirinos». 

2% Un ejemplo actual es el eslogan nacionalista «derecho a decidir», en abstracto. 

12 American Economic Review, mayo 1992, pp. 203-209. 

12 En 2004, el 77% de los votantes suizos rechazó la propuesta de instauración de un salario mínimo 
de 4.000 francos (3.270 €). Los gremios patronales y los partidos conservadores fueron capaces de 
convencer al electorado de que la medida perjudicaba justamente a quienes pretendía proteger. 

1% En la antigiiedad la usura era cualquier tipo de interés mientras que en la actualidad es un tipo de 
interés «excesivo». 

15 Nehemías 5: 9-13: «Y dije: No es bueno lo que hacéis. ¿No andaréis en el temor de nuestro Dios, 
para no ser oprobio de las naciones enemigas nuestras? También yo y mis hermanos y mis criados les 
hemos prestado dinero y grano; quitémosles ahora este gravamen. Os ruego que les devolváis hoy sus 
tierras, sus viñas, sus olivares y sus casas, y la centésima parte del dinero, del grano, del vino y del 
aceite, que demandáis de ellos como interés. Y dijeron: Lo devolveremos, y nada les demandaremos; 
haremos así como tú dices. Entonces convoqué a los sacerdotes, y les hice jurar que harían conforme a 
esto. Además sacudí mi vestido, y dije: Así sacuda Dios de su casa y de su trabajo a todo hombre que 
no cumpliere esto, y así sea sacudido y vacío». 


Proverbios 28, 2: «El que aumenta sus riquezas con usura e intereses acumula para el que se 


compadece de los pobres». 


Deuteronomio 23. 19-20: «No tomarás de tu hermano logro de dinero, ni logro de comida, ni logro 


de cosa alguna que se suele tomar. Del extraño tomarás logro, mas de tu hermano no lo tomarás». 


Exod0 22: 25: «Si dieres a mi pueblo dinero emprestado, al pobre que está contigo, no te portarás con 
él como logrero, ni le impondrás usura». 


Lucas g. 35; «Ustedes, por el contrario, amen a sus enemigos, háganles bien y denles prestado sin 


esperar nada a cambio. Así tendrán una gran recompensa y serán hijos del Altísimo, porque Él es 
bondadoso con los ingratos y malvados». 

25 En el apdo. 8 veremos qué se entiende por «guerra justa». 

1 En su novela Walden Dos (1984: 15-16), Skinner imagina la forma de construir «científicamente» 
una sociedad igualitaria: «Dividiendo simplemente el importe total del salario que reciben cada año los 
americanos por el número de personas que no tienen trabajo, obtendremos un salario anual 
perfectamente razonable para todos. Pero esto supone una reducción del nivel de vida para muchos, lo 
cual, tal como están las cosas, quizás sea imposible (...) Sin embargo, en una serie de pequeñas 
comunidades, todo el mundo tendría trabajo, porque el trabajo, como el salario, podría dividirse entre 
los trabajadores (...) Si el mundo ha de economizar una parte de los recursos que posee como previsión 
para un futuro, debe reducir no solo el consumo sino el número de consumidores. En una comunidad 
experimental costaría muy poco variar el índice de natalidad. Los padres no necesitarían a los hijos para 
su seguridad económica, los que no tuvieran hijos podrían dedicar todo el tiempo que quisiera a los 
niños y toda la comunidad funcionaria como una familia inmensa, una familia unida por el amor en la 
que cada uno de sus miembros podría hacer la función de padre y la función de hijo. Entonces los 
vínculos de sangre pasarían a un segundo plano». 


Skinner, honestamente, reconoce que su ensayo de laboratorio social y redistributivo «quizás sea 


imposible» (las personas no se comportan como las palomas) y por eso considera que reduciendo el 
alcance del experimento su proyecto podría tener éxito. En segundo lugar, afirmar que la redistribución 


es «razonable para todos» no deja de ser una impostura intelectual; si efectivamente así fuera, no sería 
preciso usar la fuerza para alcanzar los objetivos redistributivos. 

1% «La clara y directa tendencia de las leyes de pobres está en directa oposición a estos obvios 
principios: no es, como la legislación benévolamente pretendía, corregir la condición del pobre, sino 
deteriorar la condición de ambos, pobre y rico; en lugar de hacer rico al pobre, están calculadas para 
hacer pobre al rico; y mientras las presentes leyes estén en vigor, el orden natural de las cosas es que los 
fondos para el mantenimiento de los pobres aumenten progresivamente hasta que hayan absorbido todo 
el ingreso neto del país, o al menos tanto como el Estado deje para nosotros, después de satisfacer sus 
nunca decrecientes demandas de gasto público.» 

1% <https://s3.amazonaws.com/happiness-report/2018/WHR_web.pdf>. Último acceso 14/10/2018. 

2 La Ley colombiana 73, de 1998, permite al gobierno la disposición de los órganos del difunto 
cuando sus familiares están in absentia: «Para los efectos de la presente Ley existe presunción legal de 
donación cuando una persona durante su vida se haya abstenido de ejercer el derecho que tiene a 
oponerse a que de su cuerpo se extraigan órganos o componentes anatómicos después de su 
fallecimiento, si dentro de las seis (6) horas siguientes a la ocurrencia de la muerte cerebral o antes de 
la iniciación de una autopsia médico-legal, sus deudos no acreditan su condición de tales ni expresan su 
oposición en el mismo sentido». Pari passu, la siguiente ley utilitarista podría ser la disposición 
gubernamental absoluta sobre los cuerpos de todos los difuntos con fines de «utilidad social» y al 
margen de la expresa voluntad del finado o de sus familiares. Toda persona, al fallecer, pasaría a ser 
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http://www.bbc.com/mundo/noticias/2015/08/150805_hiroshima_bomba_atomica_aniversario_razones_ 
Último acceso 14/10/2018. 

M2 Esto que afirmamos es fácilmente observable cuando un turista es capaz de transitar por cualquier 
país, de cualquier cultura, sin necesidad de haber leído una sola línea de su legislación. 

12 Tal y como afirmaba el jurista y politólogo Antonio García-Trevijano (1927-2018), es un error 
frecuente de la legislación afirmar que algo (trabajo, defensa nacional, votar, ser miembro de un Jurado 
popular) pueda ser, a la vez, derecho y deber. Se trata de una imposibilidad jurídica. 

2 Leonardo Polo (1991: 107), Quién es el hombre, Madrid, Rialp. 

Según Aristóteles, no se puede ser a la vez una cosa y su contraria: (AAA). 

2 Ayau, Ayuso, Bagus, Bastiat, Bastos, Benegas, Benson, Block, Boétie, Bourne, Calzada, Casey, 
Chodorov, Demsetz, Díaz, DiLorenzo, Ebeling, Escohotado, Friedman, Garrison, Ghersi, Gordon, 
Hayek, Hazlitt, Herbener, Higgs, Hoppe, Huerta de Soto, Húlsmann, Hummel, Jasay, Jouvenel, 
Kinsella, Kirzner, Klein, Konkin MI, Kofman, Krause, Kuehnelt-Leddihn, Leoni, Locke, Mises, 
Martínez, Molinari, Montaner, Murphy, Napolitano, Negro, Nock, Nozick, Popper, Proudhon, Rachels, 
Rallo, Rand, Read, Rockwell, Rodríguez, Rojas, Rose, Rothbard, Salerno, Sánchez, Spencer, Spooner, 
Tannehill, Thoreau, Thornton, Tilly, Tucker, Woods, Zanotti, etc. 

Z Digesto, De justitia et jure, Ley Vim vi. 

2 Algo que los jurisconsultos llaman incontinenti. 

2El 23 de febrero de 1793 la Convención Nacional decide la leva de trescientos mil hombres por 
sorteo entre los varones solteros o viudos de todos los departamentos de Francia, con edades 
comprendidas entre los 18 y los 45 años. El fin era hacer frente al descenso súbito de efectivos del 
ejército debido a las bajas, las deserciones, y sobre todo al fin del periodo de un año por el que habían 
sido reclutados los voluntarios de 1792, periodo que en aquel momento se había estimado suficiente 
para que, con la duración de una campaña, hubieran rechazado al enemigo más allá de las fronteras y 
podrían volver a sus casas. A pesar de la resistencia al reclutamiento y de las deserciones, la leva en 
masa de febrero consiguió que el número de hombres alistados se incrementara considerablemente. 

En 1987, siendo el autor teniente en el Grupo de Operaciones Especiales V «San Marcial», y 
estando de maniobras en la provincia de Burgos, un joven pastor se lamentaba de su mala suerte: no 
había ido al Servicio Militar obligatorio por haber sido declarado «excedente de cupo». 


* Según Rodríguez (2012): «La ley de 1851 autorizó la redención a metálico mediante la cantidad 
de 6000 reales (r.), cantidad que se mantuvo en la ley de 1856, y que se elevó hasta los 8000 r. con la 
Ley de 2 de noviembre de 1859, cantidad que volvió reducirse a 6000 r. por el decreto de 20 de febrero 
de 1869, que se rebajó a 5000 r. para los mozos del llamamiento extraordinario de 1874 y se aumentó 
nuevamente hasta 8000 r. para los comprendidos en los de 1875. Si tenemos en cuenta que un fusil de 
avancarga y disparo por cápsula fulminante 1857/1859 le costaba al estado 233 r., llegaremos a la 
conclusión de que dicha suma era una cifra importante». 

La conscripción ha recaído, casi exclusivamente, sobre los varones jóvenes. Algunos países, como 
Chad, Cuba, Eritrea, Israel y Noruega son excepciones a la norma e incluyen a las mujeres. 

2 García-Trevijano (2012) afirma que una misma cosa (la defensa, votar en elecciones, formar parte 
de un Jurado) no puede ser, simultáneamente, derecho y deber. Si algo es derecho, no es deber; y 
viceversa. 

Caso del pacifista. 

% Perder en combate. 

2 El módico estipendio que recibe la tropa en algunos países no puede ser considerado, en sentido 
estricto, un salario. 

% Austria, Dinamarca, Estonia, Finlandia, Noruega y Suiza. 

2 La realidad es que las clases altas siempre dispusieron de formas legales e ilegales de eludir la 
prestación o hacerla en condiciones más favorables; por ejemplo, las milicias universitarias. 

% Siendo el autor capitán, durante una Jura de Bandera, en 1993, el padre de un soldado le solicitó 
que «enderezara» a su hijo. 

2 El Movimiento Scout nació como una manera de combatir la delincuencia en la Inglaterra de 
principios del siglo xx, buscando el desarrollo físico, espiritual y mental de los jóvenes para que 
llegaran a ser «buenos ciudadanos» a través de un método específico inspirado en la vida militar y al 
aire libre cuyas directrices serían establecidas en el manual Escultismo para muchachos (1908), del 
coronel británico Robert Stephenson Smith Baden-Powell of Gilwell. 

21 El rey, como propietario de la nación, tenía derecho a la quinta parte de la riqueza —el «quinto 
real»— descubierta o conquistada militarmente. 

2 La información procede de testimonios personales y de la propia experiencia como militar de 
carrera entre 1978 y 2003. 

2Es bien sabida la escasa productividad del trabajo-esclavo. 

2*Ley Orgánica 12/1985, de 27 de noviembre, de Régimen Disciplinario de las Fuerzas Armadas. 
Antes de esta ley, los arrestos se producían sin sujeción a procedimiento alguno, no había trámite de 
audiencia, ni gradualidad en las sanciones, ni posibilidad de recurso de alzada, etc. 

Tnstauración de la Prestación Social Sustitutoria por Ley 48/1984, de 26 de diciembre, Reguladora 
de la Objeción de Conciencia. 

25 Algunas excepciones son Austria, Estonia, Finlandia, Israel, Korea del Sur, Singapur y Suiza. 

2 En España, quedan otros tres impuestos personales obligatorios: el Tribunal del Jurado, el 
desempeño de cargos electorales y la asistencia de los deportistas de élite a las convocatorias de las 
selecciones nacionales. No existe rechazo social a los dos primeros y el tercero carece de eficacia 
jurídica pues el rendimiento deportivo no puede ser impuesto coactivamente. 

%* Único comprador. 

2 «La creencia en la “autoridad”, que incluye toda creencia en el “gobierno”, es irracional y auto- 
contradictoria; es contraria a la civilización y a la moralidad, y constituye la más peligrosa, destructiva 
superstición que haya existido jamás. Más que una fuerza del orden y la justicia, la creencia en la 
“autoridad” es el archienemigo de la humanidad». 

2 Código Penal español (art. 20.7): «Están exentos de responsabilidad criminal: El que obre en 
cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho, oficio o cargo». También puede ser 
una atenuante a tenor del artículo 21.1 cuando no se cumplan todos los requisitos para eximir 
totalmente de responsabilidad criminal al sujeto activo. 


2 Conferencia IJM (11/01/2014). <https://www.youtube.com/watch?v= sEFiG8U4wUD>. 

2 Título del ensayo del mismo nombre escrito en Ginebra, en 1938/39. 

22 La mente retorcida de Adolf Hitler, por sí misma, suponía poca o ninguna amenaza a la 
humanidad. Fue que millones de personas vieran a Hitler como «autoridad» y se sintieran obligadas a 
obedecer su mando y ejecutar sus órdenes lo que realmente causó el daño hecho por el III Reich. En 
otras palabras, el problema no es que la gente mala crea en la «autoridad»; el problema es que, 
básicamente, la gente buena crea en la «autoridad» y, como resultado, termine defendiendo y aun 
cometiendo actos de agresión, injusticia y opresión, incluso asesinatos. 

2 «G.I. Joe» o «el artículo Pepe» fue el apodo dado a los soldados norteamericanos en la Segunda 
Guerra Mundial. G.I. significa «government issue»: artículos, material y equipos que pertenecen al 
gobierno. 

22 Cita no textual. Nota: Alí fue desposeído de su título de campeón mundial y condenado a cinco 
años de prisión y a pagar una multa de 10.000 dólares. 

2 Según Rodríguez (2012): «La ley de 1856 fijó la duración del servicio militar en 8 años, tiempo 
que se mantuvo con la Ley de 26 de junio de 1867, que mandaba se sirviera 4 años en activo (primera 
reserva) y otros 4 años en segunda reserva. En la ley de 24 de marzo de 1870 se redujo a 6 años la 
duración, estableciendo también este límite los decretos de 10 de febrero y 11 de agosto de 1875. La ley 
de 10 de enero de 1877 dispuso que el servicio fuera de 8 años, 4 en el ejército permanente, y otros 4 en 
la reserva. Lo mismo ordenó la de 28 de agosto de 1878, al reformarse la de 8 de enero de 1882, se 
amplió a 12 años (6 y 6)». 

2 Debemos aquí señalar que las empresas privadas de seguridad no compiten con el monopolio 
estatal de la seguridad (Policía) sino que actúan de forma supervisada y controlada. La Constitución 
española, en su artículo 104, establece claramente que la seguridad ciudadana es una misión de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y, por ello, se permite la actividad de seguridad privada como 
complementaria a la pública en régimen de subordinación. Los consumidores no son libres de rechazar 
la seguridad estatal y contratar una agencia privada; ni siquiera son libres de producir su propia 
seguridad mediante el empleo de armas. 

22 Art. 1 de la Ley 48/1984. 

2Tnstituto Nacional de la Salud. 

22 «Vive y deja vivir». 
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<https://www.bbc.co.uk/mundo/noticias/2014/08/140711_primera_guerra_diarios_trincheras_finde_mz. 
Último acceso 29/10/2018>. 

22 <https://www.eacnur.org/protegemos-los-refugiados>. Último acceso 30/10/2018. 

22«El negocio de la seguridad privada es, por excelencia, la industria creciente a nivel mundial y uno 
de los sectores económicos de más rápido crecimiento en muchos países.» 

22 «Un hombre es mejor que su nacimiento». 

25 En la justicia penal, propia del Estado moderno, la víctima (o sus familiares) no solo no es 
indemnizada por el daño sufrido (el agresor suele ser insolvente) sino que además debe sufragar con sus 
impuestos los costes penitenciarios del criminal durante su reclusión en la cárcel. 

Fuente: Oficina de Información Diplomática (España). 

2 Existen cuatro clanes principales: Dir, Isaq, Hawiye y Darod; divididos en numerosos subclanes, y 
otro clan, con mayor presencia en el sur, cuya población es más mezclada, los Rahamweyn o Digil 
Mirifle. Los Jareer son poblaciones con mayor presencia bantú y que se dedican a actividades como la 
caza y la pesca que son consideradas profesiones impuras para los somalíes. 

22 <https://www.cia.gov/library/publications/the-world-factbook/geos/so.html. Último acceso 
04/11/2018>. 

22 «A pesar de la ausencia de un gobierno nacional efectivo, Somalia mantiene una economía 
informal basada principalmente en la ganadería, empresas de envío de remesas y telecomunicaciones. 
El gobierno de Somalia es incapaz de cobrar impuestos y la deuda externa —mayoritariamente 
impagada— era estimada en el 77% del PIB, en 2017. 


La agricultura es el sector más importante, la ganadería supone cerca del 40% del PIB y más del 50% 
de las exportaciones. Nómadas y pastores, que dependen de sus rebaños para vivir, constituyen una 
gran parte de la población. 


[-.-] En los últimos años, la capital de Somalia, Mogadiscio, ha presenciado el desarrollo de las 
primeras gasolineras, supermercados y conexiones aéreas con Turquía, desde el colapso del Estado en 
1991. [...] Los hoteles siguen funcionando y son protegidos por milicias de seguridad privada. [...] Las 
empresas de telecomunicaciones proveen servicios sin cable en las principales ciudades y ofrecen 
llamadas internacionales al precio más bajo en el continente. En ausencia de un sector bancario formal, 
las empresas de transferencias de dinero han proliferado por todo el país». 

2% «Gran parte del caos político en África se debe a que los africanos consideran opresiva la ley 
positiva; muchos creen que aboliendo esta se pondría fin a ese caos político». 

2 «Somalia sigue siendo un país con severos problemas. Pero parece haberlo hecho mucho mejor sin 
Estado que bajo un gobierno. Una visión integral de los datos de bienestar, antes y después de la 
anarquía, sugiere que bajo esta última, Somalia se ha desarrollado en importantes aspectos. 
Contrariamente a nuestra intuición típica, en Somalia parece que el bienestar social ha mejorado 
debido, precisamente, a la ausencia de un Estado central. El gobierno somalí era opresivo, explotador y 
brutal». 

2 Peter T. Leeson (2013), aplicando la economía, ha estudiado la ley gitana o «Romaniya» de los 
Vlax Gypsy, el grupo más numero e importante en los EE.UU. Su principal conclusión es que 
determinadas creencias supersticiosas y rituales de los gitanos contribuyen al mantenimiento del orden 
social cuando no se usa el Gobierno, ni el ostracismo. 

22 Esta cifra no está debidamente contrastada dada la dificultad de elaborar un censo de una etnia que, 
en cierta medida, mantiene una constante movilidad geográfica y cuya asimilación por la sociedad 
sedentaria hace difícil su identificación. 

22 «Para los gitanos, usar la inteligencia para sustraer a un payo su dinero o su propiedad es una 
virtud, no un vicio». 

2Se sientan los síndicos en los sillones asignados a cada una de sus respectivas acequias. Asiste el 
alguacil del Tribunal, antaño guarda mayor o verdadero «atandador», encargado de dar el agua y 
levantar las compuertas o paradas, portando como insignia un impropio arpón de latón dorado, de dos 
púas, una de ellas encorvada, que era el instrumento con que separaban y recogían las tablas de las 
ranuras de los partidores. El alguacil, solicita del presidente la venia para iniciar las citaciones y llama 
públicamente: «¡Denunciats de la Séquia de Quart!», y acuden los denunciados, si los hay, 
acompañados por el Guarda de la Acequia. Las citaciones se van haciendo por el orden en que las 
acequias toman el agua del río, iniciándose por la de Quart, que es la primera, y terminando por la de 
Robella, que es la última. El guarda expone el caso o presenta al querellante, si hay acusador privado. 
Acaba con la frase de ritual: «Es quant tenia que dir». El presidente inquiere: «qué té que dir 1'acusat?», 
y pasa a defenderse el acusado. Ya ha caído en desuso el célebre «calle vosté i parle vosté», al igual que 
aquella antigua costumbre, de tradición árabe, de señalar con el pie a quien se concedía la palabra. 

2En el siglo xvi los suizos habían alcanzado fama de ser buenos soldados y el Papa Julio II contrató 
un cuerpo de 150 militares procedentes de los cantones de Lucerna y Zurich. 

2 En Alemania, todos los empadronados que hayan sido bautizados pagan un impuesto eclesiástico 
que solo puede soslayarse mediante la apostasía. 

2 La verdad «científica» no es incompatible con otro tipo de verdades (religión, filosofía, 
costumbre), sin embargo, es justo reconocer el mayor prestigio de la ciencia frente a otras tradiciones. 

2 Hemos supuesto un sistema de votación para elegir cargos, pero tal y como declara Leoni (2011: 
144): «El voto no es el único sistema de elegir representantes» y no podemos descartar la existencia de 
otras formas electivas, tales como la rotación o la sucesión hereditaria; esto último, es factible cuando 
la propiedad de un conjunto de inmuebles recae en una sola persona. 

Relativo a los estilos de vida: solteros, vegetarianos, animalistas, nudistas, consumidores de droga, 
deportistas, hippies, etc. 


2 Es plausible que estas acciones afectaran negativamente a la cotización bursátil de Repsol por lo 
que la compañía evitará un conflicto de esta naturaleza. 

2 Cuando la justicia es privada, la reputación juega un papel relevante en el orden social. 

2 El concepto de alistamiento de una fuerza combina dos capacidades: alta preparación militar y 
rapidez de despliegue allá donde sea preciso intervenir. 

2El Índice 2016 de Libertad Económica, elaborado por The Heritage Fundation, demuestra que los 
países con mayor nivel de libertad económica (Hong Kong, Singapur, Nueva Zelanda, Suiza y 
Australia) tienen un desempeño sustancialmente superior al resto, en crecimiento económico, ingreso 
per cápita, atención médica, educación, protección del medio ambiente, reducción de la pobreza y 
bienestar general. 

25 Fuente: OCDE. <http://www.oecd.org/centrodemexico/estadisticas>. Último acceso 01/12/2018. 

22 A pesar de su repetido uso retórico, no existe tal cosa como «inversión pública»; la inversión es 
una actividad de mercado propia de la función empresarial y sujeta a la contabilidad de pérdidas y 
ganancias. El sector público no invierte, solo recauda y gasta. 

2 «Las sociedades más ricas también pueden obtener fácilmente la tecnología de las armas nucleares 
lo que ha claramente demostrado la disuasión ante los grandes Estados de hacer la guerra. Además, las 
sociedades más ricas pueden comprar la defensa a sus vecinos de variadas formas. Pueden emplear 
mercenarios extranjeros y pueden simplemente sobornar a los regímenes enemigos. Los potenciales 
agresores externos serán también reacios a bombardear ciudades extranjeras ricas que son fuente de un 
lucrativo comercio e inversiones. Y finalmente, en una sociedad más rica, los residentes a nivel 
individual y de pequeñas organizaciones son más capaces —si el Estado lo permite— de armarse, lo 
que tiene el efecto de añadir otra barrera de resistencia ante una agresión externa». 

2 Nucleares, Biológicas, Químicas. 

Diccionario de la RAE. 

2 Numidia, en el siglo 1 (a.n.e.), era una región del norte de África, habitada por tribus bereberes, 
que ocupaba la parte septentrional de las actuales Argelia, Túnez y Marruecos. 

2 «Los políticos son políticos porque disfrutan ejerciendo poder sobre otros y ser honrados por su 
«elevada posición». Tener poder y ser aclamados es la vida de los políticos y un verdadero político 
peleará hasta la muerte (tu muerte) si piensa que ello le ayudará a mantenerlos». 

2El síndrome «hubris» es una patología asociada a las personas que ejercen poder, particularmente, 
los jefes de Estado. 

22 <https://www.youtube.com/watch?v=HeFMyrWIZ68>. Último acceso 14/11/2018. 

2 «Mi conciencia no me permitirá disparar a mi hermano, o a alguien más negro, o a una pobre gente 
hambrienta en el barro por una grande y poderosa América. ¿Y por qué dispararles? Ellos nunca me 
llamaron negro, nunca me lincharon, nunca me arrojaron a los perros, no me robaron mi nacionalidad, 
ni violaron y mataron a mi madre y a mi padre... ¿Por qué dispararles?... Cómo puedo disparar a esa 
pobre gente, llévenme a la cárcel.» 

2 «Ojee usted cualquier libro de historia y verá que la mayor injusticia y destrucción que ha ocurrido 
en todo el mundo no fue el resultado de la gente “violando la ley”, sino más bien el resultado de la 
gente obedeciendo y haciendo cumplir las “leyes” de varios gobiernos. Los males que han sido 
cometidos a pesar de la “autoridad” son triviales comparados con los males que han sido cometidos en 
el nombre de la “autoridad”.» 

La Ley Seca en los Estados Unidos, en la década de 1920, constituye un ejemplo de mercado 
negro. Cuando el Gobierno Federal prohibió la fabricación y venta de bebidas alcohólicas abolió un 
sector legal del mercado, pero como el gobierno no podía abolir la demanda los grupos criminales se 
encargaron de satisfacerla. Numerosas bandas incrementaron su riqueza gracias al mercado negro que 
surgió tras la prohibición. Una vez derogada la Ley Seca, los criminales trasladaron sus actividades a 
otras áreas prohibidas, como la droga, el juego y la prostitución. Es interesante notar que una de las 
organizaciones que lucharon con más denuedo contra de la derogación de la Ley Seca fue la mafia. 


2% Teóricamente, también sería relativamente fácil que España, Francia, o ambas en concierto, 
conquistara militarmente Andorra; y que EE.UU. conquistara Panamá, país que abolió 
constitucionalmente su ejército en 1989. 

2 «¿Es rentable la conquista en la era moderna? ¿Son las economías industriales “recursos 
acumulables” que pueden ser movilizados por conquistadores extranjeros? Esta cuestión está en la raíz 
de importantes debates de las relaciones internacionales. Los realistas han afirmado que la conquista es 
rentable, especialmente la conquista de las sociedades industriales modernas, pero los liberales se 
oponen: la conquista de las sociedades modernas es económicamente ineficaz.» 

2 Tal fue el caso de la limpieza étnica del pueblo albano-kosovar por parte del gobierno serbio de 
Slobodan Milosevic, en 1999. La agresión supuso la derrota del Ejército yugoslavo por una coalición 
internacional (OTAN) liderada por EE.UU. y la independencia de Kosovo, en 2008. 

2 Tradicionalmente, en la guerra irregular una partida la forma una docena de combatientes y una 
guerrilla está compuesta por 3 o 4 partidas. 

2 Según el profesor Bastos, existe un paralelismo entre la falta de información del atacante estatal y 
la falta de información de un sistema económico de planificación central. 

2 Publio Cornelio Escipión en Numancia (134 a.n.e.), Julio César en la Galia (Alesia, 52 a.n.e.) y 
Napoleón en España (Zaragoza, 1808 y Gerona, 1809) utilizaron con éxito esta estrategia. 

22 Es frecuente confundir «institución» con «organización». Según Hayek (2014: 57), la primera es 
un «cosmos» u orden espontáneo mientras que la segunda, es un «taxis» u orden construido. 

2 «Encontramos que los Estados pequeños son menos capaces de imponer fuertes y coercitivos 
Estados monopólicos ya que se enfrentan a mayor competencia de sus Estados circundantes y los 
Estados más abusivos están en mayor peligro de perder a sus ciudadanos más productivos vía 
emigración. Por tanto, los Estados pequeños tienen el incentivo a perseguir políticas de laissez-faire.» 

5 Ciudad de Vaticano: Italia; Mónaco: Francia; Andorra: España y Francia; Liechtenstein: Suiza. 

2 Debido probablemente a un deslizamiento del lenguaje, el «refugio fiscal» (tax haven) es 
comúnmente denominado «paraíso fiscal» (tax heaven). 

Decreto No. 236-2012, p. A-15. 

2 <http://zede.gob.hn/quienes_somos>. Último acceso 20/11/2018. 

Decreto No. 120-2013. 

2 La «igualdad de condiciones» de dos candidatos a un puesto de trabajo es un supuesto irreal e 
irrealizable por lo que su determinación, por parte de un técnico o funcionario, será necesariamente 
arbitraria. 

% En el sentido ascendente, la cesión de soberanía se observa más claramente en los procesos de 
integración supranacional, como la Unión Europea. 

2 En enero de 2017, el Instituto Seasteading y el gobierno de Polinesa francesa han firmado un 
memorando de entendimiento para la creación de una ciudad flotante bajo estatuto de zona especial 
marítima. Fuente: <https://www.seasteading.org>. Último acceso 20/11/2018. 

22 <http://www.cato.org/multimedia/cato-video/top-5-states-freedom-50-states>. Último acceso 
20/11/2018. 

2% No existe impuesto sobre la renta a nivel estatal, ni IVA. Tampoco es obligatorio para los 
motoristas llevar el casco ni el cinturón de seguridad a los conductores. 

2£ «Los políticos del gobierno normalmente se oponen a estas instituciones porque restringen su 
poder.» 

2 «Me encanta el concepto descentralizado de Blockchain. Comprendí instantáneamente que 
Blockchain puede ser una infraestructura básica para el gobierno, los contratos, la ley e incluso las 
naciones. Blockchain no es solo para el dinero. Está ahí para nuevas estructuras de gobierno 
reemplazando el concepto de nación-estado de la era de Napoleón.» 

% Consideramos que el término «contraeconomía» no define adecuadamente su significado. Tanto 
los mercados negros como la economía sumergida son fenómenos de mercado que cumplen cabalmente 
las leyes económicas. 


22 «Las ideas son la fuerza que modela nuestras vidas y nuestro mundo.» 


2% Esta expresión es un oxímoron pues toda economía siempre es colaborativa. 
2 Es frecuente confundir «institución» con «organización». Según Hayek (2014: 57), la primera es 
un «cosmos» u orden espontáneo mientras que la segunda es un «taxis» u orden construido. 


ANEXOS 
ANEXO A 


OPERACIÓN «ATALANTA» PARA COMBATIR 
LA PIRATERÍA EN EL OCÉANO ÍNDICO 


1. Solución estatal: 7 navíos patrullan una zona marítima de 8,7 
millones de Km?, A pesar del elevado coste económico, la probabilidad 
de detectar y repeler una agresión es remota. 
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ANEXO B 


CRÍTICA A LA TEORÍA DE LOS BIENES 
PÚBLICOS: SEGURIDAD 


1. Rivalidad: Todo bien económico es escaso, por tanto, siempre 
hay rivalidad (marginal) en el consumo. Una vez empeñada la 
última patrulla de policía, el próximo demandante (submarginal) 


necesariamente de: 


CRÍTICA A LA TEORÍA DE LOS BIENES 
PÚBLICOS: DEFENSA 


1. Rivalidad: Es un concepto gradual y depende de la escala. Los 
medios militares son escasos, poseen capacidades limitadas y se 
usan de forma selectiva: unos objetivos quedan protegidos y 
otros, necesariamente, quedan desprotegidos. 


2. Exclusión: Ambos aeropuertos (clientes) pueden pagar su 
propia defensa con armas de limitado alcance o contratar 
conjuntamente un sistema mayor que de cobertura total. 
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